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1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 3 de abril de 1998. 


La CAMARA de SENADORES se reunirá el próxi- 


mo martes 14, a la hora 16, a fin de informarse de los 
asuntos entrados y considerar el siguiente 


19) 


29) 


3%) 


ORDEN DEL DIA 


Informe de la Comisión Preinvestigadora sobre las acu- 
saciones hechas en la sesión del Senado del día 1* de 
abril de 1998 sobre presuntas irregularidades en el ám- 
bito del Poder Judicial y del Senado de la República 
sobre el trámite y contenido remitido por el Poder Judi- 
cial en el caso de desafuero del Senador Jorge Gandini. 


(Carp. N* 1012/98 - Rep. N* 591/98) 


Elección de miembros de la Comisión Permanente del 
Poder Legislativo (artículo 127 de la Constitución). 


Informe de la Comisión designada para analizar las 
declaraciones efectuadas por el señor Presidente de 
ANTEL, Ricardo Lombardo sobre un supuesto tráfico 
de influencias practicado por el señor Senador Rafael 
Michelini en dicho Ente. 


(Carp. N* 989/98 - Rep. N* 581/98) 


Discusión general y particular de los siguientes proyectos 


de ley: 


45 


5%) 


6%) 


Por el que se modifica el régimen marcario vigente, 
proponiendo la adecuación en materia de propiedad 
industrial. 


(Carp. N* 745/97 - Rep. N* 578/98) 
Por el que se aprueba la Convención sobre Extradi- 
ción entre el Gobierno de la República y el Gobierno 
de la República Francesa. 


(Carp. N* 643/97 - Rep. N* 584/98) 


Por el que se aprueba la Convención de Viena sobre 
Responsabilidad Civil por Daños Nucleares y el Pro- 


79) 


8%) 


9%) 


10) 


11) 


12) 


13) 


tocolo Facultativo sobre Jurisdicción Obligatoria para 
la Solución de Controversias. 


(Carp. N* 933/97 - Rep. N* 582/98) 


Por el que se aprueba el Acuerdo para la Promoción y 
Protección de Inversiones entre el Gobierno de la Re- 
pública y el Gobierno de la República Checa. 


(Carp. N* 850/97 - Rep. N* 586/98) 


Por el que se aprueba el Acuerdo Comercial entre el 
Gobierno de la República y el Gobierno de la Repú- 
blica Checa. 


(Carp. N* 849/97 - Rep. N* 583/98) 


Por el que se aprueba el Protocolo de Medidas Caute- 
lares negociado en el ámbito de la reunión de Minis- 
tros de Justicia del MERCOSUR. 


(Carp. N* 868/97 - Rep. N* 585/98) 


Por el que se aprueba el Protocolo de Armoniza- 
ción de Normas sobre Propiedad Intelectual en el 
MERCOSUR, en Materia de Marcas, Indicaciones de 
Procedencia y Denominaciones de Origen. 


(Carp. N* 795/97 - Rep. N* 589/98) 


Por el que se designa con el nombre “Dora Pumar de 
González” el Jardín de Infantes N* 211 de la ciudad 
de Progreso, departamento de Canelones. 


(Carp. N* 919/97 - Rep. N* 567/98) 


Por el que se designa con el nombre “Brigadier Gene- 
ral Manuel Oribe” la Escuela Rural N* 103 del depar- 
tamento de San José. 


(Carp. N* 923/97 - Rep. N* 568/98) 
Por el que se designa con el nombre “Gilberto Igle- 
sias” el Liceo de la ciudad de Progreso, 17* Sección 


Judicial del departamento de Canelones. 


(Carp. N* 926/97 - Rep. N* 569/98) 
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FALTAN: con licencia, los señores Senadores Couriel, Dal- 


más y Ramos; y con aviso, el señor Senador García Costa. 


14) Por el que se designa con el nombre “Juan Omar Ca- 
landria” la Escuela N* 118 de la 1* Sección Judicial 
del departamento de Canelones. 

3) ASUNTOS ENTRADOS 
(Carp. N” 928/97 - Rep. N* 570/98) 
SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 


15) Por el que se designa con el nombre “Curva de Bruschi” sesión. 


16 


) 


la Escuela Rural N* 36 del departamento de Canelones. 
(Carp. N* 929/97 - Rep. N* 571/98) 


Por el que se designa con el nombre “José Percovich” 
la Escuela Rural N* 27 del departamento de Canelones. 


(Carp. N* 935/97 - Rep. N* 572/98) 


(Es la hora 16 y 13 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


“Montevideo, 14 de abril de 1998. 


17) Por el que se designa con el nombre “Constancio C. La Presidencia de la Asamblea General remite va- 
Vigil” la Escuela N* 88 del departamento de Rocha. rios Mensajes del Poder Ejecutivo comunicando haber 
dictado los siguientes Decretos y Resoluciones: 
(Carp. N* 944/98 - Rep. N* 573/98) 
Por el que se fijan los coeficientes, con vigencia, 
18) Por el que se designa con el nombre “Enrique Vicente al 1? de abril de 1998, a aplicar en la liquidación 
Mongrell Mónaco” la plaza de deportes del pueblo de haberes y partidas a los funcionarios del Ser- 
San Javier, departamento de Río Negro. vicio Exterior. 
(Carp. N* 946/98 - Rep. N* 574/98) Por el que se autoriza al Ministerio de Transpor- 
te y Obras Públicas a efectuar trasposiciones de 
19) Informes de la Comisión de Asuntos Administrativos créditos presupuestales, en el presente Ejercicio, 
relacionados con las solicitudes de venia del Poder entre proyectos de inversión de las Unidades Eje- 
Ejecutivo para destituir de sus cargos a: cutoras: 003, Dirección Nacional de Vialidad, y 
005 Dirección Nacional de Arquitectura. 
un funcionario del Ministerio de Salud Pública. (Plazo 
constitucional vence 27 de abril de 1998) Por el que se autoriza al Comando General de la 
Fuerza Aérea a efectuar transformación de 65 
(Carp. N* 984/98 - Rep. N* 588/98) cargos de soldado de 1ra. en 51 cargos de Cabo 
de 2da. 
una funcionaria del Ministerio de Transporte y Obras Pú- 
blicas. (Plazo constitucional vence 17 de mayo de 1998). Por el que se autoriza al Comando General del 
Ejército a efectuar la transformación de 2 cargos 
(Carp. N* 979/98 - Rep. N* 587/98) de Sargento lro. y 1 cargo de Soldado de 1ra. en 
2 cargos de Sub-Oficial Mayor. 
20) Mensaje del Poder Ejecutivo solicitando venia para 


destituir de su cargo a un funcionario del Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca. (Plazo constitucio- 
nal vence 21 de abril de 1998). 


(Carp. N* 983/98 - Rep. N* 579/98) 


Quena Carámbula 
Prosecretaria 


Jorge Moreira Parsons 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Andújar, Antognazza, 
Arismendi, Astori, Batlle, Brezzo, Cid, Fernández Faingold, 
Gandini, Garat, Gargano, Heber, Hualde, Irurtia, Korze- 
niak, Mallo, Michelini, Millor, Pais, Pereyra, Ponce de León, 
Pozzolo, Ricaldoni, Sanabria, Santoro, Sarthou, Segovia y 
Storace. 


-Ténganse presente. 


El Poder Ejecutivo remite Mensajes comunicando 
la promulgación de los siguientes proyectos de ley: 


por el que se introducen modificaciones al régi- 
men de salidas transitorias de reclusos, 


y por el que se autoriza la salida del país del Buque 
Escuela “Capitán Miranda” y su tripulación a efec- 
tos de realizar el XVIII viaje de instrucción. 


-Ténganse presente y archívese. 
La Suprema Corte de Justicia remite un Mensaje ad- 


juntando los datos estadísticos correspondientes al depar- 
tamento de Montevideo y a los departamentos del interior 
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de la República referentes al último trimestre del año 
1997, en relación a desalojos, lanzamientos y acciones de 
rebaja de alquiler de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 
25 de la Ley N* 15.799, de 30 de diciembre de 1985. 


-Repártase. 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social remite 
la información solicitada por el señor Senador Reinaldo 
Gargano sobre montos recaudados por concepto de Im- 
puesto a las Retribuciones que grava a las pasividades 
con destino al Fondo Nacional de Vivienda para Jubila- 
dos y Pensionistas. 


-Oportunamente le fue entregado al señor Senador 
Reinaldo Gargano. 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas remite la 
información solicitada por el señor Senador Reinaldo Gar- 
gano referente a la concesión a la empresa Consorcio del 
Este de la construcción de la doble vía a Punta del Este. 


-Oportunamente le fue entregado al señor Senador 
Reinaldo Gargano. 


La Cámara de Representantes remite aprobados los 
siguientes proyectos de ley: 


Por el que se aprueba el Convenio de Cooperación 
Regional para la creación y funcionamiento del Centro 
de Cooperación Regional para la educación de adultos 
en América Latina y el Caribe. 


Por el que se aprueba la enmienda al Protocolo so- 
bre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Mi- 
nas, Armas, Trampas y otros artefactos según fue en- 
mendado el 3 de mayo de 1996. 


-A la Comisión de Asuntos Internacionales. 


Por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República y el Gobierno de la República de Vene- 
zuela sobre Cooperación en materia de prevención, con- 
trol y represión del tráfico ilícito de estupefacientes y 
sustancias psicotrópicas, suscrito en Montevideo, el 8 
de noviembre de 1996. 


-A la Comisión de Asuntos Internacionales. 


Por el que se aprueba el Convenio entre el Gobierno 
de la República y el Gobierno de los Estados Unidos 
Mexicanos para la prevención del uso indebido y repre- 
sión del Tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias 
psicotrópicas y sus precursores y productos químicos 
esenciales. 


-A la Comisión de Asuntos Internacionales. 


Por el que se aprueba el Protocolo de Cooperación y 
Asistencia Jurisdiccional en materia civil, comercial, la- 
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4) 


boral y administrativa aprobado en el Valle de las Leñas 
por los cuatro Estados Parte del Tratado de Asunción. 


-A la Comisión de Asuntos Internacionales. 


La Cámara de Representantes comunica que fueron 
electos para integrar la Comisión Permanente que ac- 
tuará durante el cuarto Período Ordinario de la XLIVa. 
Legislatura los señores Representantes: Titulares: Luis 
Batlle Bertolini, Daniel García Pintos, Agapo Luis Pa- 
lomeque, León Morelli, Luis Alberto Bolla, Sra. Daisy 
Tourné y Gabriel Barandiaran y como Suplentes res- 
pectivos a los señores Representantes Adolfo Falero, 
Daniel Arena, Daniel Corbo, Alvaro Alonso, Rubén 
Obispo, Carlos Pita e Iván Posada. 


-Téngase presente.” 


PROYECTO PRESENTADO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de un proyecto pre- 


sentado. 


(Se da del siguiente:) 


“El señor Senador Pais presenta, con exposición de 
motivos, un proyecto de ley relativo al bienestar animal.” 


-A la Comisión de Medio Ambiente. 


(Texto del proyecto presentado:) 


“BIENESTAR ANIMAL 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


El presente proyecto de ley relativo al Bienestar Ani- 
mal atiende a la especial situación del vínculo que une 
a la población con los animales en general, y con los 
denominados “animales domésticos” en particular. 


Ellos han mantenido a lo largo de la historia, una 
particular interacción con los seres humanos, a quienes 
han acompañado prácticamente en todas las actividades 
relevantes del quehacer cotidiano, tanto en tareas de pro- 
ducción como deportivas, bélicas, o de simple compañía. 


Tienen en consecuencia un lugar destacado dentro 
de la sociedad humana. 


No obstante, en nuestro país, salvo las leyes, decre- 
tos y resoluciones dictados respecto de la fauna silves- 
tre, es muy escasa la normativa relativa al trato que 
deben recibir los animales en las diversas actividades 
en que están o son involucrados. 


La realidad también muestra que los animales son 
sometidos frecuentemente a maltratos y actos de cruel- 
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dad; que existen muchos de ellos errantes, heridos y 
sueltos en las vías públicas y rutas nacionales, y que 
asimismo son generadores de riesgo para la población 
desde el punto de vista sanitario. 


Ante tal situación, el Poder Ejecutivo, por Resolu- 
ción N* 440/9953 de 20 de abril de 1995, creó un Grupo 
de Trabajo, cuyos cometidos fueron: a) recopilar la nor- 
mativa vigente; b) analizar y actualizar la normativa vi- 
gente sobre el tema, y c) proponer las medidas y proyec- 
tar las normas jurídicas conducentes a la protección de 
los animales y el mejoramiento del vínculo de la pobla- 
ción con éstos, regulando -entre otros aspectos necesa- 
rios para lograr sus cometidos- los atinentes a las res- 
ponsabilidades de los criadores, comercializadores, tene- 
dores y propietarios, tanto públicos como privados. 


La situación que el mismo pudo constatar, puede 
resumirse así: carencia de una legislación sobre protec- 
ción de los animales; carencia de un marco normativo 
general sobre bienestar animal; escasez de normas so- 
bre trato a los animales; carencia sobre información 
oficial sobre población de mascotas; inexistencia de ser- 
vicios de auxilio a animales heridos en la vía pública; 
dispersión de competencias en reparticiones estatales; 
carencia de refugios adecuados para animales abando- 
nados: escasez de recursos en las Sociedades Protecto- 
ras de Animales; utilización de animales en experimen- 
tación sin regulación ni control, y frecuente captura y 
sacrificio de animales abandonados. 


Ante esta realidad, dicho Grupo de Trabajo enten- 
dió como prioritaria la existencia de una ley que confi- 
gure un marco inicial que regule la relación de la po- 
blación con los animales y que cree un organismo espe- 
cializado en la materia, desde el cual se pueda impulsar 
otras medidas complementarias a la legislación, como 
la realización de una campaña de esterilización masiva 
de perros errantes o vagabundos y otra de información 
y educación sobre tenencia responsable de animales. 


El proyecto de ley que se pone a consideración se 
ha estructurado de la siguiente manera: 


El artículo 1% declara la ley de interés general y 
define sus finalidades. 


Los artículos 2” a 4” establecen su ámbito de aplica- 
ción, reconociendo la vida de los animales como una 
cualidad esencial de los mismos, en cuanto bienes mue- 
bles, y no como sujetos de derecho. 


Los artículos 5” y 6” refieren a las obligaciones que 
les corresponden a los poseedores o tenedores de ani- 
males domésticos o silvestres en cautiverio. 


En los artículos 7” a 10 se regulan las hipótesis y 
condiciones en que se puede dar muerte a un animal. 
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Los artículos 11 a 14 refieren respectivamente al 
mantenimiento de animales en circos y jardines zooló- 
gicos; transporte por arreo y traslados; comercializa- 
ción y utilización de animales con fines publicitarios y 
deportivos. 


El artículo 15 faculta al Poder Ejecutivo para regla- 
mentar sobre destino, remate, esterilización y sacrificio 
de animales errantes, abandonados o confiscados. 


En el artículo 16 se crea el Registro de Prestadores 
de Servicios Animales. 


El Artículo 17 regula las intervenciones quirúrgicas 
sobre animales. 


Los artículos 18 a 31 refieren a la experimentación 
con animales. 


Los artículos 32 a 34 establecen diversas prohibi- 
ciones. 


Los artículos 35 a 40, 42, 47, 49 y 50 tratan sobre la 
creación de la Comisión Nacional de Bienestar Animal 
como una persona pública no estatal, estableciendo su 
integración, cometidos, facultades representación legal, 
régimen de recursos contra sus Resoluciones y relación 
laboral de sus funcionarios. 


Los artículos 44 a 46 crean la Comisión Honoraria 
de Protección Animal, en el ámbito de la Comisión 
Nacional de Bienestar Animal y regulan su integración 
y cometidos. 


El artículo 41 establece la tasa de “Habilitación de 
Servicios Animales”, por concepto de registración de 
las personas físicas y jurídicas a las que alcance el Re- 
gistro de Prestadores de Servicios Animales que prevé 
el artículo 16. 


El artículo 43 crea el “Fondo de Protección Ani- 
mal”, que será administrado por la Comisión Nacional 
de Bienestar Animal. 


Los artículos 48 y 51 a 55 regulan sobre las infrac- 
ciones, sanciones, delitos y penas. 


El Artículo 56 refiere a la materia a ser reglamenta- 
da por el Poder Ejecutivo. 


Finalmente, el artículo 57 dispone que el Poder Eje- 
cutivo podrá disponer del 25% (veinticinco por ciento) 
de lo recaudado por la “Patente de Perro” para solven- 
tar campañas de esterilización de perros. 


La aprobación de la ley de Bienestar Animal dará 
inicio a un proceso paulatino de reglamentación en la 
materia, tendiente a la efectiva protección de los anima- 
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les y a la complementación de esfuerzos estatales y 
privados, en función de los objetivos que se han expli- 
citado. 


Ronald Pais. Senador. 
PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Las disposiciones de esta ley serán 
consideradas de interés general y tienen por finalidad: 


a) Mejorar el vínculo existente entre la población y 
los animales. 


b) Proteger a los animales y sancionar los actos de 
maltrato y crueldad contra los mismos. 


c) Compatibilizar las actividades de aprovechamiento 
sustentable de los animales con un trato humanitario y 
sensible hacia ellos. 


d) Contribuir a la definición de las responsabilida- 
des que les corresponden a los propietarios y tenedores 
de animales a cualquier título. 


e) Propiciar el respeto y la consideración a los seres 
vivos. 


f) Fomentar la implantación de planes de educación 
e información, para que coadyuven a una más armónica 
y sana convivencia de los seres humanos con los ani- 
males. 


g) Crear ámbitos de coordinación, propuesta y con- 
trol de políticas estatales para lograr los objetivos refe- 
ridos precedentemente. 


Art. 2”. - Quedan comprendidos en esta ley todos 
los animales vertebrados, sean domésticos o silvestres, 
entendiéndose por: 


a) animales silvestres: a los pertenecientes a todas 
las especies zoológicas vertebradas que generalmente 
se han criado sin intervención humana y naturalmente 
tienden a vivir libres e independientes de los seres hu- 
manos, aún cuando se encuentren en cautiverio; 


b) animales domésticos: a los que perteneciendo a 
especies que viven ordinariamente bajo la dependencia 
del hombre han sido criados o se mantienen en compa- 
ñía de él. 


El Poder Ejecutivo podrá determinar a cuáles ani- 
males invertebrados será aplicable la presente ley y en 
qué medida. 


Art. 3”. - Se reconoce la vida de todos los animales, 
en condiciones de dignidad y decoro que respeten las 
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características de cada especie, como una cualidad esen- 
cial de los mismos, que merece la protección de la pre- 
sente ley. 


Quedan exceptuados del anterior reconocimiento: 


a) Los animales que sean declarados plagas o de 
riesgo para la salud humana o de otros animales. 


b) Los animales que, por resolución de la autoridad 
competente, sean objeto de control en el número de 
individuos por superpoblación, control biológico de las 
especies o medidas de prevención y erradicación de 
enfermedades. 


c) Los animales destinados a la producción de ali- 
mentos O a la generación de insumos industriales, cuya 
explotación esté expresamente autorizada por la autori- 
dad competente. 


d) Los animales respecto de los cuales se autorice la 
caza deportiva o comercial, en los períodos anuales que 
establezca la reglamentación, para cada una de las es- 
pecies que se trate. 


e) Los animales destinados a la experimentación con 
los fines y requisitos que establezca esta ley y su regla- 
mentación. 


Las excepciones establecidas precedentemente no 
autorizan la realización de actos de maltrato y crueldad 
según se definen en esta ley, salvo los que resulten 
imprescindibles para el logro de las finalidades que fun- 
damentan aquellas. 


En todos los casos, la caza, sacrificio o muerte de los 
animales deberá tener lugar mediante técnicas que tien- 
dan a infligirles el menor sufrimiento y aflicción posibles. 


Art. 4”. - Sin perjuicio de lo que dispongan las nor- 
mas jurídicas específicas sobre fauna silvestre, se reco- 
noce a ésta como parte del patrimonio nacional, siendo 
obligación de todos los habitantes de la República cola- 
borar en su protección, conservación, fomento y apro- 
vechamiento racional. 


Art. 5%. - Toda persona física o jurídica que posea 
un animal doméstico o un animal silvestre en cautive- 
rio, está obligada a: 


a) Mantenerlo en condiciones físicas y sanitarias ade- 
cuadas, inmunizándolo contra las enfermedades trasmi- 
sibles y combatir las que ya padezca. 


b) Proporcionarle alojamiento, alimento y abrigo en 
cantidad y calidad suficientes a las características de su 
especie o raza. 
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c) Prestarle trato adecuado a su especie o raza. 


d) Pagar los tributos nacionales o municipales que, 
en razón de la posesión del animal, las autoridades es- 
tablecieren. 


e) No dejarlo suelto o abandonado. 


f) Dar libre acceso a las autoridades competentes a 
los efectos de la fiscalización y contralor de la tenencia 
del animal. 


Art. 6”. - Todo tenedor de un animal que lo abando- 
ne voluntariamente será responsable del mismo y de los 
perjuicios que pudiere ocasionar a terceros de acuerdo 
al régimen del Código Civil pudiendo, además, ser san- 
cionado administrativamente en los términos estableci- 
dos en esta ley y su reglamentación. 


Art. 7”. - Salvo por motivos de fuerza mayor o 
peligro inminente, ningún animal podrá ser muerto en 
lugares públicos de libre acceso. 


Art. $”. - Ningún animal podrá ser muerto por envene- 
namiento, ahorcamiento u otros procedimientos que le cau- 
sen sufrimientos innecesarios o una agonía prolongada. 


Se exceptúa de esta disposición el empleo de pla- 
guicidas o productos similares utilizados para combatir 
animales dañinos o plagas domésticas o agrícolas, siem- 
pre y cuando la aplicación se realice al amparo de la 
normativa vigente. 


Art. 9”. - La faena de animales para consumo debe- 
rá realizarse observando las leyes y los reglamentos 
aplicables en la materia. 


Art. 10. - El sacrificio de un animal doméstico no 
destinado al consumo humano, sólo podrá realizarse: 


a) Para poner fin a intensos sufrimientos producidos 
por lesión o herida corporal grave o enfermedad grave 
o incurable o cualquier otra causa física irreversible 
capaz de producir sufrimiento innecesario; 


b) Por incapacidad o impedimento grave debido a 
pérdida anatómica o disfunción de un órgano, o miem- 
bro, o por deformidad grave y permanente; 


c) Por vejez extrema; 


d) Cuando se obre en legítima defensa actual o in- 
minente, propia o de un tercero; 


e) Por razones sanitarias o cuando el animal implique 
riesgos para la población humana o para otros animales. 


f) En los casos en que, previa autorización de la 
autoridad competente y en observancia de las regla- 
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mentaciones sanitarias específicas, el destino del ani- 
mal sacrificado sea el consumo por otros animales. 


g) Por cumplimiento de un deber legal o de orden 
legítima de autoridad competente. 


h) Cuando el animal haya sido sometido a experimen- 
tación y en las circunstancias y condiciones que estable- 
cen las disposiciones de la presente ley para esos casos. 


Art. 11. - Los circos y jardines zoológicos públicos y 
privados deberán mantener a los animales en locales con 
una amplitud que contemple las necesidades básicas de 
espacios y medio ambiente de la especie de que se trata y 
se prohíbe su alimentación con otros animales vivos, con 
la sola excepción de aquellas especies en las que esta 
particularidad signifique, por sus hábitos y característi- 
cas alimentarias, su única forma de supervivencia. 


Art. 12. - El transporte de animales por arreo o 
cualquier tipo de vehículo, deberá realizarse en condi- 
ciones que los preserven de daños y lesiones y median- 
te procedimientos que no entrañen para ellos malos tra- 
tos, fatiga extrema o carencia de descanso, bebida y 
alimento. 


Durante el traslado no se podrá inmovilizar a los 
animales en posiciones que les ocasionen lesiones o 
sufrimientos, respetando además, el número en relación 
al tamaño por superficie y atendiendo a las particulari- 
dades de las especies, de acuerdo a las normas y reco- 
mendaciones internacionales al respecto. 


El Poder Ejecutivo reglamentará principalmente la 
carga, descarga, alojamiento, alimentación, asistencia 
veterinaria y vigilancia de los animales transportados. 


Queda comprendido en este artículo el uso de ani- 
males como medio de transporte. 


Art. 13. - La comercialización de animales y la uti- 
lización de animales vivos con fines publicitarios estará 
sujeta a la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo 
y a la supervisión de la Comisión Nacional de Bienes- 
tar Animal que se crea por el artículo 35 de esta ley. 


Por razones relevantes de conservación de las espe- 
cies, el Poder Ejecutivo regulará o prohibirá la importa- 
ción, exportación y tránsito de animales, pudiendo incluir 
en sus prescripciones a los productos de origen animal. 


Art. 14. - Los animales utilizados para deportes no 
deberán someterse a la disciplina respectiva bajo el efecto 
de ninguna droga o medicamento perjudicial para su sa- 
lud e integridad ni ser forzados más allá de su capacidad. 


Art. 15. - El Poder Ejecutivo podrá reglamentar so- 
bre destino, remate, esterilización y sacrificio de ani- 
males errantes, abandonados o confiscados. 
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El producido resultante de la venta de estos anima- 
les será devuelto a su propietario, luego de la deduc- 
ción de los gastos ocasionados. 


El sobrante de la venta de un animal que no tenga o 
se desconozca su propietario, se destinará al Fondo de 
Protección Animal. 


Art. 16. - Créase en la órbita de la Comisión Nacio- 
nal de Bienestar Animal el Registro de Prestadores de 
Servicios Animales en los que deberán inscribirse las 
personas físicas o jurídicas que determinará la regla- 
mentación y que presten o comercialicen determinados 
productos para animales, así como los que comerciali- 
cen animales o los utilicen para el trabajo o la presta- 
ción de servicios. El Poder Ejecutivo reglamentará, las 
actividades comprendidas, los requisitos y condiciones 
para la habilitación de los Prestadores de Servicios Ani- 
males, correspondiendo su supervisión y control a la 
Comisión Nacional de Bienestar Animal. 


Art. 17. - Las intervenciones quirúrgicas sobre anima- 
les sólo pueden ser practicadas por un profesional veteri- 
nario o bajo su supervisión, bajo anestesia local o general. 


Quedan exceptuadas de esta disposición la marca- 
ción, señalado, castración, descorne, descole y otras ma- 
niobras sobre el ganado que el Poder Ejecutivo incluya 
en la reglamentación. 


Art. 18. - El uso de animales en experimentos, prác- 
ticas de diagnóstico y entrenamiento profesional se rea- 
lizará únicamente cuando esté justificado ante la autori- 
dad competente que tal uso es imprescindible para el 
estudio y avance de la ciencia o la formación profesio- 
nal, y siempre y cuando esté demostrado: 


a) Que los resultados deseados no pueden obtenerse 
por otros procedimientos o técnicas alternativas. 


b) Que las experiencias o prácticas son necesarias 
para el control, la prevención, el diagnóstico o el trata- 
miento de enfermedades que afecten al hombre o a los 
animales. 


c) Que el uso o experimentos sobre animales vivos 
no pueden ser sustituidos por esquemas, dibujos, méto- 
dos basados en modelos matemáticos, películas, video- 
cintas, fotografías, utilización de órganos artificiales, 
simulación por computador, sistemas biológicos in vi- 
tro o cualquier otro procedimiento incruento. 


Art. 19. - Se prohibe realizar cualquiera de las acti- 
vidades previstas en el artículo anterior con animales 
vivos como medio de ilustración de conferencias o cla- 
ses, o con el propósito de obtener destreza manual. 


También se prohíbe el uso de animales vivos cuan- 
do los resultados del experimento son conocidos con 
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anterioridad o cuando el experimento no tiene un fin 
científico y especialmente cuando está orientado hacia 
una actividad comercial. 


Art. 20. - Los animales seleccionados para experi- 
mentación, prácticas de diagnóstico y entrenamiento pro- 
fesional, deberán ser de la especie y calidad apropiadas 
y su número no deberá exceder el mínimo necesario 
para obtener resultados científicamente válidos. 


Las maniobras que causaren dolor a los animales, 
molestias o daños, los pongan en estado de gran ansie- 
dad o puedan perturbar gravemente su estado general, 
deberán ser limitadas a lo indispensable. 


Art. 21. - Los animales utilizados para la experi- 
mentación científica o demás actividades establecidas 
en el artículo 18, que sean objeto de cirugía, vivisec- 
ción u otras manipulaciones, serán mantenidos, antes, 
durante y después de la experimentación con: 


a) transporte en condiciones humanitarias e higiénicas; 


b) condiciones ambientales de alojamiento, en am- 
plitud, temperatura, humedad, ventilación, alumbrado, 
ruidos, olores e interacción con otros animales, compa- 
tibles con las necesidades de la especie en cuestión; 


c) alimentación y agua potable en cantidad y calidad 
suficientes para sus necesidades y para conservar la sa- 
lud; 


d) servicio de atención veterinaria con fines de vigi- 
lancia sanitaria, prevención de enfermedades y cuidado 
de animales enfermos o lesionados. 


Los bioterios serán dirigidos por personal capacita- 
do en la materia. 


Art. 22. - Los experimentos con animales no pue- 
den ser ejecutados más que en institutos o laboratorios 
que dispongan de personal calificado y de instalaciones 
que permitan tener a los animales considerando sus par- 
ticularidades. 


Estos experimentos deberán realizarse por o bajo la 
supervisión de personal con la idoneidad y experiencia 
necesarias para ello. 


Art. 23. - En los establecimientos destinados a la 
experimentación con animales deberán existir instala- 
ciones apropiadas para el manejo y tratamiento de ca- 
dáveres y deshechos. 


Art. 24. - Antes de la manipulación de un animal 
que pueda resultar dolorosa, deberá brindársele seda- 
ción, analgesia o anestesia, según las prácticas veterina- 
rias mayoritariamente aceptadas. 
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Art. 25. - Al final del experimento o durante él, si 
es necesario se le dará muerte bajo anestesia general al 
animal que, de quedar con vida, padecería dolores agu- 
dos o crónicos, trastornos, molestias o discapacidades 
irreversibles. 


Art. 26. - Se prohíbe la reiteración de cirugías abla- 
sivas con carácter experimental sobre un mismo ani- 
mal, salvo que se hagan sucesivamente en el mismo 
acto quirúrgico o se trate de actos de cirugía menor. 


Art. 27. - Los experimentos no deberán ser ejecuta- 
dos en animales de clase superior, como por ejemplo 
mamíferos, salvo que sea imposible realizarlos en ani- 
males de clase inferior. 


Como principio general deberá evitarse la utiliza- 
ción en experimentos de animales domésticos reconoci- 
dos como mascota habitual. 


Art. 28. - Las instituciones y los responsables de los 
actos experimentales con animales quedan obligados a 
instaurar tratamientos médicos destinados a la recupe- 
ración y analgesia de los que no sean sacrificados como 
consecuencia de maniobras experimentales. 


Art. 29. - Para cada experimento sobre animales 
que esté debidamente autorizado por la autoridad com- 
petente, debe establecerse un proceso o protocolo, con- 
signando el objetivo, modo de ejecución, los anestési- 
cos que eventualmente se autorizarán, así como la espe- 
cie y número de animales a utilizar. 


Los protocolos serán conservados durante tres años 
y estarán a disposición de la Comisión Nacional de 
Bienestar Animal. 


Art. 30. - Los experimentos con animales deberán 
ser registrados en la Comisión Nacional de Bienestar 
Animal, en forma previa y con la antelación que deter- 
mine la reglamentación a los efectos de poder supervi- 
sar la observancia de las disposiciones de la presente 
ley, debiendo estar limitada su duración. 


Art. 31. - Los experimentos que no se ajusten a la 
presente ley y a su reglamento, podrán ser denunciados 
por cualquier persona física o jurídica, ante la Comi- 
sión Nacional de Bienestar Animal, a fin de que se 
suspendan. No podrán reiniciarse hasta que el respon- 
sable ofrezca las garantías del caso a esa Comisión. 


Art. 32. - Queda prohibido el uso de animales vivos 
para la práctica de tiro al blanco. 


Se prohíbe la cría, hibridación y el adiestramiento 
de animales con el propósito de aumentar su peligrosi- 
dad. 
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Asimismo, se prohíbe que los responsables de ani- 
males de cualquier especie promuevan peleas entre ellos. 


Art. 33. - Quedan especialmente prohibidas las ri- 
ñas de gallos, corridas de toros, novilladas o parodias 
en que se mate u hostilice a animales. 


Art. 34. - Queda prohibido, en los zoológicos o 
circos ofrecer a los animales cualquier tipo de alimen- 
tos u objetos cuya ingestión pueda causarles daño o 
enfermedad. 


Art. 35. - Créase la Comisión Nacional de Bienestar 
Animal, con carácter de persona jurídica de Derecho 
Público no estatal, la que se integrará de la siguiente 
manera: 


a) Un representante del Poder Ejecutivo que la pre- 
sidirá; 


b) Un delegado del Ministerio de Salud Pública; 


c) Un delegado del Ministerio de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca; 


d) Un delegado del Ministerio de Educación y Cul- 
tura; 


e) Un delegado del Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente; 


f) Un delegado del Ministerio del Interior. 


La Comisión eligirá de su seno un Vicepresidente y 
un Secretario. 


Art. 36. - Los integrantes de la Comisión Nacional 
de Bienestar Animal serán designados por el Poder Eje- 
cutivo, a propuesta de las instituciones respectivas, de 
conformidad con lo establecido en el artículo anterior y 
por un período de cinco años. Podrán ser reelectos y se 
mantendrán en el ejercicio de sus cargos hasta tanto 
sean nombrados quienes deban sustituirlos. 


Art. 37. - Son cometidos de la Comisión Nacional 
de Bienestar Animal, además de los que surgen del 
cuerpo de esta ley: 


a) Asesorar al Poder Ejecutivo sobre las políticas y 
los programas que estime necesarios o convenientes para 
mejorar la vinculación existente entre la población y 
los animales. 


b) Proponer al Poder Ejecutivo las normas necesa- 
rias para una mejor gestión y un mejor aprovechamien- 
to de los recursos públicos en materias relacionadas 
con animales. 
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c) Planificar, organizar, dirigir, evaluar y colaborar 
en la ejecución de los programas que se coordinen con 
el Poder Ejecutivo para alcanzar los fines perseguidos 
por la presente ley. 


d) Informar al Poder Ejecutivo y velar por el cum- 
plimiento de los compromisos internacionales concer- 
nientes a los animales. 


e) Realizar o fomentar investigaciones y estudios 
relacionados con la situación de los animales, su com- 
portamiento y su protección. 


f) Organizar, dirigir y coordinar los programas de 
información y educación que coadyuven a una más ar- 
mónica y sana convivencia de los seres humanos con 
los animales. 


g) Controlar las condiciones de aprovechamiento sus- 
tentable de los animales, haciendo las recomendaciones 
que crea del caso para evitar abusos y una irracional 
utilización de los mismos. 


h) Recepcionar las denuncias sobre actos de maltra- 
to y crueldad contra los animales, requiriendo la inter- 
vención de las autoridades públicas competentes, a los 
efectos de prevenir tales situaciones o sancionar a los 
responsables. 


1) Controlar a las personas físicas y jurídicas, cuales- 
quiera que sean sus fines, que utilicen animales, supervi- 
sando que las condiciones en que éstos sean mantenidos 
y utilizados respondan a las previsiones de la presente 
ley y su reglamento, sin perjuicio de las atribuciones que 
en la materia tengan asignadas los organismos estatales. 


3) Organizar el “Registro de Prestadores de Servicios 
Animales” donde deberán registrarse las personas físicas 
O jurídicas previstas en la ley y su reglamentación. 


k) Proponer normas que regulen las condiciones en 
que deberán prestar sus servicios los adiestradores, cria- 
dores, cuidadores y responsables de locales de pensio- 
nado o prestación de servicios de clínica veterinaria 
para animales de compañía o cementerios, de acuerdo a 
los extremos preceptuados por la ley. 


1) Dictaminar, sobre las experimentaciones con ani- 
males, en forma previa a su realización, pudiendo sus- 
pender la realización de las mismas en los casos esta- 
blecidos en el artículo 30. 


m) Promover y someter a reconocimiento, en el plano 
nacional e internacional, las pruebas y procedimientos 
que permitan renunciar a experimentos sobre animales o 
reducir el número de animales utilizados en los mismos. 


n) Crear o promover la creacion de refugios públi- 
cos o privados para animales sin dueño, abandonados o 
extraviados. 
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Art. 38. - A los efectos del cumplimiento de sus 
cometidos podrá: 


a) Administrar y disponer de los recursos que esta- 
blezca la ley, a fin de aplicarlos a sus respectivos pro- 
gramas; 


b) Contratar el personal o los servicios que conside- 
re necesarios para dar cumplimiento a los cometidos 
asignados por esta ley y demás normas concordantes y 
complementarias. 


c) Comunicarse directamente con todas las reparti- 
ciones públicas. 


d) Firmar convenios de intercambio técnico, apoyo 
financiero o de desarrollo de programas. 


e) Recibir donaciones y legados y administrar esos 
recursos, dando cuenta anualmente al Poder Ejecutivo. 


f) Confiscar aquellos animales sujetos a maltrato o 
crueldad por parte de sus tenedores a cualquier título, 
tomando las medidas más adecuadas a las circunstan- 
cias del caso, pudiendo ponerlos bajo la guarda de la 
Comisión Honoraria de Protección Animal -que se crea 
por artículo 44 de la presente ley- para su refugio o 
sacrificio, según corresponda. 


g) Encomendar o autorizar la esterilización de ani- 
males sin dueños, o abandonados o extraviados, o la 
eutanasia de animales heridos, cuando no existan otras 
soluciones alternativas que puedan adoptarse en la prác- 
tica. 


h) Aplicar y cobrar las multas establecidas en la 
presente ley. 


1) Administrar el Fondo de Protección Animal que 
se crea por el artículo 41 de la presente ley. 


Art. 39. - La representación legal de la Comisión 
Nacional de Bienestar Animal será ejercida por su Pre- 
sidente y Secretario, actuando conjuntamente. 


Art. 40. - Para el cumplimiento de sus cometidos la 
Comisión Nacional de Bienestar Animal podrá recurrir 
al auxilio de la fuerza pública. 


Todas las reparticiones públicas tienen la obligación 
de prestar su más amplia cooperación a la Comisión 
Nacional de bienestar Animal para el cumplimiento de 
sus cometidos, considerándose falta administrativa gra- 
ve el ocultamiento de información o la obstaculización 
no justificada al accionar de dicha Comisión. 


Art. 41. - Créase la tasa de “Habilitación de Servi- 
cios Animales” por concepto de registración de perso- 
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nas físicas o jurídicas que presten servicios o comercia- 
licen productos destinados a animales, excepto el libre 
ejercicio de la profesión veterinaria, o comercialicen 
animales de compañía o se sirvan de animales para pres- 
tar servicios al público. 


Serán sujetos pasivos de la misma todas las perso- 
nas físicas o jurídicas que se dediquen a las actividades 
enunciadas en el inciso anterior, con excepción de las 
Sociedades Protectoras de Animales. 


El valor de la tasa será fijado anualmente por la 
Comisión Nacional de Bienestar Animal, observando lo 
preceptuado por el artículo 12 del Código Tributario. 


Art. 42. - Las infracciones a lo preceptuado por el 
artículo anterior serán sancionadas por la Comisión Na- 
cional de Bienestar Animal con multas, de acuerdo a lo 
preceptuado por el artículo 47. 


La fiscalización del pago de la tasa creada por el 
artículo anterior y la aplicación y cobro de las multas se 
harán por intermedio de la Comisión Nacional de Bien- 
estar Animal y el Ministerio del Interior, en la forma 
que determine la reglamentación respectiva. 


Art. 43. - Créase el “Fondo de Protección Animal” 
el que se integrará con los siguientes recursos: 


a) El producto de toda clase de entradas por utiliza- 
ción o proventos que deriven de la gestión de las áreas 
y bienes afectados a la Comisión Nacional de Bienestar 
Animal y administrados por ésta. 


b) El producto percibido por la aplicación de las 
multas e ingresos por remate de decomisos aplicados 
por infracciones a las disposiciones de la presente ley. 


c) El producto del tributo creado por el artículo 41 
de la presente ley y otros cuyo producido se le asigne. 


d) Los fondos procedentes de préstamos y demás 
financiamientos que se concedan. 


e) Las herencias, legados y donaciones que reciba. 


f) Contraprestaciones de servicios prestados por la 
Comisión Nacional de Bienestar Animal. 


g) Producto de colectas públicas, sorteos y espec- 
táculos a beneficio. 


El Fondo de Protección Animal estará exceptuado 
de la limitación en la titularidad y disponibilidad de 
fondos dispuesta en el artículo 589 de la Ley N* 15.903 
de 10 de noviembre de 1987. 


El Fondo de Protección Animal tendrá por fin aten- 
der inversiones y gastos tendientes a contribuir a un 
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mayor bienestar de los animales, teniendo como priori- 
dad a los animales errantes o abandonados, así como el 
funcionamiento de la Comisión Nacional de Bienestar 
Animal. 


Los recursos correspondientes serán depositados en 
una cuenta especial en el Banco de la República Orien- 
tal del Uruguay, denominada “Fondo de Protección Ani- 
mal”. 


Art. 44. - Créase en el ámbito de la Comisión Na- 
cional de Bienestar Animal, la Comisión Honoraria de 
Protección Animal, que estará integrada por: 


a) Tres delegados de las Sociedades Protectoras de 
Animales. 


b) Un delegado de la Facultad de Veterinaria de la 
Universidad de la República. 


c) Un delegado de la Facultad de Medicina. 
d) Un delegado de la Facultad de Agronomía. 


e) Un delegado de los Profesionales Universitarios 
especializados en atención de pequeños animales. 


f) Un técnico de reconocida competencia en materia 
de animales, que la presidirá. 


La Comisión eligirá en su seno a un Vicepresidente 
y un Secretario. 


Art. 45. - Los integrantes de la Comisión Honoraria 
de Protección Animal serán designados por el Poder 
Ejecutivo, a propuesta de las instituciones respectivas, 
de conformidad con lo establecido en el artículo ante- 
rior y por un período de dos años. Podrán ser reelectos 
y se mantendrán en el ejercicio de sus cargos hasta 
tanto sean nombrados quienes deban sustituirlos. 


El Poder Ejecutivo realizará la designación una vez 
que hubiere designado a los integrantes de la Comisión 
Nacional de Bienestar Animal. 


Art. 46. - Será cometido de la Comisión Honoraria 
de Protección Animal la de auxiliar y asesorar a la Co- 
misión Nacional de Bienestar Animal en todos aquellos 
aspectos y temas referidos a la protección de los anima- 
les en los que ésta estime conveniente su intervención y 
con los alcances que se determinen en cada oportuni- 
dad. 


En el ejercicio de sus funciones la Comisión Hono- 
raria de Protección Animal podrá solicitar, en forma 
fundada, la convocatoria a reunión de la Comisión Na- 
cional de Bienestar Animal. 
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Art. 47. - Las infracciones a las disposiciones de la 
presente ley serán sancionadas por la Comisión Nacio- 
nal de Bienestar Animal, teniendo en cuenta su grave- 
dad, de la siguiente forma: 


a) Multa de 5 a 1.000 unidades reajustables. 
b) Comiso de animales vivos. 


c) Suspensión de autorizaciones, habilitaciones o ins- 
cripciones. 


Art. 48. - Podrá prohibirse por el Poder Ejecutivo la 
tenencia o el comercio de animales: 


a) a las personas que han estado sancionadas o con- 
denadas por dos o más transgresiones a la presente ley o 
cuando la violación de las normas en que hayan incurri- 
do sean graves a juicio de la autoridad administrativa. 


b) a las personas que, por causa de enfermedad men- 
tal, alcoholismo u otras razones, estén incapacitadas para 
tener un animal. 


Para salvaguardar la integridad de los animales so- 
metidos a condiciones de maltrato o crueldad, los mis- 
mos podrán ser confiscados por la Comisión Nacional 
de Bienestar Animal o puestos transitoriamente por di- 
cha Comisión en custodia de otras personas, mientras 
se tramita una denuncia o procedimiento administrativo 
O judicial, sin que estos actos den lugar a reclamación 
de indemnización de especie alguna. 


Art. 49. - Contra las resoluciones de la Comisión 
Nacional de Bienestar Animal procederá el Recurso de 
Reposición, que deberá interponerse dentro de los diez 
días hábiles contados a partir del día siguiente de la 
notificación al interesado. 


Una vez interpuesto el recurso, la Comisión dispon- 
drá de treinta días hábiles para instruir y resolver el 
asunto, y se configurará denegatoria ficta por la sola 
circunstancia de no dictarse resolución dentro de dicho 
plazo. 


Denegado el Recurso de Reposición el recurrente 
podrá interponer únicamente por razones de juridici- 
dad, demanda de anulación del acto impugnado ante el 
Tribunal de Apelaciones en lo Civil de turno a la fecha 
en que dicho acto fue dictado. 


La interposición de esta demanda deberá hacerse 
dentro del término de veinte días de notificada la dene- 
gatoria expresa o, en su defecto, del momento en que se 
configure la denegatoria ficta. 


La demanda de anulación sólo podrá ser interpuesta 
por el titular de un derecho subjetivo o de un interés 
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directo, personal y legítimo, violado o lesionado por el 
acto impugnado. 


La sentencia del Tribunal no admitirá recurso algu- 
no. 


Art. 50. - Los funcionarios de la Comisión Nacio- 
nal de Bienestar Animal se regirán por las normas del 
derecho laboral común. 


Art. 51. - El que fuera de las excepciones autoriza- 
das por la presente ley, maltratare, torturare, lesionare o 
matare a un animal, será castigado con pena de uno a 
seis meses de prisión. 


Art. 52. - Los hechos previstos en el artículo ante- 
rior serán castigados con tres meses a doce meses de 
prisión, en los siguientes casos: 


1% - Cuando se cometieren omitiendo alimentar en 
calidad y cantidad suficientes a los animales domésti- 
COS O cautivos. 


2” - Cuando se azuce al animal para el trabajo, me- 
diante instrumentos que, siendo de simple estímulo, les 
provoquen innecesarios castigos o sensaciones doloro- 
sas. 


3” - Cuando se haga trabajar al animal en jornadas 
excesivas sin proporcionarle descanso adecuado, según 
las estaciones climáticas, estado físico o fisiológico. 


4” - Cuando se fuerce a trabajar a un animal que no 
se halle en estado físico o fisiológico para hacerlo. 


5” - Cuando se suministre al animal drogas sin fines 
terapéuticos. 


6” - Cuando se le emplee en el tiro de vehículos o 
transporte de carga que excedan notoriamente sus fuer- 
zas. 


7% - Cuando se encierre, amarre, encadene a cual- 
quier animal innecesariamente o bajo tal manera o po- 
sición que le cause a ese animal sufrimiento innecesa- 
rio o en cualquier lugar que no esté debidamente venti- 
lado, alumbrado, protegido o que no tenga suficiente 
espacio o protección al calor, frío o de las inclemencias 
del tiempo. 


8” - Cuando se empleen animales para exhibiciones, 
publicidad, filmaciones o fines análogos, de forma que 
resulte manifiestamente doloroso para ellos o les oca- 
sione malos tratos o daños. 


Art. 53. - Son agravantes muy especiales y se apli- 
cará la pena de seis meses de prisión a dos años de 
penitenciaría, cuando los hechos se cometieren: 
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1” - Experimentando con animales sin haber cum- 
plido con los requisitos establecidos por los artículos 
18 a 31 de esta ley. 


2” - Mutilando cualquier parte del cuerpo de un animal. 


3” - Interviniendo quirúrgicamente animales sin anes- 
tesia o sin poseer título de profesional veterinario, sal- 
vo los casos de urgencia debidamente comprobados. 


4” - Abandonando a sus propios medios a los ani- 
males que se hubieran utilizado anteriormente en expe- 
rimentaciones. 


5” - Matando animales grávidos, cuando sea notorio 
tal estado, salvo el caso de industrias legalmente esta- 
blecidas que se dediquen a la explotación del nonato o 
cuando dicha muerte se realice por razones sanitarias O 
en situaciones de catástrofe. 


6” - Con impulso de brutal ferocidad o sevicia. 
7*- Como parte de un espectáculo público. 
8” - Como parte de un juego de apuestas. 


9” - Si mediare alguna de las circunstancias previs- 
tas en los incisos 3% y 4” del artículo 59 del Código 
Penal. 


10 - Si los hechos se cometieren contra animales 
cautivos o expuestos al público en circos, parques zoo- 
lógicos y establecimientos comerciales, incluyendo fe- 
rias y puestos callejeros o destinados al servicio públi- 
co o de utilidad, defensa o beneficencia públicas. 


Art. 54. - El que, con intención de matar animales, 
colocare veneno en lugares públicos sin previa autori- 
zación de la autoridad competente y sin colocación de 
carteles de advertencia, será castigado con la pena esta- 
blecida en el artículo 218 del Código Penal. 


Art. 55. - El que colocare o abandonare alimentos, 
líquidos u otras sustancias con propiedades tóxicas en 
lugares accesibles a animales diferentes a aquellos que 
la autoridad competente haya autorizado a combatir por 
esos medios, será castigado con las penas establecidas 
en el artículo 220 del Código Penal. 


Art. 56. - El Poder Ejecutivo reglamentará las dis- 
posiciones de la presente ley y podrá establecer normas 
específicas a las que se ajustará la crianza; pensionado; 
adiestramiento y entrenamiento; fabricación, introduc- 
ción al territorio nacional y comercialización de medi- 
camentos y alimentos para animales; fabricación, intro- 
ducción al territorio nacional y comercialización de pro- 
ductos para animales de compañía o mascotas; atención 
clínica veterinaria en locales especialmente destinados 
a esos efectos; actividades e instalaciones de socieda- 


CAMARA DE SENADORES 


des protectoras de animales y el trabajo con utilización 
de animales. 


Art. 57. - Modifícase el literal A) del artículo 16 de 
la Ley N* 13.459, de 9 de diciembre de 1965 en la 
redacción dada por el artículo 12 de la Ley N* 16.106, 
de 24 de enero de 1990, que quedará redactado de la 
siguiente forma: 


“A) Con todos los tributos que se crean por la pre- 
sente ley, excepto hasta el 25% (veinticinco por ciento) 
de lo recaudado por “Patente de Perro” de lo que el 
Poder Ejecutivo podrá disponer para solventar campa- 
ñas de esterilización masiva de perros.” 

Montevideo, 1” de abril de 1998. 

Ronald Pais Bermúdez. Senador.” 


PEDIDO DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de un pedido 


informes. 


(Se da del siguiente:) 


“El señor Senador Storace solicita se curse un pedi- 
do de informes al Ministerio de Educación y Cultura 
relacionado con el cumplimiento de lo dispuesto por el 
artículo 8” de la Ley N* 14.040 por parte de la empresa 
compradora del monumento histórico Hipódromo Na- 
cional de Maroñas.” 


-Oportunamente fue tramitado. 
Dése cuenta de otro pedido de informes. 
(Se da del siguiente:) 

“El mismo señor Senador solicita se curse un pedi- 
do de informes al Ministerio del Interior relacionado 
con denuncias publicadas en el diario “El País” efectua- 
das por el señor Manuel Flores Silva.” 

-Oportunamente fue tramitado. 
(Textos de los pedidos de informes:) 
“Montevideo, 13 de abril de 1998. 

Sr. Presidente de la 

Cámara de Senadores 

Dr. Hugo Batalla 

Presente. 

De acuerdo a lo que establece el artículo 118 de la 


Constitución vengo a solicitar se curse al señor Ministro 
de Educación y Cultura el siguiente pedido de informes: 
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1%) Que se remitan los antecedentes que refieren al 
cumplimiento de lo que dispone el artículo 8” de la 
Ley N* 14.040 por parte de su propietaria la empresa 
PABER INC. SA. compradora del Monumento Históri- 
co, que es el Hipódromo Nacional de Maroñas. 


2%) Que se comunique a este Cuerpo si la referida 
empresa, fue intimada por el Ministerio o por la Co- 
misión de Patrimonio Histórico respecto a la obliga- 
ción de cumplir con la exigencia del Art. 8? de la Ley 
N* 14.040 (Mantenimiento y Conservación del bien). 


37) Que se remitan las medidas que se adoptarán por 
esa Secretaría al respecto. 


Nicolás Storace Montes. Senador.” 
“Montevideo, 13 de abril de 1998. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Hugo Batalla 
Presente. 


De acuerdo a lo que establece el artículo 118 de la 
Constitución vengo a solicitar se curse al Sr. Ministro 
del Interior el siguiente pedido de informes: 


1%) El Diario “El País” en su edición del domingo 
12 de abril del corriente año, recoge en su página 8 de 
la Sección Primera, denuncias del Sr. Manuel Flores 
Silva, respecto a la actuación cumplida por el Ministe- 
rio del Interior, con motivo de los hechos que se adju- 
dican a funcionarios policiales y a episodios que refie- 
ren a excesos policiales que fueron impuestos a Ud. 


Se requiere se remitan las actuaciones administrati- 
vas cumplidas, referente a estas denuncias. 


2) Que en la publicación de referencia, se formulan 
dos apreciaciones por el Sr. Carlos Maggi que nos lle- 
nan de intranquilidad y coadyuvan a nuestro pedido de 
información. La primera expresa: “...tengo la convic- 
ción que el ataque organizado contra esta publicación 


é 


(referencia a Posdata”) no es casual ni nació del ánimo 
de sus acreedores...”, y la segunda dice “...la policía es 
capaz de planear una ataque por razones inconfesables 
y el gobierno no hace nada...”. 


Requiero entonces de esa Secretaría se remitan las 
actuaciones que tengan que ver con la visita a automo- 
toras O a comerciantes, por parte de funcionarios poli- 
ciales. 


3%) Que se remitan las actuaciones administrativas 
cumplidas en la Jefatura de Policía de Montevideo y en 
esa Secretaría, que tengan que ver con los hechos que 
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6) 


fueron denunciados verbalmente, por escrito o pública- 
mente por el Sr. Manuel Flores Silva. 


Nicolás Storace Montes. Senador.” 


EXPOSICION ESCRITA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una exposición 


escrita. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Heber solicita se curse una expo- 
sición escrita a la Presidencia de la República y al Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas relacionada con los 
planteamientos efectuados por los miembros del Plena- 
rio Nacional de Organizaciones de Impedidos sobre exo- 
neración del Impuesto al Valor Agregado a las contra- 
taciones y actividades vinculadas a insumos, servicios 
y adquisiciones con la finalidad de ayuda a las personas 
discapacitadas.” 


-Se va a votar si se accede al trámite solicitado. 
(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
(Texto de la exposición escrita: ) 
“Montevideo, 27 de marzo de 1998. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Hugo Batalla. 


En virtud de lo dispuesto por el artículo 171 del 
Reglamento de la Cámara cúmpleme efectuar la siguien- 
te exposición escrita, solicitando se remita la misma al 
señor Presidente de la República y al señor Ministro de 
Economía y Finanzas. 


He recibido con sumo dolor el planteo de integran- 
tes del Plenario Nacional de Organizaciones de Impedi- 
dos, fundada en 1983. 


La función del referido Plenario y de aquellas orga- 
nizaciones que lo componen, consiste en contribuir a 
paliar las penurias que aquejan a los discapacitados, 
por medio de asistencia especializada, así como la en- 
trega de bastones, sillas de rueda, etcétera. 


Los mismos me han hecho saber su angustiante si- 
tuación y la escasa colaboración que reciben del Esta- 
do, para poder sobrellevar las dificultades que implican 
el padecimiento de cualquier discapacidad. 


En efecto, cuentan únicamente con una subvención 
estatal, que en el Ejercicio 1997 ascendió a la suma de 


C.S.-221 


222-C.S. 


$ 50.000, la cual obviamente resulta absolutamente in- 
suficiente para el cumplimiento de los cometidos de 
una Institución de esa índole. 


Por otra parte, justo es destacar la invalorable cola- 
boración que prestan a la sociedad toda, por intermedio 
de la desinteresada tarea que brindan, coadyuvando con 
lo que de otro modo debería ser labor íntegramente 
asumida y desarrollada por el Estado. 


Por ello, en el entendido de la exigilidad de la cola- 
boración antedicha, es que solicitamos de las autorida- 
des competentes que en la oportunidad respectiva, por 
lo menos esa subvención sea duplicada, ya que de tal 
modo se estaría cumpliendo con el mandato impuesto 
por el ordinal 2* del artículo 6” de la Ley N* 16.095, de 
4 de octubre de 1989. 


Luis Alberto Heber. Senador.” 
“Montevideo, 27 de marzo de 1998. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Hugo Batalla 


En virtud de lo dispuesto por el artículo 171 del 
Reglamento de la Cámara cúmpleme efectuar la siguien- 
te exposición escrita, solicitando se remita la misma al 
señor Presidente de la República y al señor Ministro de 
Economía y Finanzas. 


Miembros del Plenario Nacional de Organizaciones 
de Impedidos, nos han manifestado su profunda inquie- 
tud en torno a una situación realmente injusta. 


Las contrataciones y actividades vinculadas a insu- 
mos, servicios y adquisición de bienes con la finalidad 
de ayuda a las personas discapacitadas, están gravadas 
con el Impuesto al Valor Agregado. 


Si se considera que muchas actividades, cuya pro- 
moción es fomentada por el Estado, gozan de exone- 
raciones de todo tipo, no parece justo ni resulta razo- 
nable que entidades de la índole de aquellas que inte- 
gran el Plenario Nacional de Organizaciones de Impe- 
didos -cuya principal preocupación y cometido es velar 
por el mejoramiento de la angustiante situación de las 
personas discapacitadas- se encuentren (como consumi- 
dor final) imposibilitados de descontar el Impuesto al 
Valor Agregado y en situación notoriamente más des- 
ventajosa que muchas empresas o industrias con evi- 
dentes fines de lucro. 


Es dable además mencionar, que resulta obvio y 
compartible que el Estado esté interesado en la promo- 
ción de aquellas actividades que resulten beneficiosas 
para el país; sin embargo, resulta absolutamente injusti- 
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ficable que demuestre un total desinterés por la suerte 
de sus ciudadanos más desprotegidos. 


Por ello, resulta de toda lógica y equidad, que tam- 
bién a estos casos se les conceda una exoneración del 
referido tributo o créditos o devoluciones por el mismo, 
lo que configuraría el cabal cumplimiento del precepto 
establecido por la Ley N* 16.095, de 4 de octubre de 
1989, de cuyas disposiciones se desprende la obliga- 
ción de proteger integralmente y facilitar la situación 
de las personas discapacitadas. 


Por todo lo expuesto se solicita el envío de estas 
palabras al Poder Ejecutivo (Presidente de la República 
con Ministro de Economía y Finanzas). 


Luis Alberto Heber. Senador.” 


7), CRIOLLA DEL PARQUE ROOSEVELT. Revocación 
del Comodato con el Club de Leones por parte del 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado ingresa a la hora pre- 
via. 


Tiene la palabra el señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER. - Señor Presidente: en el transcurso de la 
Semana Santa, como decimos muchos, o Semana de Turismo 
para otros, hemos visto que en los medios de prensa se ha 
planteado una polémica en torno a la Sociedad Criolla del 
Parque Roosevelt. 


Sabido es que el Herrerismo tiene por costumbre emitir 
opinión sobre muchas de las cosas que importan; este es un 
caso, pues el tema nos importa mucho. Sinceramente, no en- 
tendemos por qué el Poder Ejecutivo ha revocado el contrato 
celebrado con el Club de Leones. No voy a hablar aquí de la 
gran obra que esta institución realiza en todos los rincones del 
país. No obstante, sí debo decir que el Club de Leones de 
Parque Roosevelt y el de Shangrilá llevan adelante una obra 
magnífica, no sólo brindando entretenimiento y acercando un 
elemento criollo -cosa que también ocurre en el Prado- a la 
gente de Montevideo que no está en condiciones de viajar, 
sino además desarrollando emprendimiento en torno a esto. 


Tengo en mi poder una carta dirigida al señor Presidente 
de la República, en la que se describe la obra que a lo largo de 
21 años ha llevado adelante el Club de Leones en todo el país. 
Por lo tanto, me voy a remitir a señalar lo que esta institución 
ha publicado. Por ejemplo, aquí se dice que se eliminan alre- 
dedor de 3.000 puestos de trabajo durante esa semana; que al 
suspender la Criolla, tal como está programado, se liquida el 
Banco Nacional de Sillas de Ruedas “Criolla Parque Roose- 
velt”; que se elimina la ayuda anual que sirve para solventar 
los gastos del Banco de Lentes del Leonismo en Uruguay, y 
también se elimina una semana gratuita de la Criolla, a donde 
promedialmente concurren 300.000 personas; que se suspende 
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la donación de más unidades cero kilómetro para la Escuela de 
Discapacitados Motrices “Franklin Delano Roosevelt”. 


Asimismo, se eliminan los fondos que perciben los Clubes 
de Leones de Shangrilá y del Parque Roosevelt que permiten, 
entre otras obras, el mantenimiento de la Policlínica gratuita 
“Melvin Jones”; la Gran Fiesta de Reyes, con 2.000 regalos, 
golosinas y refrescos para los niños; la Gran Fiesta del Día del 
Niño; ayuda para la escuela pública de Shangrilá y Paso Ca- 
rrasco y ayuda permanente a familias de bajos recursos. 


A los organizadores de la Criolla del Parque Roosevelt se 
les ha dicho, por parte de las autoridades del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y del Director Nacional de 
Parques Públicos y Recursos Renovables, ingeniero agrónomo 
Roberto Cal, que la no renovación del comodato se debe a 
razones de cuidado del medio ambiente y de la ecología del 
lugar. 


Quien habla, señor Presidente, que integra la Comisión de 
Medio Ambiente, donde todos sus integrantes están preocupa- 
dos por mantener adecuadamente los parques nacionales, no 
cree que en una semana se pueda destruir el ecosistema del 
Parque Roosevelt. 


En el comunicado que se ha hecho público, se dice que 
otra de las razones para tomar esta medida es que allí se va a 
instalar un shopping mall, cosa a la que no nos oponemos, 
aunque seguramente va a hacer más daño al ecosistema que 
esta semana que disfrutan más de 300.000 uruguayos. 


Asimismo, expresan que, con lo recaudado, han donado 
más de 400 sillas de ruedas, 40.000 pares de lentes y ambulan- 
cias O kilómetro que fueron donadas al Ministerio de Salud 
Pública. Incluso, han recaudado más de US$ 1:000.000, que 
se han destinado a distintas obras como: Hospital Pedro Visca, 
Escuela Berro, Hospital de Pando, Hospital Pasteur, Hospital 
Piñeyro del Campo, Hospital Pereira Rossell, Las Brujas Be- 
rro, INAME, Escuelas Públicas Tiradentes de Colonia Nico- 
lich, Simón Bolívar de Shangrilá, Estado de Israel de Shangri- 
lá, Escuela Solymar, Escuela Rumania de Barrio Municipal 
Instrucciones, Escuelas de Paso Carrasco, Cicsa y Monterrey, 
Liceo N* 15 de Carrasco y Liceo Solymar, Instituto Cachón, 
Escuela Marítima de la Colonia de Vacaciones de Malvín, 
Escuela de Recuperación Audio Visual, Obra Padre Dry Colo- 
nia Nicolich, con víveres y guardería. Asimismo, se han distri- 
buido lentes en Cárcel de Mujeres, lentes en Cárcel COM- 
CAR, se han financiado intervenciones quirúrgicas en el exte- 
rior, etcétera, etcétera. 


Reitero, señor Presidente, que no entiendo las razones para 
tomar esta medida, así como tampoco los argumentos que se 
han esgrimido por parte del Ministerio de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca y de la Dirección Nacional de Parques Públicos, 
en cuanto a que esto deteriora el medio ambiente. Pienso que 
no son de recibo y me gustaría que se nos explicaran los 
elementos que determinaron una conclusión de este tipo. Repi- 
to que no puedo creer que en una semana se pueda destrozar 
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un parque, del que disfrutamos los uruguayos a lo largo del 
año. Tampoco creo que la intención sea que se dejen de apor- 
tar estos recursos que atienden una obra social excepcional. 


Por todas estas razones, señor Presidente, en la tarde de 
hoy levantamos nuestra voz en el Senado de la República a fin 
de defender a la Sociedad Criolla del Parque Roosevelt y pedi- 
mos que la versión taquigráfica de nuestras palabras se envíe 
al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y al señor 
Presidente de la República para que se renueve el comodato 
por el que se puede realizar esta fiesta tradicional en el Uru- 
guay que, a su vez, permite llevar a cabo una obra social tan 
importante. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar el trámite solicita- 
do por el señor Senador Heber. 


(Se vota:) 
-21 en 22. Afirmativa. 


S) PRIMER ANIVERSARIO DEL BOLETIN “MARE- 
JADA”, DEL CLUB DE LA TERCERA EDAD DE 
“LA AGUADA”, DEPARTAMENTO DE ROCHA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: el próximo 19 
de abril, coincidiendo con la fecha patria, el Club de la Terce- 
ra Edad de la Aguada, hermoso y pequeño balneario del de- 
partamento de Rocha, celebra el primer aniversario de la apa- 
rición de su prensa, un boletín breve, entretenido, casi fami- 
liar, informativo y formativo. Su tono es sedante y, a la vez, 
fermental. Al mismo tiempo que tranquilo, tiene un título ava- 
sallante, ya que se llama “Marejada”. 


En la invitación para concurrir a los festejos de este primer 
aniversario figura un pensamiento del recordado amigo, peda- 
gogo y literato rochense, Rosalío Pereyra. Se trata del pensa- 
miento que, con la belleza que sabía dar a sus estructuras 
gramaticales, es tan dialéctico como el propio boletín. Rosalío 
Pereyra dice que la prensa es a la vez espejo y caja de reso- 
nancia, capaz de actuar como causa y efecto de los hechos que 
la ocupan. 


La dialéctica de este boletín tan sencillo y simultáneamente 
tan fermental, aparece aquí resumida, con belleza literaria, en 
esta frase del aludido autor. 


Señor Presidente: no ha sido únicamente el cariño por mi 
comarca rochense y por el apacible y hermoso balneario de La 
Aguada lo que motiva esta breve intervención. 


Una información objetiva y muy completa me ha demos- 
trado cabalmente que este Club de la Tercera Edad de La 
Aguada es uno de los más dinámicos del país, poseedor de un 
dinamismo que no sólo sueña e imagina, sino que además 
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realiza y construye. Posee un hermoso local erigido con mu- 
cho sacrificio en un cruce de calles muy especial, ya que pare- 
ce que desde allí puede verse el mar, La Aguada y la vecina 
Costa Azul, como si la madurez de la tercera edad permitiese 
observar con calma lo que ocurre en todos lados, siempre con 
esperanza. 


Este club cuenta con un excelente coro que, incluso, se ha 
presentado en Montevideo. Asimismo, allí se imparten cursos 
de teatro, de expresión corporal y de pintura. Se realizan jor- 
nadas de atención médica preventiva y hay recreación festiva 
periódica. 


En suma, este club tiene la búsqueda de la vida en plenitud 
en edad madura, sobre dos bases indispensables, incluso en la 
vida institucional: la participación y el pluralismo. 


El anecdotario surgido de este brillante ejemplo del Club 
de Tercera Edad es inagotable. Lo conozco de cerca: desde la 
ternura que irradia la formación de parejas que allí se conocie- 
ron y superaron sus recíprocas soledades, hasta discusiones 
muy hermosas y sugerentes y, sobre todo, ese afán por dar a la 
existencia humana su verdadero sentido vital, gregario, parti- 
cipativo, esperanzado y nunca resignado. Ahora, como siem- 
pre, este Club de la Tercera Edad tiene más sueños y partici- 
pación, más y mejores instalaciones, más relaciones humanas, 
más música, más teatro, en fin, más vida. 


Señor Presidente: me parece oportuno solicitar que la ver- 
sión taquigráfica de estas palabras sea enviada al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas -donde hay un convenio pendien- 
te, creo que desde 1996- a la Junta Departamental de Rocha, a 
la Junto Local de La Paloma y al propio Club de la Tercera 
Edad de La Aguada, 10* Sección Judicial del departamento de 
Rocha, adjuntando las felicitaciones por el primer aniversario 
de “Marejada”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción formulada por el señor Senador Kor- 
zeniak. 


(Se vota:) 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


9) DESIGNACION DE UN DOCENTE PARA CURSOS 
DE PREESCOLARES EN LA ESCUELA N” 60 DEL 
DEPARTAMENTO DE COLONIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor Garat. 


SEÑOR GARAT. - Señor Presidente: en el ámbito del Se- 
nado he planteado, en diversas ocasiones, la defensa de la obra 
que realizan las escuelas rurales. Hemos realizado planteos 
frente a un atropello -para decirlo en términos vulgares- que 
hubo en cierto momento con el fin de clausurar escuelas rura- 
les que tuvieran pocos alumnos. Hemos procurado defender la 
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obra cultural y social que realizan las escuelas rurales en el 
medio rural. Hemos asistido a reuniones de padres de alumnos 
que asisten a escuelas rurales que se han efectuado en distintos 
lugares -algunas numerosas- del departamento de Colonia, quie- 
nes defienden la existencia de éstas, aun en aquellos institutos 
en los que hay pocos niños. 


También es sabido que todos hemos recibido con beneplá- 
cito los cursos de preescolares que se han resuelto realizar en 
distintas escuelas en las zonas urbanas. Frente a este hecho, el 
año pasado -aproximadamente en el mes de agosto- mantuvi- 
mos una reunión en la zona de San Pedro, en el departamento 
de Colonia. Los padres de los niños de ese lugar pidieron, con 
anticipación, que se habilitaran cursos de preescolares en la 
Escuela N* 60 de esa zona. San Pedro es considerada una zona 
rural. Quienes conozcan el departamento de Colonia, sabrán 
que San Pedro es más que una zona rural, entre las más típicas 
del país; es un centro poblado, principalmente, por producto- 
res rurales, agricultores y lecheros que practican un tipo de 
producción realmente avanzada, de alta tecnología y de gran 
rendimiento. Diría que es una zona modelo. Con respecto al 
paisaje de esa zona, podríamos decir que imita o hace recordar 
los paisajes de distintas zonas rurales del ámbito europeo, con 
casas bien construidas y con trabajo muy eficiente. 


En la Escuela N* 60 de San Pedro, los padres de distintos 
alumnos lograron inscribir, aproximadamente, a 26 niños para 
que realizaran los cursos en dicho local. Cabe señalar que la 
escuela tiene una construcción antigua, con una nobleza edili- 
cia y un estado de conservación magníficos. Dicho sea de 
paso, ese estado de conservación es producto de un trabajo 
profundo y eficiente durante la Administración anterior. Por 
tanto, la Escuela N* 60 está en condiciones óptimas. Es así que 
se inscribieron alumnos, cuyos padres desean que concurran al 
preescolar en esa zona que, aunque es rural, reúne todas las 
características de un centro muy poblado y que dista a treinta 
kilómetros de la ciudad de Colonia, que es el lugar más próxi- 
mo al que deberían concurrir. Evidentemente, a padres de ni- 
ños cuyas edades oscilan entre cuatro y cinco años, les resulta 
muy difícil desprenderse de ellos para que viajen treinta kiló- 
metros hasta la escuela más próxima, a fin de que concurran a 
un preescolar. Si estuvieran a poca distancia de donde viven y 
trabajan los padres, sería más cómodo y seguro. 


Debemos señalar que se hizo el trámite correspondiente 
ante la inspección departamental. En el período en el que se 
estaban instalando los cursos de preescolares, los inspectores 
de Primaria efectuaron todos los controles pertinentes y verifi- 
caron la inscripción de los niños y el estado adecuado del 
local. Tengo entendido -es muy difícil poder saber lo que su- 
cede dentro del CODICEN- que los informes de todos los 
técnicos que visitaron el local y la región eran favorables. 
Sólo faltaba designar un maestro. Hemos agotado todos los 
caminos para que se llevara adelante esa designación. Quiero 
hacer notar que si esos 26 niños de San Pedro hubieran asisti- 
do a una escuela en la ciudad de Colonia, también se habría 
necesitado un maestro. En San Pedro no hay un maestro de 
preescolares. Hasta el día de hoy no se ha logrado -y los 
cursos ya están bastante avanzados- que se nombrara uno. 
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Según el informe que tengo en mi poder -es posible que esté 
equivocado, pero lo digo públicamente para que quien sea 
responsable tenga la oportunidad de contestarme- este proceso 
final que había recibido el visto bueno de todos chocó contra 
la actitud totalmente firme del profesor Rama, quien no admi- 
te la creación de grupos de preescolares en las escuelas rurales 
y sí en las urbanas. Pienso, señor Presidente, que este es un 
caso de discriminación que realmente es inaceptable. No pue- 
do creer que esto sea cierto; está ocurriendo pero, reitero, no 
puedo creer que sea cierto. 


Si esa fuera la actitud del señor Presidente del CODICEN, 
entonces lo que ocurre es que no conoce la zona, no hace caso 
o no escucha los informes que recibe de sus técnicos o tiene 
una posición declarada en cuanto a hacer desaparecer la es- 
cuela rural llevando la enseñanza a un medio urbano, donde el 
niño pierde el contacto con el ámbito familiar. 


A nuestro entender, el hecho de designar un maestro en 
una escuela de la zona de San Pedro, cuyas condiciones edili- 
cias son óptimas, que cuenta con 26 alumnos inscriptos -serían 
más si hubiera la posibilidad de que funcionara el curso de 
preescolares- supondría un cambio en la orientación de la edu- 
cación por parte del Consejo de Educación Primaria. 


Creo que no se puede admitir que esto ocurra. Si el profe- 
sor Rama -como se me ha dicho- se opone, entonces estaría 
teniendo una actitud equivocada. De ser así, en algún momen- 
to lo vamos a tener que llamar a responsabilizarse porque 
pensamos que el país es igual ya sea para quienes viven en el 
interior como para quienes residen en las ciudades. Todos me- 
recen las mismas oportunidades. Entiendo que de no obtener 
las mismas condiciones, estaríamos frente a una grave irres- 
ponsabilidad y, como señalé, en algún momento la vamos a 
tener que dilucidar. Considero que no debería decir estas co- 
sas, pero desde mi banca no puedo aceptar que se diga impu- 
nemente que, dadas todas las condiciones, no se da un curso 
de preescolares en esta Escuela N” 60 porque no se quiere 
designar un maestro que se haga cargo de esa clase. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada al CODICEN y al Ministerio de Educación y Cultura. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el trámite solicitado. 


(Se vota:) 
-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


10) PROPUESTA DE DESCENTRALIZACION Y DESA- 
RROLLO LOCAL - “LA PALOMA” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: días atrás recibi- 
mos en nuestro despacho un documento titulado “Propuesta de 
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Descentralización y Desarrollo Local - La Paloma”, suscrito 
por el llamado “Grupo de Descentralización y Desarrollo Lo- 
cal “Propuesta La Paloma.” Entre las personalidades que inte- 
gran dicho grupo destacamos a las siguientes: doctor Jorge 
Larrañaga, Intendente Municipal de Paysandú; Walter Campa- 
nella, Intendente Municipal de Treinta y Tres; arquitecto Ma- 
riano Arana, Intendente Municipal de Montevideo; los ex-In- 
tendentes Municipales Irineu Riet Correa, de Rocha, Rodolfo 
Nin Novoa, de Cerro Largo y doctor Mario Carminatti, de Río 
Negro, actual Presiente de UTE; señor Víctor Vaillant, Presi- 
dente de AFE; el señor Pablo Otero Visca; el ingeniero agró- 
nomo Carlos Pérez Arrarte; el señor Daniel Vidart, el señor 
Germán Wettstein, el doctor Francisco Ottonelli y el señor 
Daniel Bettancourt. 


Es sabido -y así se destaca en el propio documento- que 
ese grupo de personalidades ha venido trabajando en torno al 
tema de la descentralización desde el año 1993, habiendo rea- 
lizado en octubre del año pasado un Seminario Nacional espe- 
cíficamente relacionado con tan trascendente tema. Dicho Se- 
minario tuvo lugar en el Cabildo de Montevideo y contó con 
una amplia participación de sectores políticos, económicos y 
sociales. 


El documento a que nos referimos al inicio, constituye una 
“convocatoria a ciudadanos e instituciones sociales para parti- 
cipar en la búsqueda de formas de fortalecimiento de la auto- 
nomía departamental”. De acuerdo con sus propias expresio- 
nes, la convocatoria se efectúa en cumplimiento de un objeti- 
vo central aprobado en el Seminario: lograr la pronta regla- 
mentación del recientemente aprobado Artículo 50 de la Cons- 
titución de la República, en lo que dice relación con el impul- 
so, por parte del Estado, de “políticas de descentralización, de 
modo de promover el desarrollo regional y el bienestar local”. 


Sin embargo, no se persigue cualquier tipo de reglamenta- 
ción, sino que se propone que la misma se efectúe de acuerdo 
con determinadas pautas contenidas en un “mensaje” que tam- 
bién aprobará el Seminario Nacional, destinado “a las autori- 
dades nacionales y partidarias” y “a la Opinión Pública” en 
general. 


Debemos decir, señor Presidente, que compartimos prácti- 
camente en su integridad tanto el espíritu como los aspectos 
concretos que se reivindican, de los cuales extractamos lo me- 
dular: se parte de una apreciación inicial de que “En lo inme- 
diato, la descentralización consiste en trasladar competencias 
y recursos desde el Gobierno Central a los Gobiernos Departa- 
mentales y Locales”. Se trata, como lo dicen, de un tema esen- 
cialmente político, directamente relacionado con la forma en 
que se ejercen el gobierno y el poder. Partiendo de una apre- 
ciación que consideran incuestionable, en el sentido de que el 
80% de la economía mundial se genera en las localidades, 
proponen la rápida incorporación -y son expresiones textua- 
les- del “concepto y la práctica” del “desarrollo local como 
forma de potenciar la riqueza de las diversidades regionales y 
tener así posibilidades de inserción positiva en el mundo glo- 
balizado y particularmente en el MERCOSUR.” 
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Según los autores del mensaje, los ejes para alcanzar ese 
desarrollo local-regional son, por un lado, la descentralización 
de la “toma de decisiones hacia toda la sociedad civil -cuyo 
fortalecimiento se propone como verdadera garantía del pro- 
ceso descentralizador, en base a una fuerte articulación entre 
los sectores público y privado- y, por otro, una redefinición en 
“la asignación de recursos”, contemplando de manera adecua- 
da los niveles regionales y locales.” 


Como etapa inicial para avanzar en el sentido propuesto, 
nos plantean: 


a) que se dé “poder de decisión” a los Gobiernos Departa- 
mentales “en la definición del destino y jerarquización de las 
prioridades de los recursos asignados a cada departamento”, lo 
cual supone una “incidencia directa” de dichos Gobiernos “en 
la realización del presupuesto nacional, y en las asignaciones 
que realizan los Entes Autónomos y Servicios Descentraliza- 
dos...” 


b) “promover un cambio profundo en la estructura del sis- 
tema de contralor...” 


Para una segunda etapa, “de profundización de los meca- 
nismos descentralizadores”, los autores del mensaje proponen 
como acciones centrales: 


a) Una redefinición del “esquema fiscal” que asegure a los 
departamentos el control de “una cuotaparte de los recursos 
que generen, en un marco de políticas compensatorias que 
atiendan al desarrollo armónico del territorio nacional”. 


Aquí debo subrayar que en las disposiciones constituciona- 
les existe un artículo que expresamente lo indica. 


b) “Crear mecanismos de endeudamiento internos y exter- 
nos de los gobiernos municipales, que posibiliten su pleno y 
autónomo funcionamiento.” 


El documento abunda luego, señor Presidente, en considera- 
ciones de tipo filosófico-programático y metodológicas, que tie- 
nen como objetivo el logro de una “plena satisfacción de los 
requerimientos de trabajo, alimentación, salud, vivienda, educa- 
ción, recreación, libre expresión del pensamiento, participación 
efectiva y democrática en la toma de decisiones” -fin de la cita- 
aspectos estos que con seguridad se comparten universalmente. 


De tales consideraciones queremos destacar una que los 
propios autores visualizan como imprescindible. Se trata de la 
creación de “espacios de negociación, donde sea posible for- 
mular políticas propias de cada territorio, de cada región...”. 
Como ellos mismos señalan en una parte de su documento, 
“para un cabal ejercicio de la descentralización hay que apren- 
der a ceder y transar” y para ello deben generarse los corres- 
pondientes espacios. 


Entendemos muy oportunas las propuestas que realiza este 
Grupo de Trabajo. Estamos en un tiempo político en el cual 
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ya no se trata sólo de levantar la descentralización como ban- 
dera programática, sino que -y en esto también coincidimos 
ampliamente con los autores de la convocatoria y el mensaje- 
debe pasarse a las acciones concretas, la primera de las cuales 
pasa por una adecuada reglamentación de la norma constitu- 
cional que consagra aquel principio. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras pase a 
la Comisión de Constitución y Legislación de la Cámara de 
Senadores y a la Comisión de Constitución, Códigos, Legisla- 
ción General y Administración de la Cámara de Representan- 
tes, a las Juntas Departamentales de los diecinueve departa- 
mentos de la República y al Grupo Propuesta Descentraliza- 
ción y Desarrollo Local - La Paloma, que tiene su local en la 
calle 18 de Julio 948, Oficina 602, sede a su vez de CUDECO- 
OP. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En cuanto a las Comisiones de 
ambas Cámaras no es necesaria una votación, pero en lo que 
tiene que ver con el otro trámite sí se requiere votación del 
Senado. 


Se va a votar. 
(Se vota:) 
-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


11) INFORME DE LA COMISION PREINVESTIGADO- 
RA RELATIVO A LAS ACUSACIONES HECHAS 
EN LA SESION DEL SENADO DEL DIA 1” DE 
ABRIL DE 1998 SOBRE PRESUNTAS IRREGULA- 
RIDADES EN EL AMBITO DEL PODER JUDICIAL 
Y DEL SENADO DE LA REPUBLICA EN CUANTO 
AL TRAMITE Y CONTENIDO REMITIDO POR EL 
PODER JUDICIAL EN EL CASO DE DESAFUERO 
DEL SEÑOR SENADOR GANDINI 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entra al orden del día 
con la consideración del asunto que figura en primer término: 
“Informe de la Comisión Preinvestigadora sobre las acusacio- 
nes hechas en la sesión del Senado del día 1” de abril de 1998 
sobre presuntas irregularidades en el ámbito del Poder Judicial 
y del Senado de la República sobre el trámite y contenido 
remitido por el Poder Judicial en el caso de desafuero del 
Senador Gandini. (Carp. N* 1012/98 - Rep. N* 591/98)”. 


(Antecedentes:) 


“INFORME EN MAYORIA DE LA COMISION 
PREINVESTIGADORA DESIGNADA POR EL 
PRESIDENTE DEL SENADO EN LA SESION DEL 
1? DE ABRIL DE 1998. 


1. - En la fecha antes indicada fue aprobada una 
moción de seis Senadores del Frente Amplio cuyo texto 
es el siguiente: 
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““... que se designe una Comisión Investigadora so- 
bre las acusaciones hechas en la sesión del día de hoy 
sobre presuntas irregularidades en el ámbito del Poder 
Judicial y del Senado de la República sobre el trámite y 
contenido de lo remitido por el Poder Judicial en el 
caso de pedido de desafuero del Senador Gandini”. 


2. - En la sesión de referencia el Presidente interino 
del Senado, Sr. Luis Bernardo Pozzolo, nos designó 
conjuntamente con el señor Senador Helios Sarthou para 
la Comisión Preinvestigadora prevista en los artículos 
134 y ss. de nuestro Reglamento. 


3. - Constituida el 2 del corriente mes, nuestra Pre- 
investigadora escuchó al señor Senador Reinaldo Gar- 
gano “la articulación de sus denuncias” (las de seis Se- 
nadores del Frente Amplio), tal como lo prescribe el 
artículo 135 del Reglamento del Senado. 


4. - Luego de la exposición antedicha, la Preinvesti- 
gadora deliberó acerca de la “entidad de la denuncia”, 
de la “seriedad de su origen” y de la “oportunidad y 
procedencia de la investigación” (artículo 135 del Re- 
glamento del Senado). 


5. - Los firmantes de este informe en mayoría consi- 
deran que debe descartarse de plano la investigación 
propuesta por los señores Senadores del Frente Amplio 
por las razones que sintéticamente pasamos a exponer 
en virtud del plazo perentorio del que disponemos para 
su confección: 


A. - Tal como resulta de las expresiones del señor 
Senador Gargano ante la Preinvestigadora, como denun- 
ciante, y del señor Senador Sarthou como miembro de la 
misma, lo que pretende la denuncia no es otra cosa que 
investigar las expresiones vertidas por el señor Senador 
Gandini en la sesión del Senado del 1” del mes corriente. 


B. - Si tal propósito prosperara se estaría vulneran- 
do lo que dispone rotundamente el artículo 112 de la 
Constitución, sobre la irresponsabilidad de los Legisla- 
dores “por los votos y opiniones que emitan durante el 
desempeño de sus funciones”. 


C. - Pero, y a mayor abundamiento, se ignorarían 
claras disposiciones de la Ley N* 16.698, de 25 de abril 
de 1995, sobre Comisiones Parlamentarias. 


En efecto. Los artículos 6*, 12 y 14 de la citada Ley, 
en un todo de acuerdo con el artículo 112 de la Carta, 
descartan expresamente la posibilidad de investigar las 
manifestaciones de un integrante del Poder Legislativo 
so pretexto de ejercer algún tipo de “control adminis- 
trativo” sobre ese Poder o sobre el Poder Judicial. 


D. - Por otra parte, nos resulta improcedente la po- 
sibilidad de investigar directa o indirectamente al se- 
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gundo de los Poderes recién nombrados aun cuando 
ello no condujera a la ya señalada violación del artículo 
112 de la Constitución. 


No existe bajo concepto alguno “oportunidad y pro- 
cedencia de la investigación referida a nuestra Justicia, 
tal como lo exigen el artículo 10 de la mencionada Ley 
N* 16.698 y el literal c) del artículo 135 de nuestro 
Reglamento. 


6. - A mayor abundamiento, nos remitimos a la ver- 
sión taquigráfica de la sesión de esta Preinvestigadora 
celebrada el 2 del corriente mes. 


7. - De conformidad con lo que determina el penúl- 
timo inciso del artículo 135 del Reglamento del Sena- 
do, solicitamos que la copia adjunta de este informe en 
mayoría sea entregado por la Secretaría de nuestra Cá- 
mara a los denunciantes, Senadores Korzeniak, Couriel, 
Arismendi, Gargano, Segovia y Astori. 


Montevideo, 2 de abril de 1998. 
Américo Ricaldoni, Walter Santoro, Senadores. 


INFORME DEL SENADOR HELIOS SARTHOU 
MIEMBRO DE LA COMISION PREINVESTIGADO- 
RA SOBRE “PRESUNTAS IRREGULARIDADES EN 
EL AMBITO DEL PODER JUDICIAL Y DEL SENA- 
DO DE LA REPUBLICA SOBRE EL TRAMITE Y 
CONTENIDO DE LO REMITIDO POR EL PODER 
JUDICIAL EN EL CASO DEL PEDIDO DE DES- 
AFUERO DEL SENADOR JORGE GANDINT” 


1. - ELOBJETO DE LA COMISION INVESTIGA- 
DORA: LAS ACUSACIONES O DENUNCIAS DE 
IRREGULARIDADES POR PARTE DEL SENADOR 
GANDINI 


De acuerdo a la moción presentada por los Senado- 
res del Frente Amplio Gargano, Astori, Couriel, Korze- 
niak, Arismendi, Segovia, en la sesión del Senado del 
día 1” de abril de 1998, el objeto de la investigación 
fueron las presuntas irregularidades denunciadas por el 
Senador Gandini en el trámite y contenido de lo remiti- 
do por el Poder Judicial en el pedido de desafuero del 
referido Senador. 


2. - LAS IRREGULARIDADES DENUNCIADAS 
POR EL SENADOR GANDINI. 


La exposición del denunciante Senador Gargano ante 
la Comisión Preinvestigadora estableciendo las denun- 
cias de irregularidades que deben ser investigadas per- 
miten precisar que las mismas son las siguientes: 


1) Que el expediente y sobres agregados dirigidos al 
Presidente del Senado se le entregaron en forma equi- 
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vocada al Senador Gandini que era el involucrado en la 
cuestión de fueros; 


2) Que ante la resistencia a recibir la documenta- 
ción el funcionario insiste que debía entregarle la mis- 
ma en manos propias al Senador Gandini; 


3) Que el Senador Gandini se vio obligado a entre- 
gar lo recibido en la Secretaría del Senado donde se 
dejó constancia en presencia de funcionarios que había 
depositado la documentación en la Caja Fuerte; 


4) Que según el sello de entrada de la documenta- 
ción ingresó al Poder Legislativo el 13 de noviembre y 
recién se entregó con equivocación según se dijo el 17 
de noviembre al Senador Gandini quien expresó en Sala 
sobre el expediente “Vaya a saber dónde estuvo”; 


5) Que en la documentación y casetes remitidos se 
antedató una de sus declaraciones y se posdató otra; 


6) Textualmente el Senador Gandini expresó: “Por 
estas razones cabría investigar si alguien antedató los 
documentos, donde se cometieron estas irregularidades 
así como sucedió anteriormente en el Senado de la Re- 
pública”; 


7) En relación a los casetes expresa que no existe 
correspondencia entre lo que el Poder Judicial dice re- 
mitir (dos casetes) y lo que efectivamente ha llegado 
(cuatro casetes); 


8) Denuncia que los sobres remitidos por el Poder 
Judicial no están todos presentados de igual forma en el 
doblado, los sellos y la letra; 


9) Como lo señaló textualmente en la sesión de la 
Preinvestigadora el Senador denunciante Gargano: “El 
Senador Gandini aclara que no hace imputaciones a 
nadie pero se pregunta quién cometió estas irregulari- 
dades, el Juzgado, la Suprema Corte de Justicia o el 
Senado de la República”. 


Considera el suscrito informante que estos plantea- 
mientos, acusaciones y denuncias formuladas en una 
sesión del Plenario del Senado no admiten ser oídas sin 
obligar a promover la pertinente investigación. 


En la transcripción del numeral 6 precedente el pro- 
pio Senador Gandini expresa que cabría investigar la 
antedatación de documentos. 


3. - LA COMISION INVESTIGADORA SE AJUS- 
TA A LOS COMETIDOS PREVISTOS POR LA LEY 
16.698 DEL 26 DE JUNIO DE 1996. 


Atendidas las presuntas irregularidades denunciadas 
por el Senador Gandini, es claro que éstas están com- 
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prendidas en el cometido de la Comisión Investigadora 
que prevé el artículo 12 de la citada ley cuando expresa 
en el inciso a) lo siguiente: “a) Investigar situaciones 
que se consideren ilícitas o irregulares, a los efectos de 
asesorar al Cuerpo respecto al ejercicio de los poderes 
jurídicos de control administrativo...”. 


Asimismo el objeto de esta Comisión Investigadora 
solicitada se ajusta también al artículo 17 de la referida 
Ley N* 16.698 que expresa: “También pueden ser obje- 
to de investigación las actividades del Cuerpo desig- 
nante o de la Comisión Administrativa del Poder Legis- 
lativo, así como los actos cumplidos por sus funciona- 
rios en el ejercicio de sus funciones”. 


4. - SE CUMPLEN LAS EXIGENCIAS DE ENTI- 
DAD, SERIEDAD DE LA DENUNCIA DEL SENA- 
DOR GARGANO Y LA OPORTUNIDAD Y PROCE- 
DENCIA DE LA INVESTIGACION. 


De conformidad con el artículo 10 de la ley citada 
16.698 y artículo 135 del Reglamento de la Cámara de 
Senadores, consideramos que se cumplen en el caso los 
requisitos de entidad de la denuncia, seriedad de su 
origen, oportunidad y procedencia de la investigación 
emergentes de la moción del Frente Amplio y de la 
denuncia efectuada ante la Comisión Preinvestigadora 
por el senador Gargano. 


En primer término, la entidad de la denuncia emer- 
ge de la gravedad de las expresiones del Senador Gan- 
dini quien señala las irregularidades que relacionamos 
a vía de ejemplo en el numeral 2 de este informe que de 
ser ciertas implicarían actos ilícitos e irregulares en re- 
lación con el expediente y demás documentos remiti- 
dos por la Suprema Corte de Justicia al Senado con la 
solicitud de desafuero del Senador Gandini. 


El requisito de seriedad en su origen emerge del 
hecho de que esas denuncias se efectúan públicamente 
por un Senador de la República en una sesión del Sena- 
do. Es obvio que no puede entenderse que dicho Sena- 
dor no actuó con seriedad y responsabilidad al formular 
acusaciones, al hacer uso de su derecho y libertad de 
expresión en el ámbito del Cuerpo al que pertenece. 


La moción y el Senador denunciante toman esas 
declaraciones, para constituirlas en objeto de investiga- 
ción, con todo fundamento dada su relevancia. 


El propio senador Ricaldoni que integró la mayoría 
de la Comisión Preinvestigadora reconoció en la sesión 
de la misma que la entidad y seriedad de la denuncia 
del Senador Gargano estaban justificadas, pues sola- 
mente discrepaba en la oportunidad y procedencia. 


En cuanto a la procedencia de la investigación con- 
sideramos que el bien jurídico protegido al promover la 
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misma es la cristalinidad en relación con los procedi- 
mientos y manejos relacionados con materiales y docu- 
mentos ingresados al Senado por remisión del Poder 
Judicial y en relación a un tema de trascendencia como 
es el Fuero de un Legislador. 


Por todo ello, no sólo aparece como procedente y 
oportuna sino como imperativa la investigación de las 
graves irregularidades puestas en conocimiento del Cuer- 


po. 


Mas, sería precedente negativo que emitidas las de- 
nuncias hechas en el Senado, permaneciera éste indife- 
rente a la averiguación de su certeza o falsedad. 


El que haya finalizado el tema de desafuero, en nada 
afecta la oportunidad y la procedencia porque la inves- 
tigación planteada nada tiene que ver con el tema sus- 
tantivo sobre la procedencia o no del desafuero ya vo- 
tado, sino a la limpidez de trámite y a la investigación 
de ilícitos en los elementos instrumentales que el Sena- 
do manejó en una determinada instancia temática. 


La oportunidad deriva también del hecho de que 
siempre es procedente controlar e investigar de inme- 
diato toda irregularidad denunciada en el marco del fun- 
cionamiento del Senado. 


5. - IMPROCEDENCIA DE LOS FUNDAMENTOS 
DE LA MAYORIA 


No compartimos como es natural los fundamentos 
invocados por los integrantes de la mayoría de la Co- 
misión Preinvestigadora para negar la Comisión Inves- 
tigadora a saber: 


A) No es correcto atribuir error de redacción a la 
moción arguyendo que la misma está equivocada por- 
que no se investigan los dichos de los Legisladores. La 
moción y la denuncia del Senador Gargano fueron co- 
rrectas así como las afirmaciones del suscrito informan- 
te porque cuando se incluye en la moción la investiga- 
ción de las acusaciones realizadas por el Senador Gan- 
dini es de toda lógica que se está refiriendo al conteni- 
do y los hechos de las acusaciones. 


Es obvio señalar que las palabras no se investigan, 
se investigan las irregularidades expresadas a través de 
las palabras del Legislador. 


Los dichos del Senador Gandini no se investigan 
porque están en la versión taquigráfica que todos he- 
mos tenido a la vista. Lo que se investiga son las irre- 
gularidades mencionadas en esos dichos. 


Por otra parte, nadie cuestionó en absoluto el dere- 
cho del Senador Gandini a decir lo que dijo, ni su liber- 
tad de expresión, ni absolutamente nadie manejó pre- 


CAMARA DE SENADORES 


suntas responsabilidades con respecto a sus expresio- 
nes. Por lo contrario, tan receptivos de sus dichos fui- 
mos que se pidió la investigación de sus denuncias. 


Por todo ello carece de todo fundamento invocar el 
artículo 122 de la Constitución para negar la investiga- 
ción; 


B) En segundo término, investigar la existencia de 
las irregularidades nada tiene que ver con el desafuero 
ya desestimado. Se investiga según ya dijimos porque 
importa la regularidad y corrección de todas las actua- 
ciones que envuelven el desarrollo de la función del 
Senado; 


C) No corresponde desestimar la denuncia del Sena- 
dor Gargano argumentando que reproduce en su denun- 
cia las afirmaciones del Senador Gandini. Y que no 
agrega nada más. 


Desde que el objeto de la investigación son los he- 
chos denunciados por el Senador Gandini, en este caso 
especial la denuncia sólo podía comprender el releva- 
miento de las irregularidades que el mismo denunciaba 
en Cámara. Nada más correspondía agregar; 


D) No compartimos la reducción que se pretende 
hacer desde la mayoría solamente al episodio relaciona- 
do con los casetes para con ello reputar injustificado 
por intrascendente el objeto de la investigación. En el 
Capítulo 2 de este informe detallamos varias irregulari- 
dades de entidad que son determinantes de la necesidad 
de la investigación. 


6. - Los fundamentos expuestos son los que han 
llevado al suscrito Senador informante a votar afirmati- 
vamente la constitución de la Comisión Investigadora. 

Helios Sarthou. Senador. 
ASISTENCIA 


Preside: Senador Walter Santoro 


Miembros: Senadores Américo Ricaldoni y Helios 
Sarthou 


Asisten: Senadores Reinaldo Gargano y José 
Korzeniak y Director General de Co- 
misiones, Luis M. Paravís. 

Secretario: Rodolfo Caimí 

Ayudante: María Cecilia Fernández 


SEÑOR SECRETARIO. - Antes que nada, corres- 
ponde nombrar Presidente. 
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SEÑOR RICALDON!. - Propongo al señor Senador 
Santoro. 


SEÑOR SANTORO. - Propongo al señor Senador 
Ricaldoni. 


SEÑOR SECRETARIO. - Entonces, en primer lu- 
gar, habría que poner a votación la moción del señor 
Senador Ricaldoni. 


(Se vota:) 
-2 en 3. Afirmativa. 
(Ocupa la Presidencia el señor Senador Santoro) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, esta 
abierta la sesión. 


(Es la hora 16 y 45 minutos) 
-Correspondería escuchar al o a los denunciantes. 


SEÑOR GARGANO. - Tal como lo manifesté en la 
sesión de ayer del Senado, los elementos que confor- 
man la denuncia surgen de los planteos efectuados por 
el señor Senador Gandini en el curso del debate. 


A los efectos de ilustrar a los miembros de la Comi- 
sión, solicité la versión taquigráfica, obviamente no co- 
rregida, de la sesión y, especialmente, de la interven- 
ción del señor Senador Gandini. 


El señor Senador Gandini, al referirse a los temas 
que dan mérito a la denuncia, esto es, a las irregularida- 
des, a las situaciones no claras que se presentaron en el 
curso del trámite del expediente, de su llegada aquí y 
demás, expresó, entre otras cosas, lo siguiente. Concre- 
tamente, en la página 165 de la versión taquigráfica 
expresa: 


“No voy a entrar a explicar algunos detalles, aunque 
de pronto tenga que hacerlo porque, como se dijo, esto 
no es un juicio ni se pretende sustituir a la Justicia. Sin 
embargo, la verdad dicha con firmeza y claridad, es un 
arma irremplazable”. 


“Antes de exponer mi punto de vista, quiero relatar 
un hecho, que al principio pareció un error pero que 
luego, con el tiempo, me hizo pensar hasta en una tram- 
pa.” A continuación, relata el episodio del día 17 de 
noviembre: “El día 17 de noviembre, en momentos en 
que me encontraba en mi despacho, mi secretaria me 
hizo saber que un funcionario de este Cuerpo debía en- 
tregarme un documento en mano. El funcionario pasa a 
mi despacho, me entrega un sobre manila cerrado, con 
una hoja grapada del lado de afuera. Se trata de una carta 
de la Suprema Corte de Justicia -que voy a leer varias 
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veces- firmada por los doctores Cairoli y Pérez Manri- 
que y dirigida al Presidente de la Cámara de Senadores. 
En ella se dice: “Tengo el honor de dirigirle a usted el 
presente a fin de remitirle adjunto testimonio de expe- 
diente procedente del Juzgado Letrado de Primera Instan- 
cia en lo Penal de 7” Turno, caratulado Chiazzaro, Esta- 
nislao - Denuncia, Difamación e Injurias - Gandini, Jorge 
- Antecedentes - Ficha P 79/97, en 65 fojas útiles con un 
sobre cerrado que dice contener un video y dos sobres 
cerrados que dicen contener un casete cada uno, etcétera”. 
Ante esto le expreso al funcionario que se equivocó, ya 
que viene dirigido al Presidente del Senado y por lo tanto, 
no es para mí. Supuse, entonces, que el contenido estaba 
vinculado a lo que estamos tratando hoy, aunque esto no 
lo dice la carta anexa. El funcionario me contesta que 
tiene orden de entregármelo. Ante ello le consulto dónde 
tengo que firmar un remito o una constancia de que reci- 
bo este material, a lo que me contesta que en ningún lado 
porque, simplemente, debía entregarlo en mis manos. El 
funcionario se retira y ante esta situación trato de ubicar a 
mi abogado y como no lo encuentro, fotocopio la hoja 
con el sobre. Como soy muy desconfiado -cuando uno 
juega fuerte debe serlo- voy hasta la Secretaría del Sena- 
do y en presencia del señor Secretario Farachio -a quien 
le entrego el sobre- de la señora Prosecretaria Quena Ca- 
rámbula y de la señora Directora Emma Abdala procede- 
mos a abrirlo a ver si efectivamente contenía lo que decía 
o alguna consulta. Lo abrimos y allí aparece esta copia 
del expediente con lo que aquí consta: tres sobres que - 
obviamente, no abrimos- dicen contener un video y un 
casete cada uno. Ante esto y por las dudas, solicito que 
me hagan una constancia, que firma el señor Secretario 
Farachio, en donde se establece que la documentación 
remitida por la Suprema Corte de Justicia, adjuntando 
testimonio, expediente, etcétera, etcétera, está depositada 
en la caja fuerte de la Secretaría del Senado; allí se pone 
la fecha del 17 de noviembre de 1997. 


Este documento ingresó al Senado con fecha 13 de 
noviembre y no recorrió ningún otro lugar dentro del 
Poder Legislativo; así figura en el sello de entrada que 
se le pone en la puerta como un trámite, pasando luego 
a mis manos. Hay unos días entre la fecha de entrada y 
la de efectivamente recibido, que vaya a saber dónde 
estuvo. Concretamente, me llegó el 17 de noviembre y 
un rato después se abre en el despacho de la Secretaría 
del Senado. ¿Qué hubiera pasado si hubiera abierto o 
guardado ese expediente, si hubiera desaparecido o si 
me lo hubieran robado de mi despacho como uno o dos 
días antes me habían robado un par de sueldos de mis 
secretarios? Realmente no sé qué hubiera ocurrido, pero 
obviamente este no es el procedimiento adecuado, por- 
que los Poderes se comunican entre sí a través de sus 
Presidentes, ya que no es el Juzgado que nos hace lle- 
gar esta solicitud, sino el Presidente de la Suprema Corte 
de Justicia, y no es al Senador Gandini, sino al Presi- 
dente del Senado”. Y deja por aquí el relato, como él 
mismo lo señala. 
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De esta forma, siembra la duda de quién dio la or- 
den de que se lo entregaran, de dónde partió esa infor- 
mación, etcétera. 


En otra parte de la exposición -me salteo las refe- 
rencias políticas que no interesan a la cuestión- hace 
mención a temas que tienen que ver con la denuncia 
concretamente. 


En la página 193, refiriéndose a sus declaraciones, 
dice: “Esas fueron declaraciones tomadas a mi persona 
el día 11 de mañana y pasadas en la noche del mismo 
día. 


Por lo tanto, señor Presidente, no medió tiempo en- 
tre una y otra entrevista; hubo una sola en un solo día y 
aquí se antedata un documento y se posdata otro. Se 
antedata la de Radio Sarandí del día 11 al 10 y se 
posdata la de Radio Monte Carlo del día 11 al 12 para 
separar los dos días y decir aquí que hubo intencionali- 
dad; para afirmar que lo dije sabiendo lo que estaba 
diciendo; para poder sostener que después de haber sido 
advertido de mi error, lo continué diciendo; para plan- 
tar la sospecha sobre este Legislador que integra este 
Cuerpo. Yo estoy ofendido por eso, porque no lo hice 
con esa intención; me equivoqué pero no más que eso, 
no más que otros. No admito que se falseen las pruebas 
y si bien admito que dije esas cosas, no lo hice en esos 
días. Sin embargo, aquí se antedata un expediente, un 
documento y la prueba, y se posdata otro para separar 
los dos días, permitiendo que Senadores de este Cuerpo 
sustenten en ese hecho que la separación en el tiempo y 
la reiteración con dos días de diferencia, fundamentan 
la intencionalidad. Eso es mentira, es falso y se puede 
comprobar”. 


“Por estas razones, cabría investigar si alguien ante- 
dató los documentos, quién lo hizo, de qué manera y si 
ha sido en el Poder Judicial donde se cometieron estas 
irregularidades, así como sucedió anteriormente en el 
Senado de la República.” 


Por otra parte, en la página 194 y refiriéndose a 
expresiones del señor Senador Korzeniak, dice: “El ex- 
pediente ingresa a este Cuerpo con una hoja grapada 
afuera y que he leído al principio. La misma viene del 
Poder Judicial y dice que son sesenta y cinco fojas 
útiles con un sobre cerrado que dice contener un video 
-ese video lo he presentado yo y es mi prueba- y dos 
sobres cerrados que dicen contener un casete cada uno. 
Esto es lo que dice aquí”. 


Y más adelante, agrega: “Sin embargo resulta, señor 
Presidente, que cuando vamos a ver los sobres que ahí 
tenemos, los que están en la mesa, aparecen efectiva- 
mente tres sobres, pero cuando se abren aparecen cua- 
tro casetes. El Poder Judicial nos dice que envía dos; no 
aparece en ningún lado que el señor Chiazzaro haya 
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presentado los casetes de las transcripciones que él in- 
corpora, pero son transcripciones y cuando él las entre- 
ga, aparecen. No sucede lo mismo con los casetes. Rei- 
tero que cuando abrimos los sobres nos encontramos 
con que hay cuatro casetes: los dos que manda el Poder 
Judicial que son los que el Juez pidió a las dos radios 
para preservar la prueba, y los dos que manda el señor 
Chiazzaro. Uno de ellos coincide con el de Radio Sa- 
randí y otro casualmente no es el de Radio Monte Carlo 
del día 12, sino el de Radio Monte Carlo correspon- 
diente al día 11, cortado debidamente y sin cabezal de 
informativo, pero el del día 11”. 


Esto afirma que existe una no correspondencia entre 
lo que el Poder Judicial dice remitir y lo que efectiva- 
mente ha llegado. 


Se pregunta: “¿Cómo llegan aquí estos casetes? Ano- 
che, cuando me enteré de todo esto, pedí la carpeta y 
observé algunas cosas, y pido que se muestren los so- 
bres a los señores Senadores. Este es un expediente 
prolijo, ya que sus 65 fojas están debidamente selladas 
por el Juzgado, incluidas las que están en blanco, pero 
los 3 sobres son diferentes. Hay uno que está cerrado, 
que nunca fue abierto por nadie, que contiene el video 
y está doblado de tal manera que su borde se monta con 
otra parte del sobre y en el medio, ocupando parte de 
los dos, está el sello. Existe otro sobre que contiene las 
pruebas que manda el Juzgado, que está doblado igual 
-se nota, aunque fue abierto- y el sello está puesto de la 
misma manera. Pero el tercero, el que contiene los dos 
casetes que presentó el señor Chiazzaro, que en este 
expediente no aparecen como ingresados -además, la 
Suprema Corte de Justicia no nos dice que hayan veni- 
do en lo que nos mandó, porque nos habla de 2 casetes 
y no de 4- no tiene sello y es un sobre que está doblado 
diferente. Asimismo, me parece -no soy técnico- que la 
letra con la que está escrito del lado de afuera también 
es distinta; letra que indica que son los casetes del de- 
nunciante. 


No voy a hacer imputaciones a nadie, porque acá 
puede haber un error; de ello estamos hablando hoy. 
De todas maneras, me gustaría saber quién lo cometió: 
el Juzgado, la Suprema Corte de Justicia o este Cuerpo. 
Algún día quisiera saber cómo la Suprema Corte de 
Justicia nos manda 2 casetes que son prueba de un 
juicio y nosotros abrimos los sobres y encontramos 4, 2 
de los cuales nunca entraron al Juzgado, por lo menos 
no hay documento que lo avale. Deberían haber leído 
bien el expediente quienes hoy acusan, porque no se 
puede hablar de delito, no se puede plantar la sospecha 
cuando hay un expediente plagado de aspectos que me- 
recen, por lo menos, la duda, el reparo, la consulta, y 
no surgen del hecho de que el señor Senador Gandini 
no haya ido a la Comisión, sino de la lectura atenta del 
propio expediente”. 


C.S.-231 


232-C.S. 


Pienso que con lo dicho por las propias palabras del 
señor Senador Gandini se sienta la base de que hay 
cosas que deben investigarse. Digo esto porque aquí 
hay imputaciones genéricas. Al respecto, el señor Sena- 
dor Gandini aclara que no hace imputaciones a nadie, 
pero se pregunta quién cometió estas irregularidades: el 
Juzgado, la Suprema Corte de Justicia o el Senado de la 
República. 


Reitero que no deseo referirme a las expresiones po- 
líticas, porque creo que no interesan acá, pero quiero 
señalar que en la página 215 el señor Senador Gandini 
manifiesta: “Digo, también, que después que hemos de- 
mostrado con claridad que el expediente está repleto de 
dudas, de irregularidades y de elementos que no cierran 
-algunos de los cuales no cerrarán nunca hasta que no 
hagamos las correspondientes preguntas al Juzgado-”, ex- 
presión de la que se deduce que es partidario de efectuar 
las correspondientes preguntas al Juzgado, “lo que se 
puede comprobar en los casetes que llegan aquí es que 
no corresponden al día que se dice, los que además no se 
dan como entrados en ningún lado". En definitiva, creo 
que lo que se ha dicho es más que suficiente para señalar 
que nuestra inquietud en el sentido de que se plantee la 
instalación de una Comisión Investigadora, está basada 
en las propias afirmaciones -muy graves- que ha efectua- 
do el señor Senador Gandini en el curso de la sesión del 
Senado del día de ayer -de ello hay constancia en la 
versión taquigráfica- lo que da mérito a que se cumplan 
los extremos que se requieren para la formación de una 
Comisión Investigadora. Esos extremos son: que se trate 
de un hecho grave, que haya razones fundadas para plan- 
tearlo como tal y que todo esto dé mérito para que se 
lleve a cabo una investigación. 


Es cuanto deseaba manifestar. 


SEÑOR RICALDON!. - Señor Presidente: ¿me per- 
mite? 


SEÑOR PRESIDENTE. - ¿Desea formular alguna 
pregunta a los señores Senadores? 


SEÑOR RICALDONI. - No deseo plantear pregun- 
tas, pero sí hacer uso de la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Reglamento establece 
que la denuncia debe ser firmada. Sin embargo, como 
hay versión taquigráfica, lo harán más tarde. 


SEÑOR GARGANO. - Lo que debe firmarse es la 
presentación del planteo a la Mesa. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Reglamento dice: “...la 
que se constituirá de inmediato, a efectos de recibir del 
mocionante la exposición correspondiente, con la articu- 
lación de sus denuncias bajo su firma”. Pero la versión 
taquigráfica del día de hoy todavía no está corregida. 
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SEÑOR GARGANO. - Cuando esté pronta, la fir- 
maremos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Lo que señalo es que co- 
rresponde que se firme. 


Pregunto al señor Senador Ricaldoni si va a solicitar 
ampliación de las manifestaciones realizadas. 


SEÑOR RICALDON!T. - No, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Entonces, los denuncian- 
tes quedan liberados. 


(Ver nota del señor Senador Gargano, al final de la 
versión taquigráfica, ratificando su exposición) 


(Se retiran de Sala los señores Senadores Gargano y 
Korzeniak.) 


SEÑOR RICALDON!. - Tanto en la Ley N* 16.698, 
de 25 de abril de 1995, sobre Comisiones Parlamenta- 
rias, como en el Reglamento del Senado hay coinciden- 
cias básicas en cuanto a los requisitos que deben exigir- 
se a las denuncias que se presentan, es decir, la califica- 
ción de las denuncias. Pienso que la tarea de la Comi- 
sión Preinvestigadora no puede ir más allá de esta cali- 
ficación de la denuncia. 


En primer lugar, tengo claro lo siguiente. Obvia- 
mente, los denunciantes son los Senadores firmantes 
del Frente Amplio, mientras el origen de la denuncia se 
encuentra en las palabras del señor Senador Gandini. 
Es necesario que la Comisión, en su momento, precise 
estos dos extremos, ya que son los que establece tanto 
el artículo 10 de la mencionada Ley N* 16.698 como el 
artículo 135 de nuestro Reglamento. 


La denuncia que hacen los señores Senadores del 
Frente Amplio, sobre la base de las declaraciones del 
señor Senador Gandini, pienso que tiene entidad. La 
seriedad de su origen, es decir las declaraciones del 
señor Senador Gandini, también requieren una respues- 
ta afirmativa, porque fueron de una gran seriedad. Aun- 
que el señor Senador no sea el denunciante, es el que 
origina la denuncia. 


Si bien la Ley N* 16.698 permite investigar los ac- 
tos de naturaleza administrativa del Poder Judicial, no 
debemos olvidar que tanto la ley que ya cité, en su 
artículo 10, como el literal c) del artículo 135 del Re- 
glamento, nos obligan a pronunciarnos sobre la oportu- 
nidad y procedencia de la investigación. Al respecto, 
quiero señalar que para mí no es oportuno ni proceden- 
te, al menos por ahora, investigar ni siquiera los aspec- 
tos administrativos de la labor del Poder Judicial. Eso 
ya se dijo en la sesión del Senado del día de ayer por 
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parte de algunos señores Senadores y ahora recuerdo 
que el señor Senador Batlle se refirió en estos términos. 


Entonces, digo que lo que debe analizarse por parte 
de esta Comisión Preinvestigadora es el hecho de si 
debemos o no proceder a aconsejar a la Comisión In- 
vestigadora que oportunamente se denuncie la averi- 
guación de los hechos dentro del Parlamento. No estoy 
de acuerdo con la posibilidad de ir más allá de eso, 
pese a que en la denuncia de los señores Senadores del 
Frente Amplio también se incluye al Poder Judicial. 


De modo que estoy dispuesto a aconsejarle a la Co- 
misión Investigadora que se designe las averiguaciones 
relacionadas con lo interno de nuestro Parlamento, con- 
cretamente con lo interno del Senado, pero no a ir más 
allá. 


Esta es mi posición, que quería dejar sentada. 


SEÑOR SARTHOU. - No comparto la forma de 
interpretar la moción. Me parece claro -lo dije en Sala- 
que la Preinvestigadora es sobre acusaciones, no sobre 
los hechos a los que aluden las acusaciones. Pienso que 
lo que hay que investigar son las acusaciones hechas 
durante la sesión del Senado. En todo caso, cuando la 
Comisión Investigadora se instale analizará qué es lo 
que va a promover o a realizar sobre las acusaciones. 
Insisto -y por eso decía que tendría que haber un gra- 
mático- en que lo restante son oraciones subordinadas. 
El objeto de la Investigadora es determinar qué se acu- 
só. Esto de ninguna manera está determinando los con- 
tenidos de las acusaciones. De ningún modo se propone 
investigar al Poder Judicial. Reitero que simplemente 
se propone el análisis de las acusaciones. 


La Comisión deliberará. Pienso que tendrá que de- 
terminar qué va a hacer sobre las acusaciones plantea- 
das por el señor Senador Gargano. Otra cosa sería si se 
hubiera dicho que había que investigar los hechos pro- 
ducidos en el Poder Judicial. Acá, lo que se toma en 
cuenta son las expresiones del señor Senador Gandini 
realizando acusaciones. Luego, la Comisión verá qué 
tiene que hacer. Para mí tiene mucha importancia, por- 
que quien estaba actuando como Presidente del Senado 
dijo que era inconstitucional. De ninguna manera, por- 
que aquí no estamos resolviendo investigar al Poder 
Judicial, sino las palabras de la persona que atribuyó 
que había irregularidades en el expediente, que son co- 
sas muy distintas. Inclusive, la Comisión es la que va a 
determinar hasta dónde llegará; no nosotros. 


Como Comisión Preinvestigadora, lo que me intere- 
sa determinar son las tres características a efectos de 
precisar si es serio, procedente y oportuno nombrar una 
Comisión Investigadora sobre las acusaciones realiza- 
das. Luego, la dimensión a que lleve la investigación 
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de las acusaciones, es otra cosa. Habrá que determinar 
qué acusaciones son, porque dentro del texto de las 
acusaciones del señor Senador Gandini se tocaron mu- 
chos temas objeto de acusación. Sin embargo, lo que 
importa son las que se hicieron sobre presuntas irregu- 
laridades que repercuten sobre el ámbito del Senado o 
del Poder Judicial. Pero ello no implica ir a investigar 
en esos lugares. Eso podría decirlo -y para mí sería 
equivocado- la Comisión Investigadora cuando exami- 
ne las acusaciones. Es decir, podría decir que hay que ir 
a investigar al Poder Judicial. Ahí sí, estaría compro- 
metiéndose en una tarea que no se puede hacer. Pero 
aquí no. Aquí estamos investigando las palabras de un 
integrante ante irregularidades que existirían. Y la Co- 
misión Investigadora va a ser la que determine el alcan- 
ce de ese examen de las acusaciones. Preciso esto que 
dije en Sala y reitero que me parece que se está reali- 
zando una mala interpretación. Reitero que el objeto de 
la Investigadora está claro; son las acusaciones realiza- 
das. Lo demás son oraciones subordinadas que versan 
sobre qué son las acusaciones. En un marco muy am- 
plio de acusaciones realizadas por el señor Senador Gan- 
dini, habrá que limitarse a las que se refieren a irregula- 
ridades que podrían aparecer entre la actuación del Se- 
nado o el Poder Judicial. Pienso que esto procede den- 
tro de las condiciones reglamentarias exigidas, siempre 
que se entienda sobres eso, sobre las palabras o acusa- 
ciones de un miembro. Luego se verán los contenidos 
de esas acusaciones. 


SEÑOR RICALDON!. - Señor Presidente: realmen- 
te, quedé perplejo con lo que le acabo de escuchar decir 
al señor Senador Sarthou, porque creía que lo que pre- 
tendía el Frente Amplio era investigar hechos relacio- 
nados con el contenido del expediente que nos remite 
el Poder Judicial. Lo que veo ahora era lo que me nega- 
ba a aceptar en el día de ayer, pero creo que en este 
momento está más claro. De lo que se trata es de inves- 
tigar a un Legislador, no un expediente. Tal como ha 
señalado el señor Senador Sarthou -esto figura en la 
versión taquigráfica que se está realizando- se procura 
investigar lo que dijo el señor Senador Gandini. Esto 
me lleva a decidir que, si se trata de eso, si es ese el 
verdadero alcance de esta denuncia que hacen los seño- 
res Senadores del Frente Amplio, y no el señor Senador 
Gandini, no voy a votar - no sé si lo haré solo o acom- 
pañado- ni a aconsejar la habilitación de la Comisión 
Investigadora. Reitero que ello implicaría invertir los 
términos de todo lo que ocurrió en el día de ayer. 


Me temía -y así lo señalé- que esta derivación que 
tuvo la sesión de ayer significara quitarle relieve o im- 
portancia al hecho de que la mayoría del Senado se 
solidarizara con el señor Senador Gandini, considerara 
que había actuado correctamente y que, por lo tanto, no 
correspondía el levantamiento de los fueros. Esta se- 
gunda cuestión, en realidad, insumió mucho más tiem- 
po del necesario. 
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Es claro, entonces, que no ha habido, como pensé 
inicialmente, una defectuosa redacción de la moción de 
los Señores Senadores del Frente Amplio. Esto es lo 
que está señalando ahora el señor Senador Sarthou, hasta 
con una no habitual pasión en sus expresiones. Todo 
ello me parece sumamente grave, porque terminamos 
convirtiendo a un integrante de nuestro Cuerpo en el 
objeto de una investigación. Esto me lleva a preguntar- 
me si eso desborda o excede claramente lo que son las 
competencias de estas actuaciones vinculadas con Co- 
misiones Preinvestigadoras e Investigadoras. No sé en 
qué medida no se vulneran los textos constitucionales. 
Me parece que tampoco puede encajar en lo que esta- 
blecen el propio Reglamento y la Ley N* 16.698. Con- 
cretamente, el literal a) del artículo 12 de dicha ley dice 
que las competencias tienen que ver con situaciones 
que se consideren ilícitas o irregulares, a los efectos de 
asesorar al Cuerpo. Si, en este caso, vamos a investigar 
lo que dijo el señor Senador Gandini y no un expedien- 
te, estaríamos investigando algo porque hay una pre- 
sunción -que no podría compartir- de que sus expresio- 
nes contienen la posibilidad de que haya situaciones 
ilicitas o irregulares tal como se señala en la ley. 


Considero que el tema, lamentablemente, se está des- 
viando de lo que la mayoría o la unanimidad del Sena- 
do -confieso que no recuerdo el resultado de la vota- 
ción- entendió que era lo que daba mérito a la investi- 
gación. Tanto es así que hubo algunos señores Senado- 
res -entre ellos, el señor Senador Batlle- que se pregun- 
taron cómo era que íbamos a investigar al Poder Judi- 
cial y que, en realidad, correspondía que investigára- 
mos o no -esto surgiría de las actuaciones de la Comi- 
sión Preinvestigadora y, eventualmente, de la Investi- 
gadora- qué había ocurrido con el expediente puertas 
adentro del Palacio Legislativo. 


Esta es mi percepción sobre el tema. No quiero ir 
más allá de lo que pueda tener que ver con actuaciones 
suscitadas dentro del Poder Legislativo en relación con 
el expediente, ni tampoco estoy dispuesto a investigar 
los dichos de un Legislador, porque me parece que eso 
es realmente improcedente. 


SEÑOR SARTHOU. - Creo que no se trata de in- 
vestigar al Legislador, sino las expresiones del Legisla- 
dor que contienen las denuncias. ¿Qué otra cosa pode- 
mos investigar? Si esto fue motivado por denuncias y 
expresiones del señor Senador Gandini, tenemos que 
examinarlas. Quien va a investigar y determinar su al- 
cance será la Comisión Investigadora. Lo concreto es 
que ha habido declaraciones del señor Senador Gandini 
quien planteó irregularidades. Por lo tanto, es serio e 
importante y debemos investigar esas denuncias que 
están contenidas en las acusaciones. Entendemos que 
debe formarse una Comisión Investigadora. ¿Para qué? 
¿Para examinar al señor Senador Gandini como perso- 
na O Legislador? No. Para examinar sus declaraciones y 
acusaciones, y adoptar una decisión. Esto lo tendrá que 
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hacer la Comisión Investigadora, que no significa in- 
vestigar al Poder Judicial, puesto que no es nuestro 
cometido. Nosotros sólo debemos determinar si es serio 
y si reúne las tres características mencionadas. Si el 
señor Senador Gandini no hubiera hecho esas declara- 
ciones, no tendríamos que hacer nada. Debemos reunir- 
nos como Comisión Preinvestigadora porque el señor 
Senador Gandini formuló acusaciones y ellas son el 
objeto de la investigación. Reitero que no nos referi- 
mos a la persona, sino a sus dichos sobre presuntas 
irregularidades. No se trata de hacer lugar a la Comi- 
sión Investigadora e investigar al Poder Judicial. La 
Comisión Preinvestigadora habilitaría a la Investigado- 
ra a introducirse en el análisis de esas denuncias reali- 
zadas por el señor Senador Gandini. Estoy de acuerdo 
con proceder de esta manera. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Correspondería que noso- 
tros, desde este lugar que ocupamos circunstancialmen- 
te, procedamos a dar nuestra opinión. 


Pensamos que el tema que generó la realización de 
la sesión en el día de ayer, ha sido laudado por cuanto 
se procedió a votar por mayoría que no había motivo 
para que existiera causa ni para el levantamiento de los 
fueros del señor Senador Gandini. Quiere decir que todo 
lo que está involucrado en este tema que fue considera- 
do por el Senado -es decir, lo que solicitó el Juzgado 
Penal de 7” Turno a través de la Suprema Corte de 
Justicia- ya fue resuelto en la forma indicada. Reabrir 
consideraciones, temas, alternativas, problemas, situa- 
ciones, etcétera, que ya fueron analizados en el día de 
ayer, no corresponde. En consecuencia, el asunto ya 
fue resuelto en forma definitiva por el Senado. Pero 
tenemos esta misión relativa a la designación de Comi- 
sión Investigadora y al estudio de las denuncias realiza- 
das en el seno de la Preinvestigadora por parte de los 
señores Senadores denunciantes y, por tanto, debemos 
acatar la disposición legal mencionada hace unos ins- 
tantes por el señor Senador Ricaldoni, relacionada con 
el cumplimiento de las disposiciones reglamentarias y 
con el establecimiento de la entidad de la denuncia, la 
seriedad de su origen, así como la oportunidad y proce- 
dencia de la investigación. 


Cuando procedemos a determinar la entidad, el al- 
cance, la naturaleza o la fuerza de la denuncia, vemos 
que la misma está conformada solamente por palabras, 
ya que el señor Senador Gargano lo que hizo fue dar 
lectura a la versión taquigráfica, agregándole algún co- 
mentario muy relativo. Entonces, insisto, lo que se de- 
nunció fue lo que ya se dijo en la sesión del Senado y 
en consecuencia no hay nada nuevo ni se incorporó 
ningún otro elemento, sino que simplemente se alude a 
lo que manifestó el señor Senador Gandini en la tarde 
de ayer en el Senado. Por lo tanto, aquí se da una 
situación muy particular. La denuncia como tal carece- 
ría O carece de entidad porque, repito, se trata de las 
palabras vertidas en el Senado por el señor Senador 
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Gandini. Reitero, no hay nada nuevo ni manifestación 
distinta o particular sobre lo que expresó dicho señor 
Senador; son las mismas palabras que escuchó el Sena- 
do antes de resolver no hacer lugar a la formación de 
causa y declarar que no existían razones para levantar 
los fueros del señor Senador. Como dije, la calificación 
de entidad carece del elemento esencial para conformar 
la posición que los miembros de la Comisión Preinves- 
tigadora debemos adoptar. 


En relación a la seriedad de su origen, podemos 
decir que en materia de comisiones preinvestigadoras 
se determina que si un señor Legislador -en este caso, 
un Senador- se hace cargo de la denuncia, debe enten- 
derse que la misma tiene seriedad, porque la tiene el 
Senador actuante. 


En cuanto a la oportunidad y procedencia de la in- 
vestigación, decimos que con respecto a la oportunidad 
nos remitimos a lo que manifestamos en relación a la 
entidad de la denuncia. A su vez, en lo que tiene que 
ver con la procedencia, cabe tener presente lo que dice 
la moción. Señala: se designe una Comisión Investiga- 
dora sobre las acusaciones hechas en la sesión del día 
de hoy sobre presuntas irregularidades. 


A pesar de las elaboraciones que puedan hacerse en 
cuanto a la redacción y a las ideas que aquí están incor- 
poradas, y si las frases realmente trasmiten lo que se 
deseó expresar al respecto, es evidente que la investiga- 
ción se solicita por las acusaciones realizadas por el 
señor Senador Gandini. Entonces, primero habrá que 
determinar si cuando el señor Senador Gandini alude al 
recibo del expediente remitido por la Suprema Corte de 
Justicia y al número de casetes que acompañaban dicho 
expediente, lo que está haciendo son acusaciones. En 
caso de que se considere que efectivamente se trata de 
acusaciones, es claro que no es tarea a cumplir por una 
Comisión Parlamentaria la de averiguar sobre las mani- 
festaciones que realiza en Sala un señor Senador, por 
cuanto está amparado por el artículo 112 de la Consti- 
tución de la República, disposición que tantas veces fue 
citada en el día de ayer. En ese caso, no procede reali- 
zar ninguna investigación, porque la tarea que cumpli- 
mos los Legisladores en el Parlamento refiere funda- 
mentalmente a situaciones y generalmente, parte de sus 
manifestaciones, pueden ser catalogadas como acusa- 
ciones. No se emplea la palabra acusación con carácter 
penal, sino como una referencia a la imputación de al- 
gunos hechos que tienen destinatario. Insisto, todo ello 
está dentro de la dinámica que cumplen los Legislado- 
res en el ejercicio de su función. Por tal razón, conside- 
ramos que no puede ser investigada la exposición reali- 
zada por el señor Senador Gandini. Por lo expuesto, 
decimos que la procedencia tampoco corresponde. 


De la propia exposición del señor Senador Gandini, 
surge que en la nota enviada por la Suprema Corte de 
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Justicia -que no sé si está en el seno de la Comisión 
Preinvestigadora, aunque creo que no porque no fue 
repartido con el falso expediente- se habla de que se 
remiten sobres conteniendo, cada uno de ellos, un case- 
te. Por su parte, el señor Senador Gandini sostiene que 
cuando pretende comprobar la existencia de los dos 
casetes y de un video, se encuentra con que hay dos 
casetes más. Ese sería el elemento núcleo de toda esta 
situación y, por consiguiente, lo que habría que deter- 
minar. Sin dudas, no es un tema propio para una Comi- 
sión Investigadora a nivel de las que establecen las dis- 
posiciones que regulan estos eventos y procedimientos, 
esto es, las Leyes Nos. 16.698 y 16.758 -porque este 
tema sufrió modificaciones luego de que a nivel de la 
Cámara de Representantes se tratara el tema FOCOEX- 
que habilitó las actuaciones secretas. Por su parte, la 
Ley N* 16.698, en relación a las Comisiones Investiga- 
doras, dice que asesorarán al órgano al que pertenecen, 
tanto en el ejercicio de sus poderes jurídicos de legisla- 
ción como de control administrativo, pero su designa- 
ción solamente procede cuando en la situación o asun- 
tos investigados se haya denunciado con fundamento la 
existencia de irregularidades o ilicitudes. Realmente, si 
se afina, aquí puede aparecer como que existe una irre- 
gularidad en cuanto a que hay un documento de la Su- 
prema Corte de Justicia en el que se expresa que se 
envían dos casetes y luego, en la Secretaría del Senado, 
aparecen cuatro. De todas maneras, no creemos que sea 
ese el tema para que funcione una Comisión Investiga- 
dora Parlamentaria, ya que se trata de una asunto de 
fácil aclaración, puesto que la Secretaría del Senado 
debió otorgar un recibo a quien entregó la documenta- 
ción de la Suprema Corte de Justicia. Incluso, de no 
existir ese recibo, igualmente se trata de un tema propio 
de la Secretaría del Senado, la que luego de todo lo que 
se dijo en el día de ayer, pensamos que debe haber 
determinado los procedimientos correspondientes a fin 
de aclarar si se recibieron dos o cuatro casetes. 


Por esas razones, creemos que todo queda reducido 
a esa intervención típicamente administrativa y, en con- 
secuencia, no corresponde -por las exigencias de la ley- 
la designación de una Comisión Investigadora a nivel 
parlamentario, con el volumen, alcance, naturaleza, ob- 
jetivos y procedimientos a cumplir que atañen a cual- 
quier Comisión Investigadora. 


Reitero que de ese modo se realizaría la investigación 
de los dichos de un señor Legislador y los hechos que 
pueden ser considerados como irregularidades no son de 
un nivel que habiliten la intervención de una Comisión 
parlamentaria de esa naturaleza, sino que son propios de 
un trabajo de oficina para determinar qué elementos vi- 
nieron realmente de la Suprema Corte de Justicia. 


Del caso es señalar que eso no tendría efecto de 
ninguna naturaleza. Supongamos que se compruebe que 
se hayan enviado dos casetes o cuatro; la verdad es que 
el tema ya está resuelto y no existe otra alternativa 
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porque la Cámara de Senadores resolvió, en su sesión 
de ayer, que no había razón para declarar que existía 
causa y, por ende, que no correspondía el levantamien- 
to de los fueros del señor Senador Gandini. 


SEÑOR SARTHOU. - En la lectura que realizó el 
señor Senador Gargano subrayó los aspectos de irregu- 
laridades denunciados por el señor Senador Gandini en 
la sesión, lo que cumple con el rol de poner de relieve 
los fundamentos por los que se pedía el nombramiento 
de una Comisión Investigadora. 


Creo que ese tema se inscribe dentro de los cometi- 
dos de la Comisión, porque el artículo 12 de la ley 
respectiva, dice: “Investigar situaciones que se conside- 
ren ilícitas o irregulares, a los efectos de asesorar al 
Cuerpo respecto al ejercicio de los poderes jurídicos de 
control administrativo.” Este es un típico cometido de 
las Comisiones de ese carácter; no me refiero al final 
de la disposición, porque habla de la promoción de un 
juicio político. Cabe tener presente que existieron de- 
nuncias de situaciones irregulares e ilícitas en el trámite 
de un expediente, no sólo en el plano del Cuerpo, sino 
que también se ponen en duda las causas que motiva- 
ron la irregularidad. 


Asimismo, entre los cometidos de esas Comisiones 
figura lo establecido en los artículos 17 y 18 de la Ley, 
en la medida en que se señala: “También pueden ser 
objeto de investigación las actividades del Cuerpo desig- 
nante” -sin duda, hay actividades denunciadas como irre- 
gulares señaladas por el propio señor Senador Gandini, 
ya que no solamente habla del tema de los casetes- “o de 
la Comisión Administrativa del Poder Legislativo, así 
como los actos cumplidos por sus funcionarios en el 
ejercicio de sus funciones.” El señor Senador Gandini 
alude reiteradamente a que no supo qué sucedió con el 
expediente, desde su ingreso, en tres o cuatro días, y que 
finalmente no llegó; además, el funcionario le dice que 
necesariamente se lo debe entregar personalmente. O sea, 
destaca formas de actuación comprendidas en el artículo 
17, porque son actividades cumplidas dentro del Cuerpo 
y en el ejercicio de las funciones. 


Es más; el artículo 18 impide investigar actividad 
jurisdiccional del Poder Judicial. Vale decir que, si por 
la emergencia de la Comisión Investigadora, surgieran 
ciertas averiguaciones que habría que hacer ante el Po- 
der Judicial, se podrían hacer porque estarían compren- 
didas en lo que establece el mencionado artículo 18, 
pues no tiene que ver con la actividad jurisdiccional 
-que sí escapa a la Comisión Investigadora- sino con 
aspectos administrativos de funcionamiento de aquel 
Poder. 


De manera que hay tres normas que comprenden 
perfectamente los cometidos asignados a la Comisión 
Investigadora. 
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Estas expresiones tienen que ver con la habilitación 
jurídica de la ley para los cometidos incluidos con res- 
pecto a esas Comisiones. Sin embargo, hago especial 
referencia a los hechos. El artículo que mencioné habla 
de graves irregularidades, de la actividad del Cuerpo 
designante y en el artículo 18 se hace referencia a pre- 
suntas irregularidades. Precisamente, el señor Senador 
Gandini habla de presuntas irregularidades y la moción 
también alude a irregularidades. Quiere decir que no se 
trata solamente del tema de los dos casetes, sino de que 
el expediente mencionado no le llega al señor Senador 
Gandini ni al señor Presidente del Senado -tan así es que 
se ve obligado a levantar un acta especial- y se hace 
referencia a que están mal hechos los textos y los sobres, 
dándose a entender que existieron adulteraciones. 


Reitero, pues, que no se trata solamente del tema 
del número de casetes, sino de la denuncia de irregula- 
ridades importantes en la llegada del expediente y por 
qué se dirige a él. Incluso manifiesta su asombro, por- 
que expresa: “¿Qué hubiera pasado si me lo hubieran 
robado?” Ello implica la denuncia de un riesgo en la 
forma de conducir ese expediente. 


Vuelvo a insistir en el hecho de que las expresiones 
del señor Senador Gandini demuestran y denuncian gra- 
ves irregularidades en la tramitación del expediente que 
se refiere a su desafuero. Esto no tiene nada que ver 
con el tema de fondo, porque se están denunciando 
mecanismos irregulares con relación al expediente. 


Por todas esas razones, adelantamos que cualquiera 
sea la resolución que se adopte haremos un informe por 
nuestra parte. 


SEÑOR RICALDON!. - Luego de escuchar las dis- 
tintas expresiones vertidas por los señores Senadores 
del Frente Amplio sobre este tema en la sesión del Se- 
nado en el día de ayer, y dado el tenor de la denuncia 
expuesta por el señor Senador Gargano en esta reunión, 
así como los comentarios sobre esa denuncia efectua- 
dos por el señor Senador Sarthou -advierto que esto no 
significa ningún tipo de acusación a su persona en modo 
alguno- es evidente que el Frente Amplio está haciendo 
un planteo que, a mi juicio, ni siquiera corresponde 
analizar si debemos investigar o no. 


Se lean de una manera o de otra las expresiones a 
las que me acabo de referir, es claro que se tratan de 
investigar manifestaciones realizadas por el señor Se- 
nador Gandini. Consideramos que eso es gravísimo por- 
que, prácticamente, supone olvidarse de lo que estable- 
ce el artículo 112 de la Constitución de la República, 
que han llevado y traído en la sesión del Senado del día 
de ayer. Además, eso llevaría a forzar, de una manera 
inexplicable, lo que dispone el Reglamento del Senado 
y, básicamente, lo que establece la Ley N* 16.698, que 
es muy reciente. 
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Fíjense que, so pretexto de utilizar la investigación 
a los efectos administrativos dentro del Palacio Legisla- 
tivo y del Poder Judicial, se está pretendiendo eludir lo 
que dispone claramente el artículo 112 de la Constitu- 
ción. Me remito -y advierto que no lo voy a leer ni a 
comentar porque consideramos que esta sesión ya no 
tiene mucho sentido- a lo que dicen los artículos 6*, 12 
y 14 de la Ley. ¿Cómo se puede entender que, bajo el 
nombre o la pantalla del control administrativo que es 
el único que puede hacer una Comisión Investigadora, 
se termina analizando qué fundamento tuvo o no el 
señor Senador Gandini para decir lo que manifestó? 
Reitero que eso significa violar el artículo 112 de la 
Constitución y desconocer lo que dicen claramente la 
Ley y el Reglamento. 


Pensé que había que votar el nombramiento de una 
Comisión Investigadora porque se pretendía investigar 
un trámite administrativo; eso es imposible. Asimismo, 
pensé que la redacción era un poco infeliz, porque eso 
suele suceder cuando hacemos mociones en forma apre- 
surada. Sin embargo, advierto que se trata de jerarqui- 
zar lo que es secundario para desmerecer lo que fue la 
cuestión fundamental de la sesión de ayer, que era no 
hacer lugar a la formación de causa y, por ende, no 
levantar los fueros al señor Senador Gandini. Esto es 
politizar -siempre hacemos política, a veces no de la 
manera que desearíamos, muchas veces luego pensa- 
mos que pudimos haber sido más felices en nuestras 
expresiones- el tema. No se mira desde el ángulo políti- 
co la situación, sino que, reitero, se politiza el papel 
que debe tener una Comisión Preinvestigadora. 


Por esta razón, y por lo que ha sido largamente 
expuesto por mí en esta sesión, voy a votar en contra 
del nombramiento de una Comisión Investigadora y, en 
ese sentido, formulo moción. 


SEÑOR SARTHOU. - Solicité la palabra porque aquí 
se ha hecho una calificación que no comparto. Esto no 
deriva de una politización, ni tiene una finalidad política 
específica, como se ha señalado, sino que es la conse- 
cuencia de denuncias gravísimas hechas por el señor Se- 
nador Gandini, quien ha hecho referencia a manipulacio- 
nes del expediente de su desafuero. Esto no tiene nada 
que ver con el tema de fondo del desafuero. Repito que 
se trata de denuncias gravísimas sobre irregularidades a 
que aludió el señor Senador Gandini, que no sabe quié- 
nes son los responsables y que implican actuaciones den- 
tro del Palacio Legislativo y, eventualmente, fuera de él. 


Sabido es que el control administrativo es una fun- 
ción de las Comisiones Investigadoras. 


Esto no se ha hecho para aplicar ninguna medida 
contra el señor Senador Gandini. Por lo tanto, el artí- 
culo 112 no tiene nada que ver. No se está afectando 
de ninguna manera su libertad de expresión, sino que 
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lo que estamos haciendo es atender, no pasar por alto 
las gravísimas denuncias que hizo sobre irregularida- 
des en su expediente de desafuero. Nuestra respuesta, 
nuestra postura es que se investiguen esas denuncias, 
esas acusaciones hechas por el señor Senador Gandi- 
ni, que implican presuntas irregularidades graves en 
los expedientes. 


No hay que cambiar, alterar pues, el sentido de las 
cosas, atribuyendo finalidades políticas a esto. Creo que 
no podemos quedarnos quietos frente a la manipulación 
de un expediente que no se sabe cómo llegó, dónde estu- 
vo mientras no se remitió al Parlamento, por qué no le 
llegó al Presidente del Senado, pero sí directamente al 
señor Senador Gandini, por qué el funcionario le dijo 
que tenía que ser a él, por qué faltan casetes, por qué se 
adulteraron los sobres, etcétera. ¡Vaya si señaló y denun- 
ció graves irregularidades el señor Senador Gandini! 


Repito que esto no tiene nada que ver con el artícu- 
lo 112, ya que no implica responsabilidades, sino inda- 
gar denuncias que se hicieron. Por eso es que estamos 
hablando de investigación sobre las acusaciones reali- 
zadas por el señor Senador Gandini respecto a presun- 
tas irregularidades; ese es el contenido de la moción. 


Es por esas razones, entonces, que vamos a votar 
afirmativamente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Previamente a pasar a vo- 
tar, queremos recordar lo que dijimos respecto a que el 
asunto había sido laudado, fallado, resuelto por el Par- 
lamento. Creemos que todo esto está involucrado en el 
tema central, por la sencilla razón de que ninguno de 
los episodios va a generar ningún efecto sobre lo re- 
suelto. Por lo tanto, no tiene ninguna trascendencia ni 
vigencia sobre algo respecto a lo cual se adoptó una 
decisión. 


Aun dejando de lado el argumento en favor del 
artículo 112, es evidente que el tema no es oportuno ni 
tiene procedencia, porque reitero no tiene efecto de nin- 
gún tipo en virtud de que ya se resolvió. Ahora bien, 
distinto sería si en caso de realizarse la investigación 
surgiera un elemento que obligara al Parlamento a re- 
vocar o a tratar nuevamente lo que ya decidió. 


Se va a votar la moción del señor Senador Ricaldo- 
ni, en el sentido de que la Comisión no considera pro- 
cedente ni oportuno la designación de una Comisión 
Investigadora. 

(Se vota:) 


-2 en 3. Afirmativa. 


SEÑOR SARTHOU. - Haré un informe por separa- 
do, así como habrá un informe en mayoría, tal lo que 
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prevé el Reglamento. No obstante, quiero decir -a modo 
de fundamento de voto- que aunque no tenga nada que 
ver con el tema de fondo del desafuero, esto sí dice 
relación con que en este Cuerpo es muy difícil oír ex- 
presiones en las que se denuncian gravísimas irregu- 
laridades y admitir que porque no están relacionadas 
con el desafuero, no deben ser investigadas. Ese no es 
el espíritu de la ley que, justamente, ante irregularida- 
des prevé, como forma de control administrativo, la 
designación de Comisiones Investigadoras. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se levanta la sesión. 
(Así se hace. Es la hora 17 y 50 minutos) 


NOTA DEL SEÑOR SENADOR GARGANO RA- 
TIFICANDO SU EXPOSICION 


Montevideo, 2 de abril de 1998. 


Señor Presidente de la Comisión Pre Investigadora 
designada para entender sobre “las acusaciones hechas 
en la sesión del día de hoy (por el 1/4/1998) sobre 
presuntas irregularidades en el ámbito del Poder Judi- 
cial y del Senado de la República sobre el trámite y 
contenido de lo remitido por el Poder Judicial en el 
caso del pedido de desafuero del Senador Gandini”. 


Senador don Walter Santoro 
De mi mayor consideración: 


Por la presente vengo a ratificar con mi firma que el 
contenido de mi exposición en el seno de la Comisión 
Pre Investigadora refleja fielmente mi denuncia. Adjun- 
to la versión taquigráfica de la sesión de la Pre Investi- 
gadora del día de hoy, en la que basándome en la lectu- 
ra de la versión taquigráfica de la exposición del Sena- 
dor Gandini, consideré las mismas como base de mi 
solicitud de integración de una Comisión Investigado- 
ra. 


Saludo a usted muy atentamente. 


Reinaldo Gargano, Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia entiende que, sal- 
vo mejor opinión del Senado, de acuerdo con el artículo 69 
del Reglamento, a cada Senador corresponderá un tiempo de 
20 minutos improrrogables. Es verdad que en otras oportuni- 
dades el Senado ha aplicado otros criterios y, naturalmente, la 
Mesa está abierta a lo que pueda ser la decisión del Cuerpo, 
aunque mantiene la posición anteriormente expuesta. 


Entonces, si no hubiera objeciones pasaríamos a considerar 
el punto con el régimen reglamentario establecido por la Presi- 
dencia. 
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Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDON!. - Señor Presidente: pienso que más 
bien en forma tácita con el señor Senador Santoro, quedó en- 
tendido que quien habla haría uso de la palabra en nombre de 
la mayoría de la Comisión Preinvestigadora oportunamente 
designada. Quizás no sea inútil recordar cuál fue la resolución 
votada por el Senado en aquella oportunidad -el día 1” del 
corriente mes- que dispuso que se designara una Comisión 
Investigadora sobre las acusaciones hechas en esa sesión sobre 
presuntas irregularidades en el ámbito del Poder Judicial y del 
Senado de la República sobre el trámite y contenido de lo 
remitido por el Poder Judicial en el caso del pedido de des- 
afuero del señor Senador Gandini. Esta cita figura al comienzo 
del informe en mayoría y, por supuesto, es textual de lo vota- 
do en la sesión del 1” de abril del Senado. 


Este informe en mayoría considera improcedente el nom- 
bramiento de una Comisión Investigadora. Como se recordará, 
en la sesión del Senado hubo un debate que, a mi juicio insu- 
mió más tiempo del conveniente, en el que se discutió si se 
nombraba o no una Comisión Investigadora, con qué fines y si 
ello, en alguna forma -creo que fui uno de los que se expresó 
en ese sentido- era algo que no correspondía. El hecho concre- 
to es que dicha Comisión fue nombrada e integrada por los 
señores Senadores Santoro, Sarthou y quien habla. 


De los antecedentes que tienen los señores Senadores so- 
bre la mesa surge que hubo un informe en mayoría y otro en 
minoría, y que -lo digo en forma anticipada- junto con el 
señor Senador Santoro consideramos que si se hubiera fran- 
queado la posibilidad de nombrar una Comisión Investigado- 
ra, en definitiva se estarían investigando los dichos de un miem- 
bro de este Cuerpo, es decir, parte de lo expuesto por el señor 
Senador Gandini en esa sesión, violando no sólo el artículo 
112 de la Constitución, sino también la Ley N* 16.698, que 
regula las Comisiones Investigadoras, de bien reciente data, ya 
que es del mes de abril de 1995. 


Debo decir -aclaro que esto figura en la versión taquigráfi- 
ca de la Comisión Preinvestigadora del día 2 de abril, que es 
un repartido que se identifica como Carpeta N* 1012/98 - Rep. 
N* 1913/98- que al principio tuve una postura, que luce en la 
versión taquigráfica, de habilitar el nombramiento de una Co- 
misión Investigadora, a partir del entendido de que se estaban 
investigando o se querían investigar determinadas irregulari- 
dades, fuera cual fuera el resultado final. Tengo que decir con 
la mayor franqueza y claridad posibles, que luego de escuchar 
a uno de los denunciantes, el señor Senador Gargano, y des- 
pués al señor Senador Sarthou -quien obviamente, integra la 
misma fuerza política que el anterior- llegué a la conclusión, a 
mi juicio ilevantable e irrefutable, de que como lo adelanté al 
principio de mis palabras, habilitar el nombramiento de una 
Comisión Investigadora era habilitar la investigación de los 
dichos de un integrante de este Cuerpo, en el caso, el señor 
Senador Gandini. Para ello, señor Presidente -quiero decir esto 
con mucha calma, pero también con gran convicción- basta 
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con repasar la versión taquigráfica de lo ocurrido en esa sesión 
de la Comisión Preinvestigadora del día 2 de abril. Cuando el 
Presidente de dicha Comisión, el señor Senador Santoro, seña- 
la que corresponde escuchar al o a los denunciantes, toma la 
palabra el señor Senador Gargano y dice: “Tal como lo mani- 
festé en la sesión de ayer del Senado, los elementos que con- 
forman la denuncia surgen de los planteos efectuados por el 
señor Senador Gandini en el curso del debate.” 


En el párrafo siguiente, luego de informarnos que solicitó 
la versión taquigráfica de lo ocurrido en el Senado dice que, 
especialmente, tuvo interés en la intervención del señor Sena- 
dor Gandini. 


A continuación, en el tercer párrafo, el señor Senador Gar- 
gano expresa: “El señor Senador Gandini, al referirse a los 
temas que dan mérito a la denuncia, esto es, a las irregularida- 
des, a las situaciones no claras que se presentaron en el curso 
del trámite del expediente, de su llegada aquí y demás, expre- 
só, entre otras cosas, lo siguiente.” Entonces, el señor Senador 
Gargano pasa a leer buena parte de lo relacionado con este 
tema que expuso el señor Senador Gandini. Luego, el señor 
Senador Gargano agrega: “De esta forma, siembra la duda de 
quién dio la orden de que se lo entregaran, de dónde partió esa 
información, etcétera.” 


En el párrafo siguiente expresa: “En otra parte de la expo- 
sición -me salteo las referencias políticas que no interesan a la 
cuestión- hace mención a temas que tienen que ver con la 
denuncia concretamente.” 


Más adelante, en la versión taquigráfica, el señor Senador 
Gargano continúa diciendo: “Pienso que con lo dicho por las 
propias palabras del señor Senador Gandini se sienta la base 
de que hay cosas que deben investigarse. Digo esto porque 
aquí hay imputaciones genéricas.” Aclaro que éstas serían, 
supuestamente, del Senador de quien se ha pedido el desafue- 
ro. El señor Senador Gargano enseguida expresa: “Al respec- 
to, el señor Senador Gandini aclara que no hace imputaciones 
a nadie, pero se pregunta quién cometió estas irregularidades: 
el Juzgado, la Suprema Corte de Justicia o el Senado de la 
República.” Al final de esa intervención, el señor Senador 
Gargano -en nombre de los denunciantes- expresa: “En defini- 
tiva, creo que lo que se ha dicho es más que suficiente para 
señalar que nuestra inquietud en el sentido de que se plantee la 
instalación de un Comisión Investigadora,” -pido al señor Pre- 
sidente que preste atención a esto- “está basada en las propias 
afirmaciones -muy graves- que ha efectuado el señor Senador 
Gandini en el curso de la sesión del Senado del día de ayer -de 
ello hay constancia en la versión taquigráfica- lo que da méri- 
to a que se cumplan los extremos que se requieren para la 
formación de una Comisión Investigadora.” 


Luego figura una intervención mía en la que, como señalé, 
estaba dispuesto a votar el nombramiento de la Comisión In- 
vestigadora porque entendía que se iban a investigar irregula- 
ridades. Seguidamente -pido excusas por aludir a algunos com- 
pañeros del Cuerpo- toma la palabra el señor Senador Sarthou, 
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quien integraba la Comisión Preinvestigadora con nosotros y 
dice: “No comparto la forma de interpretar la moción”, es 
decir, la moción votada en el Senado a propuesta del Frente 
Amplio. Y continúa: “Me parece claro -lo dije en Sala- que la 
Preinvestigadora es sobre acusaciones, no sobre los hechos a 
los que aluden las acusaciones. Pienso que lo que hay que 
investigar son las acusaciones hechas durante la sesión del 
Senado.” Luego figuran otras expresiones para más adelante 
seguir diciendo: “Reitero que simplemente se propone el aná- 
lisis de las acusaciones.” Quiere decir, señor Presidente, que 
se propone el análisis, de las acusaciones, lo que es una forma 
de decir que se propone el análisis o sea la investigación, de 
palabras vertidas por un señor Senador en este Cuerpo. 


Más adelante agrega: “Pienso que tendrá que determinar” 
-se refiere a la Comisión- “qué va a hacer sobre las acusacio- 
nes planteadas por el señor Senador Gargano.” Aquí lo que se 
toma en cuenta son las expresiones del señor Senador Gandini 
realizando acusaciones y luego la Comisión verá lo que tiene 
que hacer. Luego dice: “Habrá que determinar qué acusacio- 
nes son, porque dentro del texto de las acusaciones del señor 
Senador Gandini se tocaron muchos temas objeto de acusa- 
ción.” Seguidamente agrega -y sigo citando textualmente-: 
“Aquí estamos investigando las palabras de un integrante” - 
del Cuerpo- “ante irregularidades que existirían. Y la Comi- 
sión Investigadora va a ser la que determine el alcance de ese 
examen de las acusaciones.” ¿De quién? ¿De los denuncian- 
tes? No, señor Presidente; de palabras a las que siempre se 
califica -no debe ser casual- en la misma forma, como acusa- 
ciones del señor Senador Gandini. A raíz de eso me dirigí al 
señor Presidente de la Comisión, señor Senador Santoro, y le 
expresé: “Señor Presidente: realmente, quedé perplejo con lo 
que le acabo de escuchar decir al señor Senador Sarthou, por- 
que creía que lo que pretendía el Frente Amplio era investigar 
hechos relacionados con el contenido del expediente que nos 
remite el Poder Judicial.” Luego agrego: “De lo que se trata es 
de investigar a un Legislador, no un expediente”, para más 
adelante afirmar: “no voy a votar. Reitero que ello implicaría 
invertir los términos de todo lo que ocurrió en el día de ayer.” 


En otra parte el señor Senador Sarthou dice: “Creo que no 
se trata de investigar al Legislador, sino las expresiones del 
Legislador que contienen las denuncias.” En definitiva siem- 
pre estamos girando sobre el mismo tema y a este respecto 
quiero señalar que esto que a algunos de nosotros -diría que a 
la mayoría del Cuerpo- nos preocupó cuando el verdadero 
tema de la sesión del 1? de abril era si se le levantaban o no los 
fueros al señor Senador Gandini, termina al final en una discu- 
sión sobre si dicho señor Senador había acusado o no a al- 
guien y si había pedido una investigación. Sin embargo, como 
aclaró perfectamente que no había pedido ninguna investiga- 
ción, la solicita el Frente Amplio; nosotros supusimos que 
quizás era defectuosa la redacción de la moción que votó el 
Senado, y que estoy casi seguro que no acompañé. 


Por otro lado, estoy citando con la mayor elocuencia ex- 
presiones que demuestran que al día siguiente el tema eran las 
manifestaciones del señor Senador Gandini y en modo alguno 
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determinados hechos que, por otra parte, pasados los días, 
todos podemos pensar que tienen mucho menos importancia 
de la que aparentaban. 


Por mi parte, en la Comisión Preinvestigadora manifesté -y 
lo sigo pensando- que una cosa es hacer política y otra politizar 
los temas en una forma inaceptable. De lo que se trataba era de 
que quedara claro que no se votaba el levantamiento de los 
fueros del señor Senador Gandini, punto en el que todos estába- 
mos de acuerdo. Sin embargo, luego venía una diferencia -y 
vaya diferencia- en el sentido de que para la mayoría de este 
Cuerpo -entre la que naturalmente nos contábamos nosotros- no 
sólo no se le levantaban los fueros por lo que dice el artículo 
112 de la Constitución -en lo cual coincidió todo el Senado- 
sino que además en modo alguno había incurrido en delitos o 
ilícitos de tipo penal. Esto es algo que el Frente Amplio -lo dijo 
y lo repitió- no consideraba así; por el contrario, entendía que si 
no fuera por el artículo 112 de la Constitución, el señor Senador 
Gandini sería pasible de una sanción penal. 


Al día siguiente, quienes fueron denunciantes y dieron mé- 
rito a que de acuerdo con el Reglamento, el Presidente del 
Senado -en aquel momento el señor Senador Pozzolo- nom- 
brara la Comisión Preinvestigadora, quienes sostenían que no 
se le levantaban los fueros al señor Senador Gandini solamen- 
te por el hecho de que existía el artículo 112 de la Constitu- 
ción, terminan estableciendo -como aquí lo estoy demostran- 
do- que sí se querían investigar sus dichos. Esto lo piensa el 
que habla -el Senado resolverá en definitiva- y lo piensa tam- 
bién el señor Senador Santoro, algunas de cuyas palabras ver- 
tidas en aquella sesión del 2 de abril voy a citar ahora. Con- 
cretamente dice: “Reabrir consideraciones, temas, alternativas, 
problemas, situaciones, etcétera, que ya fueron analizados en 
el día de ayer, no corresponde. En consecuencia, el asunto ya 
fue resuelto en forma definitiva por el Senado.” Más adelante 
agrega: “Cuando procedemos a determinar la entidad, el al- 
cance, la naturaleza o la fuerza de la denuncia” -denuncia 
hecha por los señores Senadores del Frente Amplio- “vemos 
que la misma está conformada solamente por palabras, ya que 
el señor Senador Gargano lo que hizo fue dar lectura a la 
versión taquigráfica, agregándole algún comentario muy rela- 
tivo. “Salteando algunos párrafos, leo lo que dice a continua- 
ción el señor Senador Santoro: “simplemente se alude a lo que 
manifestó el señor Senador Gandini en la tarde de ayer en el 
Senado. Por lo tanto, aquí se da una situación muy particular. 
La denuncia como tal carecería o carece de entidad porque, 
reito, se trata de las palabras vertidas en el Senado por el señor 
Senador Gandini.” Agrega más adelante: “son las mismas pa- 
labras que escuchó el Senado antes de resolver no hacer lugar 
a la formación de causa y declarar que no existían razones 
para levantar los fueros del señor Senador. Como dije, la cali- 
ficación de entidad carece del elemento esencial para confor- 
mar la posición que los miembros de la Comisión Preinvesti- 
gadora debemos adoptar.” 


Finalmente -y termino las citas del señor Senador Santoro- 
dice: “En ese caso, no procede realizar ninguna investigación”. 
Y agrega: “Por esas razones, creemos que todo queda reduci- 
do a esa intervención típicamente administrativa y, en conse- 
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cuencia, no corresponde -por las exigencias de la ley- la desig- 
nación de una Comisión Investigadora a nivel parlamentario, 
con el volumen, alcance, naturaleza, objetivos y procedimien- 
tos a cumplir que atañen a cualquier Comisión Investigadora.” 


Luego toma la palabra el señor Senador Sarthou y dice: 
“Esto no deriva de una politización,” -por aquello de la politi- 
zación que quien habla había señalado- “ni tiene una finalidad 
política específica, como se ha señalado, sino que es la conse- 
cuencia de denuncias gravísimas hechas por el señor Senador 
Gandini, quien ha hecho referencia a manipulaciones del ex- 
pediente de su desafuero.” 


Finalmente, cuando se notifica, de acuerdo con las normas 
reglamentarias, a quien habló en nombre de los denunciantes, 
es decir, el señor Senador Gargano, expresa: “Por la presente 
vengo a ratificar con mi firma que el contenido de mi exposi- 
ción en el seno de la Comisión Preinvestigadora refleja fiel- 
mente mi denuncia. Adjunto la versión taquigráfica de la se- 
sión de la Pre Investigadora del día de hoy, en la que basándo- 
me en la lectura de la versión taquigráfica de la exposición del 
señor Senador Gandini, consideré las mismas como base de mi 
solicitud de integración de una Comisión Investigadora”. 


Observo que se ha encendido la luz indicadora de tiempo, 
pero no voy a solicitar la tradicional benevolencia del señor 
Presidente, porque el informe en mayoría de la Comisión Pre- 
investigadora consta de menos de dos carillas. 


Personalmente, siento que, en definitiva, con una explica- 
ción que podrá entenderse a nivel humano o político -pero que 
no comparto- se ha pretendido trasladar el centro de la discu- 
sión del levantamiento de los fueros -porque el señor Senador 
Gandini no cometió ningún delito- a sus manifestaciones, para 
crear una especie de incidente o de enfrentamiento en torno a 
quien recibió el homenaje de la mayoría del Senado en la 
sesión del día 1” de abril. De esta forma se pretende dar la 
sensación de que aquí hay algunos que tienen que tomar la 
posta de hacer suyas las gravísimas denuncias que supuesta- 
mente habría planteado el señor Senador Gandini. No se ha 
tenido en cuenta que la mayoría, que integramos nosotros y el 
Partido Nacional -además, hay que tener en cuenta que meses 
antes lo había dicho el propio señor Senador Gandini- había 
explicado claramente los malos entendidos que habían ocurrido 
y que todos estábamos seguros sobre la honestidad y la trayec- 
toria intachable del señor Chiazzaro, a quien sólo se mencionó 
por 24 horas y luego se hizo una rectificación que pocos somos 
capaces de hacer en el Senado cuando nos equivocamos. 


Siento -quizás esto no lo advirtió el Frente Amplio- que se 
está buscando una forma de equilibrar las cosas: como el se- 
ñor Senador Gandini salía muy bien parado de la sesión del 1* 
de abril, había que agregar elementos -para mí absolutamente 
innecesarios- al tema para que el inevitable homenaje que le 
rindió el Cuerpo en esa oportunidad tuviera un perfil más 
bajo, como solemos decir en la jerga política. 


Se ha dispuesto por parte de la Mesa un máximo de 20 
minutos para hacer uso de la palabra y no sé si mi compañero 
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de circunstancial mayoría en la Comisión Preinvestigadora de- 
sea referirse al tema. 


En resumen, esto es lo que pienso; además, el breve infor- 
me que hemos elaborado es, por sí mismo, elocuente. 


No podemos permitir que se viole el artículo 112 de la 
Constitución ni la Ley sobre las Comisiones Investigadoras. 


Por estas razones, aconsejamos lo que hemos reiterado en 
varias oportunidades. 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Señor Presidente: nos preocupa mu- 
cho que se hayan sostenido en este Parlamento denuncias gra- 
ves y que ello se trate de transformar en un problema relacio- 
nado con palabras. Las palabras no son hechos; a menos que 
se invente una cosificación fáctica de la semántica, podemos 
sostener que el objeto son las palabras. Estas definen hechos. 
El hombre no se expresa guturalmente, sino por medio de 
palabras. 


Según la tesis sostenida por la mayoría, nunca se podría 
hacer una investigación porque siempre tendría que pronun- 
ciarse por palabras por parte del denunciante y se entendería 
que lo que se investiga son las palabras. 


Es absolutamente claro que las palabras pronunciadas por 
el señor Senador Gandini representaban importantes aspectos 
de hecho, que son los que justifican todo esto. Repito que no 
se puede sostener que lo que se investiga son las palabras. Las 
palabras figuran en un texto, pero no se investigan. Bastaría 
con leer el texto de la Comisión y de la moción. No es necesa- 
rio hacer un esfuerzo loable pero frustrado de análisis dialécti- 
co para afirmar que se están investigando palabras, cuando el 
texto expresa: “Se designa una Comisión Preinvestigadora so- 
bre las acusaciones hechas en la sesión del día de hoy sobre 
presuntas irregularidades”. Son oraciones ligadas. Las acusa- 
ciones se realizan sobre irregularidades en el ámbito del Poder 
Judicial y del Senado, razón por la cual lo que se investiga son 
las irregularidades que resultan de las palabras y no las pala- 
bras. 


Tenemos que aclarar este punto porque cuesta admitir que 
las palabras se hayan transformado en hechos y como tales 
sean investigadas. Es obvio que la única forma que tenemos 
de expresarnos es a través de las palabras. 


Por otra parte, nos preocupa que en el Parlamento se haya 
sostenido que se han operado determinadas circunstancias gra- 
ves sin que se reaccione al respecto. No se puede hablar de 
finalidad política, porque no fue el Frente Amplio el que plan- 
teó este tema. Quien hizo las enunciaciones de irregularidades 
fue el propio señor Senador Gandini. No fuimos nosotros los 
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que iniciamos ningún tipo de acción que corrigiera el resulta- 
do del desafuero. Reitero que fue el propio señor Senador 
Gandini el que planteó que se investigaran las denuncias. Por 
esta razón, rechazamos las denuncias formuladas por el señor 
Senador Ricaldoni en el sentido de que estábamos utilizando 
esto como una especie de revancha. Insisto en que el que trajo 
la temática fue el señor Senador Gandini. A nosotros no nos 
parecía bien que ciertos hechos que ocurrieron aquí no se 
investigaran. Es más; el mejor argumento en este caso es que 
el propio señor Senador Gandini sostuvo que había que inves- 
tigar, aunque no lo pidió directamente. Nosotros no hicimos 
otra cosa que promover, por vía de moción, lo que él entendía 
que debía investigarse. 


Voy a analizar mi informe, en el que se señalan 9 irregula- 
ridades denunciadas por el señor Senador Gandini y que son 
graves: “1) Que el expediente y sobres agregados dirigidos al 
Presidente del Senado se le entregaron en forma equivocada al 
señor Senador Gandini que era el involucrado en la cuestión 
de fueros”. Este es el primer aspecto irregular, que podría 
haber traído consecuencias importantes, como ser el hecho de 
extraviar el expediente o que éste tuviera correcciones. 


El segundo punto dice: *2) Que ante la resistencia a recibir 
la documentación el funcionario insiste que debía entregarle la 
misma en manos propias al señor Senador Gandini”. Aquí 
también hay un hecho excepcional e irregular, porque en esa 
circunstancia no se le hace firmar nada. 


El punto siguiente expresa: “3) Que el señor Senador Gan- 
dini se vio obligado a entregar lo recibido en la Secretaría del 
Senado donde se dejó constancia en presencia de funcionarios 
que había depositado la documentación en la Caja Fuerte;”. 
En este caso, también existe un mecanismo atípico. 


El otro punto establece: “4) Que según el sello de entrada 
de la documentación ingresó al Poder Legislativo el 13 de 
noviembre y recién se entregó con equivocación según se dijo 
el 17 de noviembre al señor Senador Gandini quien expresó en 
Sala sobre el expediente “Vaya a saber dónde estuvo”;”” Aquí, 
como el mismo señor Senador Gandini expresa, hay un proce- 
dimiento irregular y un trámite incierto, porque no se sabe 
dónde estuvo el expediente durante ese período. 


Luego se dice: “6) Textualmente el señor Senador Gandini 
expresó “Por estas razones cabría investigar””. Observe el se- 
ñor Senador Ricaldoni que quien pide que se investigue es el 
propio señor Senador Gandini. Lo lógico hubiera sido que él 
planteara la Comisión Investigadora, aunque sé que propuso 
que esto tenía que reducirse a una investigación interna. Esa es 
una de las posiciones sostenidas. 


Personalmente, considero que la gravedad de los hechos 
determina que hay que investigar y que la investigación es 
importante. 


Vuelvo al punto 6, donde se dice: “Por estas razones cabría 
investigar si alguien antedató los documentos, quién lo hizo, 
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de qué manera y si ha sido en el Poder Judicial donde se 
cometieron estas irregularidades así como sucedió anterior- 
mente en el Senado de la República”. 


Esto es textual, se habla de antedatar documentos que es la 
figura de la falsificación. 


Continúo con la lectura de los numerales: *“7) En relación a 
los casetes expresa que no existe correspondencia entre lo que 
el Poder Judicial dice remitir (dos casetes) y lo que efectiva- 
mente ha llegado (cuatro casetes); 


8) Denuncia que los sobres remitidos por el Poder Judicial 
no están todos presentado de igual forma en el doblado, los 
sellos, y la letra”. Esto insinúa que también hay elementos de 
falsificación. 


“9) Como lo señaló textualmente en la sesión de la Prein- 
vestigadora el Senador denunciante Gargano: “El señor Sena- 
dor Gandini aclara que no hace imputaciones a nadie pero se 
pregunta quién cometió estas irregularidades, el Juzgado, la 
Suprema Corte de Justicia o el Senado de la República”. 


Todo esto lo vimos en la sesión y, pasamos al siguiente 
punto del orden del día. Entonces, ¿qué puede pensar la opi- 
nión pública cuando se denuncian estos hechos y el Senado no 
reacciona? Digo que acá está incluida falsificación material y 
voy a leer el texto de los artículos. El artículo 236 del Código 
Penal dice: “El funcionario público que ejerciendo un acto de 
su función, hiciere un documento falso o alterare un documen- 
to verdadero, será castigado con tres a diez años de peniten- 
ciaría”. El artículo 237 dice: “El particular o funcionario pú- 
blico que, fuera del ejercicio de sus funciones, hiciere un do- 
cumento público falso o alterare un documento público verda- 
dero, será castigado con dos a seis años de penitenciaría” y el 
artículo 240 dice: “El que hiciere un documento privado falso 
O alterare uno verdadero, será castigado cuando hiciere uso de 
él, con doce meses de prisión a cinco años de penitenciaría”. 


Acá se está denunciando o por lo menos señalando la evi- 
dencia de que debe haber existido una falsificación, porque si 
no, no se plantearía esta circunstancia de que se antedatan los 
documentos y se agregan casetes. Se trata de un expediente 
judicial al que se le agregan documentos, se alteran documen- 
tos y ¿quién lo hace? No lo sé. Aquí hasta se está poniendo en 
tela de juicio el funcionamiento del propio Senado. ¿Cómo 
podemos decir que estos hechos son palabras? ¿Qué queremos 
investigar al señor Senador Gandini? No. Nadie acusó en esta 
Cámara al señor Senador Gandini por haber dicho esto, nadie 
le reprochó haberlo expresado, pero inmediatamente a ello se 
planteó la moción de investigar. Entonces, de ninguna manera 
se están enjuiciando los dichos ni el artículo 112 tiene nada 
que ver, porque aquí nadie cuestionó ni discutió, desde el 
momento en que esto se planteó, como cuestión a investigar 
por el mismo señor Senador Gandini. 


Nosotros tenemos una legalidad establecida en cuanto a las 
Comisiones Investigadoras que emergen del artículo 12 de la 
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Ley N* 16.998 que dice que corresponde la denuncia y son 
cometidos de la Comisión las situaciones que se consideran 
ilícitas o irregulares. Además, el artículo 13 establece que pue- 
de conocer en hechos delictivos al sólo efecto de ejercer pode- 
res jurídicos de control administrativo. ¡Y cómo no! Si se está 
denunciando que en algún lugar del Senado hubo hechos irre- 
gulares y delitos, es para que entre en juego el ejercicio de 
poderes jurídicos de control administrativo en el Senado. El 
artículo 17 alude expresamente a que pueden ser actividades 
del Cuerpo designante, o sea que en la medida en que aquí se 
han estado manejando las irregularidades, las sustituciones, el 
antedatado y las alteraciones de los sobres -porque evidente- 
mente estas se señalan- esto tiene que ver con actividades 
dentro del Cuerpo designante, es decir que está encuadrado 
dentro de la completa legalidad frente a estos hechos que no 
los planteamos nosotros sino otros, pero ante los que no pode- 
mos permanecer en silencio, y no por razones políticas, sino 
porque cualquier persona nos puede decir que aquí se denun- 
ciaron estas cosas y no hicimos nada y no se investigó. Para 
nosotros esto tiene que ver con la opinión públicas y con la 
credibilidad. 


Se trata de irregularidades que encierran eventuales deli- 
tos, denuncias de posibles delitos. Pero no estamos investigan- 
do meras palabras sino palabras que constituyen el único me- 
dio de comunicación de los hombres para trasmitir la existen- 
cia de irregularidades o de delitos. Cuando aclaré que se trata- 
ba de las expresiones del señor Senador Gandini y no de he- 
chos era porque se pretendía que íbamos a investigar hechos 
en el Poder Judicial y entonces dije que no, que sólo se trataba 
de las palabras o acusaciones hechas, y, lógicamente, ¿cuál es 
el ámbito de actuación de una Comisión Investigadora? El que 
establecen los artículos de la ley que dicen que en materia del 
Poder Judicial no se puede investigar la actividad jurisdiccio- 
nal, salvo ciertos casos, que están previstos en los artículos 18 
y 19. La Comisión Investigadora que comenzaría a analizar 
habría tenido un freno en la propia ley para no ir más allá, 
después de examinados los hechos, de ciertos límites que esta- 
blece la ley. Pero acá está todo lo que tiene que ver con el 
ámbito del Senado, con la llegada de un expediente que es un 
documento público y las alteraciones que se denunciaron. 


No puedo admitir que a esto se le atribuya una intenciona- 
lidad política. Esto no lo hemos promovido nosotros, lo ha 
promovido el señor Senador Gandini, y frente a esto reaccio- 
namos aplicando la legalidad que tenemos nosotros a través de 
la ley respecto al funcionamiento de las Comisiones. 


Quiero decir que la pertinencia de la Comisión Investiga- 
dora está fundada porque hay denuncias en Sala de situaciones 
ilícitas, irregulares e inclusive de eventuales delitos, y por te- 
ner ellas entidad y seriedad. Me baso en eso y me excuso 
también, pero de alguna manera es una contrapartida por las 
citas que hacía el señor Senador Ricaldoni y yo lo cito a él 
porque, justamente, señala que las denuncias tienen entidad y 
seriedad; provienen de un par de este Cuerpo. Tienen entidad 
porque, como acabo de decir, no tienen una ontología mera- 
mente administrativa sino también delictiva porque se trata de 
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eventuales maniobras denunciadas que de pronto no son tales, 
pero deben ser investigadas. De manera que existe seriedad, 
entidad, legalidad y presupuesto de hechos claros. 


Se ha discutido la oportunidad o procedencia. Creo que 
cuando se ponen estos requerimientos, si son hechos insignifi- 
cantes, es posible que quepa analizar la procedencia o no, pero 
cuando los hechos de magnitud son de eventual relevancia 
delictiva, me parece que este tercer elemento requerido por la 
ley está implícito. Si tiene seriedad, entidad y gravedad la 
procedencia de esa denuncia corresponde. No podemos decir 
que no es oportuno. No es oportuno algo que implique investi- 
gar una denuncia de delito. El Cuerpo tiene el deber de inves- 
tigar y nosotros como Senadores también. Por eso tiene que 
ser oportuno. Por eso, la procedencia o la oportunidad nos 
parece que no entran en juego en este caso porque están sub- 
sumidas en las condiciones fácticas que tiene esta denuncia. 
Por lo tanto, se cumplen los requisitos como esenciales. 


Vuelvo a reiterar el punto 6) que acabo de leer que se 
refiere a que textualmente el señor Senador Gandini expresó 
“Por estas razones cabría investigar...” Es cierto, soy leal. La 
idea de investigación que tiene planteada el señor Senador 
Gandini, y creo que también el señor Presidente de la Comi- 
sión Preinvestigadora, era no hacerlo por vía de una Comisión 
Investigadora, sino de una mera investigación administrativa. 


Aquí tenemos una diferencia de evaluación en el cómo, 
pero estamos todos de acuerdo en que hay que investigar. Lo 
que nos da la pauta para que la investigación sea importante es 
que de alguna manera quede clarificado, si no todo este episo- 
dio queda como maculado por denuncias que no se sabe si son 
ciertas O no. Los que hemos sostenido determinada posición 
sobre el tema tenemos derecho a que, si alguien denuncia 
algo, se investigue para comprobar si es verdad o no. Eso es 
elemental. 


Estas son las razones positivas que nos llevaron al informe 
de la Preinvestigadora y que nos parece que son perfectamente 
fundadas. Sin embargo, no compartimos los fundamentos ex- 
puestos en el informe en mayoría. Como ya dije, es fundamen- 
tal aclarar que aquí no estamos investigando las palabras de un 
Senador. Repito que es muy poco comprensible decir que cuan- 
do alguien denuncia algo estamos investigando las palabras 
del que denuncia. Si mañana alguien hace otra denuncia no lo 
vamos a poder investigar porque nos van a decir que estamos 
investigando las palabras y, como ya expresé, las palabras son 
nuestro medio de comunicación. Entonces, creo que es muy 
rebuscado el fundamento y no hay ningún indicio en el debate 
que haga pensar que estábamos cuestionando el derecho de 
hacer lo que hacía el señor Senador. 


Porque el artículo 112 de la Constitución establece la in- 
munidad, pero aquí nadie dijo que no podía emitir su opinión, 
sino al contrario. Tanto nos importó lo que decía y tanto lo 
consideramos asistido del derecho de decir, que tomamos los 
hechos y pedimos que se investigara. En efecto, nosotros acep- 
tamos las palabras y la posibilidad de expresarse. Por eso es 
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que me resulta absolutamente rebuscada la afirmación de que 
uno está atacando el derecho a la inmunidad. Cuando uno le 
dice a alguien que lo que afirma hay que investigarlo, ¿cómo 
va a estar negándole el derecho de decir? Ese argumento es 
absolutamente contradictorio, para quitarle fuerza a la Comi- 
sión Investigadora. 


El segundo argumento que se hace en el informe en mayo- 
ría menciona los artículos 6%, 12 y 14 de la ley. Quiero señalar 
que los artículos 6* y 12 se ajustan perfectamente a esta Comi- 
sión Investigadora, por lo que me extraña que se mencionen. 
En cambio, puede haber algún problema con el artículo 14, y 
lo vamos a analizar. 


El artículo 6” dice que las Comisiones de investigación 
asesoran al órgano al que pertenecen, tanto en el ejercicio de 
sus poderes jurídicos de legislación como de control adminis- 
trativo. Pero su designación sólo procede cuando en las situa- 
ciones o asuntos a investigar se haya denunciado, como funda- 
mento, la existencia de irregularidades o ilicitudes. 


Nosotros creemos que este artículo 6” se ajusta al caso y no 
puede ser invocado el literal b) del informe en mayoría como 
un fundamento que excluya el derecho a la Comisión Investi- 
gadora porque, justamente, se ha denunciado la existencia de 
irregularidades o ilicitudes. No voy a pensar que la mayoría 
esté desautorizando el fundamento del señor Senador Gandini 
para expresar lo que expresó. 


Por su parte, el artículo 12, que también se menciona en el 
informe en mayoría, habla de investigar situaciones que se 
consideren ilícitas o irregulares a los efectos de asesorar al 
Cuerpo respecto al ejercicio de los poderes jurídicos de con- 
trol administrativo o la promoción de un juicio político. Esto 
último queda afuera, pero lo de poderes jurídicos de control 
administrativo es perfectamente claro, desde el momento en 
que se ha objetado cómo y dónde estuvo el expediente. ¡Cómo 
no va a haber poderes de control administrativo en el plano 
del propio Senado! Por lo tanto, el artículo 12 es claro. 


Además, se menciona el artículo 14 en cuanto a que no se 
puede investigar al Poder Judicial. Vuelvo a repetir que la 
regulación de la investigación al Poder Judicial está contem- 
plada en los artículos 18 y 19 de la ley. Nosotros tampoco 
planteamos eso, sino que se investigaran las denuncias. Quien 
promueve dudas sobre el funcionamiento del Poder Judicial es 
el señor Senador Gandini cuando, en la página 181 del Diario 
de Sesiones, dice textualmente: “No voy a hacer imputaciones 
a nadie, porque acá puede haber un error”. “De todas maneras, 
me gustaría saber quién lo cometió: el Juzgado, la Suprema 
Corte de Justicia o este Cuerpo. Algún día quisiera saber cómo 
la Suprema Corte de Justicia nos manda dos casetes que son 
prueba de un juicio y nosotros abrimos los sobres y encontra- 
mos cuatro, dos de los cuales nunca entraron al Juzgado, por 
lo menos no hay documento que lo avale.” 


Por más que se le dé el beneficio de la palabra “error”, 
cualquiera entiende que no es meramente un error y que se 


244-C.S. 


está refiriendo al Poder Judicial. En primer lugar, hay todo un 
campo relacionado con el control administrativo del Cuerpo y, 
además, la disposición establece que puede asesorar al propio 
Cuerpo que la designa. Por lo tanto, puede ser una Comisión 
Investigadora para el propio Cuerpo designante. Sin embargo, 
se dice que no se puede investigar al Poder Judicial. Nosotros 
no decimos esto. Se plantea la duda y la Comisión llegará 
hasta donde pueda, o sea, hasta el límite de los artículos 18 y 
19. No puede investigar la función jurisdiccional y podrá in- 
vestigar lo que es administrativo en las hipótesis concretas del 
artículo 19 y allí se detendrá. Pero no puedo admitir que des- 
pués de todo esto se sostenga que, como se hace referencia al 
Poder Judicial la Comisión Investigadora no puede proceder, 
porque esos serán los límites legales que tendrá en su funcio- 
namiento. Recabará información al Poder Judicial, pero llega- 
rá un momento en el que ya no podrá actuar. 


Por consiguiente, estos dos argumentos principales no son, 
para nosotros, fundados. No estamos investigando al Poder 
Judicial, sino los hechos denunciados como irregularidades, 
donde el que denunció menciona, inclusive, al Poder Judicial. 
En ese plano llegaremos hasta donde se pueda, porque aquí es 
muy claro que dice “investigación sobre presuntas irregulari- 
dades en el ámbito del Poder Judicial y del Senado, sobre el 
trámite y contenido de lo remitido por el Poder Judicial”. Se 
refiere a lo remitido, y eso es lo que allí está establecido. 


Quiero señalar, además, que hay algunos argumentos que 
se hicieron en la Comisión Preinvestigadora que no se traduje- 
ron en el texto del informe en mayoría, pero que me parecen 
claros. No se pueden reducir las irregularidades solamente al 
episodio de los casetes. Aquí hay nueve puntos que enumeré, 
que son mucho más amplios y de entidad. 


La segunda afirmación a que deseo aludir es la de que el 
señor Senador Gargano reproduce, cuando concurre a la Co- 
misión, las palabras del señor Senador Gandini. Pero, si el 
señor Senador Gargano no trae de afuera una carga de elemen- 
tos de información y la vuelca, si no toma lo que el señor 
Senador Gandini dice y los hechos que están contenidos, ¿qué 
otra cosa puede hacer que reproducir lo que generaba ese tema 
de irregularidad? No podía hacer otra cosa, porque no eran 
dichos que él hubiera promovido ni que trajera del ámbito de 
sus conocimientos sino que fueron volcados acá por un Sena- 
dor y cumplimos con el deber de promover su indagación. 


Por último, se había sostenido que, como el tema del des- 
afuero está terminado, esta investigación no correspondía. Creo 
que no tiene nada que ver, porque nadie toca el desafuero; lo 
tocó, de alguna manera, el señor Senador Ricaldoni, pero yo 
me mantengo dentro de las reglas de juego en cuanto a que no 
corresponde ahora examinar ese tema para nada, porque es un 
episodio completamente terminado. Lo que estamos analizan- 
do es otra cosa, es decir, los mecanismos de funcionamiento y 
la instrumentalidad con la cual nos manejamos en el tema del 
desafuero, que fue objetada en su veracidad. La prueba está en 
que, inclusive, en nuestro informe no tocamos en absoluto el 
tema de fondo. 
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Entonces, vemos que no ha habido en ningún momento 
una rectificación y, por lo tanto, siguen teniendo validez los 
planteamientos que se hicieron, de modo que nos parece que 
deben ser investigados. Que se haya planteado la investigación 
y el pedido de investigación no haya sido correspondido por 
los representantes del Partido Colorado y el Partido Nacional 
en la Comisión Preinvestigadora, me extrañó. Porque si un 
Senador plantea que hay que investigar y los representantes de 
su partido en la Comisión no hacen lugar, no parece correcto, 
ya que cuando se promovió la investigación el propio Senador 
entendió que no se estaban encarando aspectos que lesionaran 
su derecho a la inmunidad, desde el momento en que él pide la 
investigación de los hechos que denuncia. Es posible que en el 
fervor -a que tiene derecho- en la exposición que hizo el otro 
día, de pronto los temas se hayan agudizado. Yo no pude 
hablar en su momento y me molestaron algunas referencias 
que hizo a la señora Senadora Arismendi y a hechos que esta- 
ban siendo investigados en otro lado, en la Junta Departamen- 
tal, elementos estos también incluidos en esa exposición. Pue- 
de que esto estuviera contenido en ese fervor de la defensa o 
de la exposición. Pero los hechos están allí y por eso plantea- 
mos en el informe en minoría la necesidad de integrar la Co- 
misión Investigadora. 


Muchas gracias. 
SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: nosotros va- 
mos a acompañar la postura de que es necesario que se desig- 
ne una Comisión Investigadora, y voy a dar los fundamentos 
con brevedad, porque creo que el informe del señor Senador 
Sarthou ha sido concluyente. 


Para hacerlo ordenadamente, en síntesis, los argumentos 
esgrimidos en el informe de la mayoría -es decir, de los repre- 
sentantes del Partido Nacional y del Partido Colorado en la 
Comisión Preinvestigadora- son tres. Uno no es un argumento, 
sino más bien una consideración o una reflexión de tipo gene- 
ral: que la Comisión fue pedida para politizar el tema. El 
segundo, que la investigación implicaría investigar dichos de 
un Senador y, por lo tanto, violentaría el artículo 112 de la 
Constitución, que establece la inmunidad por opiniones de los 
Legisladores. Y el tercero, que la investigación carece de efec- 
tos prácticos porque, concretamente, como ya está resuelto no 
conceder el desafuero, ninguno de los episodios va a generar 
ningún efecto sobre lo resuelto. 


Entonces, rápidamente voy a referirme a cada uno de estos 
tres argumentos. El primero de ellos tiene que ver con esa 
especie de imputación en el sentido de que politizamos el 
tema. Señor Presidente: deseo aclarar que el planteo de des- 
afuero en el Senado no lo efectuó ningún Legislador del Fren- 
te Amplio, sino que lo hizo un Juez contando con la opinión 
del Fiscal y en contra de lo expresado por el señor Senador 
Gandini, quien presentó un escrito solicitando que se archiva- 
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ra el expediente. A pesar de esto, el Fiscal -por diversas razo- 
nes que no corresponde ahora analizar, ya que ese tema está 
resuelto- insistió en el planteo del desafuero, y así fue que el 
Juez, en acuerdo total con el Fiscal, lo planteó al Senado. Por 
lo tanto, nadie puede decir que un Legislador del Frente Am- 
plio, porque escuchó decir al señor Senador Gandini que el 
Secretario de una Comisión había robado o puesto en su cuen- 
ta propia fondos de la misma, planteó el asunto en el Senado. 
Reitero que quien lo hizo fue el Poder Judicial instado, natu- 
ralmente por un ofendido. 


El otro argumento a que quería aludir es el relativo a las 
graves irregularidades denunciadas -prolijamente enumeradas 
en nueve rubros por el señor Senador Sarthou- en cuanto a 
que, por ejemplo, aparecieron cuatro grabaciones de dos que 
había en un principio. En este sentido, quiero decir que ellas 
no fueron planteadas en este Senado por ninguno de los miem- 
bros del Frente Amplio. En absoluto. Esto quiere decir que 
nosotros no politizamos el tema. 


Sí deseo aludir a un discurso de defensa que realizó el 
señor Senador Gandini -y no de defensa para que no se consi- 
derara el desafuero, ya que debemos recordar que todos está- 
bamos de acuerdo en que no se lo iba a conceder- para soste- 
ner que no había difamado a Chiazzaro. Se trató de un discur- 
so -diría- un poco tronante, en el que aparecieron denunciadas 
nueve irregularidades. No dijo que fueran delitos, sino que 
podrían ser fruto de errores; pero, analizándolo objetivamente, 
si comprobamos que dentro de los sobres había dos grabacio- 
nes y luego aparecieron cuatro, quiere decir que alguien las 
puso ahí, salvo que fuera producto de la divinidad. Esto puede 
-nO necesariamente es así- configurar un delito que no se sabe 
dónde se cometió exactamente. Entonces, este es el argumento 
por el cual diría que no se ha politizado el tema. 


También quiero referirme al argumento que tiene que ver 
con el hecho de que se están investigando dichos y, por lo 
tanto, se roza el artículo 112 relativo a la inmunidad de opi- 
nión. 


Señor Presidente: he quedado perplejo por cuanto, si ese 
argumento tuviera validez, nunca se podría nombrar una Co- 
misión Investigadora, porque esto supone que alguien la pro- 
pone y, al hacerlo, exprese dichos, emitiendo palabras de su 
boca para denunciar irregularidades. En ese sentido, recuerdo 
que en la Legislatura pasada, en este Senado varios señores 
Legisladores -entre ellos, los señores Senadores Ricaldoni, San- 
toro, quien habla y otro, que no recuerdo bien quien era- pro- 
nunciamos dichos, manifestando que había habido irregulari- 
dades en el Banco de Seguros. En esa oportunidad, plantea- 
mos que estas irregularidades eran, por lo menos, aparentes y 
que traíamos algunas denuncias que nos había hecho llegar 
AEBU. Incluso, me viene a la memoria que hubo un denun- 
ciante por cada lema. En este sentido, se nombró una Comi- 
sión Investigadora para examinar, no nuestros dichos sino las 
irregularidades que estaban contenidas en ellos. De no ser así, 
entraríamos en un problema semiótico, que muy bien explicó 
el señor Senador Sarthou. Es obvio que siempre hay dichos, 
pero -reitero- lo que se investiga son las irregularidades en 
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ellos contenidas. ¿Cómo se hace para nombrar una Comisión 
Investigadora sin averiguar si los dichos de quien la planteó 
son ciertos o no? De no ser así, nunca habría una Comisión 
Investigadora. 


Repito que este argumento me dejó un tanto perplejo por- 
que, si se votara la investigación, lo que analizaríamos es si es 
verdad o no que alguien ha colocado en los sobres casetes que 
antes no estaban. También trataríamos de averiguar si es cierto 
o no que un expediente estuvo desaparecido, o en algún lugar 
no conocido, durante varios días. Asimismo, trataríamos de 
saber si es verdad o no que, en lugar de ser entregado en la 
Presidencia, fue puesto en manos del señor Senador Gandini, 
quien lo regresó. En definitiva, todo esto es lo que hay que 
investigar y no los dichos. Porque, ¡cómo no va a tener dere- 
cho el señor Senador Gandini a manifestar determinados di- 
chos, si los presume verosímiles! 


Con base en todo esto, ¡cómo no voy a proponer una Co- 
misión Investigadora, señor Presidente, si dije aquí que había 
abierto los sobres en presencia de la Secretaría de la Comisión 
e, incluso, había escuchado el contenido de los casetes y resul- 
ta que ahora siento decir que había más casetes que los que 
originalmente surgían del expediente que se había enviado! Es 
evidente que hay que solicitar una Comisión Investigadora; no 
me puedo quedar callado. Con esto no quiero decir que el 
señor Senador Gandini haya insinuado que yo, que aquí dije 
que abrí por lo menos uno de los sobres en presencia de testi- 
gos para escuchar el contenido del casete -es más, que escuché 
las declaraciones del señor Senador Gandini en la Radio Mon- 
tecarlo y no que la entrevista hubiese sido en otra radio y que 
allí hubiera preguntas de Radio Montecarlo- haya tenido algo 
que ver al respecto. Á pesar de esto, considero necesario pedir 
que se investigue, ya que a lo mejor alguien puede pensar que 
fui yo quien agregó esos otros casetes puesto que, inclusive, 
dije aquí que había abierto los sobres. ¡Cómo se va a dejar eso 
en el aire! 


Me descoloca el hecho de que se pueda sostener que no se 
debe nombrar una Comisión Investigadora porque significaría 
investigar dichos de un Legislador. Siempre una Comisión de 
esta naturaleza examina posibles irregularidades que fueron 
dichas por un señor Legislador. De no ser así, no hay Comi- 
sión Investigadora. Esto es tan claro como el agua cristalina y 
no ya como la de manantial con tierrita. 


Por otro lado, se desprende del informe de la Comisión 
que el asunto está liquidado, porque no hubo desafuero. Inclu- 
sive, nosotros no íbamos a votarlo aunque entendíamos que sí 
se había difamado al ingeniero Chiazzaro. En este sentido, se 
dijo que “examinar estos episodios no va a generar ningún 
efecto”. Al respecto, pregunto qué pasaría si una Comisión 
Investigadora demostrara que el señor Senador Korzeniak in- 
trodujo un casete dentro de esos sobres para poder decir que 
hubo una declaración del señor Senador Gandini. Sin duda, 
habría que echarme del Senado. Lo mismo sucedería si lo 
hubiese colocado el señor Senador Gandini o cualquier otro 
miembro del Cuerpo. ¿Cómo se puede decir que esta investi- 
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gación no va a generar efecto? Es más, si la Suprema Corte de 
Justicia, a sabiendas, hubiera mandado la nota con los errores 
que aparentemente existían, habría que hacerle juicio político a 
los cinco miembros de ese Organismo o, por lo menos, a quie- 
nes firmaron la nota, destituyéndolos de sus cargos. Reitero, 
¿cómo se puede decir que esa investigación no generaría efec- 
tos? ¿Qué ocurriría si el cambio de fecha de un reportaje se 
hubiera realizado aquí dentro, en el Cuerpo, ya sea por parte de 
un Senador o por el señor Presidente, puesto que tengo entendi- 
do que este paquete estuvo en la Presidencia durante cierto 
tiempo? Habría que echarlo. En caso de ser el señor Presidente, 
no sé si sería por juicio político o por una decisión interna en 
base al artículo 115 de la Constitución, por acto de indignidad. 
Entonces, ¡cómo se puede decir que esta investigación, en cual- 
quier caso, no iba a producir ningún efecto! 


Naturalmente que no iba a producir ningún efecto sobre un 
desafuero que ya se había negado. No podemos decir que eso 
fuera cosa juzgada, porque los actos parlamentarios nunca la 
provocan, pero sí que era algo que ya se había resuelto. Sin 
embargo, sí podía producir efecto por otras cosas, teniendo en 
cuenta lo que establece el artículo 112 de la Constitución de la 
República. 


A propósito de esto, recuerdo un episodio que tuvo lugar 
en el año 1972, cuando en una Comisión hubo un pedido de 
desafuero. Quien habla estuvo allí, aunque no como miembro 
del Parlamento. Concretamente, al explicar el alcance de la 
mencionada disposición, un Legislador se sintió ofendido adu- 
ciendo que, entonces, un parlamentario mata a un niño y tam- 
poco puede ser juzgado. No es así; en aquel momento le expli- 
camos que el artículo 112 se refiere a las opiniones. La expre- 
sión que usó en esa oportunidad el señor Presidente del Sena- 
do, en réplica, fue muy pintoresca. Dijo que el señor Legisla- 
dor tenía una versión muy callejera del artículo 112. Recuerdo 
esto perfectamente, e incluso me acuerdo muy bien del nom- 
bre del Diputado en cuestión, aunque no lo voy a mencionar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En realidad, no se trató de una 
versión callejera sino de Callejas, por eso de los libros. 


SEÑOR KORZENIAK. - Naturalmente, el artículo 112 cu- 
bre las opiniones y los votos, pero si hubiera un acto de con- 
ducta, la situación cambiaría. De hecho, en mi función de 
Legislador puedo decir disparates, y así incurrir en algún deli- 
to de opinión de los que figuran en el Código Penal. En este 
sentido, dicha norma protege a cualquier parlamentario. Sin 
embargo, si robo, mato, meto un casete dentro de un sobre o 
retengo un expediente indebidamente, la disposición no me 
ampara. Precisamente, esta clase de cosas son las que quería- 
mos investigar porque habían sido denunciadas por el señor 
Senador Gandini y si él sentía que esto era así o tenía sospe- 
chas fundadas, hizo bien en decirlo. 


Antes de terminar, quiero decir que los argumentos que leí 
tendientes a desestimar la investigación, me dejan casi perple- 
jo. Á su vez, voy a decir algo que nada tiene que ver con el 
estudio jurídico de dichos argumentos, sino que se trata de una 
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consideración muy franca y de tipo bien político. Lo que creo, 
señor Presidente, es que cuando en medio de aquella quizá 
demasiado fragorosa discusión entablada el día en que se trató 
el tema del desafuero, se derivó el tema hacia presuntas o 
reales irregularidades del expediente, la coalición de gobierno 
no pensó que ello podría generar un pedido de Comisión In- 
vestigadora. Pienso que eso fue lo que pasó políticamente, 
habiendo quedado así un poco descolocada la posición de ha- 
ber apoyado todas esas irregularidades. Hasta se puso en duda 
que hubieran existido declaraciones en Radio Montecarlo que, 
sin duda, sí fueron emitidas, estando ya grabadas en casete. 
Más tarde, al plantearse la investigación, se generó un poco de 
sorpresa y eso obligó -como ocurre muchas veces en la vida 
política y parlamentaria- a extraer argumentos, diría, un tanto 
aligerados, de fundamento o de peso. 


Por estas razones, que he expuesto sintéticamente, voy a 
votar que se designe la Comisión Preinvestigadora. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR RICALDON!I. - Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!I. - Señor Presidente: insisto en que, a 
través de la moción aprobada en este Senado, se trató de in- 
vestigar las expresiones del señor Senador Gandini. Lo puedo 
decir todavía más claramente: se quiso saber si el señor Sena- 
dor Gandini mentía o decía la verdad. Es por eso que la mayo- 
ría de integrantes de la Comisión Preinvestigadora no hizo 
lugar a la investigación. 


Además, la moción no dijo lo que debió haber dicho y, en 
el caso de la Comisión Preinvestigadora, tampoco se utiliza- 
ron las expresiones correctas, que pudieran acomodarse al Re- 
glamento y a la ley. De hecho, en ningún momento se dijo que 
se nombrara una Preinvestigadora para saber qué había pasado 
con el trámite del expediente; sí se insistió permanentemente 
en que todo esto tenía que ver con expresiones del señor Sena- 
dor Gandini. 


En este sentido, voy a volver a leer lo que ya cité en mi 
exposición, por lo que desde ya pido disculpas al señor Sena- 
dor Sarthou. Cuando dije algo parecido a lo que estoy señalan- 
do ahora, que para mí encajaba en el Reglamento, el señor 
Senador Sarthou adujo que no compartía la forma de interpre- 
tar la moción. Concretamente, señaló: “Me parece claro -lo 
dije en Sala- que la Preinvestigadora es sobre acusaciones, no 
sobre los hechos a los que aluden las acusaciones”. Esto, señor 
Presidente, me parece algo insólito y, en su momento, me dejó 
perplejo tal como le ocurrió a un señor Senador preopinante. 
Agregó: “Pienso que lo que hay que investigar son las acusa- 
ciones hechas durante la sesión del Senado”. Esto es decir, 
con cierta elegancia, que se van a investigar los dichos de un 
Legislador. Continuó diciendo: “Acá, lo que se toma en cuenta 
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son las expresiones del señor Senador Gandini realizando acu- 
saciones”. A este tema se le puede dar muchas vueltas, pero 
no es otra cosa que investigar las expresiones de un Legisla- 
dor. Si se pensara lo contrario, podríamos ofrecer otra prueba 
de ello. Es cierto que alguien puso el tema sobre la mesa y se 
extendió sobre el mismo y el señor Senador Korzeniak acaba 
de recordar que él también habló de irregularidades que creía 
advertir en el expediente. Sin embargo, ni en la acusación, ni 
en las intervenciones del señor Senador Gargano, ni en las 
expresiones del señor Senador Sarthou en la Comisión Prein- 
vestigadora, se afirma, para nada, que hubo otros que mencio- 
naron el tema del expediente. No puede ser casual que en esta 
versión taquigráfica de la Comisión Preinvestigadora del día 2 
de abril, sólo se hable de lo que dijo el señor Senador Gandini. 


Entonces, cuando se reflexione con menos apasionamiento 
o cuando el tiempo haga la obra benéfica que suele hacer en 
materia de discrepancias políticas, se advertirá posiblemente 
que, efectivamente, se quiso investigar algo, es decir, dichos, 
expresiones y palabras de un solo Senador que, casualmente, 
era el mismo sobre el que habíamos hablado largo y tendido 
en la sesión del Senado del día 1” de abril. 


Muchas gracias. 
SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Señor Presidente: creo que leer par- 
cialmente algo es muy delicado y, por mi parte, podría leer 
otros textos en los cuales aparece, con total claridad, lo que 
expresé en dicha oportunidad. 


Cuando hablaba de acusaciones o palabras, se hacía refe- 
rencia por algún señor Senador a que no se podía hacer la 
investigación porque ello significaba investigar al Poder Judi- 
cial. Entonces, insistí en que debían investigarse las palabras 
del señor Legislador en sus denuncias. 


Concretamente, en la página 11 de la versión taquigráfica 
de la Comisión Preinvestigadora, digo que: “Creo que no se 
trata de investigar al Legislador, sino las expresiones del Le- 
gislador que contienen las denuncias”. Repito que no hay una 
existencia de las palabras como cosa; de hecho, ellas traducen 
una relación entre hechos y expresan el sentido de las cosas. 
Así, investigar palabras es algo imposible, por lo que se debe 
investigar los hechos a los que se refieren las palabras para ver 
s1 son reales. Me parece que esto es sumamente obvio. ¿Qué 
otra cosa podríamos investigar si esto fue motivado por de- 
nuncias y expresiones del señor Senador Gandini, las que de- 
ben ser examinadas? En suma, esa sería la única manera de 
saber cuáles son los hechos reales; o sea, leyendo las palabras 
de las personas que denuncian los hechos. 


Por consiguiente, entendemos que en este caso debería de- 
signarse una Comisión Investigadora no para examinar al se- 
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ñor Senador Gandini como persona o Legislador, sino sus de- 
claraciones y acusaciones, para finalmente adoptar una deci- 
sión. Reitero que no nos estamos refiriendo a la persona del 
señor Senador Gandini, sino a sus dichos sobre presuntas irre- 
gularidades. Entonces, no se puede tomar un texto parcial cuan- 
do en el fondo, lo que se estaba considerando era si analizába- 
mos o investigábamos los contenidos de las declaraciones y no 
al Poder Judicial. Cuando señalé que se investigaban palabras 
y no medios me refería que se hablaba de investigar al Poder 
Judicial o a actos cometidos en ese Poder. 


Digo esto porque en un momento determinado, se maneja- 
ba la idea de que no se podía formar la Comisión Investigado- 
ra porque se iba a investigar al Poder Judicial. Entonces, yo 
insistía en que eran acusaciones sobre determinados hechos y, 
por lo tanto, lo que se investigaba eran las declaraciones que 
se habían realizado sobre determinados hechos que, repito, 
implica investigar hechos -como decía el señor Senador Kor- 
zeniak- en relación con las palabras, pero nunca las palabras 
porque éstas no tienen entidad óntica, no son cosas que se 
puedan investigar, ya que se investiga la relación que éstas 
tienen con los hechos. 


Muchas gracias. 
SEÑOR RICALDON!I. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!. - Señor Presidente: seré muy breve 
y pido perdón al señor Senador Sarthou pero no voy a hablar 
de nuevo de cómo el señor Senador Santoro y quien habla 
interpretamos la real sustancia de la denuncia hecha por los 
señores Senadores del Frente Amplio. 


Ahora deseo referirme -y lamento decirlo- a que el señor 
Senador Sarthou vuelve a decir algo que no es exacto. El dice 
que no querían investigar al Poder Judicial pero, ¿cómo que 
no si la moción firmada por ocho Senadores del Frente Am- 
plio dice textualmente que se designe una Comisión Investiga- 
dora sobre las acusaciones hechas en la sesión del día de hoy 
sobre presuntas irregularidades en el ámbito del Poder Judicial 
y del Senado? ¿Cómo puede decirse que no se quería investi- 
gar al Poder Judicial? Por supuesto que aquí todos sabemos 
que ni la Constitución ni la ley aplicable permiten investigar 
por parte del Parlamento la actividad jurisdiccional del Poder 
Judicial. Ya sabemos que la ley dice -siguiendo una postura 
que creo es ampliamente mayoritaria- que la actividad admi- 
nistrativa del Poder Judicial sí podría ser investigada. El señor 
Senador Sarthou dice que el Poder Judicial no tiene nada que 
ver con la intención de la denuncia; sin embargo, aquí está 
mencionando a texto expreso el propio Poder Judicial en su 
parte administrativa como objeto de investigación. 


Señor Presidente: creo que esto es evidente y no da para 
más aclaraciones. 
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SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: voy a tratar de 
ser muy concreto. 


He participado junto con mis compañeros del Frente Am- 
plio en la articulación de la moción que, como se ha leído 
recién, proponía que “se designe una Comisión Investigadora 
sobre las acusaciones hechas en la sesión del día de hoy sobre 
presuntas irregularidades en el ámbito del Poder Judicial y del 
Senado de la República sobre el trámite y contenido de lo 
remitido por el Poder Judicial en el caso del pedido de des- 
afuero del señor Senador Gandini”. Esa es toda la moción. Es 
menester, cuando uno trata de demostrar una idea, citarla com- 
pletamente porque al hacerlo se entiende correctamente qué es 
lo que se quiso decir. 


Como me está ocurriendo muchas veces desde hace un par 
de años, voy a hacer mi intervención en la certeza de que se 
debe hablar en función de que la opinión pública tiene que 
enterarse de lo que uno piensa y no porque entienda que las 
razones pueden convencer, porque aquí los que convencen son 
los votos y nosotros no tenemos votos para convencer de las 
razones que tenemos. Digo esto porque creo que esta es una 
nueva modalidad de trabajo parlamentario. Personalmente co- 
nocí otras en otros tiempos cuando había razones de peso y 
éstas primaban sobre los votos o la articulación de los mismos 
en las organizaciones políticas. 


Compartiendo totalmente, lo expuesto en su informe y en 
Sala por el señor Senador Sarthou, así como la intervención del 
señor Senador Korzeniak, creo que es posible demostrar simple- 
mente con una lectura de lo que se trabajó en la Comisión 
Preinvestigadora que el informe de la mayoría versa sobre as- 
pectos que no tienen que ver con el planteo que se realizó a 
través de la moción. Obsérvese que en el informe de la mayoría 
se dice que “tal como resulta de las expresiones del señor Sena- 
dor Gargano ante la Preinvestigadora como denunciante y del 
señor Senador Sarthou como miembro de la misma, lo que pre- 
tende la denuncia no es otra cosa que investigar las expresiones 
vertidas por el señor Senador Gandini en la sesión del Senado 
del 1” del mes corriente”. Asimismo el informe expresa que “si 
tal propósito prosperara se estaría vulnerando lo que dispone 
rotundamente el artículo 112 de la Constitución sobre la irres- 
ponsabilidad de los Legisladores por los votos y opiniones que 
emitan durante el desempeño de su función”. 


Lo que nosotros propusimos -y quedó claro que para todo 
el mundo si se repasa el contenido de esta discusión- fue que 
se investigaran los hechos denunciados por el señor Senador 
Gandini, obviamente a través de palabras. Afortunadamente el 
señor Senador Gandini no se expresa con gestos, sino con 
palabras y se refirió a hechos gravísimos que son los que a 
nuestro juicio dieron mérito a que se hiciera la investigación. 
¿Cuáles fueron esos hechos? En su intervención comenzó di- 
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ciendo: “Antes de exponer mi punto de vista, quiero relatar un 
hecho, que al principio pareció un error pero que luego, con el 
tiempo, me hizo pensar hasta en una trampa”. Posteriormente 
relata todo lo que ocurrió con la llegada de los sobres a su 
despacho. El señor Senador Gandini dijo nada más y nada 
menos que se trataba de una trampa que se había cometido en 
el seno de este Cuerpo. Repito: dijo que lo hizo pensar hasta 
en una trampa. Para empezar obsérvese ese pequeño hecho, 
porque una trampa es un hecho; es un procedimiento delictivo, 
tortuoso, destinado a conseguir un resultado a través de un 
mecanismo no lícito. Más adelante agregó: “Este documento 
ingresó al Senado con fecha 13 de noviembre y no recorrió 
ningún otro lugar dentro del Poder Legislativo; así figura en el 
sello de entrada que se le pone en la puerta como un trámite, 
pasando luego a mis manos. Hay unos días entre la fecha de 
entrada y la de efectivamente recibido, que vaya a saber dónde 
estuvo”. Repito: “que vaya a saber dónde estuvo”. 


Por lo tanto, aquí hay una duda acerca de si lo escondie- 
ron, lo metieron en una gaveta, se lo dieron a otro, o pasó de 
mano en mano, ya que transcurrieron varios días -dice el señor 
Senador Gandini- antes de que esos sobres tuvieran el destino 
que debían tener. Es un hecho que es relatado a través de 
palabras; repito que es un hecho, una denuncia. Luego agrega: 
“¿Qué hubiera pasado si hubiera abierto o guardado ese expe- 
diente, si hubiera desaparecido o si me lo hubieran robado en 
mi despacho como uno o dos días antes me habían robado un 
par de sueldos de mis secretarios? Realmente no sé qué hubie- 
ra ocurrido”. El señor Senador Gandini está diciendo que si no 
hubiera seguido el procedimiento que efectivamente siguió, si 
no hubiera ido inmediatamente a la Presidencia a llevar los 
sobres y todo lo demás, ¿qué hubiera ocurrido? El razona- 
miento es este: “Me lo llevaron a mi despacho, si yo me los 
hubiera guardado, a lo mejor así como me robaron lo anterior 
y nunca se descubrió quién me lo robó, también me roban esto 
y luego me imputan que yo los hice desaparecer”. Ese sería el 
razonamiento de cualquier persona que racionalmente siga el 
discurso del señor Senador Gandini. 


Más adelante, en la Investigadora, yo planteo otro hecho. 


El señor Senador Gandini, en el curso de su intervención 
-en la página 193 de la versión sin corregir de la sesión- dice: 
“Se antedata la de Radio Sarandí del día 11 al 10 y se posdata 
la de Radio Montecarlo del día 11 al 12 para separar los dos 
días y decir aquí que hubo intencionalidad; para afirmar que lo 
dije sabiendo lo que estaba diciendo; para poder sostener que 
después de haber sido advertido de mi error, lo continué di- 
ciendo; para plantar la sospecha sobre este Legislador que 
integra este Cuerpo”. O sea que está diciendo que se ha come- 
tido un hecho, antedatar, que es un hecho delictivo, una irre- 
gularidad muy grave. Es tan grave que el mismo señor Sena- 
dor Gandini, como lo relaté yo en la Comisión, dice: “Por 
estas razones, cabría investigar si alguien antedató los docu- 
mentos, quién lo hizo, de qué manera y si ha sido en el Poder 
Judicial donde se cometieron estas irregularidades, así como 
sucedió anteriormente en el Senado de la República.” Quiere 
decir que no éramos nosotros los que pedíamos que se investi- 
gara, sino el señor Senador Gandini. 
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En otras palabras, no había ninguna perversión política en 
nuestra propuesta, sino la intención de recoger un planteo del 
señor Senador Gandini al relatar lo que a su juicio eran hechos 
muy graves, que hasta le hicieron pensar, como decía él, en 
una trampa. 


Otros hechos: el de los sobres y los casetes. En ese sentido, 
el señor Senador Gandini afirma que el tercero, el que contie- 
ne los dos casetes que presentó Chiazzaro y que en este expe- 
diente no aparecen como ingresados -además, la Suprema Corte 
de Justicia no nos dice que hayan venido entre los que nos 
mandó, porque nos habla de dos casetes y no de cuatro- no 
tiene sello y es un sobre que está doblado diferente. “Asimis- 
mo”, señala, “me parece -no soy técnico- que la letra con la 
que está escrito del lado de afuera también es distinta; letra 


que indica que son los casetes del denunciante”. 


¿Qué está diciendo el señor Senador Gandini? Relata estos 
hechos, diciendo que la Suprema Corte de Justicia en un oficio 
comunica que manda dos casetes y luego aparecen cuatro, y 
que además, el sobre en el que aparecen los dos siguientes, es 
un sobre distinto, que no tiene sello y viene doblado en una 
forma distinta. ¿Qué está diciendo? Que ese sobre fue agrega- 
do ilícitamente -¿o no?- introducido ilícitamente a los efectos 
de buscar un resultado distinto al que darían las cosas bien 
hechas. Esta es una acusación muy grave; absolutamente gra- 
ve. El señor Senador Gandini dice en su intervención que no 
es técnico, pero que la letra con la que está escrito del lado de 
afuera también es distinta; otra imputación más. 


Agrego, señor Presidente: yo relaté que en su exposición, 
el señor Senador Gandini decía: “no voy a hacer imputaciones 
a nadie...”. Está muy bien decir “No voy a hacer imputaciones 
a nadie”, pero luego las hace y ¡de qué calibre! Y continúa 
diciendo: “Porque acá puede haber un error; de ello estamos 
hablando hoy”. Pienso que más que errores, son delitos, pues 
son actitudes delictivas las que se estaban denunciando. Más 
adelante, el señor Senador Gandini agrega: “De todas mane- 
ras”, es decir, aunque fuera un error” -esto lo digo yo- “me 
gustaría saber quién lo cometió: el Juzgado, la Suprema Corte 
de Justicia o este Cuerpo”. A este respecto, simplemente quie- 
ro expresar que está claro que cuando nosotros planteamos 
que se investigaran los hechos sobre el trámite que había teni- 
do el expediente y demás, no nos referíamos a investigar al 
Poder Judicial en el plano jurisdiccional. Obviamente, no nos 
referíamos al contenido del expediente, el cual, por otra parte, 
lo teníamos en nuestra Banca y lo podíamos consultar. En 
realidad, aludíamos a una investigación sobre las acusaciones 
de que había sido manipulado; esto era concretamente lo que 
había que investigar. En aquella oportunidad, me remití a lo 
manifestado por el señor Senador Mallo, quien decía que no se 
puede investigar al Poder Judicial en el plano jurisdiccional, 
pero sí en el de las irregularidades que se cometan en el plano 
administrativo. Eso se puede hacer y, reitero, no lo dije yo, 
sino el señor Senador Mallo, que de esto sabe mucho más que 
el que habla y, por otra parte, pertenece al mismo Partido que 
el señor Senador Gandini. 
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Culminaba mi intervención en la Comisión Preinvestigado- 
ra citando los siguientes dichos del señor Senador Gandini: 
“Digo, también, que después que hemos demostrado con clari- 
dad que el expediente está repleto de dudas, de irregularidades 
y de elementos que no cierran -algunos de los cuales no cerra- 
rán nunca hasta que no hagamos las correspondientes pregun- 
tas al Juzgado-...”. Fíjese, señor Presidente, que es el propio 
señor Senador Gandini quien quiere hacer las preguntas al 
Juzgado y no nosotros. El señor Senador Gandini decía “me 
gustaría”, y nosotros, justamente, quisimos darle el gusto pro- 
poniendo una investigación que él reiteradamente planteó en 
su exposición. De modo que no hicimos ninguna tropelía polí- 
tica, sobre todo, porque se trata de cosas muy graves. Á veces 
hay que pensar antes de decir o de hacer ciertas manifestacio- 
nes porque, después, cuando se hacen determinadas afirmacio- 
nes, los demás, que se encuentran en circunstancias como las 
que estamos nosotros, como colegas del señor Senador Gandi- 
ni, tenemos la obligación de recoger los dichos sobre determi- 
nados hechos y darles la interpretación más clara que se pue- 
da; esos dichos fueron los que acabo de mencionar. 


Por último, quiero decir algo que, en alguna medida, fun- 
damenta el escepticismo inicial de mis palabras acerca de las 
razones y los votos. En la página 16 del Repartido que tene- 
mos, el señor Senador Ricaldoni -pido disculpas al señor Se- 
nador por citar sus expresiones- dice lo siguiente: “La denun- 
cia que hacen los señores Senadores del Frente Amplio, sobre 
la base de las declaraciones del señor Senador Gandini, pienso 
que tiene entidad”. Con esto, el señor Senador Ricaldoni dice 
que él piensa que la denuncia tiene “entidad”. Luego, conti- 
núa: “La seriedad de su origen, es decir las declaraciones del 
señor Senador Gandini, también requieren una respuesta afir- 
mativa, porque fueron de una gran seriedad.” De manera que 
la denuncia tiene entidad y, además, tiene seriedad , porque 
lo dijo el señor Senador Gandini. El señor Senador Ricaldoni 
dice además: “aunque el señor Senador no sea el denuncian- 
te, es el que origina la denuncia”. Y agrega -aclaro que voy a 
citar su intervención en forma completa-: “Si bien la Ley 
N* 16.698 permite investigar los actos de naturaleza adminis- 
trativa del Poder Judicial, no debemos olvidar que tanto la ley 
que ya cité en su artículo 10, como el literal c) del artículo 135 
del Reglamento, nos obligan a pronunciarnos sobre la oportu- 
nidad y procedencia de la investigación. Al respecto” -conti- 
núa el señor Senador Ricaldoni en la Comisión- “quiero seña- 
lar que para mí no es oportuno ni procedente, al menos por 
ahora” -reitero esto último “al menos por ahora”, con lo cual 
está diciendo que él no sabe si después no será procedente; es 
decir que no era procedente en ese momento. Tenía entidad y 
seriedad pero, según dijo el señor Senador Ricaldoni, “no es 
oportuno ni procedente, al menos por ahora- “investigar ni 
siquiera los aspectos administrativos de la labor del Poder Ju- 
dicial. Eso ya se dijo en la sesión del Senado del día de ayer 
por parte de algunos señores Senadores y ahora recuerdo que 
el señor Senador Batlle se refirió en estos términos”. 


Y continúa: “Entonces, digo que lo que debe analizarse por 
parte de esta Comisión Preinvestigadora es el hecho de si de- 
bemos o no proceder a aconsejar a la Comisión Investigadora 
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que oportunamente se denuncie la averiguación de los hechos 
dentro del Parlamento. No estoy de acuerdo con la posibilidad 
de ir más allá de eso, pese a que en la denuncia de los señores 
Senadores del Frente Amplio también se incluye al Poder Ju- 
dicial”. Es decir que el señor Senador Ricaldoni en su inter- 
vención en la Comisión decía que la denuncia tenía entidad, 
seriedad y que, por lo menos circunstancialmente, “por aho- 
» 


ra”, no era oportuno investigar, pero no descartaba, incluso, 
una investigación administrativa. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Virgili) 


-Sin embargo, cuando el señor Senador Ricaldoni hace el 
informe, nos dice que estamos violando el artículo 112 de la 
Constitución de la República, con lo cual, en verdad, no en- 
tiendo absolutamente nada. A mi entender, no existe ninguna 
correspondencia entre los fundamentos que da en su interven- 
ción en la Comisión Preinvestigadora y lo que escribe después 
en el informe en mayoría. Digo esto, porque rescata casi todo 
lo que hemos dicho, pero llega a una conclusión absolutamen- 
te inesperada, en el sentido de que estamos investigando al 
señor Senador Gandini, cuando lo que queríamos era investi- 
gar los hechos que éste había denunciado. 


Me parece que esto es tan transparente y tan claro, que 
lamento no tener los votos para poder nombrar la Comisión 
Investigadora. 


SEÑOR RICALDONL. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR RICALDONI. - No creo que el señor Senador 
Gargano no entienda; pienso que en realidad no quiere enten- 
der, lo cual es diferente. Por supuesto que dije lo que el señor 
Senador leyó, pero no me caracterizo por borrar con el codo lo 
que escribo con la mano, y si alguna vez lo hice involuntaria- 
mente, memoria me sobra para acordarme de lo que pueda 
haber dicho minutos antes, lo que aparentemente contradiría 
lo que dije después. Reitero que el señor Senador Gargano no 
quiere entender; no es que no entienda. Personalmente tuve 
una actitud de buena fe en el sentido de que pensaba que más 
allá de lo que tiene que ver con la forma extraña de redacción 
de la moción que votó el Senado -que diera mérito a la desig- 
nación de la Comisión Preinvestigadora- lo que se quería in- 
vestigar eran los hechos de los que había hablado el señor 
Senador Gandini, el señor Senador Korzeniak y quien habla, 
en forma breve también. 


¿Investigar los hechos? ¡Cómo no vamos a querer investi- 
gar los hechos! Pero cuando me refiero a lo que cita el señor 
Senador Gargano, que no quiere entender lo que dije -no es 
que no lo entienda- yo tenía esta interpretación, que es la 
única compatible con la forma como entiendo el ejercicio de 
la política y con lo que dice la Constitución y la ley: investigar 
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los hechos de los que se habló en el Senado. Pero no, aquí 
había que investigar las acusaciones. En todas las oportunida- 
des en que intervienen los señores Senadores del Frente Am- 
plio se habla de lo mismo, y no es casual. Se habla de las 
acusaciones del señor Senador Gandini y de si las mismas son 
ciertas o no. Entonces, sería investigar al señor Senador Gan- 
dini de nuevo, como se pretendió en otra oportunidad. Prime- 
ramente dije que iba a apoyar la moción -ahí no comprendí 
bien y no es que me hice el que no entendía- pero cuando me 
di cuenta de que la intención y el objetivo de la misma eran 
otros, expresé que no votaba el nombramiento de una Comi- 
sión Investigadora. ¿Por qué? Porque el señor Senador Sar- 
thou, a quien le pido disculpas por volver a citarlo, cuando 
manifesté por qué iba a votar -palabra más o palabra menos, 
es lo que estoy expresando ahora- dijo: “No comparto la for- 
ma de interpretar la moción. Me parece claro -lo dije en Sala- 
que la Preinvestigadora es sobre acusaciones” -acusaciones, 
¿de quién? De Gandini- “no sobre los hechos a los que aluden 
las acusaciones”. Y yo creo que esos son los que hay que 
investigar. 


Más adelante el señor Senador Sarthou expresa: “Acá, lo 
que se toma en cuenta son las expresiones del señor Senador 
Gandini realizando acusaciones”! Entonces, no es que yo me 
contradiga, como lamentablemente insinúa el señor Senador 
Gargano, sino que contesto expresando: “Señor Presidente: 
realmente, quedé perplejo con lo que le acabo de escuchar 
decir al señor Senador Sarthou, porque creía que lo que pre- 
tendía el Frente Amplio era investigar hechos relacionados 
con el contenido del expediente que nos remite el Poder Judi- 
cial”. Y más adelante digo: “De lo que se trata es de investigar 
a un Legislador, no un expediente”. Quiere decir que no co- 
metí contradicciones. Al señor Senador Gargano podrá gustar- 
le o no lo que dije, y tiene todo el derecho del mundo de 
discrepar conmigo -no es la primera vez que lo hacemos, pues 
integramos distintas corrientes políticas- pero no se me puede 
hacer aparecer como expresando primero una cosa y luego, 
alegre o cínicamente, otra. Eso no se lo voy a aceptar al señor 
Senador Gargano, y por eso quería hacer esta aclaración. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: quisiera hacer 
una aclaración puramente histórica. El señor Senador Ricaldo- 
ni hace un buen rato que está invocando lo que votó el Senado 
cuando se nombró la Comisión Preinvestigadora y, al princi- 
pio, pensé que había sido un “lapsus linguae”, pero como lo 
ha reiterado, quiero decirle que no se votó nada en el Senado. 
Se pidió una Comisión Investigadora y la Mesa designó una 
Preinvestigadora como manda el Reglamento. Lo que se hizo 
fue discutir si había que votar algo, y algunos señores Senado- 
res estaban en el error -entre ellos el señor Senador Ricaldoni, 
que hoy recordó que le parecía que había votado en contra- 
pero no hubo ninguna votación. Reitero que de acuerdo con el 
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Reglamento, el señor Senador Pozzolo, que estaba presidien- 
do, dijo que iba a nombrar una Comisión Preinvestigadora. 
Quería hacer la aclaración a estos efectos, y no tiene ningún 
alcance político; simplemente deseaba restablecer la memoria 
de lo que ocurrió en el Senado. 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR SARTHOU. - Señor Presidente: pienso que debe 
cansar al Senado este diálogo que estamos teniendo con el 
señor Senador Ricaldoni. Sin embargo, en la página 10, en la 
que él dice que se encuentra perplejo, cuatro líneas antes ex- 
presé: “En un marco muy amplio de acusaciones realizadas 
por el señor Senador Gandini, habrá que limitarse a las que se 
refieren a irregularidades que podrían aparecer entre la actua- 
ción del Senado o el Poder Judicial. Pienso que esto procede 
dentro de las condiciones reglamentarias exigidas, siempre que 
se entienda sobre eso, sobre las palabras o acusaciones de un 
miembro. Luego se verán los contenidos en esas acusaciones.” 
No estaría tan perplejo el señor Senador Ricaldoni, porque de 
inmediato hace uso de la palabra. 


Cuando me refiero a hechos, eso está vinculado con el 
tema de la investigación del Poder Judicial. Posiblemente aquí 
no quedó bien claro, pero cuando dije que la Preinvestigadora 
es sobre acusaciones no sobre los hechos a los que aluden las 
acusaciones, luego agregué: “De ningún modo se propone in- 
vestigar al Poder Judicial. Reitero que simplemente se propo- 
ne el análisis de las acusaciones.” Es decir que la referencia a 
los hechos tenía relación con la idea de que había que indagar 
en el seno del Poder Judicial porque en otras versiones muy 
claras así lo hemos establecido. 


Quería dejar bien en claro esto, porque como soy hombre 
de Derecho, no pienso que se pueda hacer al margen de la 
legislación una investigación del Poder Judicial. Inclusive, la 
lectura que hizo el señor Senador Gargano aclara muy bien 
que el objeto real es el trámite y contenido de lo remitido por 
el Poder Judicial; ese es el objeto. Acá entró un expediente y 
existieron según denuncias del Senador Gandini, presuntas irre- 
gularidades en el ámbito del Poder Judicial y del Senado, pero 
el objeto son los hechos. 


Siempre que una Comisión Investigadora actúa, los Sena- 
dores sabemos que existe una legislación vigente. Por lo tanto, 
si hablamos del ámbito judicial y del ámbito del Senado, será 
en función de los límites que la propia legislación establece, y 
esto resulta de los artículos 18 y 19. Entonces, quienes hablan 
de irregularidades no somos nosotros; de ellas habla el señor 
Senador Gandini, y menciona al Poder Judicial y al Senado. 
Por tanto, la Comisión Investigadora actuará dentro de las 
posibilidades legales que tiene, en función de los artículos 18 
y 19, pero no en la investigación del Poder Judicial. No quiero 
ofender, pero esto parece una especie de caricaturización de lo 
que nosotros estábamos diciendo y del contenido de la mo- 
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ción. Nosotros no hemos propuesto investigar al Poder Judi- 
cial, sino las denuncias de irregularidades de un expediente, 
que se atribuyen a irregularidades cometidas en el Senado o en 
el Poder Judicial. ¿Hasta dónde llega la Comisión Investigado- 
ra? Hasta donde la ley lo puede determinar, pero de este texto 
nunca se puede llegar a la conclusión de que resolvíamos in- 
vestigar al Poder Judicial. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: existe en poder 
de la Mesa un documento que tiene por título: “Proyecto de 
Resolución del Senado”, y pediríamos que se distribuyera, por- 
que tenemos el designio de solicitar que se trate como grave y 
urgente. 


SEÑOR MICHELIN|L. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI. - Señor Presidente: he escuchado 
con mucha atención los fundamentos y argumentos del señor 
Senador Sarthou, y puedo decir que comparto casi íntegra- 
mente sus inquietudes y la sensibilidad que demuestra frente 
al tema. También considero que las Comisiones Investigado- 
ras investigan hechos y no palabras. Por otra parte, palabra 
más o palabra menos, si el Senado votara la moción de Comi- 
sión Preinvestigadora, naturalmente que se investigaría hasta 
donde la ley permite, porque no se puede ir más allá. Además, 
comparto que en este caso habría que investigar, porque tiene 
que haber una respuesta racional para la serie de inquietudes 
planteadas por el señor Senador Gandini en su intervención. 
Debe darse una respuesta razonable y tiene que ser racional la 
explicación de lo que pasó. 


Lo que no comparto, señor Presidente, es que el instru- 
mento de investigación en este caso y oportunidad sea la Co- 
misión Investigadora. Es más; el señor Senador Gargano decía 
-comparto su preocupación- que muchas veces hablamos y no 
nos escuchamos. En algunas instancias, los fundamentos de 
una u otra parte son escuchados, y no digo que modifiquen 
votaciones, pero sí pueden modificar conductas. También es 
cierto que en el momento en que se presentó la Comisión 
Preinvestigadora -si será importante el hecho de que no nos 
escuchamos- hubo un debate sobre la aplicación de un texto 
reglamentario clarísimo. Las Comisiones Investigadoras se vo- 
tan luego de los informes de las Preinvestigadoras, pero estas 
últimas no se votan. 


Allá, a las cansadas, y habiendo parlamentarios con mucha 
experiencia, una intervención del señor Senador Santoro fue la 
que puso las cosas en su lugar, luego de alguna confusión 
sobre la aplicación del Reglamento con respecto a las Comi- 
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siones Preinvestigadoras. En ese momento, algunos -no voy a 
dar nombres, pero aclaro que fuimos varios- insistimos en que 
el camino en esta instancia era la investigación administrativa, 
aunque no nos negábamos a acompañar luego la creación de 
una Comisión Investigadora. ¿Por qué entendimos que se de- 
bía actuar de este modo? Porque las cosas deben tener su 
dimensión y la debida correspondencia. 


El señor Senador Gandini hizo referencia a hechos y los 
interpretó. Por su parte, diferentes Senadores del Frente Am- 
plio creen que, frente a esa interpretación de los hechos, co- 
rresponde la formación de una Comisión Investigadora -legíti- 
mamente así lo han planteado- a través del mecanismo formal 
de la Comisión Preinvestigadora. Sin embargo, otros pensa- 
mos que esto se podrá hacer luego de que se procure una 
explicación racional mediante una investigación administrati- 
va. 


Ahora bien, si esa explicación racional no se da, en su 
momento tomarán cuerpo las interpretaciones para, en otra 
dimensión convertirse en una Comisión Investigadora. 


Declaro que soy partidario de las Comisiones Investigado- 
ras, porque entiendo que son instrumentos importantes, que 
permiten ejercer contralores al Senado o la Cámara de Repre- 
sentantes -que son órganos de contralor- a la hora en que 
fallan los restantes controles o cuando no se aplican. Muchas 
veces, en la hora previa se hacen denuncias serias, de entidad 
y Oportunidad pero, sin embargo, se da la chance a la Admi- 
nistración -en este caso, al Poder Ejecutivo- de que corrija 
determinadas situaciones. 


Aquí hay un señor Senador que formula una serie de de- 
nuncias, que interpreta ciertos hechos y, frente a ello, algunos 
entendemos que, con ponderación, existiendo correspondencia 
con lo denunciado, y dimensionando y relacionando una cosa 
con la otra, debe realizarse una investigación administrativa. 
De pronto, esta es una resolución que podríamos haber adop- 
tado hace unos cuantos días, porque supongo que algún fun- 
cionario habrá abierto los sobres en presencia de otro, se sabrá 
de cuántos casetes se trata y se podrá conocer, a través de los 
responsables de los servicios -somos pocos y nos conocemos- 
por qué esto se tramitó directamente al señor Senador Gandini 
y no a la Presidencia del Senado. 


Naturalmente, al señor Senador Gandini le asiste derecho a 
hacer la interpretación que crea que corresponde; pero yo no 
voy a hacer ninguna hasta que los jerarcas de las diferentes 
reparticiones, por medio de una debida investigación adminis- 
trativa, me den respuestas, que supongo serán racionales, por- 
que tiene que haberlas; si no se dieran, veremos qué instru- 
mentos hay que aplicar. Me pregunto, entonces, por qué hay 
que agotar de entrada herramientas que podrían parecer acon- 
sejables. 


Reitero que coincido con la intervención del señor Senador 
Sarthou en cuanto a que hay que investigar, y que esto arranca 
con una investigación administrativa, que creo que debería- 
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mos definir en el día de hoy. En este sentido, la Mesa podría 
transitar los caminos correspondientes. 


Si no se quiere incluir este informe en el orden del día o 
derivarlo a una Comisión, y lo que se pretende es votar ahora 
la creación de una Comisión Investigadora, adelanto que no 
concuerdo con esa postura, porque entiendo que hay que dar 
otros pasos, cubrir otras instancias. 


En principio creo que va a haber respuestas racionales; si 
las hay, pregunto qué puede hacer una Comisión Investigado- 
ra veinticuatro horas después de conocidas. 


En consecuencia, me afilio a la tesis que en su oportunidad 
expresamos algunos señores Senadores -la minoría de mino- 
rías- que no fuimos escuchados por la mayoría, como ocurrió 
en el momento en que el Frente Amplio presentó su moción de 
conformar una Comisión Investigadora; me refiero a la de dar 
lugar a una investigación administrativa para obtener respues- 
tas racionales. En caso de que no tuvieran ese carácter o no 
fueran convincentes, lo que deberíamos hacer sería raspar has- 
ta el hueso. 


Insisto en que las cosas tienen su correlación y existen 
instrumentos para conocerlas personalmente; no soy partidario 
de agotar algunos antes de utilizarlos. 


Repito que comparto en un todo lo expresado por el señor 
Senador Sarthou, inclusive lo que tiene que ver con el papel 
de las Comisiones Investigadoras y que siempre se investigan 
hechos y no palabras. Obviamente, si se investigaran palabras 
no podrían existir Comisiones Investigadoras, más allá de que, 
a veces, las palabras plasmadas en un documento conforman 
hechos. En mi opinión, tenemos que actuar con mayor ponde- 
ración y con más prudencia y, también, con el mismo ánimo 
de investigar, pero hoy con instrumentos diferentes. Pienso 
que la Mesa, en representación del Cuerpo, tiene que brindar 
respuestas racionales acerca de lo ocurrido. 


En resumen, pienso que habría que iniciar una investiga- 
ción administrativa despojada de todo elemento político adi- 
cional, para luego, en función de respuestas que podrían darse 
al Cuerpo, a la Comisión de Constitución y Legislación o a 
una Comisión Especial, elaborar un informe sobre los resulta- 
dos y que el Cuerpo lo analice. Hay voluntad de este Legisla- 
dor de que se investigue y de que se utilicen las herramientas 
correspondientes. Unos y otros debemos escucharnos y, por lo 
tanto, en circunstancias en que puede haber dos o tres respues- 
tas racionales -con lo cual esto corre el riesgo de alcanzar otra 
dimensión- una investigación administrativa nos permitiría, paso 
a paso, despejar las incógnitas. Quizás el señor Senador Gan- 
dini o algunos Senadores del Frente Amplio ya lo hicieron, 
pero otros necesitamos aclarar mejor el tema antes de dar un 
paso de orden político como lo es la constitución de una Co- 
misión Investigadora. 


Es cuanto deseaba señalar. 


SEÑOR GANDIN|L. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR GANDINI. - Quisiera hacer algunos comentarios 
respecto de lo que se ha dicho en Sala, comenzando por des- 
entrañar, de acuerdo con mi forma de ver las cosas, por qué 
estamos hoy enzarzados en esta discusión. 


Esto comienza con una propuesta del señor Senador Gar- 
gano en la sesión pasada, cuando expresó algo que voy a leer 
textualmente. Luego de relatar algunos episodios de mi propia 
intervención, el señor Senador dice: “por lo tanto, los hechos 
son esos y las imputaciones” -primera palabra- “las formuló el 
señor Senador Gandini; no lo hicimos nosotros. Es enorme- 
mente grave” -otro calificativo- “lo que se ha dicho; se ha 
acusado al Poder Judicial. Lo ha hecho el señor Senador Gan- 
dini”. En ese momento, intervengo preguntándole: “¿De dón- 
de sacó eso, señor Senador?” Gargano responde: “De la ver- 
sión de sus palabras. Que ahora admita que ha cometido un 
error además del inicial que dio trámite a todo, es harina de 
otro costal. Pero lo que se ha dicho, dicho está”. 


Debo expresar que he revisado con atención la versión 
taquigráfica y en ningún momento surge que hayamos dicho 
que eran hechos enormemente graves, así como tampoco for- 
mulamos imputaciones. Es más; expresamos claramente que 
no hacíamos imputaciones a nadie. Además, tampoco acusa- 
mos al Poder Judicial. Por lo tanto, lo que hay aquí es una 
búsqueda de cambiar el eje de la discusión, poniendo al señor 
Senador Gandini acusando al Poder Judicial, enfrentándolo a 
dicho Poder. Esta es la génesis clara del problema. Lo que 
realmente hice en mi intervención fue relatar hechos, que se 
podrán compartir o no. Traté de demostrar que tales hechos 
existían, no con el objetivo de acusar al Poder Judicial o a 
funcionarios del Senado, sino de demostrar la debilidad que 
existía en el sustento de la posición de los Legisladores infor- 
mantes de la minoría, que sostenían, sobre la base de un expe- 
diente que merecía reparos, que había mérito suficiente para 
abrir una causa penal acusando, de alguna manera, de una 
actividad delictiva a un Senador de la República. Es decir, 
pretendían resolver, sobre la base de un expediente -el trámite 
del mismo- que tenía elementos que debieron haberse revisado 
antes de emitir una opinión tan severa acerca de un tema tan 
importante como la integración del Cuerpo. 


Quisiera hacer referencia a otros asuntos, porque en lo que 
fue mi relato de los hechos hay tres grandes elementos. 


El primero, tiene que ver con el hecho de cómo llegó el 
expediente a mis manos. Lo hizo a través de un funcionario de 
la Secretaría del Senado. Luego del episodio acaecido en la 
sesión pasada, identifiqué a dicho funcionario y puedo decir 
que se trata del señor Vladimir, quien me entregó en propias 
manos el expediente, que contiene ese sello al que hice refe- 
rencia, como entrado el día 13 de noviembre. Yo no firmo 
nada, simplemente lo recibo. Aparentemente, esas serían las 
instrucciones que existían. Lo que sí existe es un recibo que 
firma, fuera de mi despacho, mi secretaria, cosa que no cam- 
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bia los hechos sino que, por el contrario, ayuda a sostener que 
lo recibí el 17 y no otro día. En consecuencia, el funcionario 
cumplió con la tarea de llevarse un recibo donde constaba que 
había entregado un sobre. Sin embargo, ni mi secretaria cuan- 
do firmó, ni el funcionario cuando lo entregó sabían que aden- 
tro había un expediente penal, con las pruebas del denuncian- 
te. 


Creo que aquí reside uno de los problemas, no en el fun- 
cionamiento de la Secretaría -que en lo personal merece toda 
mi confianza- sino en el procedimiento establecido, que consi- 
dero es necesario revisar. Evidentemente, los funcionarios ha- 
cen lo que está establecido respecto de situaciones que son la 
regla en este Cuerpo. Así, cuando llega un oficio o una comu- 
nicación del Poder Judicial, que se origina en un Juzgado, el 
mismo se comunica, a través del Poder Judicial, al Presidente 
del Cuerpo, doctor Batalla. El señor Presidente entiende que, 
tratándose de un oficio, viene dirigido a él por una cuestión 
formal, pero corresponde que abra el sobre el Senador aludido 
en el oficio. Sin embargo, como no es habitual que llegue a 
este Cuerpo un pedido de desafuero, no está previsto el siste- 
ma a adoptar frente a un expediente que no sigue la regla, que 
es la excepción, y así se da esta situación que no es la desea- 
ble, no es la correcta. Ratifico lo que ya he expresado en el 
sentido de que no es deseable que el acusado penalmente ten- 
ga en sus manos el expediente judicial, con la denuncia y las 
pruebas aportadas por el denunciante. Pienso que eso es malo 
para el desarrollo del trámite judicial y comprometedor para el 
acusado. 


Pienso que aquí no hay un elemento que pueda calificarse 
de irregular, aunque sí existe un procedimiento que, estableci- 
do para otras ocasiones, frente a una excepción y viniendo en 
una carátula similar a las demás, genera una situación que no 
debería repetirse. 


Por lo tanto, en mi opinión, el señor Presidente del Senado 
debería revisar el procedimiento a seguir para estos casos ex- 
cepcionales. Obviamente, si bien puede considerar que no debe 
abrir un oficio dirigido a un Senador, tampoco se debe mandar 
a un Senador acusado, las pruebas y documentos irrepetibles 
que envía el denunciante. 


El segundo componente que aquí aparece es el que tiene 
que ver con mi afirmación de que se debe investigar el hecho 
de que hay un documento o una desgrabación, que se presenta 
como prueba, que se antedató y otra que se posdató. Efectiva- 
mente, eso consta en el expediente y no es necesario buscarlo 
en otro lado. En su denuncia, el señor Chiazzaro adjunta las 
versiones desgrabadas de dos programas de radio, uno de Ra- 
dio Sarandí y otro de Radio Montecarlo. Respecto del prime- 
ro, podemos decir que quedó demostrado que pertenece al 
Programa “En Vivo y en Directo”, del día 11 de julio. Sin 
embargo, el señor Chiazzaro lo puso, con su propio puño y 
letra, como perteneciente al día 10, es decir, un día antes. Con 
respecto al que él dice que corresponde al “Diario Oral” noc- 
turno de Radio Montecarlo, el día 12, cuando el Juez solicita 
el casete que estaba en el expediente, se comprueba que el día 
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12 el señor Senador Gandini no realizó declaraciones a ese 
medio. Efectivamente, las declaraciones las realicé el día 11. 


Por lo tanto, si hay una irregularidad, la misma no corres- 
ponde al Poder Judicial, a la Suprema Corte de Justicia o a 
este Cuerpo, sino al propio señor Chiazzaro que presenta por 
escrito y bajo su firma, dos documentos que contienen fechas 
erróneas. Obviamente, pudo tratarse de un error -no realizo 
imputaciones- pero sobre ese error se construye buena parte 
de la teoría sobre la que reposa el fundamento de que existió 
intención para cometer la difamación. De acuerdo con esos 
dos documentos, yo habría hablado los días 10 y 12, cono- 
ciendo en el medio mi error y, por lo tanto, conjugando el 
componente material del delito con el componente subjetivo, 
es decir, con la intención. Si ahí hay una irregularidad, tampo- 
co tiene que ver con esto. 


En cuanto a los casetes, quiero aclarar lo que dije yo, así 
como lo que se expresó en Sala. Tanto en el informe escrito en 
minoría, como en las palabras iniciales de los señores Senado- 
res Sarthou y Gargano del día de hoy, se dice -y al respecto, se 
puede revisar la versión taquigráfica- que yo manifesté que no 
hacía imputaciones a nadie, pero que me gustaría saber dónde 
se cometió la irregularidad, ya sea en el Juzgado, en la Supre- 
ma Corte de Justicia, etcétera. 


No dije eso -ahora sí lo leyó correctamente el señor Sena- 
dor Sarthou- sino lo siguiente: “No voy a hacer imputaciones 
a nadie, porque acá puede haber un error; de ello estamos 
hablando hoy. De todas maneras, me gustaría saber quién lo 
cometió: el Juzgado, la Suprema Corte de Justicia o este Cuer- 


” 


po”. 


Es evidente que en algún lado hubo un error. Tenemos do- 
cumentos según los cuales ingresaron a este Cuerpo dos casetes, 
pero abrimos los sobres y había cuatro. Eso no quiere decir que 
haya una imputación, ni muchos menos una acusación grave o 
gravísima; lo que sucede es que de estos elementos que estoy 
relatando, surge mi conclusión, o sea, que no es necesario in- 
vestigar al Poder Judicial o dentro de este organismo. Mi 
conclusión era otra, que figura en el párrafo siguiente y dice: 
“Deberían haber leído bien el expediente quienes hoy acusan, 
porque no se puede hablar de delito, no se puede plantar la 
sospecha cuando hay un expediente plagado de aspectos que 
merecen, por lo menos, la duda, el reparo, la consulta, y no 
surgen del hecho de que el señor Senador Gandini no haya ido a 
la Comisión, sino de la lectura atenta del propio expediente”. 


Aquí se manifiesta con claridad que se pretende incluir en 
mis declaraciones, fundamentos y acusaciones, usando las pala- 
bras “acusación”, “denuncia”, que yo no utilicé. Son elementos 
que tiene que ver con otro espíritu de mi intervención. Mi inten- 
ción es demostrar que no parecía el camino correcto fundar 
una posición tan severa como la de decir que había causa para 
la formación de un expediente en el que se hubieran cometido 
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delitos, sobre la base, por lo menos, de un expediente que mere- 
ciera estos reparos. Ahí aparecen las contradicciones. Resulta 
que ahora, lo que dije hoy y en la Comisión es gravísimo para 
los señores Senadores del Frente Amplio, porque revela situa- 
ciones que hay que investigar; pero esa gravedad enorme que 
tiene este asunto, no fue suficiente en la sesión pasada como 
para decir: “Como es tan grave lo que se dice, no podemos 
fundamentar que el señor Senador Gandini cometió delito o que 
no lo cometió”. No fue suficiente para suspender, por lo menos, 
la consideración de ese asunto, porque se siguió adelante. 


Me parece que esto revela la intencionalidad de ambos 
momentos: poner en el banquillo de los acusados al señor 
Senador Gandini, en aquel momento, tratando de demostrar 
que un difamador era integrante de este Cuerpo y, ahora, con 
este artilugio, de palabras o hechos, colocarlo nuevamente en 
esa posición. Resulta que, como no son los denunciantes que 
tienen el mismo expediente que yo en la mano los que hacen 
la denuncia de su propia cosecha y sacando sus propias con- 
clusiones -y, por lo tanto, al denunciar ellos son quienes van a 
tener que ir a sustentar la denuncia- sino que tratan de ponerlo 
de tal forma que sean mis palabras las de un denunciante que 
no denunció y, por lo tanto, sea este Senador el que vaya a la 
Comisión a sostener lo que no sostuvo en Sala. 


No formulé denuncias ni hice acusaciones e imputaciones; 
relaté hechos para demostrar la debilidad de quienes decían 
que del expediente surgían elementos suficientes para estable- 
cer que había causa en la formación de un proceso penal, y 
que me salvaba por la aplicación del artículo 112 de la Consti- 
tución de la República, porque tenía fueros e inmunidad para 
mis expresiones en el cumplimiento de mis funciones. Eso fue 
lo que señalé. De lo contrario, que se me indique dónde digo 
yo que son graves y dónde acuso a la Justicia porque, en 
realidad, he buscado con atención y no lo he podido encontrar. 
Digo, específicamente que no hago imputaciones a nadie y 
que supongo que hubo un error. A algún lado ingresaron esos 
casetes y alguien no tomó la debida cuenta de ellos. Pero ese 
sólo hecho es suficiente para detenerse mesuradamente antes 
de tomar la decisión que tiene que ver con la integración de 
este Cuerpo, o sustentar la teoría de que existió intención en 
las palabras de este Senador cuando cometió un error. Creo 
que estos elementos, con nobleza, deberían haber sido sufi- 
cientes para no llegar a tal extremo. 


Hoy se habla de un asunto grave, que no fue suficiente- 
mente grave hace apenas unas horas, para detener un enjuicia- 
miento tan severo a la conducta de este Senador que, si bien 
fue respaldado por el Senado en el mantenimiento de sus fue- 
ros, hay otros Senadores que piensan que tuvo una actitud 
delictiva, difamando a otro dirigente político de este país. 


Muchas gracias. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: oportunamente fue 
designada por el Cuerpo una Comisión Preinvestigadora para 
entender acerca de la solicitud planteada por Senadores del 
Frente Amplio. Concretamente, se dio lectura a la siguiente 
moción: “Mocionamos para que se designe una Comisión In- 
vestigadora sobre las acusaciones hechas en la sesión del día 
de hoy” -o sea, cuando se analizó la solicitud de desafuero 
realizada por la Justicia ordinaria- “sobre presuntas irregulari- 
dades en el ámbito del Poder Judicial y del Senado de la 
República, sobre el trámite y contenido de lo remitido por el 
Poder Judicial en el caso del pedido de desafuero del señor 
Senador Gandini”. 


Creemos que tenemos la obligación, por ser integrantes de 
la Comisión Preinvestigadora, de realizar una exposición muy 
breve, con carácter de síntesis y de afirmación, sobre los crite- 
rios que nos llevaron a firmar, junto con el señor Senador 
Ricaldoni, el informe en mayoría de la referida Comisión. Que- 
remos señalar, asimismo, que el señor Senador Ricaldoni, en 
forma muy amplia, efectiva y fundamentada, ya ha procedido 
a dar las razones de dicho informe y las compartimos total- 
mente. Además, ratificamos todas sus expresiones. 


Sin embargo, queremos hacer una referencia sintética a la 
realidad de este tema. La solicitud de designación de la Comi- 
sión Preinvestigadora estuvo basada en estas formulaciones, y 
cabe entonces indicar que hay que ubicar este tema en el lugar 
que corresponda. 


La solicitud de desafuero que analizó el Senado en la se- 
sión pasada, fue formulada por un Juez del Poder Judicial con 
relación a un integrante de este Cuerpo. Se da la particularidad 
de que esa solicitud de desafuero, de acuerdo con el artículo 
114 de la Constitución de la República, es analizada por el 
Senado sin excluir -porque la Constitución no lo hace y, por 
tanto, puede actuar- al miembro del Senado para quien se 
solicita el desafuero. El señor Senador Gandini, durante la 
sesión, procedió a expresar sus ideas y opiniones en referencia 
a una solicitud de desafuero realizada por el Poder Judicial. 


En esta situación particularísima que habilita la Constitu- 
ción de la República, el Senado actúa en un régimen similar a 
una especie de análisis de tipo de investigación acerca de si la 
solicitud del Poder Judicial está de acuerdo con las normas 
constitucionales, si realmente el miembro integrante del Cuer- 
po cuyo desafuero se solicita merece ser desaforado para po- 
nerlo a disposición de la Justicia, o si hay una pretendida 
intervención del Poder Judicial en los acontecimientos, en las 
maneras y en la forma de actuar del Poder Legislativo, o en el 
caso específico, de este Cuerpo. 
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En ese proceso en el que intervienen distintos Legislado- 
res, para hacer esas apreciaciones o realizar esa especie de 
juicio parlamentario y poder decir que corresponde o no el 
desafuero, participa quien estaba involucrado en la solicitud 
de desafuero, es decir, el señor Senador Gandini. Entonces, 
dice sus razones, expone sus criterios e ideas y, durante el 
desarrollo de ese debate, procede a formular -dentro del plan- 
teamiento relativo al desafuero- referencias materiales que tie- 
nen que ver con el trámite que se llevó a cabo con relación a 
esa solicitud de desafuero, tales como los elementos que ve- 
nían en el Mensaje de la Suprema Corte de Justicia y que están 
constituidos por el falso expediente, los casetes, etcétera. 


Hacemos estas puntualizaciones porque hoy se plantean 
dos particularidades que ya se analizaron en una sesión ante- 
rior. En esa oportunidad quedaron de manifiesto dos corrien- 
tes que admitían que un Legislador no es responsable de sus 
votos ni de sus opiniones. Precisamente, la Constitución dice 
claramente que un Legislador jamás será responsable de los 
votos y opiniones que dé en el desempeño de sus funciones. 
Reitero que en ese aspecto estaban de acuerdo las dos corrien- 
tes. Sin embargo, ellas entraban luego en una actitud diver- 
gente muy pronunciada: una indicaba que el señor Senador 
Gandini no había incurrido en ninguna de las figuras penales a 
que hacía referencia el denunciante mientras que la otra soste- 
nía que el señor Senador Gandini había incurrido en la figura 
tipificada en el artículo 333 del Código Penal, que refiere al 
delito de calumnia, y que no se le votaba el desafuero porque 
no era responsable de las manifestaciones que había realizado 
a través de un medio de difusión, por la aplicación del artículo 
112. 


Esas dos corrientes están vigentes nuevamente en este 
debate al analizarse los informes de la Comisión Preinvesti- 
gadora, porque se ha señalado que el señor Senador Gandini, 
durante sus exposiciones en el Pleno del Senado, ha incurri- 
do en imputaciones, en denuncias, en formulación de irregu- 
laridades y de situaciones anómalas que deben habilitar a 
que se proceda a una investigación. Por ese camino de la 
Comisión Preinvestigadora y luego de que la Cámara proce- 
de a resolver -como lo hizo en la sesión anterior- que no hay 
motivos para la formulación de causa y que por tal razón no se 
allanan los fueros al señor Senador Gandini, ahora se da el 
caso muy particular de que dicho Senador -que fue liberado 
por el Senado porque en el Cuerpo existió un acuerdo total de 
que no era responsable de sus expresiones- se procura casti- 
garlo al hacerlo partícipe, en la condición de principal investi- 
gado, en virtud de las manifestaciones que realizó en el análi- 
sis de la solicitud de desafuero efectuada por el Poder Judicial. 
Reitero que es un hecho muy particular. 


Da la impresión de que en este caso está vigente el genio 
de Alfredo Vásquez Acevedo, que fue el que introdujo las 
Comisiones Parlamentarias de Investigación en la Constitu- 
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yente de 1917, en una expresión de carácter extraordinario. 
Digo esto porque cuando se estaba reformando la Constitución 
de 1930, netamente presidencialista, se expresa que el Poder 
Ejecutivo puede ser investigado por el Parlamento a través de 
las Comisiones Parlamentarias correspondientes, con fines le- 
gislativos o de contralor. Esa idea tuvo una enorme repercu- 
sión de carácter político y un tremendo contenido democrático 
porque, al lograr que se investigaran las actuaciones del Poder 
Ejecutivo, se habilitaba una situación de equivalencia y de 
equilibrio entre los Poderes Legislativo y Ejecutivo. Tuvieron 
que pasar 77 años para que la Ley N” 16.698, aprobada en 
1995, reglamentara la actuación de las Comisiones Investiga- 
doras. Existe una larga historia en el sentido de que dichas 
Comisiones siempre generaron situaciones muy difíciles, y los 
inconvenientes se han superado mediante leyes expresas que 
habilitaban sus facultades y competencias. 


Parecería que todo eso estuvo presente en la idea origina- 
ria, en los 77 años en que no hubo reglamentación de las 
Comisiones Investigadoras y ahora aflora en este episodio sin- 
gularísimo, porque seguramente no se van a allanar los fueros, 
pero en la pretensión de los denunciantes se va a habilitar una 
investigación por los dichos del Legislador. 


En esta sesión se ha dicho en forma reiterada, con referen- 
cia a elementos de construcción utilizados en el lenguaje y en 
la escritura, que el informe en mayoría señala que se investi- 
gan palabras. Sin duda que es una forma de expresión, pero en 
el caso de que se nombrara una Comisión Investigadora, lo 
que se lograría es que se investigaran los dichos del señor 
Senador Gandini, porque no hay otros elementos comprendi- 
dos en la formulación de las denuncias realizadas en el seno 
de la Comisión Preinvestigadora por los señores Senadores 
denunciantes y solicitantes de la Comisión Investigadora. Na- 
turalmente, puede causar efectos el que se diga que se investi- 
gan palabras; no, lo que se procura es investigar al Legislador 
que no le fueron allanados los fueros. 


Esa es la realidad y en base a esos elementos se debe 
resolver esta situación, pero no por la incorporación de actitu- 
des y de situaciones en que un señor Legislador, que ha sido 
superado con las imputaciones realizadas a nivel del Poder 
Judicial, quede en la condición de investigado. Por más que se 
diga que lo que se va a investigar es el trámite administrativo 
interno cumplido a nivel del Senado, es natural que la persona 
del señor Senador Gandini será la pieza o el eje central de la 
investigación. 


Lo que ocurre es que en el discurso del señor Senador 
Gandini, cuando en el ejercicio de las funciones de su compe- 
tencia y derecho, procede a dar razón y, en cierta medida, a 
explicar cuál ha sido su intervención en el tema relativo a los 
dichos referidos al señor Chiazzaro, hay dos componentes. 
Uno de ellos tiene carácter sustancial y tiene que ver con lo 
que realmente expresó y por qué lo dijo. El señor Senador 
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denunció un hecho cierto, que no vamos a reiterar ahora, pero 
que refiere a la colocación de dinero en una cuenta personal 
que no era del titular. Reitero que ese es el hecho cierto que 
denunció el señor Senador Gandini; se equivocó en la nomina- 
ción del responsable del procedimiento. Naturalmente ese es 
un componente sustancial de sus dichos que, a juicio de algu- 
nos, habilitaba a que se configurara el delito de calumnia, 
mientras que para otros no se daba tal figura penal. Asimismo, 
ese elemento sustancial se encuentra allí porque estamos en un 
trámite similar a uno judicial. 


Este Senado actuó durante la sesión del desafuero como si 
fuera un órgano que estaba realizando una especie de juicio 
público frente a la solicitud del Poder Judicial y a la conducta 
del señor Senador Gandini. En esa oportunidad dicho señor 
Senador hace referencia a lo sustancial y a lo procesal. Y esto 
último, ¿qué es? Es todo lo que ha relatado y ha sido motivo 
de tantas intervenciones que llevan, a veces, a muchas confu- 
siones en lo que tiene que ver con su comprensión. Con res- 
pecto a lo procesal, está relacionado con el ingreso del expe- 
diente y de elementos de prueba que éste tenía, al Senado de la 
República -a la Presidencia o a la Secretaría- y el trámite que 
se le dio. El señor Senador Gandini lo que hace -y actúa bien- 
es hablar del todo, es decir que se refiere a lo sustancial, 
expresando que denunció un hecho cierto, que se equivocó en 
el nombre de la persona que denunciaba. Hay un trámite que 
me llama la atención en cuanto a determinados elementos. 


En ningún momento el señor Senador Gandini realizó im- 
putaciones o formuló denuncias. En una parte de la versión 
taquigráfica él expresa: “no voy a hacer imputaciones a na- 
die”. Más adelante continúa: “No obstante, quiero decir con 
total claridad que nunca manifesté que hubiera irregularidades 
en el Poder Judicial. Por otra parte, tampoco pedí una investi- 
gación, sino que dije que había elementos que eran de sufi- 
ciente duda como para acusar a un Senador”. Es decir que esto 
ya lo resolvió el Senado y tiene que quedar claro. Tomó una 
decisión tanto en lo que refiere a lo sustancial como a lo 
procesal. Y ahora introducir este asunto en una Comisión In- 
vestigadora, naturalmente, es como un cristal que se rompe en 
mil pedazos, puesto que el Senado ya tomó una decisión y es 
cosa juzgada. ¿Qué ocurriría si se abre una investigación y por 
arte de magia o por la presencia de distintos elementos se llega 
a una decisión distinta? Entonces, el desafuero al que no hici- 
mos lugar, ¿cómo queda? La contestación que en su momento 
le dimos al Poder Judicial, ¿cómo queda? ¿Le daremos una 
nueva respuesta? Evidentemente esto ya fue resuelto y a este 
respecto en el informe en mayoría decimos que se pretende 
investigar palabras, no en la expresión vacua del término o del 
giro en sí mismo, sino para decir en forma gráfica y contun- 
dente que se quiere investigar lo que ya se resolvió en forma 
definitiva. 


Queríamos señalar esto porque ratificamos totalmente lo 
que hemos firmado en el informe en mayoría. Somos total- 
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mente solidarios con las expresiones formuladas por el señor 
Senador Ricaldoni informando en nombre de la mayoría de la 
Comisión Preinvestigadora. Además afirmamos la actuación 
del señor Senador Gandini frente a los medios de discusión 
cuando formula una denuncia y, posteriormente, enterado del 
error que había cometido lo rectifica. Cuando en el Senado 
procede con amplitud y total claridad a hablar de su actuación, 
a mi juicio ha mostrado la mayor de las consideraciones. Ade- 
más, indica que el señor Senador Gandini ha procedido como 
corresponde a su condición de Legislador. Denunció un hecho 
cierto, no mintió, no incurrió en delito, cometió un error invo- 
luntario, lo rectificó y, posteriormente, con llaneza, amplitud, 
franqueza y en forma cristalina señaló que en el trámite había 
actuaciones que le llamaban la atención. Una parte de dichas 
actuaciones integran el elemento sustancial que el Senado dio 
por resuelto en la pasada sesión, no haciendo lugar al desafue- 
ro del señor Senador Gandini. 


Por estas razones nos parece que no corresponde designar 
una Comisión Investigadora como oportunamente fue solicitado. 


SEÑOR HEBER. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR HEBER. - Voy a ser breve, porque creemos que 
este tema no da para más. Hace dos sesiones del Senado que 
estamos ocupándonos de un ataque político. 


Hemos estado discutiendo, reitero, un ataque político que 
el Frente Amplio dirige al señor Senador Gandini. No es más 
que eso. No se quiere investigar nada, no se busca aclarar 
absolutamente nada y lamento que estos temas estén ocupando 
la atención del Senado de la República que tiene tantos temas 
para tratar como, por ejemplo, los puntos que figuran en cuar- 
to y quinto término del orden del día y seis Convenios que 
debemos considerar. En particular, el cuarto punto se refiere al 
régimen marcario vigente de la adecuación en materia de pro- 
piedad industrial. Reitero que hace dos sesiones que el Senado 
esta abocado a este hecho político, donde lo que se busca es 
un ataque de esta índole. Después nos preguntamos por qué, 
tanto el Senado como el Parlamento se desprestigian día a día. 
Esto ocurre porque se discuten temas exclusivamente políti- 
cos, producto de que no se votó el desafuero del señor Sena- 
dor Gandini porque no hay elementos de juicio para ello y se 
lo tenía que castigar y atacar de alguna manera. Esto es lo que 
se busca con la formación de esta Comisión Investigadora 
para el estudio de un trámite administrativo, lo cual nos parece 
un hecho totalmente insólito. Acá estamos hablando de un 
asunto que tiene que resolver la administración. ¡El Senado de 
la República va a formar una Comisión para investigar un 
trámite administrativo de un expediente de un poder a otro! 
Reitero que me parece totalmente insólito que el Senado ocu- 
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pe dos sesiones para tratar este asunto. Pienso que se trata 
simplemente de una intención política al cuestionar las expre- 
siones del señor Senador Gandini. A mi juicio, el desprestigio 
del Parlamento recae sobre estas actuaciones. 


Lamento, señor Presidente, no haber estado la sesión pasa- 
da -aunque me estoy contradiciendo en cuanto a que la discu- 
sión del tema se ha prolongado por bastante tiempo- porque sé 
que hubo afirmaciones por parte de algún señor Senador que 
me hubiera gustado contestar con el mismo tenor con que se 
hicieron que, por supuesto, no fueron realizadas con la altura 
que se merecen. No pude estar presente porque estaba en una 
Misión Oficial con el señor Presidente en Israel pero, reitero, 
hubiera querido concurrir a la sesión pasada a fin de contestar- 
las allí, dando las respuestas correspondientes a este tipo de 
afirmaciones que sabemos que se van a reiterar, sobre todo en 
los años electorales que tenemos por delante. 


Señor Presidente: queremos dejar esta constancia y pensa- 
mos que tendríamos que pasar a votar. No quiero calificar lo 
que opino que es la designación de esta Comisión Investigado- 
ra de otra manera, porque creo que ofendería a toda una Ban- 
cada. Insisto en que me parece insólito que ocupemos dos 
sesiones del Senado en tratar este punto que, a nuestro juicio, 
no tiene absolutamente nada que ver con los trámites y las 
ocupaciones que debe realizar el Senado de la República. 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR SARTHOU. - Aclaro que voy a contestar una alu- 
sión que se hizo en la exposición del señor Senador Gandini. 
Queremos decir que acá se ha hablado de irregularidades, in- 
cluso se habla de falsedad. En la versión taquigráfica de la 
sesión de ese día se dice: “No admito que se falseen las prue- 
bas y si bien admito que dije esas cosas, no lo hice en esos 
días. Sin embargo, aquí se antedata falseando un expediente, 
un documento y la prueba y se posdata otro para separar los 
días, permitiendo que Senadores de este Cuerpo sustenten en 
ese hecho que la separación en el tiempo y la reiteración con 
dos días de diferencia fundamentan la intencionalidad”. ¿Cómo 
se puede decir que no hay irregularidades graves? No quiero 
seguir insistiendo, pero cuando se oye decir que hay aspectos 
solamente de índole administrativo, esto no es así. Hay denun- 
cias de delitos: antedatar, falsear. En otra parte se dice: “algún 
día quisiera saber cómo la Suprema Corte de Justicia nos man- 
da dos casetes que son prueba de un juicio y nosotros abrimos 
los sobres y encontramos cuatro, dos de los cuales nunca en- 
traron al Juzgado, por lo menos no hay documentos que lo 
avalen”. Aquí no se menciona la palabra imputación, pero 
¡vaya si tienen contenido de imputación! Aquí hubo una falsi- 
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ficación y en otros casos se menciona “antedatar”. Esto se 
podría encontrar en muchas otras situaciones. “Digo que ya 
hemos demostrado que el expediente está repleto de dudas, 
irregularidades y elementos que no cierran -algunos de los 
cuales no cerrarán nunca- y esto será así hasta que hagamos 
las correspondientes consultas al Juzgado.” 


Después, en la página 184 se habla de pruebas que se 
antedatan y pruebas que se posdatan, razón por la cual pienso 
que debemos ser claros porque aquí hay denuncias de delitos, 
eso fue lo que planteé y por eso es algo grave. 


Por otro lado, estoy de acuerdo en que esto no debería 
absorber el tiempo que insumió; es más, me preocupa que 
estén detenidos proyectos de ley como el de servicio domésti- 
co y el de violencia doméstica contra la mujer, así como otra 
cantidad de iniciativas. Sin embargo, esto no lo promovimos 
nosotros, sino que aquí vino un pedido de desafuero y el autor 
de los hechos que motivaba el mismo no fuimos nosotros, fue 
el señor Senador Gandini. En ese momento se pide el desafue- 
ro y se promueve aquí determinada situación. Quizás todo 
podría haber terminado en la otra sesión pero en su defensa el 
señor Senador Gandini entendió que tenía que denunciar situa- 
ciones delictivas e irregularidades. Tampoco en este caso hici- 
mos nosotros la introducción porque a nuestro entender esto 
podía haber terminado antes. 


En consecuencia, lo que no podemos aceptar es que se 
afirme que tenemos responsabilidad política y que el gastar 
este tiempo sea culpa nuestra porque no fuimos nosotros los 
que protagonizamos los hechos, no promovimos el desafuero 
y tampoco las circunstancias que determinan la Comisión Pre- 
investigadora. Además, si un señor Senador denuncia aquí que 
hubo delitos en el trámite de un expediente importante que 
viene de un Juzgado, tramitando un desafuero, no podemos 
quedarnos callados. Si bien por un lado se plantea la investi- 
gación administrativa, la entidad de estos hechos es muy im- 
portante. Reitero que no he hecho lectura de todos los textos 
en Sala, pero hay irregularidades y denuncia de delitos; no es 
verdad que sean simplemente actos administrativos de trámite. 


Si bien no deseo plantear nuevamente toda la temática, sí 
deseo agregar algo. Aquí se ha dicho que estos hechos que 
demuestran irregularidades y delitos en el trámite del expe- 
diente no nos ha hecho cambiar; este es un grave error jurídico 
que señalamos en la anterior sesión y volvemos a reiterar. Es 
posible que si fuera viable la investigadora y funcionara y se 
demostrara que había errores en estos expedientes, no habría 
reiteración del delito, es decir una figura agravada por el fenó- 
meno de que sea reiterado. No habría reiteración, pero el he- 
cho de la difamación no se discute, fue una hipótesis de difa- 
mación y esa hipótesis material está. ¿Que hubo error? Noso- 
tros lo analizamos. ¿Hubo retractación? No hubo retractación 
porque no lo permite la ley ya que es un tema que está vincu- 
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lado con una situación pública y se necesita la voluntad del 
difamado. No se dio ninguna de esas circunstancias y por eso 
dijimos que había formación de causa: había una difamación, 
no podía haber retractación, no era aceptada y por lo tanto 
estaba configurada la responsabilidad. Por lo tanto, no podía- 
mos cambiar porque no había desaparecido la existencia del 
delito. Lo que el señor Senador Gandini intentó probar total- 
mente es que no había habido reiteración, la figura agravada, 
pero nunca la figura simple de haber existido difamación. 


Cuando el tema se planteó no hablé de este aspecto, pero 
hoy se ha señalado que nosotros somos insensibles en cuanto a 
estos hechos para cambiar nuestra posición. No es así porque 
nosotros no nos fundamos en esto solamente sino en la exis- 
tencia de la difamación y la inexistencia de la retractación y 
además no se ha querido investigar las denuncias que tendían 
a eliminar la reiteración. Por eso dijimos que había formación 
de causa. Asimismo, entendíamos que había inmunidad y la 
defendimos. Somos coherentes, de ninguna manera hemos ata- 
cado el derecho del señor Senador Gandini a decir lo que dijo; 
lo dijo él, era dueño de decirlo y nosotros somos dueños de 
reaccionar en función de lo que dijo en su defensa. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Deseo insistir en que no es justo 
que se diga que ha habido intención política y que todo esto es 
para atacar al señor Senador Gandini; no es nada justo. 


Nosotros hemos tenido una gran coherencia -y tenemos 
que responder con firmeza- que no tuvo el Directorio del Par- 
tido Nacional cuando denunció al señor Representante Nicoli- 
ni por dichos. Ahora están amparados en el artículo 112 los 
dichos de un señor Senador, aunque le impute un delito a otro. 
En aquel momento sostuvimos que no correspondía el de- 
safuero porque esos dichos estaban amparados por el artículo 
112 y aquí también dijimos lo mismo: aunque hay delito no 
corresponde dar el desafuero. Por lo tanto, un primer elemento 
es la coherencia. 


Respecto a que se pueden señalar diferencias, creo que lo 
que dijo el señor Representante Nicolini todos lo recuerdan, es 
decir que había un grupo de la alta Administración que traba- 
jaba en beneficio propio y les imputó delitos, de la misma 
forma que el señor Senador Gandini imputó un delito menor 
-apropiación indebida- al señor Chiazzaro. Esta sería la prime- 
ra aclaración. 


Por otro lado no ha habido intención política y quiero con- 
tar mi reacción personal. Durante la sesión en la que se deba- 


14 de Abril de 1998 


tió largamente el tema -el señor Senador Heber señaló que no 
estaba presente en esa sesión- el señor Senador Gandini, mani- 
festó que en el escrito que presentó al Juzgado pidiendo que se 
archivara, dice que él hizo una declaración sólo en la “Radio 
Sarandí” -lo dice por escrito- que ésta la repitió y agrega que 
otra radio puede haber tomado esa declaración. 


Digo, señor Presidente, que en esa instancia afirmé -por 
eso señalo mi motivación personal por la Comisión Investiga- 
dora- que había escuchado una grabación donde había una 
declaración del señor Senador Gandini en la Radio Montecar- 
lo y que también había escuchado otra en la que no figuraba 
ninguna declaración. Entonces, si a continuación de esa afir- 
mación que hice en el sentido de que había escuchado dos 
grabaciones -en una hablaba el señor Senador Gandini y en la 
otra no- veo también que el señor Senador Gandini se pregun- 
ta cómo es posible que aparezcan más grabaciones de las que 
aparentemente venían del Juzgado, le pediría al señor Senador 
Heber que piense si uno no se siente -aunque no haya sido esa 
la intención del señor Senador Gandini- en el deber de decir 
que esto debe ser investigado. Si sobran grabaciones debemos 
saber quién las introdujo ahí adentro, si fue el señor Senador 
Korzeniak, si fue a nivel de la Secretaría o si fue el señor 
Senador Gandini, porque todos tuvimos oportunidad. 


Concretamente, eso es lo que motiva nuestra actitud, no 
nos podemos quedar con la duda. Esa es la realidad y así 
nació todo esto. Realmente me sentía preocupado con esas 
afirmaciones y por ese motivo pensé que lo mejor era inves- 
tigar. ¿De qué manera? Eso lo sabe la Comisión que trabajó 
en el tema porque personalmente fui partidario de invitar al 
señor Senador Gandini al ámbito de la misma y conversar 
allí sobre estos temas. Sin embargo, la Comisión no hizo 
lugar a esa propuesta. 


Era esto lo que deseaba agregar. 


SEÑOR GANDINI. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR GANDINI. - Muy brevemente porque de lo con- 
trario vamos a comenzar a discutir nuevamente mi desafuero. 


En primer lugar, sí digo que hay falsedades e irregularida- 
des, pero no cometidas por el Poder Judicial. Cuando se ante- 
data y se posdata un documento en la denuncia, en los elemen- 
tos que presenta el denunciante, la falsedad no corresponde a 
otro que al que está denunciando, quien presenta elementos 
que no son correctos. De todos modos, como esto es algo que 
está en la órbita del Poder Judicial -es el expediente que se 
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presenta ante ese Poder- si ese expediente tuviera curso, será 
éste el que determine, no es tarea nuestra. Simplemente se 
trata de un argumento que utilicé para demostrar que ahí se 
presentan dos elementos en fechas diferentes para fundamen- 
tar que existió delito. Lamento que el señor Senador Sarthou 
no esté de acuerdo consigo mismo porque cuando sostengo 
eso, lo hago en sus propias palabras tal como surgen de la 
Comisión que trabajó sobre este tema. Concretamente, en la 
página 7, tercer párrafo del Repartido correspondiente a dicha 
Comisión se establece que si no hubo reiteración se puede 
sostener que hubo error, pero si hubo reiteración no hubo 
error, aún habiendo retractación. Más adelante agrega que a su 
juicio estaría configurado el elemento material y el subjetivo 
por el fenómeno de la reiteración, pues se puede admitir un 
error una vez y cuando este se constata confesarlo, además de 
que fue advertido. Pero no puede admitir su repetición dos 
días después porque ahí ya estaría configurada la intencionali- 
dad. Por mi parte le demostré que dos días después no había 
dicho nada, lo dije todo el mismo día y fue un error cometido 
en una mañana, en dos o tres radios. Después me advirtieron, 
lo corregí y rectifiqué. En consecuencia, no se concreta el 
elemento subjetivo de la intencionalidad demostrada a través 
de la reiteración luego de haber sido advertido. 


Esta fue la teoría del señor Senador Sarthou, no es la mis- 
ma que hoy tiene. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR SANTORO. - Nosotros negamos rotundamente que 
se pueda comparar la actuación del señor Legislador Nicolini 
cuando procede a realizar una imputación falsa que merecía 
adjetivos que no me gusta aplicar a nivel del Parlamento, pero 
que son totalmente descalificatorios de la conducta de las per- 
sonas que actúan así. Me refiero a su afirmación que el Partido 
Nacional -un Partido forjador de este país en parte esencial- 
estaba constituido por un grupo de delincuentes. 


No se puede tratar de buscar semejanzas entre la actitud 
del Partido Nacional que, a través de su Directorio, hace la 
denuncia penal por los dichos del señor Legislador Nicolini y 
el procedimiento que aplica el señor Senador Gandini, cuando 
denuncia un hecho cierto y comete un error en la nominación 
de la persona. Creo que estas semejanzas que en forma reitera- 
da se tratan de hacer, no merecen la posibilidad de que se haga 
el esfuerzo de mencionarlas. Comparar la actitud del señor 
Legislador Nicolini -que dijo una falsedad con calificativos 
severísimos- con la del señor Senador Gandini, pensamos que 
resulta imposible. 
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Bajando el tono y el nivel, para salir de un ambiente ago- 
biante cuando vemos que se pretenden asemejar estas dos con- 
ductas y se dice que son semejantes porque las dos merecieron 
denuncia penal, quiero decir que esto es como tratar de com- 
pararnos a nosotros con el galán de la película “Titanic”, Di 
Caprio. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO. - No pensaba intervenir, lo digo con 
claridad, pero creo que hay mérito para hacer una aclaración 
muy corta. 


En la sesión que se trató el desafuero del señor Senador 
Gandini, el mismo imputó la comisión de un delito a un inge- 
niero agrónomo Estanislao Chiazzaro, cuya trayectoria descri- 
bimos en aquella oportunidad. El señor Senador Gandini dijo 
que había cometido un error y que se rectificaba. En la legisla- 
ción, cuando se hace una imputación de esa naturaleza, el 
dueño de la acción, el ofendido, puede aceptar o no las discul- 
pas. Nuestros juristas expresaron que no había mérito al des- 
afuero en función de las disposiciones constitucionales. Des- 
pués, en el curso de la sesión, el señor Senador Gandini hizo 
las imputaciones que nosotros dijimos. 


Las repetimos una y mil veces; nadie las puede levantar 
porque están escritas, figuran en la versión taquigráfica. En 
aquel momento, con todo respeto le expresamos al señor Se- 
nador Gandini que era el segundo error que cometía. En la 
sesión de hoy, el mismo señor Senador dice nada más ni nada 
menos que no es el Poder Judicial a quien le imputa la comi- 
sión de errores, sino al señor Estanislao Chiazzaro, que dice 
falsedades, que antedata documentos, que posdata otros, etcé- 
tera. ¿Esto es o no un error? Es una acusación de falsedad y el 
señor Estanislao Chiazzaro está imputado nuevamente de co- 
meter un delito. Esto no lo había dicho antes, sino que lo 
expresó hoy. 


SEÑOR GANDIN!L. - No lo dije. 


SEÑOR GARGANO. - Aclaro que con esto no tenemos 
ninguna intencionalidad política, sino que simplemente nos 
estamos manejando con los dichos del señor Senador Gandini. 
Todo este tinglado ha sido estructurado y montado por ese 
señor Senador y no por el Frente Amplio; lo único que hemos 
hecho es demostrar que el señor Senador Gandini en tres opor- 
tunidades, sucesiva y sistemáticamente en función de una in- 
tencionalidad política -ahí, sí, señor Senador Heber- incurre en 
agravios, en ataques, en imputar delitos a una persona de bien 
de este país. 


CAMARA DE SENADORES 


14 de Abril de 1998 


Personalmente, considero que el tema está terminado y no 
hay nada más que decir. 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR SARTHOU. - Ante la última referencia que hizo 
el señor Senador Gandini, quiero aclarar que no existe contra- 
dicción entre las palabras que pronuncié en la Comisión y lo 
que sostuve en el Senado. Es evidente que la reiteración impli- 
ca la claridad absoluta de la existencia de un elemento subjeti- 
vo pleno, en la medida en que supone repetir la acción y no es 
posible pensar en un error. Además la reiteración es una figura 
agravada que está prevista en la Ley de Prensa. A mi entender, 
con las irregularidades denunciadas y no investigadas -porque 
no ha habido voluntad de hacerlo por parte de la mayoría; 
parecería que eventualmente va a ser así- no podemos saber si 
son ciertas. Pero sólo por las imputaciones que hizo, tampoco 
voy a dejar de pensar que sigue siendo válido el fenómeno de 
la reiteración. Eso no está definido. 


Por otro lado, aunque no hubiera habido reiteración -te- 
niendo en cuenta lo que expliqué cuando cité las dos hipótesis 
del error evitable o inevitable- no creo que un Senador de la 
República que está refiriéndose a la honra de una persona, no 
cometa un error evitable al acusar de robo sin comprobar la 
identidad del acusado. Esto nos genera una responsabilidad 
enorme, tanto por la representatividad del cargo como por la 
honra de la persona. Entonces, hay un error que es grueso y 
evitable que se puede confundir con una cierta dosis de inten- 
cionalidad o desaprensión en la medida en que es evitable y 
no se evitó. 


El segundo elemento que señalaba el señor Senador Garga- 
no es que el régimen jurídico establece que si alguien comete 
una difamación no puede extinguirse el delito si el difamado 
no admite la retractación, en el caso de que ésta sea posible. 
Pero cuando está en juego el interés público, no es posible la 
retractación, por lo que no hay contradicción. Si la reiteración 
no se hubiera dado -lo que para mí aquí no está probado- igual 
estaríamos en la hipótesis de difamación. 


Este es un tema técnico que me interesa que quede claro. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar el informe en mayoría. 


(Se vota:) 


-17 en 25. Afirmativa. 
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12) ELECCION DE MIEMBROS DE LA COMISION 
PERMANENTE DEL PODER LEGISLATIVO 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Se pasa a 
considerar el segundo punto del orden del día: “Elección de 
miembros de la Comisión Permanente del Poder Legislativo 
(artículo 127 de la Constitución)”. 


En virtud de que todavía no nos hemos puesto de acuerdo 
en la nómina de miembros, tendríamos que dejar este punto 
para considerarlo en la próxima sesión. 


En consecuencia, así se procederá. 


13) INFORME DE LA COMISION DESIGNADA PARA 
ANALIZAR LAS DECLARACIONES EFECTUADAS 
POR EL PRESIDENTE DE ANTEL, CONTADOR RI- 
CARDO LOMBARDO, SOBRE UN SUPUESTO TRA- 
FICO DE INFLUENCIAS PRACTICADO POR EL 
SEÑOR SENADOR RAFAEL MICHELINI EN DI- 
CHO ENTE 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Se pasa a 
considerar el tercer punto del orden del Día: “Informe de la 
Comisión designada para analizar las declaraciones efectuadas 
por el señor Presidente de ANTEL, Ricardo Lombardo sobre 
un supuesto tráfico de influencias practicado por el señor Se- 
nador Rafael Michelini en dicho Ente. (Carp. N* 989/98 - Rep. 
N* 581/98)”. 


Como seguramente el tiempo no va a dar para considerar 
este punto, la Mesa propondría pasarlo al orden del día de la 
sesión de mañana. 


Por tanto, se procederá en consecuencia. 


14) CONVENCION SOBRE EXTRADICION ENTRE EL 
GOBIERNO DE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUAY Y EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA 
FRANCESA 


SEÑOR HEBER. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR HEBER. - Quisiera saber -y, en ese caso, haría 
moción- si se puede alterar el orden del día y pasar a conside- 
rar, por lo menos, los proyectos de ley que refieren a Conve- 
nios que figuran a partir del punto 5%, que no merecen discu- 
sión y que creo hay informe en mayoría por unanimidad en la 
Comisión de Asuntos Internacionales. 
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C.S.-261 
SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Si se insiste en esa moción, la 
voy a votar. De cualquier modo, quiero decir que nosotros 
hicimos repartir una resolución que queríamos que se trate en 
forma urgente, pero dado lo avanzado de la hora, considera- 
mos que no era oportuno tratarla en este momento. No sé si se 
mantiene la idea de continuar con la sesión para considerar los 
Convenios que figuran a partir del punto 5” o si se levanta la 
sesión y se continúa mañana. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Se va a 
votar si seguimos sesionando hasta las 20:00 horas a fin de 
considerar desde el punto 5” hasta el punto 10 del orden del 
día. 


(Se vota:) 
-22 en 24. Afirmativa. 
SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO. - Entiendo que posterguemos la con- 
sideración del tercer punto del orden del día, pero el que le 
sigue, el cuarto punto, se refiere a la modificación del régimen 
marcario. ¿Por qué saltamos del tercero al quinto? Propongo 
seguir el orden. 


SEÑOR BREZZO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR BREZZO. - El Senado acaba de votar una moción 
del señor Senador Heber para continuar con el orden del día a 
partir del quinto punto. Simplemente pido que hagamos lo que 
ya votó el Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Se pasa a 
considerar el quinto punto del orden del día: “Proyecto de ley 
por el que se aprueba la Convención sobre Extradición entre el 
Gobierno de la República y el Gobierno de la República Fran- 
cesa. (Carp. N* 643/97 - Rep. N* 584/98)”. 


(Antecedentes:) 


262-C.S. 


“Carp. N* 643/97 
Rep. N* 584/98 


Ministerio de Relaciones 
Exteriores 
Ministerio del Interior 
Ministerio de Educación 
y Cultura 


Montevideo, 5 de mayo de 1997. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de remitir a su consideración, de confor- 
midad con lo dispuesto en los artículos 168, numeral 
20, y 85, numeral 7, de la Constitución de la Repúbli- 
ca, la Convención sobre Extradición entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de 
la República Francesa suscrita el 5 de noviembre de 
1996 en la ciudad de París. 


La Convención establece la obligación de las Par- 
tes de concederse recíprocamente la extradición de las 
personas que se encuentren en su territorio por algún 
delito o para la ejecución de una pena privativa de 
libertad. 


Asimismo, señala que los delitos que darán lugar a 
extradición son aquellos tipificados como tales por las 
leyes de ambas Partes, cualquiera sea su denomina- 
ción, siempre que sean punibles con una pena privati- 
va de libertad cuya duración máxima no sea inferior a 
dos años. Si se solicitara la extradición para la ejecu- 
ción de una sentencia, deberá tenerse en cuenta, junto 
a los requisitos mencionados, que no sea inferior a seis 
meses la parte de la pena que resta por cumplir. 


A la doble incriminación y a la pena se agrega la 
jurisdicción, constituyéndose así los tres requisitos fun- 
damentales para que se estime procedente la entrega. 


La legitimidad y la viabilidad del pedido se fundan 
en la necesaria existencia de jurisdicción del Estado 
solicitante, cuyos tribunales deben tener competencia 
para entender en las conductas para cuyo juzgamiento 
-O en su caso, cumplimiento de la sentencia- se solicita 
la entrega. 


Sin perjuicio de lo expresado supra, la Convención 
establece causales preceptivas de denegación de la en- 
trega vinculándolas a la naturaleza del delito, a la exis- 
tencia de una sentencia firme previa, al juzgamiento 
por tribunales de excepción, a la imposición de pena 
de muerte o privativa de libertad a perpetuidad, y cuan- 
do la solicitud de extradición tuviera como fin la per- 
secución O la sanción de una persona por motivo de 
raza, religión, nacionalidad. 
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En ningún caso se concederá la extradición por 
delitos considerados políticos o conexos con ellos que- 
dando la calificación a cargo de la Parte requerida. 


El texto recoge otras causales de denegación usua- 
les como la extradición por delitos exclusivamente mi- 
litares, si hubo cosa juzgada en el Estado requerido 
respecto de las conductas que motivan el pedido, o si 
la persona reclamada hubiera sido condenada o vaya a 
ser juzgada por un tribunal “ad hoc” o de excepción. 


La Convención considera también como causal de 
denegación la existencia de razones fundadas por parte 
del Estado requerido de que la solicitud de extradición 
ha sido presentada con la finalidad de perseguir o san- 
cionar a la persona reclamada por su raza, religión, 
nacionalidad u opiniones políticas, o bien cuando la 
situación de dicha persona pudiera verse agravada por 
alguno de esos motivos. 


A la vez, se plantean como causales de denegación, 
relativas en tanto desaparecen como tales mediante el 
consiguiente correctivo: podrá concederse la extradición, 
cuando en el Estado requirente correspondiera aplicar la 
pena de muerte o una pena de privación de libertad a 
perpetuidad, cuando se otorguen seguridades suficientes 
de que dichas penas no serán ejecutadas. 


La Convención también vincula la posibilidad de 
denegar la extradición a la existencia de prescripción, 
a la circunstancia de que el delito se hubiera cometido 
en el territorio del Estado requerido, y al principio 
“non bis in idem”. 


Asimismo, la extradición podrá ser denegada por 
consideraciones humanitarias, en caso de que la entre- 
ga de la persona reclamada pudiera tener consecuen- 
cias de una gravedad excepcional, debido a su edad o 
a su estado de salud. 


Por otra parte, las facultades del Estado requirente 
en relación a la persona entregada no son ilimitadas: 
sólo se la podrá juzgar por los delitos alegados en la 
solicitud, no se le podrá reextraditar, en principio, a 
un tercer Estado y, no será detenida, juzgada ni conde- 
nada en el territorio del Estado requirente, por un deli- 
to cometido con anterioridad a la fecha de la solicitud 
de extradición distinto de aquel por el cual fue conce- 
dida. 


A su vez, se prevén algunas excepciones razona- 
bles respecto de las cuales aquél no rige al tradicional 
principio de la especialidad, aunque: a) cuando la per- 
sona extraditada habiendo tenido la posibilidad de aban- 
donar voluntariamente el territorio del Estado al cual 
fue entregada y permaneciere en él más de un período 
determinado después de su excarcelación definitiva o 
regresare a él después de abandonarlo; b) cuando las 
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autoridades competentes de la Parte requerida consien- 
tan en la detención, juicio o condena de dicha persona 
por otro delito. 


El Estado requerido deberá informar sin demora acerca 
de su decisión respecto de la extradición solicitada, de- 
biéndose fundar la negativa. Si la persona reclamada está 
siendo procesada o cumpliendo una condena en el Esta- 
do requerido por un delito distinto del que motiva la 
extradición, la Parte requerida deberá igualmente resol- 
ver e informar acerca del pedido. Deberá comunicarse al 
Estado requirente el lugar y la fecha de la entrega, así 
como la duración de la detención sufrida por la persona 
reclamada con fines extradicionales. 


Si la persona reclamada no hubiera sido recibida 
dentro del plazo determinado deberá ser puesta en li- 
bertad, pudiendo la Parte requerida denegar posterior- 
mente la extradición por los mismos hechos. Excep- 
túase el caso de fuerza mayor que impida la entrega o 
la recepción de la persona reclamada. De ello informa- 
rá la Parte afectada al otro Estado, pudiéndose acordar 
una nueva fecha para la entrega. 


Si la entrega se aplazara, se suspenderá el cómputo 
del plazo de prescripción en las actuaciones judiciales 
que tiene lugar en el Estado requirente, por los hechos 
que motivan la solicitud de extradición. 


Asimismo la entrega podrá ser diferida cuando, por 
las condiciones de salud de la persona reclamada, el tras- 
lado pudiera poner en peligro su vida o agravar su estado. 


También se regula la colaboración que debe prestar 
la Parte a través de cuyo territorio se traslada la perso- 
na extraditada -cooperación que no será necesaria cuan- 
do se utilicen medios de transporte aéreo que no ten- 
gan previsto aterrizaje en el Estado de tránsito-. 


Asimismo si el Estado requirente lo solicita le serán 
entregados los bienes que es encuentren en el Estado 
requerido y hayan sido obtenidos como resultado del 
delito o puedan servir de prueba. Esta entrega se regirá 
por la ley del Estado requerido. Los bienes serán devuel- 
tos sin cargo al Estado requerido cuando la ley del Esta- 
do requerido o el derecho de los terceros afectados así lo 
exijan. Podrán no obstante ser temporalmente conserva- 
dos o ser entregados bajo condición de restitución cuan- 
do aquéllos fueren susceptibles de embargo o comiso en 
el territorio de la Parte requerida. 


La Convención establece asimismo un orden de 
preferencia que deberá tener en cuenta el Estado re- 
querido ante solicitudes de extradición de una misma 
persona efectuadas por más de un Estado. 


La materia cautelar se regula con la finalidad, como 
todas las medidas de esta naturaleza, de impedir que se 
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frustren los resultados del pronunciamiento final. De 
acuerdo a este objeto el estado requirente podrá solici- 
tar la detención preventiva de la persona reclamada en 
casos de urgencia. Deberá constar en esta solicitud de 
detención que ésta responde a una sentencia condenato- 
ria o mandamiento de detención firmes, y, en todo caso, 
deberá mediar ofrecimiento de presentar demanda de 
extradición. 


Finalmente, las disposiciones referidas a los aspec- 
tos procesales del procedimiento extradicional procu- 
ran conciliar debidamente el interés en una pronta pres- 
tación de justicia, con la salvaguarda de los derechos 
de la persona reclamada. 


Dada la relevancia del tema, el Poder Ejecutivo 
entiende necesaria la ratificación por la República de 
la Convención sobre Extradición entre el Gobierno de 
la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la 
República Francesa, para lo cual se solicita la corres- 
pondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta con- 
sideración. 


Julio María Sanguinetti PRESIDENTE DE 
LA REPUBLICA.Carlos Pérez del Castillo, 
Washington Bado, Antonio Guerra. 


PROYECTO DE LEY 


ARTICULO UNICO. - Apruébase la Convención 
sobre Extradición entre el Gobierno de la República 
Oriental del Uruguay y el Gobierno de la República 
Francesa suscrita el 5 de noviembre de 1996, en la 
ciudad de París. 


Carlos Pérez del Castillo, Washington 
Bado, Antonio Guerra. 


CONVENCION SOBRE EXTRADICION 
ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL GOBIERNO DE 
LA REPUBLICA FRANCESA 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay 
y 
El Gobierno de la República Francesa 


Conscientes de los profundos vínculos históricos 
que unen a las dos naciones. 


Deseosos de traducir dichos vínculos en instrumen- 
tos jurídicos de cooperación en todos los campos de 
interés común y, particularmente, en el de la coopera- 
ción jurídica. 


C.S.-263 


264-C.S. 


Queriendo con tal fin regular de común acuerdo sus 
relaciones en materia de extradición en el respeto de 
sus respectivos principios constitucionales, 


Han convenido las siguientes disposiciones: 
CAPITULO I 
PRINCIPIOS GENERALES 
Artículo 1* 


Ambas Partes se obligan a entregarse, recíprocamen- 
te, en las condiciones previstas en la presente Conven- 
ción, las personas que, encontrándose en el territorio de 
uno de los dos Estados, sean requeridas por un delito o 
para la ejecución de una pena privativa de libertad dicta- 
da por las autoridades judiciales del otro Estado como 
consecuencia de la comisión de un delito. 


Artículo 2% 


1. Darán lugar a extradición los delitos sanciona- 
dos por la legislación de ambos Estados con una pena 
privativa de libertad cuyo máximo no sea inferior a 
dos años. 


2. Cuando la extradición se solicitare para la ejecu- 
ción de una sentencia se requerirá, además, que la 
parte de la pena que aún falta por cumplir no sea 
inferior a seis meses. 


3. Para los delitos en materia tributaria, aduanera y 
cambiaria, la extradición será acordada en las condi- 
ciones previstas en la presente convención. 


Artículo 3% 


Cuando la solicitud de extradición se refiera a dife- 
rentes delitos, sancionados por la legislación de ambos 
Estados y no concurrieren respecto de alguno de ellos 
los requisitos previstos por el artículo 2”, el Estado re- 
querido podrá igualmente conceder la extradición res- 
pecto de estos últimos. 


Artículo 4* 

La legislación del Estado requerido será la aplica- 
ble a los procedimientos de detención preventiva, de 
extradición y de tránsito. 

CAPITULO IU 
DENEGACION DE LA EXTRADICION 


Artículo 5% 


La extradición no será concedida: 
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1. por los delitos considerados por el Estado reque- 
rido como políticos o conexos con delito de esta natu- 
raleza; 


2. cuando el Estado requerido tuviera razones fun- 
dadas para suponer que la solicitud de extradición ha 
sido presentada con la finalidad de perseguir o sancio- 
nar a una persona por motivo de raza, religión, nacio- 
nalidad u opiniones políticas o bien cuando la situación 
de dicha persona pudiera verse agravada por alguno de 
estos motivos; 


3. cuando la persona reclamada vaya a ser juzgada 
en el Estado requirente por un tribunal de excepción o 
cuando la extradición fuera solicitada para la ejecución 
de una pena dictada por un tribunal de tal naturaleza; 


4. cuando el delito respecto al cual la extradición 
es solicitada fuera considerado como un delito exclu- 
sivamente militar por el Estado requerido. 


Artículo 6* 


1. La extradición podrá no ser otorgada si la perso- 
na reclamada posee la nacionalidad del Estado reque- 
rido. La calidad de nacional se apreciará a la fecha de 
la comisión de los hechos. 


2. Cuando, en aplicación del parágrafo precedente, 
el Estado requerido no entregare la persona reclamada 
por la sola razón de su nacionalidad deberá, de confor- 
midad a su propia ley y con base en la denuncia de los 
hechos realizada por el Estado requirente, someter el 
caso a sus autoridades competentes para el ejercicio 
de la acción penal pertinente. A tales efectos, los 
documentos, informes y objetivos relativos al delito 
serán remitidos gratuitamente por la vía prevista en 
el artículo 13 y el Estado requirente será informado de 
la decisión adoptada. 


Artículo 7" 


La extradición no será concedida cuando la perso- 
na reclamada haya sido objeto, en el Estado requerido, 
de una sentencia firme, de condena o de absolución 
por el delito o los delitos en razón de los cuales se 
solicita la extradición. 


Artículo 8" 


No se concederá la extradición cuando se hubiera 
producido la prescripción de la acción penal o de la pena 
según la legislación de cualquiera de los dos Estados. 


Artículo 9 


El Estado requerido podrá denegar la extradición 
cuando, conforme a su legislación, corresponda a sus 
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tribunales conocer del delito por el cual aquella ha 
sido solicitada. 


Artículo 10 
La extradición podrá denegarse: 


1. cuando el delito se hubiere cometido fuera del 
territorio del Estado requirente por un extranjero a ese 
Estado y la legislación del Estado requerido no autori- 
zare la acción penal por el mismo delito cometido 
fuera de su territorio por un extranjero. 


2. cuando la persona reclamada ha sido objeto, en 
el Estado requerido, de acciones penales por el delito 
que origina la solicitud de extradición, o cuando las 
autoridades judiciales del Estado requerido han decidi- 
do poner fin a dichas acciones, según los procedimien- 
tos previstos a tales efectos por sus leyes. 


3. cuando la persona reclamada ha sido objeto de 
una sentencia firme de condena o de absolución en un 
tercer Estado por el delito o los delitos que originaron 
la solicitud de extradición. 


Artículo 11 


1. Cuando el hecho que motiva la solicitud de ex- 
tradición fuere castigado con la pena de muerte por la 
ley del Estado requirente y que dicha pena no estuvie- 
re prevista para este caso por la ley del Estado requeri- 
do, o que ella generalmente no se ejecutare, podrá no 
concederse la extradición, salvo que el Estado requi- 
rente otorgue seguridades, consideradas suficientes por 
el Estado requerido, de que la pena de muerte no será 
ejecutada. 


2. Cuando el hecho que motiva la solicitud de ex- 
tradición fuere pasible de una pena o de una medida 
de seguridad de carácter perpetuo o cuando la solici- 
tud fuere presentada a los efectos de la ejecución de 
tal pena o medida, la extradición podrá ser acordada si 
el Estado requerido considera como suficientes las se- 
guridades dadas por el Estado requirente de que su 
legislación y su práctica en materia de ejecución de 
penas admiten medidas de reducción que pudieran be- 
neficiar a la persona reclamada. 


Artículo 12 


La extradición podrá ser denegada por considera- 
ciones humanitarias, en caso de que la entrega de la 
persona reclamada pudiera tener consecuencias de una 
gravedad excepcional, debido a su edad o a su estado 
de salud. 
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CAPITULO III 
PROCEDIMIENTO 
Artículo 13 


1. La solicitud de extradición y todas las comuni- 
caciones posteriores serán cursadas por la vía diplo- 
mática. 


2. La autoridad central será para la República Orien- 
tal del Uruguay el Ministerio de Educación y Cultura, 
y para la República Francesa el Ministerio de Justicia. 


Artículo 14 


La solicitud de extradición deberá presentarse por 
escrito y ser acompañada de: 


1. exposición de los hechos por los que se solicita, 
lugar y fecha de su comisión, tipificación y referencia 
a las disposiciones legales aplicables, indicado todo 
ello con la mayor exactitud posible; 


2. original o testimonio auténtico de la sentencia 
ejecutoriada, orden de detención o cualquier otra or- 
den judicial que tenga la misma fuerza según la legis- 
lación del Estado requirente, estableciendo la existen- 
cia del delito por el cual la persona es reclamada; 


3. texto de las disposiciones legales relativas al 
delito o a los delitos de que se trate, penas correspon- 
dientes y plazos de prescripción. Tratándose de delitos 
cometidos fuera del territorio del Estado requirente, 
texto de las disposiciones legales o convencionales que 
le atribuyan competencia; 


4. información que permita establecer la identidad 
y nacionalidad de la persona reclamada y, de ser posi- 
ble, los elementos que permitan su localización. 


Artículo 15 


En caso de que la información o documentos que 
acompañen la solicitud de extradición resultaren insu- 
ficientes O presentaren irregularidades, el Estado re- 
querido informará al Estado requirente las omisiones o 
irregularidades que sea necesario subsanar. El Estado 
requerido indicará el plazo que, conforme a sus proce- 
dimientos internos, puede ser establecido al respecto. 


Artículo 16 


Los documentos serán enviados acompañados de 
traducción al idioma del Estado requerido y estarán 
exentos de legalización cuando fueren transmitidos por 
la vía diplomática. 
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CAPITULO IV 
LIMITES A LA EXTRADICION 
Artículo 17 


1. La persona que haya sido extraditada, no será 
procesada, juzgada ni detenida para la ejecución de 
una pena por un delito anterior a la entrega y diferente 
al que hubiere motivado la extradición, salvo en los 
casos siguientes: 


a) cuando mediare el consentimiento del Estado 
que la haya entregado. A estos efectos, se presentará 
una solicitud acompañada de los documentos previstos 
en el artículo 14 y de un acta judicial consignando la 
declaración de la persona reclamada, en el sentido de 
que acepta o se opone a la ampliación de la extradi- 
ción. Este consentimiento sólo podrá ser otorgado cuan- 
do la naturaleza del delito por el que se la solicitare 
permita dar lugar a la extradición según los términos 
de la presente convención; 


b) cuando la persona extraditada, habiendo tenido 
la posibilidad de abandonar el territorio del Estado al 
cual fue entregada, permaneciere en él más de cuaren- 
ta y cinco días después de la excarcelación definitiva 
O regresare a él tras haberlo abandonado. 


2. cuando haya sido modificada la tipificación del 
delito que originó la extradición de una persona, esta 
sólo podrá ser procesada o enjuiciada cuando la nueva 
tipificación del delito: 


a) pudiera dar lugar a extradición según las condi- 
ciones de la presente convención; 


b) se refiriera a los mismos hechos que el delito por 
el cual la extradición hubiera sido concedida. 


Artículo 18 


Salvo en el caso previsto en el artículo 17, parágra- 
fo 1, b, la reextradición hacia un tercer Estado no 
podrá ser acordada sin el consentimiento del Estado 
que concedió la extradición. Este podrá exigir la pre- 
sentación de los documentos previstos en el artículo 14, 
al igual que de un acta judicial consignando la decla- 
ración de la persona reclamada, en el sentido de que 
acepta o se opone a la reextradición. 


CAPITULO V 
DETENCION PREVENTIVA 


Artículo 19 


1. En caso de urgencia, las autoridades competen- 
tes del Estado requirente podrán solicitar la detención 
preventiva de la persona reclamada. La solicitud de 
detención preventiva deberá indicar la existencia de 
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alguno de los documentos previstos en el parágrafo 2 
del artículo 14 y comunicar la intención de presentar 
una solicitud de extradición. Mencionará asimismo, el 
delito por el cual será solicitada, así como la fecha, el 
lugar y las circunstancias de su comisión y la informa- 
ción que permita establecer la identidad y la naciona- 
lidad de la persona requerida. 


2. Las autoridades centrales se cursarán la solicitud 
de detención preventiva por la vía diplomática, por inter- 
medio de Interpol, por correo, por facsímil, o por cual- 
quier otro medio del que quedare constancia escrita. 


De conformidad con su legislación interna y a efec- 
tos de incrementar su agilidad y eficacia, las Partes 
podrán modificar mediante canje de notas, el procedi- 
miento de detención preventiva. 


3. A partir de la recepción de la solicitud prevista 
en el parágrafo 1, las autoridades competentes del Es- 
tado requerido darán curso a la misma de conformidad 
a su legislación. El Estado requirente será informado 
del trámite dado a su solicitud. 


4. La detención preventiva concluirá si, en un pla- 
zo de cuarenta y cinco días contados desde el arresto 
de la persona, la autoridad central del Estado requeri- 
do no hubiera recibido la solicitud de extradición y los 
documentos mencionados en el artículo 14. 


5. El hecho de que haya concluido la detención 
preventiva en aplicación del parágrafo precedente, no 
impedirá la extradición de la persona reclamada si la 
solicitud formal de extradición y los documentos a que 
refiere el artículo 14 fueren recibidos posteriormente. 


CAPITULO VI 
SOLICITUDES CONCURRENTES 
Artículo 20 


Cuando la extradición fuere solicitada en forma 
concurrente por una de las Partes y por otros Estados, 
ya sea por el mismo hecho o por hechos diferentes, el 
Estado requerido decidirá teniendo en cuenta todas las 
circunstancias y, especialmente, la existencia de otros 
acuerdos internacionales que le obliguen, la gravedad 
relativa y el lugar de comisión de los delitos, las fe- 
chas respectivas de las solicitudes, la nacionalidad de 
la persona reclamada y la posibilidad de su posterior 
extradición hacia otro Estado. 


CAPITULO VII 
DECISION Y ENTREGA 


Artículo 21 


1. El Estado requerido comunicará al Estado requi- 
rente su decisión respecto de la extradición. 
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2. Toda denegatoria, total o parcial, será fundada. 


3. En caso de su otorgamiento, el Estado requirente 
será informado del lugar y de la fecha de la entrega, al 
igual que de la duración de la detención sufrida por la 
persona reclamada con fines extradicionales. 


4. En caso de que la persona reclamada no fuera 
recibida en un plazo de treinta días contados a partir 
de la fecha fijada para su entrega, será puesta en liber- 
tad y el Estado requerido podrá, posteriormente, re- 
chazar su extradición por los mismos hechos. 


5. En caso de fuerza mayor que impidiere la entre- 
ga o la recepción de la persona a extraditar, el Estado 
afectado lo informará al otro Estado; ambos Estados 
acordarán una nueva fecha para la entrega. 


Artículo 22 


1. El Estado requerido podrá, después de acceder a 
la extradición, diferir la entrega de la persona recla- 
mada cuando existieran procedimientos en trámite en 
su contra o cuando se encontrara cumpliendo una pena 
en su territorio por un delito distinto, hasta la conclu- 
sión de los procedimientos o el cumplimiento de la 
pena que le hubiera sido impuesta. 


2. Si su legislación lo permitiera, en lugar de dife- 
rir la entrega, el Estado requerido podrá entregar tem- 
poralmente la persona reclamada, en las condiciones 
que de común acuerdo establecieran ambos Estados. 


3. La entrega podrá igualmente ser diferida cuan- 
do, por las condiciones de salud de la persona recla- 
mada, el traslado pudiera poner en peligro su vida o 
agravar su estado. 


CAPITULO VIII 
REQUISA Y ENTREGA DE BIENES 
Artículo 23 


1. A solicitud del Estado requirente, el Estado re- 
querido requisará los bienes, valores o documentos vin- 
culados al delito: 


a) cuando pudieren servir como prueba, o 


b) cuando, provenientes del delito, se encontraren 
en posesión de la persona reclamada. 


2. Cuando la extradición haya sido concedida, el Es- 
tado requerido, en aplicación de su legislación interna, 
ordenará la entrega de los bienes requisados, aún cuando 
la entrega de la persona reclamada no pudiera tener lugar 
en razón de su muerte, desaparición o evasión. 
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3. Cuando los bienes referidos fueren susceptibles 
de requisa o confiscación en el territorio del Estado 
requerido, este podrá a los fines de un procedimiento 
penal en trámite, conservarlos temporalmente o remi- 
tirlos bajo condición de restitución. 


4. Cuando el Estado requerido o terceras personas 
tuvieren derechos sobre los bienes remitidos al Estado 
requirente a los fines de un procedimiento penal de 
conformidad con lo dispuesto en el presente artículo, 
dichos bienes serán restituidos al Estado requerido lo 
antes posible y sin cargo alguno. 


CAPITULO IX 
TRANSITO 
Artículo 24 


1. El tránsito por el territorio de uno de los Estados 
de una persona que no sea su nacional, entregada al 
otro por un tercer Estado, será autorizado ante la pre- 
sentación por la vía diplomática de alguno de los do- 
cumentos señalados en el parágrafo 2 del artículo 14 
de la presente Convención, siempre que no se opusie- 
ren razones de orden público o que no se trataren de 
delitos por los cuales la extradición no fuera otorgada 
en virtud de lo dispuesto por el artículo 5. 


2. El tránsito podrá ser denegado en los restantes 
casos de denegación de la extradición. 


3. La custodia de la persona corresponderá a las 
autoridades del Estado de tránsito mientras ella se en- 
cuentre en su territorio. 


4. En caso de utilizarse la vía aérea, regirán las 
siguientes disposiciones: 


a) cuando no se haya previsto aterrizaje, el Estado 
requirente deberá notificar al Estado cuyo territorio 
será sobrevolado y le certificará la existencia de algu- 
no de los documentos previstos en el parágrafo 2 del 
artículo 14. En caso de aterrizaje fortuito, dicha notifi- 
cación surtirá efectos de solicitud de detención provi- 
sional de conformidad con el artículo 19 y el Estado 
requirente deberá presentar una solicitud regular de 
tránsito; 


b) cuando se haya previsto aterrizaje, el Estado 
requirente deberá presentar una solicitud regular de 
tránsito. 


5. El Estado requirente reembolsará al de tránsito 
todos los gastos en que éste incurriera con tal motivo. 
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CAPITULO X 
GASTOS 
Artículo 25 


Los gastos ocasionados por los procedimientos in- 
ternos inherentes a toda extradición estarán a cargo de 
la Parte requerida, con excepción de los relativos al 
transporte de la persona reclamada, los que estarán a 
cargo del Estado requirente. 


CAPITULO XI 
DISPOSICIONES FINALES 
Artículo 26 


1. Las Partes se notificarán el cumplimiento de sus 
procedimientos constitucionales para la entrada en vi- 
gor de la presente Convención, la que tendrá lugar el 
primer día del segundo mes siguiente a la fecha de la 
recepción de la última notificación. 


2. Las Partes podrán en cualquier momento denun- 
ciar la presente Convención mediante notificación es- 
crita cursada al otro Estado por la vía diplomática; la 
denuncia surtirá efecto a partir del primer día del tercer 
mes siguiente a la fecha de recepción de dicha notifica- 
ción. 


En fe de lo cual, los representantes de los dos go- 
biernos, debidamente autorizados, suscriben la presen- 
te Convención. 


Hechos en París el 5 de noviembre de 1996, en dos 
ejemplares, en idiomas español y francés, siendo am- 
bos textos igualmente auténticos. 


Por el Gobierno de la 
República Francesa 


Por el Gobierno de la 
República Oriental 
del Uruguay 


Carlos Pérez del Castillo Hervé de Charette 
Subsecretario Ministro 
de Relaciones Exteriores de Asuntos Exteriores 
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Asuntos Internacionales 


INFORME 


Al Senado: 


La Comisión de Asuntos Internacionales recomien- 
da a la Cámara de Senadores la aprobación de la Con- 
vención sobre Extradición entre la República Oriental 
del Uruguay y la República Francesa suscrita el 5 de 
noviembre de 1996 en la ciudad de París. 
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La Convención establece la obligación de las Partes 
Contratantes de concederse en forma recíproca, la ex- 
tradición de las personas que se encuentran en su terri- 
torio por algún delito o para la ejecución de una pena. 


Se señala que los delitos que darán lugar a extradi- 
ción son aquellos tipificados como tales por las leyes 
de los Estados Partes, cualquiera sea su denominación, 
siempre que sean punibles con una pena privativa de 
libertad cuya duración máxima no sea inferior a dos 
años. 


Los tres requisitos fundamentales para que se esti- 
me procedente la entrega son: la doble incriminación, 
la pena, y la jurisdicción. 


Los tribunales del Estado solicitante deben tener 
competencia para entender en las conductas para cuyo 
juzgamiento, o cumplimiento de la sentencia, se soli- 
cita la entrega. 


La Convención establece causales preceptivas de 
denegación de la entrega, vinculándolas a la naturale- 
za del delito, a la existencia de una sentencia firme 
previa, al juzgamiento por tribunales de excepción y a 
la imposición de pena de muerte o privativa de liber- 
tad a perpetuidad, y cuando la solicitud de extradición 
tuviera como fin la persecución o la sanción de una 
persona por motivo de raza, religión, nacionalidad. 


La Convención estipula que no se concederá la 
extradición, en ningún caso, por delitos políticos o 
conexos, quedando la calificación a cargo del Estado 
requerido. 


Se recoge otras causales de denegación usuales, 
como la extradición por delitos militares, si hubo cosa 
juzgada en el Estado requerido, respecto de las con- 
ductas que motivan el pedido, o si la persona reclama- 
da hubiera sido condenada o vaya a ser juzgada por un 
tribunal ad hoc o de excepción. 


Se considera como causal de denegación, la exis- 
tencia de razones fundadas por parte del Estado reque- 
rido de que la solicitud de extradición ha sido presen- 
tada con la finalidad de perseguir o sancionar a la 
persona reclamada, por su raza, religión, nacionalidad, 
u opiniones políticas, o bien cuando la situación de 
dicha persona pudiera verse agravada por alguno de 
esos motivos. 


Es posible denegar la extradición, si existe prescrip- 
ción, a la circunstancia de que el delito se hubiere co- 
metido en el territorio de la Parte requerida, y al 
principio “non bis in idem”. 


Podrá ser denegada la extradición, también, por 
consideraciones humanitarias, en caso de que la entre- 
ga de la persona reclamada pudiera tener consecuencias 
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de una gravedad excepcional, debido a su edad o a su 
estado de salud. 


Las facultades del Estado requirente en relación a 
la persona entregada no son ilimitadas: sólo se le po- 
drá juzgar por los delitos alegados en la solicitud, no 
se le podrá reextraditar, en principio, a un Estado ter- 
cero, y no será detenida, juzgada ni condenada en el 
territorio del Estado requirente, por un delito cometido 
con anterioridad a la fecha de la solicitud de extradi- 
ción, distinto de aquel por el cual fue concedida. 


El Estado requerido deberá informar sin demora 
acerca de su decisión respecto de la extradición solici- 
tada, debiendo fundar la negativa. Si la persona recla- 
mada está siendo procesada o cumpliendo una conde- 
na en el Estado requerido por un delito distinto del 
que motiva la extradición, el Estado requerido deberá, 
igualmente, resolver e informar acerca del pedido. 


Si la persona reclamada no hubiere sido recibida 
dentro del plazo determinado deberá ser puesta en li- 
bertad, pudiendo la Parte requerida denegar posterior- 
mente la extradición por los mismos hechos. Se excep- 
túan los casos de fuerza mayor que impidan la entrega 
O la recepción de la persona reclamada, pudiéndose acor- 
dar una nueva fecha para la entrega. Se podrá diferir la 
entrega, cuando por las condiciones de salud de la per- 
sona reclamada, el traslado pudiera poner en peligro su 
vida o agravar su estado. 


La Convención regula la cooperación que debe pres- 
tar la Parte a través de cuyo territorio se traslada la 
persona extraditada; no siendo necesaria la misma, 
cuando se utilice el transporte aéreo que no tenga pre- 
visto aterrizaje en el Estado de tránsito. 


Se establece, también, por la Convención, que el 
Estado requirente podrá solicitar le sean entregados 
los bienes que se encuentren en el Estado requerido, y 
que hayan sido producto del delito o delitos cometi- 
dos, o servir como medios de prueba. La Convención, 
establece, asimismo, un orden de preferencia que de- 
berá tener en cuenta el Estado requerido cuando exis- 
tan solicitudes de extradición de una misma persona 
por parte de más de un Estado. 


Como medida cautelar, el Estado requirente podrá, 
a efectos de impedir que se frustre el resultado del 
pronunciamiento final, la detención preventiva de la 
persona reclamada en casos de urgencia. Deberá cons- 
tar en la solicitud de detención que la misma responde 
a una sentencia condenatoria o mandamiento de deten- 
ción firmes, y en todos los casos, deberá mediar ofre- 
cimiento de presentar demanda de extradición. 


La Convención establece que, en el derecho proce- 
sal extradicional, se procura conciliar los aspectos de 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-269 


una rápida prestación de justicia con la debida protec- 
ción de los derechos de la persona reclamada. 


Sala de la Comisión, 19 de marzo de 1998. 


Pablo Millor (Miembro Informante), Alberto 
Couriel, Reinaldo Gargano, Rafael Micheli- 
ni, Américo Ricaldoni. Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili).- Léase el 
proyecto. 


(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Millor. 


SEÑOR MILLOR. - Esta Convención sobre extradición 
entre el Gobierno de la República y el Gobierno de la Repúbli- 
ca Francesa fue suscrita en París el 5 de noviembre de 1996 y 
remitido por el Poder Ejecutivo a la Asamblea General y al 
Senado de la República el 5 de marzo de 1997. 


Cuenta con el voto unánime de la Comisión de Asuntos 
Internacionales y, a grandes rasgos, la Convención establece 
la obligación de los Estados Parte de concederse recíproca- 
mente la extradición de las personas que se encuentren en su 
territorio por algún delito o por la ejecución de una pena 
privativa de libertad. Los delitos que dan lugar a la extradi- 
ción son aquellos tipificados como tales por ambas partes, 
cualquiera sea su denominación, siempre que sean punibles 
con una pena privativa de libertad cuya duración máxima no 
sea inferior a los dos años. Como es de estilo, también en 
esta Convención se establecen causales preceptivas de dene- 
gación de la entrega de la persona requerida que están proli- 
jamente detalladas en el articulado. 


Reitero que es un proyecto de ley que cuenta con la apro- 
bación unánime de la Comisión de Asuntos Internacionales, 


razón por la cual solicitamos sea votado de inmediato. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 


“ARTICULO UNICO. - Apruébase la Convención 
sobre Extradición entre el Gobierno de la República 
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Oriental del Uruguay y el Gobierno de la República 
Francesa suscripta el 53 de noviembre de 1996 en la 
ciudad de París.” 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley que se comunicará a 
la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


15) CONVENCION DE VIENA SOBRE RESPONSABI- 
LIDAD CIVIL POR DAÑOS NUCLEARES 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Se pasa a 
considerar el sexto punto del orden del día: “Proyecto de ley 
por el que se aprueba la Convención de Viena sobre Respon- 
sabilidad Civil por Daños Nucleares y el Protocolo Facultati- 
vo sobre Jurisdicción Obligatoria para la Solución de Contro- 
versias. (Carp. N* 933/97 - Rep. N* 582/98”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 933/97 
Rep. N* 582/98 


Ministerio de Relaciones 
Exteriores 
Ministerio de Industria, 
Energía y Minería 


Montevideo, 28 de octubre de 1997. 
Señor Presidente de la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo de conformidad con lo estipulado por el artícu- 
lo 168 (20) de la Constitución de la República, a fin de 
reiterar su solicitud de aprobación para los instrumen- 
tos internacionales cuya copia autenticada, acompañada 
del Mensaje que fuera oportunamente remitido a la 
Asamblea General, se agrega al presente en el entendi- 
do de que permanecen en vigencia para los intereses de 
la República los fundamentos que, en aquella ocasión, 
ameritaron su envío. 


El Poder Ejecutivo reitera a la Asamblea General 
las seguridades de su más alta consideración. 


Julio María Sanguinetti, PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA. Alvaro Ramos, Julio Herrera. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Apruébase la adhesión de la Repú- 
blica a la Convención de Viena sobre Responsabilidad 
Civil por Daños Nucleares, adoptada en Viena, Aus- 
tria, el 21 de mayo de 1963 y el Protocolo Facultativo 
sobre Jurisdicción Obligatoria para la Solución de Con- 
troversias de la misma fecha. 


Alvaro Ramos, Julio Herrera. 
Organismo Internacional de Energía Atómica 


CONVENCION DE VIENA 
SOBRE RESPONSABILIDAD CIVIL POR 
DAÑOS NUCLEARES 


Viena, 21 de mayo de 1963. 
LAS PARTES CONTRATANTES, 


HABIENDO RECONOCIDO la conveniencia de fi- 
jar normas mínimas que ofrezcan una protección fi- 
nanciera contra los daños derivados de determinadas 
aplicaciones pacíficas de la energía nuclear, 


CONVENCIDAS de que una convención sobre res- 
ponsabilidad civil por daños nucleares contribuirá tam- 
bién a instaurar relaciones amistosas entre las nacio- 
nes, independientemente de sus diferentes regímenes 
constitucionales y sociales, 


HAN DECIDIDO concertar a tal efecto una Con- 
vención y, en consecuencia, han acordado lo que si- 
gue: 


ARTICULO I 
1. - A los efectos de la presente Convención: 


a) Por “persona” se entenderá toda persona física, 
toda persona jurídica de derecho público o de 
derecho privado, toda entidad pública o privada 
aunque no tenga personalidad jurídica, toda or- 
ganización internacional que tenga personalidad 
jurídica con arreglo a la legislación del Estado 
de la instalación y todo Estado o cualesquiera 
de sus subdivisiones políticas. 


b) La expresión “nacional de una Parte Contratan- 
te” comprenderá la Parte Contratante o cual- 
quiera de las subdivisiones políticas de su terri- 
torio, toda persona jurídica de derecho público 
o de derecho privado y toda entidad pública o 
privada establecida en el territorio de una Parte 
Contratante, aunque no tenga personalidad jurí- 
dica. 
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c) 


d) 


e) 


8) 


h) 


1) 


j) 


Por “explotador” de una instalación nuclear se 
entenderá la persona designada o reconocida por 
el Estado de la instalación como explotador de 
dicha instalación. 


Por “Estado de la instalación” respecto de una 
instalación nuclear, se entenderá la Parte Con- 
tratante en cuyo territorio esté la instalación nu- 
clear o bien, si la instalación nuclear no está en 
el territorio de ningún Estado, la Parte Contra- 
tante que explote la instalación nuclear o haya 
autorizado su explotación. 


Por “legislación del tribunal competente” se en- 
tenderá la legislación del tribunal que sea com- 
petente con arreglo a la presente Convención, 
incluidas las normas de dicha legislación que 
regulen los conflictos de leyes. 


Por “combustibles nucleares” se entenderá las 
sustancias que puedan producir energía median- 
te un proceso automantenido de fisión nuclear. 


Por “productos o desechos radiactivos” se en- 
tenderá los materiales radiactivos producidos du- 
rante el proceso de producción o utilización de 
combustibles nucleares o cuya radiactividad se 
haya originado por la exposición a las radiacio- 
nes inherentes a dicho proceso, salvo los radio- 
isótopos que hayan alcanzado la etapa final de 
su elaboración y puedan ya utilizarse con fines 
científicos, médicos, agrícolas, comerciales o in- 
dustriales. 


Por “sustancias nucleares” se entenderá: 


1) los combustibles nucleares, salvo el uranio 
natural y el uranio empobrecido, que por sí 
solos o en combinación con otras sustancias 
puedan producir energía mediante un proce- 
so automantenido de fisión nuclear fuera de 
un reactor nuclear, 


11) los productos o desechos radiactivos. 


Por “reactor nuclear” se entenderá cualquier es- 
tructura que contenga combustibles nucleares 
dispuestos de tal modo que dentro de ella pueda 
tener lugar un proceso automantenido de fisión 
nuclear sin necesidad de una fuente adicional 
de neutrones. 


Por “instalación nuclear” se entenderá: 


1) los reactores nucleares, salvo los que se uti- 
licen como fuente de energía en un medio 
de transporte aéreo o marítimo, tanto para 
su propulsión como para otros fines; 
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11) las fábricas que utilicen combustibles nuclea- 
res para producir sustancias nucleares, y las 
fábricas en que se proceda al tratamiento de 
sustancias nucleares, incluidas las instalacio- 
nes de regeneración de combustibles nuclea- 
res irradiados; 


111) las instalaciones de almacenamiento de sus- 
tancias nucleares, excepto los lugares en que 
dichas sustancias se almacenen incidentalmen- 
te durante su transporte, 


en la inteligencia de que el Estado de la instala- 
ción podrá determinar que se considere como 
una sola instalación nuclear a varias instalacio- 
nes nucleares de un solo explotador que estén 
ubicadas en un mismo lugar. 


Por “daños nucleares” se entenderá: 


1) la pérdida de vidas humanas, las lesiones cor- 
porales y los daños y perjuicios materiales 
que se produzcan como resultado directo o 
indirecto de las propiedades radiactivas o de 
su combinación con las propiedades tóxicas, 
explosivas u otras propiedades peligrosas de 
los combustibles nucleares o de los produc- 
tos o desechos radiactivos que se encuentren 
en una instalación nuclear, o de las sustan- 
cias nucleares que procedan de ella, se origi- 
nen en ella o se envíen a ella; 


11) los demás daños y perjuicios que se produz- 
can u originen de esta manera en cuanto así 
lo disponga la legislación del tribunal com- 
petente; 


111) si así lo dispone la legislación del Estado de 
la instalación, la pérdida de vidas humanas, 
las lesiones corporales y los daños y perjui- 
cios materiales que se produzcan como resul- 
tado directo o indirecto de otras radiaciones 
lonizantes que emanen de cualquier otra fuen- 
te de radiaciones que se encuentre dentro de 
una instalación nuclear. 


Por “accidente nuclear” se entenderá cualquier 
hecho o sucesión de hechos que tengan el mis- 
mo origen y hayan causado daños nucleares. 


2. - El estado de la instalación podrá excluir del 


ámbito de la presente Convención cualquier can- 
tidad pequeña de sustancias nucleares siempre 
que lo permita la reducida importancia de los 
peligros inherentes a tal decisión y siempre que: 


a) los límites máximos para la exclusión de ta- 
les cantidades hayan sido determinados por 
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la Junta de Gobernadores del Organismo In- 
ternacional de Energía Atómica; 


b) la cantidad de sustancias nucleares exclui- 
das por el Estado de la instalación no exce- 
da de los referidos límites. 


La Junta de Gobernadores revisará periódi- 
camente los límites máximos. 


ARTICULO II 


1. - El explotador de una instalación nuclear será 
responsable de los daños nucleares si se prueba que 
esos daños han sido ocasionados por un accidente nu- 
clear: 


a) que ocurra en su instalación nuclear; 


b) en el que intervengan sustancias nucleares pro- 
cedentes de su instalación nuclear o que se orl- 
ginen en ella, cuando el accidente acaezca: 


1) antes de que el explotador de otra instala- 
ción nuclear haya asumido expresamente por 
contrato escrito la responsabilidad de los ac- 
cidentes nucleares en que intervengan las sus- 
tancias, 


11) antes de que el explotador de otra instala- 
ción nuclear se haya hecho cargo de las sus- 
tancias nucleares, si la responsabilidad no se 
ha asumido expresamente por contrato es- 
crito, 


111) antes de que la persona que esté debidamen- 
te autorizada para tener a su cargo un reac- 
tor nuclear que se utilice como fuente de 
energía en un medio de transporte, para su 
propulsión o para otros fines, se haya hecho 
cargo de las sustancias nucleares si estaban 
destinadas a ser utilizadas en ese reactor nu- 
clear, 


1v) antes de que las sustancias nucleares hayan 
sido descargadas del medio de transporte en 
que hayan llegado al territorio de un Estado 
que no sea Parte Contratante, cuando esas 
sustancias hayan sido enviadas a una perso- 
na que se encuentre en el territorio de ese 
Estado; 


c) en el que intervengan sustancias nucleares en- 
viadas a su instalación nuclear, cuando el acci- 
dente acaezca; 


1) después de que el explotador haya asumido 
expresamente por contrato escrito la respon- 
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sabilidad de los accidentes nucleares en que 
intervengan las sustancias nucleares, que re- 
caía en el explotador de otra instalación nu- 
clear; 


11) después de que el explotador se haya hecho 
cargo de las sustancias nucleares, si la res- 
ponsabilidad no se ha asumido expresamen- 
te por contrato escrito; 


111) después de que se haya hecho cargo de esas 
sustancias nucleares la persona que tenga a 
su cargo un reactor nuclear que se utilice 
como fuente de energía en un medio de trans- 
porte, para su propulsión o para otros fines; 


1v) después de que las sustancias nucleares ha- 
yan sido cargadas en el medio de transporte 
en que han de ser expedidas desde el territo- 
rio de un estado que no sea Parte Contratan- 
te, cuando esas sustancias hayan sido envia- 
das con el consentimiento escrito del explo- 
tador por una persona que se encuentre en el 
territorio de dicho Estado, 


quedando entendido que, si los daños nucleares han 
sido causados por un accidente nuclear que ocurra en 
una instalación nuclear y en el que intervengan sustan- 
cias nucleares almacenadas incidentalmente en ella con 
ocasión del transporte de dichas sustancias, las dispo- 
siciones del apartado a) del presente párrafo no se 
aplicarán cuando otro explotador u otra persona sea 
exclusivamente responsable en virtud de lo dispuesto 
en los apartados b) o c) del presente párrafo. 


2. El Estado de la instalación podrá disponer por 
vía legislativa que, con las condiciones que estipule su 
legislación nacional, un transportista de sustancias nu- 
cleares o una persona que manipule desechos radiacti- 
vos puedan ser considerados o reconocidos como ex- 
plotadores en relación, respectivamente, con las sus- 
tancias nucleares o con los desechos radiactivos y en 
sustitución del explotador interesado, si ese transpor- 
tista o esa persona lo pide y el explotador consiente. En 
tal caso, ese transportista o esa persona serán conside- 
rados a todos los efectos de la presente Convención 
como explotadores de una instalación nuclear en el te- 
rritorio de dicho Estado. 


a) Cuando la responsabilidad por daños nucleares 
recaiga en más de un explotador, esos explota- 
dores, en la medida en que no se pueda deter- 
minar con certeza qué parte de los daños ha de 
atribuirse a cada uno de ellos, serán mancomu- 
nada y solidariamente responsables. 
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b) Cuando la responsabilidad recaiga sobre más de 
un explotador como consecuencia de un acci- 
dente nuclear que ocurra durante el transporte 
de sustancias nucleares, sea en un mismo medio 
de transporte, sea en una misma instalación nu- 
clear, la responsabilidad global no rebasará el 
límite más alto que corresponda aplicar a cada 
uno de ellos de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo V. 


c) En ninguno de los casos previstos en los aparta- 
dos a) y b) del presente párrafo podrá exceder 
la responsabilidad de un explotador del importe 
que en lo que le concierne se fije de conformi- 
dad con lo dispuesto en el artículo V. 


4. - Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 3 del 
presente artículo, cuando un accidente nuclear afecte a 
varias instalaciones nucleares del mismo explotador, 
éste será responsable en relación con cada una de estas 
instalaciones hasta el límite que corresponda aplicarle 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo V. 


5. - Sin perjuicio de lo dispuesto en la presente Con- 
vención, sólo podrá considerarse responsable de los da- 
ños nucleares al explotador. No obstante, esta disposi- 
ción no afectará a la aplicación de ninguno de los acuer- 
dos internacionales de transporte vigentes o abiertos a la 
firma, ratificación o adhesión en la fecha en que quede 
abierta a la firma la presente Convención. 


6. Ninguna persona será responsable de las pérdi- 
das o daños que no sean daños nucleares de conformi- 
dad con lo dispuesto en el apartado k) del párrafo 1 
del artículo I pero que hubieran podido ser considera- 
dos como daños nucleares de conformidad con lo dis- 
puesto en el inciso 11) del apartado k) de dicho párrafo. 


7. Sólo se podrá entablar acción directa contra la 
persona que dé una garantía financiera de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo VII si así lo dispone la 
legislación del tribunal competente. 


ARTICULO III 


El explotador que sea responsable con arreglo a la 
presente Convención entregará al transportista un cer- 
tificado extendido por el asegurador o por la persona 
que haya dado la garantía financiera con arreglo al 
artículo VIL o en su nombre. En el certificado se hará 
constar el nombre y la dirección de dicho explotador, 
y el importe, tipo y duración de la garantía, estos da- 
tos no podrán ser impugnados por la persona que haya 
extendido el certificado o lo haya hecho extender. El 
certificado indicará asimismo las sustancias nucleares 
cubiertas por la garantía y contendrá una declaración 
de la autoridad pública competente del Estado de la 
instalación haciendo constar que la persona designada 
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en el certificado es un explotador en el sentido de la 
presente Convención. 


ARTICULO IV 


1. La responsabilidad del explotador por daños nu- 
cleares con arreglo a la presente Convención será obje- 
tiva. 


2. Si el explotador prueba que la persona que sufrió 
los daños nucleares los produjo o contribuyó a ellos por 
negligencia grave o por acción u omisión dolosa, el 
tribunal competente podrá, si así lo dispone su propia 
legislación, exonerar total o parcialmente al explotador 
de su obligación de abonar una indeminización por los 
daños sufridos por dicha persona. 


a) Con arreglo a la presente Convención no engen- 
drarán responsabilidad alguna para el explotador 
los daños nucleares causados por un accidente 
nuclear que se deba directamente a conflicto ar- 
mado, hostilidades, guerra civil o insurrección. 


b) Salvo en la medida en que la legislación del Esta- 
do de la instalación disponga lo contrario, el ex- 
plotador será responsable de los daños nucleares 
causados por un accidente nuclear que se deba 
directamente a una catástrofe natural de carácter 
excepcional. 


4. Cuando los daños nucleares y otros daños que no 
sean nucleares hayan sido originados por un accidente 
nuclear, o conjuntamente por un accidente nuclear y 
otra u otras causas diversas, se considerará, a los efec- 
tos de la presente Convención, que los daños no nu- 
cleares, en la medida en que no puedan diferenciarse 
con certeza de los daños nucleares, son daños nucleares 
originados por el accidente nuclear. Sin embargo, cuan- 
do los daños nucleares hayan sido causados conjunta- 
mente por un accidente nuclear cubierto por la presente 
Convención y por una emisión de radiaciones ionizan- 
tes que no esté cubierta por ella, ninguna cláusula de la 
presente Convención limitará ni modificará la respon- 
sabilidad que, sea respecto de cualquier persona que 
haya sufrido los daños nucleares, sea como consecuen- 
cia de la interposición de un recurso o de una demanda 
de repetición, recaiga en las personas a quienes incum- 
ba la responsabilidad por esa emisión de radiaciones 
lonizantes. 


5. El explotador no será responsable con arreglo a 
la presente Convención por los daños nucleares sufri- 
dos: 


a) por la instalación nuclear propiamente dicha o 
por los bienes que se encuentren en el recinto de 
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la instalación y que se utilicen o se vayan a utili- 
zar en relación con la misma; 


b) por el medio de transporte en el que al produ- 
cirse el accidente nuclear se hallasen las sustan- 
cias nucleares que hayan intervenido en él. 


6. Los Estados de la instalación podrán disponer 
por vía legislativa que no se aplique el apartado b) del 
párrafo 5 del presente artículo, siempre y cuando la 
responsabilidad del explotador por los daños nuclea- 
res, excluidos los sufridos por el medio de transporte, 
no se reduzca en ningún caso a una cantidad inferior a 
5 millones de dólares de los Estados Unidos por cada 
accidente nuclear. 


7. Ninguna de las disposiciones de la presente Con- 
vención afectará: 


a) a la responsabilidad de una persona física que 
por acto u omisión dolosa haya causado un daño 
nuclear que de conformidad con lo dispuesto en 
los párrafos 3 ó 5 del presente artículo no impo- 
ne responsabilidad alguna al explotador con arre- 
glo a la presente Convención; 


b) a la responsabilidad que, con arreglo a disposi- 
ciones distintas de la presente Convención, re- 
caiga en el explotador por daños nucleares res- 
pecto de los cuales, de conformidad con lo dis- 
puesto en el apartado b) del párrafo 5 del pre- 
sente artículo, no es responsable con arreglo a 
la presente Convención. 


ARTICULO V 


1. El Estado de la instalación podrá limitar el im- 
porte de la responsabilidad del explotador a una suma 
no inferior a 53 millones de dólares de los Estados 
Unidos por cada accidente nuclear. 


2. El importe máximo de la responsabilidad que se 
haya fijado de conformidad con lo dispuesto en el 
presente artículo no incluirá los intereses devengados 
ni los gastos y costas fijados por el tribunal en las 
demandas de resarcimiento de daños nucleares. 


3. El dólar de los Estados Unidos a que se hace 
mención en la presente Convención es una unidad de 
cuenta equivalente al valor oro del dólar de los Esta- 
dos Unidos en 29 de abril de 1963, que era de 35 
dólares por onza troy de oro fino. 


4. La suma indicada en el párrafo 6 del artículo IV 
y en el párrafo 1 del presente artículo podrá redon- 
dearse al convertirla en moneda nacional. 
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ARTICULO VI 


1. El derecho a reclamar una indeminización en 
virtud de la presente Convención se extinguirá si no se 
entabla la correspondiente acción dentro del plazo de 
diez años a contar desde la fecha en que se produjo el 
accidente nuclear. Sin embargo, si según la legislación 
del Estado de la instalación la responsabilidad del ex- 
plotador está cubierta por un seguro u otra garantía 
financiera o con fondos públicos, durante un plazo 
superior a diez años, la legislación del tribunal compe- 
tente podrá disponer que el derecho a reclamar una 
indemnización al explotador sólo se extinguirá des- 
pués de un plazo que podrá ser superior a diez años 
pero que no excederá del plazo en que su responsabili- 
dad esté cubierta según la legislación del Estado de la 
instalación. La prórroga del plazo de extinción no per- 
judicará en ningún caso los derechos a indemnización 
que en virtud de la presente Convención, correspondan 
a una persona que antes de haber vencido el plazo de 
diez años haya entablado acción contra el explotador 
para reclamar una indemnización por pérdida de vida 
o lesiones corporales. 


2. Cuando los daños nucleares se hayan debido a 
un accidente nuclear en el que intervengan sustancias 
nucleares que en el momento de ocurrir el accidente 
nuclear hubiesen sido objeto de robo, pérdida, echa- 
zÓón o abandono, el plazo fijado de conformidad con lo 
dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo se con- 
tará a partir de la fecha en que ocurrió dicho accidente 
nuclear, pero en ningún caso podrá ser superior a vein- 
te años a partir de la fecha en que tuvo lugar el robo, 
la pérdida, la echazón o el abandono. 


3. La legislación del tribunal competente podrá fi- 
jar otro plazo de extinción o prescripción de ese dere- 
cho, que se contará a partir de la fecha en que la 
víctima de los daños nucleares tuvo o hubiera debido 
tener conocimiento de dichos daños y del explotador 
responsable de ellos, y que no podrá ser inferior a tres 
años ni superior a los plazos fijados de conformidad 
con lo dispuesto en los párrafos 1 y 2 del presente 
artículo. 


4. Salvo cuando la legislación del tribunal compe- 
tente disponga otra cosa, toda persona que alegue ha- 
ber sufrido daños nucleares y que haya entablado una 
acción por daños y perjuicios dentro del plazo que 
corresponda de conformidad con lo dispuesto en el 
presente artículo, podrá modificar su demanda para 
que comprenda cualquier agravación de esos daños, 
aunque haya expirado dicho plazo, siempre que no 
haya recaído todavía sentencia definitiva. 


5. Si la competencia debe atribuirse de conformi- 
dad con lo dispuesto en el apartado b) del párrafo 3 
del artículo XI y dentro del plazo aplicable en virtud 
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del presente artículo se ha pedido a una Parte Contratan- 
te facultada para atribuir la competencia que así lo haga, 
pero el tiempo que quedase después de tal atribución 
fuese de menos de seis meses, el período dentro del cual 
cabe entablar acción será de seis meses, contados a partir 
de la fecha de la atribución de la competencia. 


ARTICULO VI 


1. El explotador deberá mantener un seguro u otra 
garantía financiera que cubra su responsabilidad por 
los daños nucleares. La cuantía, naturaleza y condicio- 
nes del seguro o de la garantía serán fijadas por el 
Estado de la instalación. El Estado de la instalación 
garantizará el pago de las indemnizaciones por daños 
nucleares que se reconozca ha de abonar el explota- 
dor, aportando para ello las cantidades necesarias en la 
medida en que el seguro o la garantía financiera no 
basten para cubrir las indemnizaciones, pero sin reba- 
sar el límite que se haya podido fijar de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo V. 


2. Ninguna de las disposiciones del párrafo 1 obli- 
ga a las Partes Contratantes ni a ninguna de sus subdi- 
visiones políticas, tales como Estados o Repúblicas, a 
mantener un seguro u otra garantía financiera para cu- 
brir su responsabilidad como explotadores. 


3. Los fondos correspondientes al seguro, a la ga- 
rantía financiera o a la indeminización del Estado de 
la instalación que se prevén en el párrafo 1 del presen- 
te artículo se destinarán exclusivamente al resarcimiento 
de los daños cubiertos por la presente Convención. 


4. El asegurador o la persona que haya dado una 
garantía financiera de conformidad con lo dispuesto en 
el párrafo 1 del presente artículo no podrán suspender 
ni cancelar el seguro o la garantía sin avisar por escri- 
to a la autoridad pública competente con dos meses de 
antelación por lo menos, o si el seguro o la garantía se 
refieren al transporte de sustancias nucleares, mientras 
dure dicho transporte. 


ARTICULO VIII 


Sin perjuicio de lo dispuesto en la presente Conven- 
ción, la naturaleza, forma e importancia de la indemniza- 
ción, así como la distribución equitativa de la misma se 
regirán por la legislación del tribunal competente. 


ARTICULO IX 


1. Cuando los regímenes de seguro sobre enferme- 
dad, seguridad social, accidentes del trabajo y enfer- 
medades profesionales prescriban la indeminización de 
los daños nucleares, la legislación de la Parte Contra- 
tante o la reglamentación de la organización intergu- 
bernamental que los haya establecido especificará los 
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derechos de reparación con arreglo a la presente Con- 
vención de los beneficiarios de dichos regímenes, así 
como los recursos contra el explotador responsable que 
pueden ejercitarse sin perjuicio de lo dispuesto en la 
presente Convención. 


2. 


a) Si una persona distinta del explotador y que sea 
nacional de una Parte Contratante hubiese abo- 
nado una indemnización por daños nucleares de 
conformidad con una convención internacional 
o con la legislación de un Estado que no sea 
Parte Contratante, esa persona adquirirá por su- 
brogación los derechos que hubieran correspon- 
dido al indemnizado con arreglo a la presente 
Convención, hasta el límite correspondiente a la 
cantidad que haya pagado. No podrán benefi- 
ciarse de la subrogación las personas contra las 
que el explotador tenga derecho de repetición 
con arreglo a la presente Convención. 


b) Ninguna de las disposiciones de la presente Con- 
vención impedirá que un explotador que haya 
pagado una indemnización por daños nucleares 
sin recurrir a los fondos facilitados de confor- 
midad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artí- 
culo VIL, obtenga de la persona que dé una ga- 
rantía financiera de conformidad con lo dispues- 
to en ese párrafo, o del Estado de la instalación, 
hasta la cuantía de la indemnización que el ex- 
plotador haya abonado, el reembolso de la suma 
que la persona indemnizada hubiera obtenido con 
arreglo a la presente Convención. 


ARTICULO X 
El explotador sólo tendrá derecho de repetición: 


a) cuando así se haya estipulado expresamente en 
un contrato escrito; 


b) cuando el accidente nuclear resulte de un acto u 
omisión con intención dolosa, en cuyo caso se 
ejercitará contra la persona que hubiese obrado 
o dejado de obrar con tal intención. 


ARTICULO XI 


1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artí- 
culo, los únicos tribunales competentes para conocer 
de las acciones entabladas de conformidad con lo dis- 
puesto en el artículo II serán los de la Parte Contratan- 
te en cuyo territorio haya tenido lugar el accidente 
nuclear. 


2. Cuando el accidente nuclear haya tenido lugar 
fuera del territorio de cualquiera de las Partes Contra- 
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tantes, o cuando no sea posible determinar con certeza 
el lugar del accidente nuclear, los tribunales competen- 
tes para conocer de esas acciones serán los del Estado 
de la instalación del explotador responsable. 


3. Cuando, de conformidad con lo dispuesto en los 
párrafos 1 y 2 del presente artículo, sean competentes 
los tribunales de dos o más Partes Contratantes, la 
competencia se atribuirá: 


a) si el accidente nuclear ha ocurrido parcialmente 
fuera del territorio de toda Parte Contratante, y 
parcialmente en el de una sola Parte Contratan- 
te, a los tribunales de esta última; 


b) en todos los demás casos, a los tribunales de la 
Parte Contratante que determinen de común 
acuerdo las Partes Contratantes cuyo tribunales 
sean competentes de conformidad con lo dis- 
puesto en los párrafos 1 y 2 del presente artícu- 
lo. 


ARTICULO XI 


1. La sentencia definitiva dictada por un tribunal al 
que corresponda la competencia en virtud del artículo 
XI de la presente Convención será reconocida en el 
territorio de cualquier otra Parte Contratante a menos 
que: 


a) la sentencia se haya obtenido mediante fraude; 


b) no se le haya dado a la parte contra la que se 
dicte la sentencia la posibilidad de presentar su 
causa en condiciones equitativas; 


c) la sentencia sea contraria al orden público de la 
Parte Contratante en la que se gestione su reco- 
nocimiento, o no se ajuste a las normas funda- 
mentales de la justicia. 


2. Toda sentencia definitiva que sea reconocida ten- 
drá fuerza ejecutoria, una vez trasladada para su ejecu- 
ción de conformidad con las formalidades exigidas por 
la legislación de la Parte Contratante en la que se ges- 
tione la ejecución, como si se tratase de una sentencia 
dictada por un tribunal de esa Parte Contratante. 


3. Una vez que se haya dictado la sentencia no 
podrá revisarse el litigio en cuanto al fondo. 


ARTICULO XIII 


Las disposiciones de la presente Convención y de 
la legislación nacional que corresponda aplicar en vir- 
tud de ella se ejecutarán sin discriminación de ningún 
género por razones de nacionalidad, domicilio o resi- 
dencia. 
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ARTICULO XIV 


No podrán alegarse inmunidades de jurisdicción al 
amparo de la legislación nacional o del derecho inter- 
nacional, por acciones entabladas con arreglo a la pre- 
sente Convención ante los tribunales competentes de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo XI, salvo 
en lo que respecta a las medidas de ejecución. 


ARTICULO XV 


Las Partes Contratantes adoptarán las medidas opor- 
tunas para que las indemnizaciones pagaderas por da- 
ños nucleares, los intereses devengados y las costas 
que los tribunales adjudiquen al respecto, las primas 
de seguro y reaseguro, y los fondos correspondientes 
al seguro, al reaseguro o a las demás garantías finan- 
cieras, O los fondos facilitados por el Estado de la 
instalación, de conformidad con lo dispuesto en la pre- 
sente Convención, puedan transferirse libremente en la 
moneda de la Parte Contratante en cuyo territorio se 
produjeron los daños, en la de la Parte Contratante, en 
cuyo territorio se encuentre domiciliado habitualmente 
el demandante, y, respecto de las primas y pagos co- 
rrespondientes al seguro y reaseguro, en la moneda 
que se especifique en la póliza correspondiente. 


ARTICULO XVI 


Nadie tendrá derecho a obtener una indemnización 
con arreglo a la presente Convención en la medida en 
que haya obtenido ya una indemnización por los mis- 
mos daños nucleares con arreglo a otra convención in- 
ternacional sobre responsabilidad civil en materia de 
energía nuclear. 


ARTICULO XVII 


La presente Convención no modifica la aplicación 
de los acuerdos o convenciones internacionales sobre 
responsabilidad civil en materia de energía nuclear que 
estén en vigor o abiertos a la firma, a la ratificación o a 
la adhesión en la fecha en que la presente Convención 
quede abierta a la firma, por lo que respecta a las 
Partes Contratantes de esos acuerdos o convenciones. 


ARTICULO XVII 


La presente Convención no podrá interpretarse en 
el sentido de que afecta a los derechos que una Parte 
Contratante pueda tener con arreglo a las normas ge- 
nerales del derecho internacional público en materia 
de daños nucleares. 


ARTICULO XIX 


1. Las Partes Contratantes que concierten un acuer- 
do de conformidad con lo dispuesto en el apartado b) 
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del párrafo 3 del artículo XI enviarán inmediatamente 
una copia del texto de tal acuerdo al Director General 
del Organismo Internacional de Energía Atómica para 
su conocimiento y para que se lo comunique a las 
demás Partes Contratantes. 


2. Las Partes Contratantes pondrán en conocimien- 
to del Director General del Organismo Internacional 
de Energía Atómica el texto de sus leyes y reglamen- 
tos referentes a las cuestiones que constituyen el obje- 
to de la Presente Convención, para que se la comunique 
a las demás Partes Contratantes. 


ARTICULO XX 


Aunque una Parte Contratante haya dado por ter- 
minada la aplicación de la presente Convención por lo 
que a ella respecta de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo XXV o la haya denunciado de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo XXVI, sus disposicio- 
nes seguirán aplicándose a todos los daños nucleares 
causados por un accidente nuclear ocurrido antes de la 
fecha en que la presente Convención deje de aplicarse 
respecto de esa Parte Contratante. 


ARTICULO XXI 


La presente Convención se abrirá a la firma de los 
Estados representados en la Conferencia Internacional 
sobre Responsabilidad Civil por Daños Nucleares, ce- 
lebrada en Viena del 29 de abril al 19 de mayo de 
1963. 


ARTICULO XXII 


La presente Convención habrá de ser ratificada y 
los instrumentos de ratificación se depositarán en poder 
del Director General del Organismo Internacional de 
Energía Atómica. 


ARTICULO XXII 


La presente Convención entrará en vigor tres me- 
ses después de la fecha en que se haya depositado el 
quinto instrumento de ratificación, y, para los Estados 
que la ratifiquen después de haber entrado en vigor, 
tres meses después de que el Estado de que se trate 
haya depositado su instrumento de ratificación. 


ARTICULO XXIV 


1. Todos los Estados que sean Miembros de las 
Naciones Unidas, de cualquiera de los organismos es- 
pecializados o del Organismo Internacional de Energía 
Atómica y que no hayan estado representados en la 
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Conferencia Internacional sobre Responsabilidad Civil 
por Daños Nucleares, celebrada en Viena del 29 de 
abril al 19 de mayo de 1963, podrán adherirse a la 
presente Convención. 


2. Los instrumentos de adhesión se depositarán en 
poder del Director General del Organismo Internacio- 
nal de Energía Atómica. 


3. Para cada uno de los Estados que se adhieran a 
ella, la presente Convención entrará en vigor tres meses 
después de la fecha en que haya depositado el instru- 
mento de adhesión, siempre que haya entrado ya en 
vigor de conformidad, con lo dispuesto en el artículo 
XXIII. 


ARTICULO XXV 


1. La presente Convención surtirá efecto durante 
un plazo de diez años a partir de la fecha de su entrada 
en vigor. Una Parte Contratante podrá dar por termina- 
da la aplicación de la presente Convención al final del 
plazo de diez años por lo que a dicha Parte se refiere, 
notificándolo por lo menos con doce meses de antela- 
ción al Director General del Organismo Internacional 
de Energía Atómica. 


2. Después de dicho plazo de diez años, la vigencia 
de la presente Convención se extenderá, por un nuevo 
plazo de cinco años para aquellas Partes Contratantes 
que no hayan dado por terminada su aplicación de 
conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del pre- 
sente artículo, y, posteriormente, por plazos sucesivos 
de cinco años para aquellas Partes Contratantes que no 
hayan dado por terminada su aplicación al final de uno 
de esos plazos de cinco años notificándolo al Director 
General del Organismo Internacional de Energía Ató- 
mica por lo menos doce meses antes de que expire el 
plazo correspondiente. 


ARTICULO XXVI 


1. En cualquier momento después de haber expira- 
do un plazo de cinco años a partir de la fecha en que 
la presente Convención haya entrado en vigor, el Di- 
rector General del Organismo Internacional de Ener- 
gía Atómica podrá convocar una conferencia para es- 
tudiar su revisión si un tercio de las Partes Contratan- 
tes manifestase el deseo de hacerlo. 


2. Cada una de las Partes Contratantes podrá de- 
nunciar la presente Convención notificándolo al Di- 
rector General del Organismo Internacional de Energía 
Atómica dentro de un plazo de doce meses a partir de 
la primera conferencia de revisión que se celebre de 


C.S.-277 


278-C.S. 


conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del pre- 
sente artículo. 


3. La denuncia surtirá efecto un año después de la 
fecha en que el Director General del Organismo Inter- 
nacional de Energía Atómica haya recibido la corres- 
pondiente notificación. 


ARTICULO XXVII 


El Director General del Organismo Internacional 
de Energía Atómica notificará a los Estados invitados 
a la Conferencia Internacional sobre Responsabilidad 
Civil por Daños Nucleares, celebrada en Viena del 29 
de abril al 19 de mayo de 1963, así como a los Estados 
que se hayan adherido a la presente Convención: 


a) las firmas, así como los instrumentos de ratifi- 
cación o de adhesión que se hayan recibido de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 
XXI, XXII y XXIV; 


b) la fecha en que entrará en vigor la presente 
Convención de conformidad con lo dispuesto 


en el artículo XXIII; 


0 


= 


las notificaciones de denuncia y de terminación 
que se hayan recibido de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos XXV y XXVI; 


d) las peticiones para convocar una conferencia de 
revisión que se hayan recibido de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo XXVI. 


ARTICULO XXVIII 


El Director General del Organismo Internacional 
de Energía Atómica inscribirá en el Registro la pre- 
sente Convención de conformidad con lo dispuesto en 
el Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas. 


ARTICULO XXIX 


El original de la presente Convención, cuyos textos 
en español, francés, inglés y ruso son igualmente au- 
ténticos, quedará depositado en poder del Director Ge- 
neral del Organismo Internacional de Energía Atómi- 
ca, quien facilitará copias certificadas del mismo. 


EN FE DE LO CUAL los Plenipotenciarios abajo 
firmantes, debidamente autorizados para ello, han fir- 
mado la presente Convención. 


HECHO EN VIENA, a los veintiún días del mes de 
mayo de mil novecientos sesenta y tres. 
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PROTOCOLO FACULTATIVO SOBRE 
JURISDICCION OBLIGATORIA PARA LA 
SOLUCION DE CONTROVERSIAS 


CONFERENCIA INTERNACIONAL 
SOBRE RESPONSABILIDAD CIVIL POR 
DAÑOS NUCLEARES 


Celebrada en la Sede del Organismo 
Internacional de Energía Atómica 
Viena 
29 de abril a 19 de mayo de 1963 


Los Estados Partes en el presente Protocolo y en la 
Convención de Viena sobre Responsabilidad Civil por 
Daños Nucleares, denominada en adelante “la Con- 
vención” aprobada por la Conferencia Internacional 
celebrada en Viena del 29 de abril al 19 de mayo de 
1963, 


Expresando su deseo de recurrir a la jurisdicción 
obligatoria de la Corte Internacional de Justicia en todo 
lo que les afecte y se refiera a la solución de cualquier 
controversia originada por la interpretación o aplica- 
ción de la Convención, a menos que las partes en una 
controversia convengan, dentro de un plazo razonable, 
en otra forma de solución, 


Han acordado lo siguiente: 


ARTICULO I 


Las controversias originadas por la interpretación o 
aplicación de la Convención se someterán obligatoria- 
mente a la Corte Internacional de Justicia, que a este 
título podrá entender en ellas a instancia de cualquiera 
de las partes en la controversia que sea Parte en el 
presente Protocolo. 


ARTICULO II 


Las partes en una controversia podrán convenir, den- 
tro de un plazo de dos meses desde que una de ellas 
notifique a la otra que, en su opinión, existe un litigio, 
en recurrir a un tribunal de arbitraje, en vez de hacerlo 
ante la Corte Internacional de Justicia. Una vez expira- 
do ese plazo, se podrá someter la controversia a la Cor- 
te a instancia de cualquiera de las partes en la Contro- 
versia. 


ARTICULO III 


1. Dentro del mismo plazo de dos meses, las partes 
en una controversia podrán convenir en adoptar un pro- 
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cedimiento de conciliación, antes de acudir a la Corte 
Internacional de Justicia. 


2. La comisión de conciliación deberá formular sus 
recomendaciones dentro de los cinco meses siguientes 
a su constitución. Si sus recomendaciones no fueran 
aceptadas por las partes en litigio dentro de un plazo de 
dos meses a partir de la fecha de su formulación, se 
podrá someter la controversia a la Corte a instancia de 
cualquiera de las partes en la controversia. 


ARTICULO IV 


El presente Protocolo estará abierto a la firma de 
todos los Estados que puedan ser partes en la Conven- 
ción. 


ARTICULO V 


El presente Protocolo habrá de ser ratificado y los 
instrumentos de ratificación se depositarán en poder del 
Director General del Organismo Internacional de Ener- 
gía Atómica. 


ARTICULO VI 


El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión 
de todos los Estados que puedan ser Partes en la Con- 
vención. Los instrumentos de adhesión se depositarán 
en poder del Director General del Organismo Interna- 
cional de Energía Atómica. 


ARTICULO VII 


1. El presente Protocolo entrará en vigor el mismo 
día que la Convención, o el trigésimo día siguiente al 
de la fecha en que se haya depositado en poder del 
Director General del Organismo Internacional de Ener- 
gía Atómica el segundo instrumento de ratificación del 
Protocolo o de adhesión a él, si esta fecha fuera poste- 
rior. 


2. Para cada Estado que ratifique el presente Proto- 
colo o se adhiera a él una vez que entre en vigor de 
conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 de este 
artículo, el Protocolo entrará en vigor el trigésimo día 
siguiente al de la fecha en que tal Estado haya deposita- 
do su instrumento de ratificación o de adhesión. 


ARTICULO VIII 


El Director General del Organismo Internacional de 
Energía Atómica notificará a todos los Estados que pue- 
dan ser Partes en la Convención: 
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a) las firmas del presente Protocolo, así como los 
instrumentos de ratificación o adhesión que se 
hayan recibido de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos IV, V y VI; 


b) la fecha en que entrará en vigor el presente Pro- 
tocolo de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo VII. 


ARTICULO IX 


El original del presente Protocolo, cuyos textos en 
español, francés, inglés y ruso son igualmente auténti- 
cos, quedará depositado en poder del Director General 
del Organismo Internacional de Energía Atómica, quien 
facilitará copias certificadas del mismo. 


EN FE DE LO CUAL los plenipotenciarios abajo 
firmantes, debidamente autorizados para ello, firman el 
presente Protocolo 


HECHO EN VIENA a los veintiún días del mes de 
mayo de mil novecientos sesenta y tres. 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de Asuntos Inter- 
nacionales 


INFORME 
Al Senado: 


La Comisión de Asuntos Internacionales ha exami- 
nado el proyecto de ley por el que se aprueba la adhe- 
sión de nuestro país a la Convención de Viena sobre 
Responsabilidad Civil por daños nucleares y al Proto- 
colo Facultativo sobre jurisdicción obligatoria para la 
solución de controversias. Ambos instrumentos fueron 
aprobados durante el curso de la Conferencia Interna- 
cional sobre responsabilidad civil por daños nucleares 
celebrada por el Organismo Internacional de Energía 
Atómica en el mes de mayo de 1963. 


La mencionada Convención parte de la convenien- 
cia de fijar normas mínimas que ofrezcan una protec- 
ción financiera contra los daños derivados de ciertas 
aplicaciones pacíficas de la energía nuclear, inscribien- 
do esta problemática en un marco más amplio que sus 
antecedentes normativos que fueron estrictamente eu- 
ropeos, y están constituidos por el Convenio acerca de 
la responsabilidad civil en materia de energía nuclear 
suscrito en París en el año 1960, y el Convenio Com- 
plementario del año 1963. 


El instrumento a estudio consta de 29 artículos en 
donde se comienza por definir un conjunto numeroso 
de términos a los efectos de la propia Convención; del 
contenido del extenso y detallado conjunto de normas 
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que la componen, destacamos que en él se establece la 
responsabilidad del explotador de una instalación nu- 
clear por los daños ocasionados, tanto si el accidente 
ocurre en su instalación, como en el caso de que inter- 
vengan sustancias nucleares originadas o enviadas a la 
misma; se prevé una variedad de posibilidades genera- 
doras de responsabilidad para el explotador, el trans- 
portista, o para quien manipule desechos radiactivos; se 
establece la obligación para el explotador de mantener 
un seguro u otra garantía financiera que cubra su res- 
ponsabilidad, determinándose por el estado de la insta- 
lación la cuantía y otras características de este seguro o 
garantía. También se establecen plazos de prescripción 
del derecho a reclamar y se determinan los Tribunales 
competentes y los alcances de la eficacia de sus senten- 
cias. 


La Convención que nos ocupa entró en vigor el 12 de 
noviembre de 1977, y entre los países que la han ratifica- 
do se encuentra un buen número de países latinoameri- 
canos, como ser Cuba, Argentina, Bolivia y Perú. 


En cuanto al Protocolo Facultativo, el mismo esta- 
blece la jurisdicción obligatoria de la Corte Interna- 
cional de Justicia para la solución de controversias orl- 
ginadas por la interpretación o la aplicación de la con- 
vención, salvo que las partes involucradas en el litigio 
convengan otra forma de solución. 


Dada la importancia creciente que tiene el tema del 
uso pacífico de la energía nuclear, y su potencialidad 
de daño en el caso de ocurrir un accidente, considera- 
mos conveniente la aprobación del presente proyecto 
de ley. 


Sala de la Comisión, 19 de marzo de 1998. 


Alberto Couriel (Miembro Informante), Rei- 
naldo Gargano, Rafael Michelini, Pablo Mi- 
llor, Carlos Julio Pereyra, Américo Ricaldo- 
ni, Ambrosio Rodríguez. Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Léase el 
proyecto. 


(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Ponce de León. 


SEÑOR PONCE DE LEON. - Señor Presidente: la Comi- 
sión de Asuntos Internacionales aprobó por unanimidad y 
trae a consideración del Plenario la aprobación del Tratado 
que hace referencia a la responsabilidad civil por daños nu- 
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cleares y al Protocolo Facultativo asociado. Se trata en reali- 
dad de documentos que fueron elaborados en el año 1963 en 
el ámbito de una reunión en Viena del Organismo Internacio- 
nal de Energía Atómica y que posteriormente, a partir de 
adhesiones de suficiente cantidad de países, entró en vigor en 
noviembre de 1977. Ya hay unos cuantos países latinoameri- 
canos que han ratificado este Tratado. 


Esencialmente esta Convención establece la responsabili- 
dad del explotador de una instalación nuclear por los daños 
que eventualmente se ocasionen frente a algún accidente tan- 
to si el mismo ocurre en la instalación como en el caso en el 
que intervengan sustancias nucleares originadas o enviadas a 
la instalación. Se establece, entonces, una variedad de posibi- 
lidades, se definen las distintas variantes y se prevén algunas 
limitaciones que cada Estado puede poner a las indemniza- 
ciones a las que se estaría obligado. En definitiva, digamos 
que incorporarse a este Tratado es una forma de adaptarse a 
un tema que en el mundo de hoy, sin duda, es cada día más 
vigente; y más allá de las modificaciones que en el ámbito 
internacional habrá que hacerle a alguno de estos elementos, 
pone al país al día en un aspecto que ya ha sido por segunda 
vez enviado por el Poder Ejecutivo al Parlamento. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 

-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1*. 

(Se lee:) 

“ARTICULO 1”. - Apruébase la adhesión de la Re- 
pública a la Convención de Viena sobre Responsabili- 
dad Civil por Daños Nucleares, adoptada en Viena, 
Austria, el 21 de mayo de 1963 y el Protocolo Faculta- 
tivo sobre Jurisdicción Obligatoria para la Solución de 
Controversias de la misma fecha.” 

-En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 
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16) ACUERDO COMERCIAL ENTRE EL GOBIERNO 
DE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 
Y LA REPUBLICA CHECA SOBRE PROMOCION 
Y PROTECCION DE LAS INVERSIONES 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Se pasa a 
considerar el séptimo punto del orden del día: “Proyecto de 
ley por el que se aprueba el Acuerdo para la Promoción y 
Protección de Inversiones entre el Gobierno de la República 
y el Gobierno de la República Checa. Carp. N* 850/97 - Rep. 
N* 586/98”. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: este Convenio no 
recoge la unanimidad de opiniones de la Comisión. Los seño- 
res Senadores del Frente Amplio que integramos la misma 
hemos votado en contra en tanto este Tratado establece la 
prórroga de jurisdicción, muy habitual en los últimos Trata- 
dos que está firmando el país, que habilita al inversor a elegir 
para la solución de controversias entre el país y el inversor, o 
la jurisdicción nacional o una exterior, a su placer. Nosotros 
hemos votado sistemáticamente en contra de este principio, 
en función de los elementos que se han vertido aquí reitera- 
damente, no sólo por la Bancada del Frente Amplio, sino 
también por algunos otros señores Legisladores. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el Miembro Informante, señor Senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDON!L. - Señor Presidente: muy brevemente 
quiero decir que esta es una situación que se reitera sistemá- 
ticamente y, en ese sentido, no hay sorpresa en cuanto a lo 
que acaba de decir el señor Senador Gargano. Los integrantes 
de su coalición no aceptan la prórroga de jurisdicción y están 
en su derecho, por supuesto; bueno fuera que alguien lo cues- 
tionara. Digo que también sistemáticamente una mayoría sig- 
nificativa del Parlamento acepta el principio de la prórroga 
de jurisdicción. Aun más, no vale la pena que nos embarque- 
mos de nuevo en la discusión doctrinaria o estrictamente 
jurídica de ese tema, porque en este aspecto nadie va a con- 
vencer a nadie. Ni el que habla podrá convencer a los señores 
Senadores del Frente Amplio, ni ellos a la mayoría del Parla- 
mento. 


Además sostengo que de persistirse en esta actitud y de 
triunfar o ser plasmada una mayoría accidental en determina- 
do momento cuando se trate alguno de estos Tratados, se 
hará -no entiendo cómo no se comprende- un muy efectivo 
aporte al aislamiento del país en lo que tiene que ver con este 
tipo de asuntos. 


Este es un viejo tema dentro del Parlamento, donde nunca 
podremos coincidir en esta materia. Por lo tanto, en este 
como en otros Tratados que habremos de considerar en los 
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próximos días, nos vamos a encontrar con un grupo respeta- 
ble, por supuesto, pero que sigue empecinadamente dispuesto 
a ignorar la realidad del mundo actual. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: como decía el 
señor Senador Ricaldoni, no vale la pena renovar una discu- 
sión que ha tenido aspectos de conveniencia u oportunidad y 
también elementos vinculados a la constitucionalidad o in- 
constitucionalidad de esta cláusula. De cualquier manera, no 
dejo de lamentar que no esté presente el señor Senador Ma- 
llo, en la medida en que él comparte nuestras posiciones y no 
puede contestar la afirmación de que está condenando al país 
a un aislamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
-12 en 20. Negativa. 


SEÑOR POZZOLO. - Solicito, señor Presidente, que el 
tema pase para la sesión del día de mañana. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Se va a 
votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
-19 en 20. Afirmativa. 
17) ACUERDO COMERCIAL ENTRE EL GOBIERNO 


DE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 
Y EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA CHECA 


SEÑOR RICALDON!. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR RICALDON!I. - Formulo moción en el sentido de 
que se levante la sesión. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR MILLOR. - Señor Presidente: en el orden del día 
hay dos Tratados que fueron aprobados por unanimidad en la 
Comisión de Asuntos Internacionales. Probablemente, en el 
día de mañana tenga dificultades para concurrir y soy el Miem- 
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bro Informante, por lo que solicito que estos asuntos sean 
considerados a continuación, ya que no nos van a insumir 
más de cinco minutos. Además, ni siquiera necesitamos hacer 
uso de la palabra, porque existen informes escritos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Se pasa a 
considerar el asunto que figura en octavo lugar del orden del 
día: “Proyecto de ley por el que se aprueba el Acuerdo Co- 
mercial entre el Gobierno de la República y el Gobierno de la 
República Checa. (Carp. N* 849/97 - Rep. N* 583/98).” 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 849/97 
Rep. N* 583/98 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Economía y Finanzas 


Montevideo, 11 de julio de 1997. 
Señor Presidente de la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a la consideración de la Asam- 
blea General, de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 168 numeral 20 de la Constitución de la Re- 
pública, el adjunto proyecto de ley por el cual se aprue- 
ba el Acuerdo Comercial entre el Gobierno de la Re- 
pública Oriental del Uruguay y el Gobierno de la Re- 
pública Checa. 


El Acuerdo se realiza sobre la base de la igualdad 
y el beneficio mutuo de las Partes, con el fin de incre- 
mentar y facilitar las relaciones comerciales entre los 
dos países, dentro de un marco de respeto a los orde- 
namientos jurídicos de ambos países. 


Las Partes se conceden recíprocamente el tratamien- 
to de la nación más favorecida en todo lo relativo a la 
importación y exportación entre sus países, respetando 
los Acuerdos y Reglamentaciones de la Organización 
Mundial de Comercio (OMC). 


Se establecen las excepciones habituales a la apli- 
cación de la cláusula de la nación más favorecida, a 
efectos de salvaguardar las relaciones de privilegio que 
las Partes hayan concedido o puedan conceder, en el 
marco de acuerdos que conformen uniones aduaneras, 
zonas de libre comercio u otras formas de integración. 


Se precisa que el intercambio de mercancías se 
efectuará en base a los contratos concluidos entre las 
personas físicas y jurídicas de los dos países, respetán- 
dose las reglamentaciones nacionales vigentes en cada 
país. 


Con el fin de promover las transacciones comercia- 
les entre los dos países, las Partes se comprometen a 
suministrarse entre sí la información previamente re- 
querida. Además se dispone la exoneración de dere- 
chos aduaneros y demás gravámenes fiscales a objetos 
y mercaderías destinados a promoción comercial. 


Se crea la Comisión Mixta Comercial que tendrá 
como cometido específico analizar la marcha de las 
relaciones comerciales entre ambos países, elevando a 
sus Gobiernos las recomendaciones de ajuste que se 
estimen necesarias para coadyuvar a impulsar los in- 
tercambios comerciales bilaterales. 


Las Partes deberán promover el intercambio co- 
mercial a través de exposiciones y visitas de grupos y 
delegaciones comerciales. 


Asimismo, se establece un procedimiento ágil para 
realizar posibles modificaciones a las disposiciones del 
Acuerdo. 


El Acuerdo reemplazará al Convenio Comercial en- 
tre la República Oriental del Uruguay y la República 
Socialista de Checoslovaquia firmado en Montevideo el 
17 de junio de 1982, en lo que se refiere a las relaciones 
comerciales con la República Checa, quedando el referi- 
do Convenio vigente para regular las relaciones comer- 
ciales con la República Eslovaca hasta tanto se concluya 
un Acuerdo Comercial con este segundo país sucesor, 
Convenio que ha debido reverse debido a los trascenden- 
tes cambios político-económicos registrados en los paí- 
ses de Europa Oriental. En este sentido, el Acuerdo apor- 
ta nuevas modalidades de relacionamiento que facilita- 
rán la consecución de los fines ut supra referidos, ade- 
más de cumplir perfectamente con la función de adapta- 
ción a la nueva realidad derivada de los cambios políti- 
co-económicos mencionados. 


Al solicitar la aprobación de este Acuerdo, el Poder 
Ejecutivo reitera al señor Presidente de la Asamblea Ge- 
neral las seguridades de su más alta consideración. 


Julio María Sanguinetti PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Luis A. Mosca, Carlos Pérez del 
Castillo. 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Economía y Finanzas 


Montevideo, 11 de julio de 1997. 
PROYECTO DE LEY 
Artículo único. - Apruébase el “Acuerdo Comer- 


cial entre el Gobierno de la República Oriental del Uru- 
guay y el Gobierno de la República Checa” suscrito en 
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la ciudad de Montevideo el día veintiséis de setiembre 
de mil novecientos noventa y seis. 


Luis A. Mosca, Carlos Pérez del Castillo. 


ACUERDO COMERCIAL ENTRE 
EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA ORIENTAL 
DEL URUGUAY Y EL GOBIERNO DE 
LA REPUBLICA CHECA 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay y 
el Gobierno de la República Checa, en adelante deno- 
minados “las Partes”; 


Considerando los lazos de amistad que unen a los 
dos países; 


Reconociendo el papel relevante que el comercio 
desempeña en la promoción del desarrollo económico; 


Con el fin de intensificar las relaciones económicas 
y comerciales entre sus dos países; 


Han convenido lo siguiente: 
ARTICULO 1? 


Las Partes respaldarán el desarrollo y el afianza- 
miento de las relaciones comerciales entre ambos paí- 
ses de acuerdo con la legislación vigente en cada uno 
de ellos. Con tal finalidad apoyarán, facilitarán y pro- 
moverán la colaboración comercial entre las personas 
físicas y/o jurídicas de ambos países. 


ARTICULO 2* 


Ambas Partes se comprometen a acordarse recípro- 
camente el tratamiento de la nación más favorecida en 
todo lo relativo a la importación y a la exportación de 
productos entre sus dos países, de conformidad con las 
disposiciones del Acuerdo General de Aranceles y Co- 
mercio 1994/la Organización Mundial de Comercio 
(GATT 1994/0MC). 


ARTICULO 3* 


Las disposiciones del Artículo 2” no serán, sin em- 
bargo, aplicables a: 


a) las ventajas, concesiones o exenciones que cada 
parte haya acordado o pueda acordar a los países veci- 
nos para facilitar el tránsito y el comercio fronterizos; 


b) las ventajas y/o concesiones que cada Parte haya 
acordado o pueda acordar en el marco de uniones adua- 
neras, zonas de libre comercio, de las cuales sean o 
puedan ser miembros. 
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ARTICULO 4* 


Las exportaciones e importaciones de mercancías se 
llevarán a cabo con sujeción a la legislación y disposi- 
ciones vigentes en cada Estado Parte, de acuerdo con 
las normas internacionales de comercio. 


ARTICULO 5* 


De conformidad con la legislación nacional vigen- 
te, las Partes tomarán todas las medidas necesarias 
para asegurar el otorgamiento de las licencias de ex- 
portación o importación a efectos de promover y faci- 
litar el intercambio comercial en el marco del presente 
Acuerdo, siempre que tales licencias sean necesarias. 


ARTICULO 6” 


Todos los pagos derivados de contratos comercia- 
les celebrados entre las personas físicas y/o jurídicas 
de ambos países se realizarán en moneda convertible, 
de conformidad con la legislación vigente en cada país. 


ARTICULO 7* 


Las Partes concederán, las facilidades necesarias para 
la organización de ferias, exposiciones, conferencias y 
otras actividades de apoyo al comercio mutuo, de acuer- 
do con la legislación vigente en cada país. 


ARTICULO 8” 


De conformidad con la legislación vigente en cada 
país las Partes exonerarán de aranceles aduaneros, im- 
puestos y demás derechos a: 


a) muestras y mercancías sin valor comercial y ma- 
teriales de publicidad comercial; 


b) objetos y mercancías importadas temporalmente 
y destinadas a ferias y exposiciones; 


c) equipos destinados a pruebas, exámenes e inves- 
tigación científica conforme a los programas que se 
establezcan en el marco de este Acuerdo. 


En caso de que los productos amparados por las faci- 
lidades mencionadas en el presente artículo sean vendi- 
dos, se aplicarán los aranceles de importación, impuestos 
y demás gravámenes relativos a la importación conforme 
a la legislación vigente en cada Estado Parte. 


ARTICULO 9* 


Con el propósito de asegurar la puesta en marcha 
del presente acuerdo y de fomentar la cooperación eco- 
nómica y comercial entre los dos países, las Partes 
establecen la Comisión Mixta Uruguayo-Checa. 
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La Comisión Mixta recomendará las medidas y ac- 
ciones de interés recíproco y mantendrá un seguimiento 
de lo realizado, efectuando la coordinación necesaria 
para la aplicación del presente Acuerdo e identificando 
nuevas áreas de cooperación. 


La Comisión Mixta Uruguayo-Checa se reunirá las 
veces que sea necesario o a solicitud de una de las 
Partes y de común acuerdo. Dichas reuniones se efec- 
tuarán alternativamente en la República Oriental del Uru- 
guay y en la República Checa. 


Si fuere necesario la Comisión Mixta podrá crear 
subcomisiones y convocar a expertos y a asesores para 
que asistan a sus reuniones. 


ARTICULO 10 


Cualquier problema, controversia o diferencia que 
surgiera entre las Partes en cuanto a la interpretación y 
aplicación del presente Acuerdo se solucionará por ne- 
gociaciones directas entre ellas. 


ARTICULO 11 


Las partes, de mutuo acuerdo, podrán modificar, re- 
visar o enmendar por escrito y por la vía diplomática el 
presente Acuerdo. Tal modificación, revisión o enmienda 
se realizará sin perjuicio de los derechos y obligaciones 
que surgieran de este Acuerdo con anterioridad a la 
fecha de modificación, revisión o enmienda, y entrará 
en vigor en la fecha a determinar de común acuerdo 
por las Partes. 


ARTICULO 12 


El presente Acuerdo entrará en vigor en la fecha del 
canje de las Notas Diplomáticas que confirmen el cum- 
plimiento de las formalidades prescriptas por los respec- 
tivos ordenamientos jurídicos para su aprobación. 


Con la entrada en vigor de este Acuerdo expirará la 
validez del Convenio Comercial entre la República 
Oriental del Uruguay y la República Socialista de Che- 
coslovaquia, firmado en Montevideo el día 17 de junio 
de 1982, en lo que se refiere a la República Oriental del 
Uruguay y la República Checa. 


ARTICULO 13 


El Acuerdo tendrá una duración de cinco años y que- 
dará automáticamente prorrogado por sucesivos períodos 
anuales, a menos que una de las Partes enviara notifica- 
ción por escrito a la otra de su intención de denunciar el 
Acuerdo, con un plazo mínimo de seis meses previo a la 
expiración del presente período de validez. 


Las disposiciones de este Acuerdo se seguirán apli- 
cando después de su terminación con respecto a los 
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contratos que no hayan sido cumplidos a la fecha de 
dicha terminación. 


EN FE DE LO CUAL, los respectivos plenipoten- 
ciarios, firman el presente Acuerdo en dos originales 
del mismo tenor, en idiomas español y checo, ambos 
igualmente válidos y auténticos. 


Hecho en Montevideo, a los veintiséis días del mes 
de setiembre de mil novecientos noventa y seis. 


(Lucen firmas) 
Por el Gobierno Por el Gobierno 
de la República de la 
Oriental del Uruguay República Checa 
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Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 
Al Senado: 


La Comisión de Asuntos Internacionales recomienda a 
la Cámara de Senadores la aprobación, al tenor de lo dis- 
puesto por el artículo 168 de la Constitución de la Repúbli- 
ca, del Acuerdo Comercial entre el Gobierno de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y el Gobierno de la República 
Checa, suscrito en la ciudad de Montevideo, el día veinti- 
séis de setiembre de mil novecientos noventa y seis. 


Las Partes acuerdan sobre la base de la igualdad 
jurídica y el beneficio mutuo, a los efectos de incre- 
mentar y facilitar las relaciones comerciales entre los 
dos Estados Partes. 


Se conceden en forma recíproca, el tratamiento de 
la nación más favorecida en lo relativo a la importación 
y exportación de productos, de acuerdo a las normas de 
la Organización Mundial de Comercio (OMC). 


A la aplicación de la cláusula de la nación más favo- 
recida, se le establecen las excepciones habituales, a efec- 
tos de salvaguardar las relaciones de privilegio que los 
Estados Partes hayan concedido o puedan conceder, en 
el marco de convenios referidos a uniones aduaneras, 
zonas de libre comercio u otras vías de integración. 


El intercambio de mercancías se efectuará en base a 
los contratos celebrados entre las personas físicas y ju- 
rídicas de los dos Estados, teniendo presente los regla- 
mentos vigentes en cada Estado Parte. 


A los efectos de promover el comercio recíproco, 
las Partes se comprometen a suministrarse toda la in- 
formación que se les requiera. Se dispone, también, la 
exoneración de derechos aduaneros y demás graváme- 
nes a objetos destinados a la promoción del comercio. 
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A efectos de analizar la marcha de las relaciones 
comerciales entre las Partes, se crea la Comisión Mixta 
Comercial, la cual elevará a los Gobiernos de los Esta- 
dos Partes, las recomendaciones necesarias para impul- 
sar la relación bilateral en esta materia. 


El intercambio comercial se promoverá a través de 
exposiciones y visitas de grupos y misiones comercia- 
les. 


Se establece, también, un nuevo procedimiento sim- 
plificado para poder realizar modificaciones a lo dis- 
puesto por el Acuerdo. 


El presente Tratado internacional reemplazará al 
Convenio Comercial entre la República Oriental del 
Uruguay y la República Socialista de Checoeslovaquia 
suscrito en Montevideo el 17 de junio de 1982, en lo 
que refiere a las relaciones comerciales con la Repú- 
blica Checa (Estado sucesor de Checoeslovaquia); que- 
dando el referido Convenio vigente para regular las 
relaciones comerciales con la República Eslovaca, hasta 
tanto se concluya un Tratado comercial con este se- 
gundo Estado sucesor; Tratado que ha debido reverse 
debido a los grandes y trascendentes cambios políticos 
y económicos acaecidos en Europa Central y Oriental. 


Es así que el presente Acuerdo aporta nuevas mo- 
dalidades de relaciones que facilitarán la prosecución 
de los fines referidos supra, además de cumplir con la 
función de adaptación a los nuevos tiempos que con- 
tienen los trascendentes cambios originados en esa parte 
del territorio europeo. 


Sala de la Comisión, 19 de marzo de 1998. 


Pablo Millor (Miembro Informante), Alberto 
Couriel, Reinaldo Gargano, Rafael Michelini, 


Américo Ricaldoni. Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Léase el 
proyecto de ley. 


(Se lee) 

-En discusión general. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-19 en 20. Afirmativa. 


En discusión particular. 
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Léase el artículo único. 
(Se lee:) 


“ARTICULO UNICO. - Apruébase el *Acuerdo Co- 
mercial entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de la República Checa” suscrito 
en la ciudad de Montevideo el día veintiséis de se- 
tiembre de mil novecientos noventa y seis.” 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-19 en 20. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley que se comunicará a 
la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


18) PROTOCOLO DE MEDIDAS CAUTELARES NE- 
GOCIADO EN EL AMBITO DE LA REUNION DE 
MINISTROS DE JUSTICIA DEL MERCOSUR 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Se pasa a 
considerar el asunto que figura en noveno término del orden 
del día: “Proyecto de ley por el que se aprueba el Protocolo 
de Medidas Cautelares negociado en el ámbito de la reunión 
de Ministros de Justicia del MERCOSUR. (Carp. N* 868/97 - 
Rep. N* 585/98).” 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 868/97 
Rep. N* 585/98 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Aprúebase el Protocolo de Medi- 
das Cautelares, negociado en el ámbito de la Reunión 
de Ministros de Justicia del MERCOSUR y aprobado 
en Ouro Preto el 16 de diciembre de 1994. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 8 de octubre de 1997, 


Carlos Baráibar 
Martín García Nin Presidente 
Secretario 
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PODER EJECUTIVO 
Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Educación y Cultura 


Montevideo, 9 de julio de 1996. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, de conformidad con el numeral 20 del artícu- 
lo 168 de la Constitución de la República, a efectos de 
someter a su consideración, para la correspondiente 
aprobación legislativa, el “Protocolo de Medidas Cau- 
telares”, negociado en el ámbito de la Reunión de 
Ministros de Justicia del MERCOSUR y aprobado en 
Ouro Preto, el 16 de diciembre de 1994, 


I. Antecedentes. 


Con el objeto primordial de dotar a la prestación 
de justicia de la consiguiente agilidad y de crear una 
infraestructura normativa que brinde certeza a los par- 
ticulares se creó, por el Consejo del MERCOSUR, la 
Reunión de Ministros de Justicia del MERCOSUR. 


En dicho ámbito fueron aprobados hasta el presen- 
te, el Protocolo sobre Cooperación y Asistencia Juris- 
diccional en Materia Civil, Comercial, Laboral y Ad- 
ministrativa (Las Leñas, República Argentina, 27 de 
junio de 1992), que está a consideración del Parlamen- 
to, el Protocolo sobre Jurisdicción Internacional en Ma- 
teria Contractual (Buenos Aires, 7 de abril de 1994) y 
el Protocolo sobre Medidas Cautelares (Ouro Preto, 16 
de diciembre de 1994). 


De acuerdo a sus características, bien pueden esti- 
marse dichos textos como constitutivos de los pilares 
básicos de una estructura jurídica bajo cuyo amparo se 
verán facilitadas las relaciones jurídicas y reclamacio- 
nes privadas, en virtud de que no existe, en relación a 
estas últimas, un tribunal supranacional con dicho co- 
metido. 


Corresponde señalar, no obstante, que los mencio- 
nados instrumentos se aplicarán a las relaciones inter- 
nacionales privadas atinentes a los cuatro países Parte, 
con independencia de que la génesis de los conflictos 
se vincule o no, en sentido estricto, a cuestiones relati- 
vas al proceso de integración. 


II. Objeto. 


La finalidad esencial del instrumento jurídico bajo 
examen consiste en regular la extraterritorialidad de 
las medidas cautelares en el ámbito de los países del 
MERCOSUR, es decir, dictadas en uno de los Estados, 
tendrán efecto en cualquiera de los demás. 
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Dichas medidas tienden, como se señala en el ar- 
tículo 1%, a “impedir la irreparabilidad de un daño en 
relación a personas, bienes u obligaciones de dar, ha- 
cer Oo no hacer”. 


TIT. Ambito. 
T1.1. Ambito material. 


El ámbito es considerablemente amplio desde di- 
versas perspectivas. 


III.1.a. Las medidas no son sólo atinentes a los 
bienes, sino que comprenden a las personas, siguiendo 
las pautas establecidas por la Convención Interameri- 
cana sobre Cumplimiento de Medidas Cautelares apro- 
bada en Montevideo, 1979 (CIDIP ID. 


III.1.b. Podrán ser solicitadas en procesos ordina- 
rios, ejecutivos, especiales o extraordinarios y abarcan 
la materia civil, comercial, laboral y penal en cuanto a 
la reparación civil (artículo 29). 


IIT.1.c. El artículo 3” las vincula a todas las etapas 
del juicio, cuando dispone que se admitirán las medi- 
das cautelares preparatorias, las incidentales de una 
acción principal y las que garanticen la ejecución de 
una sentencia. 


II1.2. Ambito espacial. 


Establece el artículo 4? que las autoridades juris- 
diccionales de los países miembros del Tratado de 
Asunción darán cumplimiento a las medidas cautela- 
res decretadas por los Jueces o Tribunales de los otros 
Estados Partes, competentes en la esfera internacional. 


Refiere a las autoridades “jurisdiccionales” y -no 
estrictamente judiciales- a efectos de abarcar las que 
cumplen regularmente función jurisdiccional, aun fue- 
ra del Poder Judicial. 


IV. Ley aplicable y jurisdicción competente. 
La admisibilidad de la medida se regulará por las 
leyes y resolverá por los Jueces del Estado requirente 


(artículo 5%). 


Se resolverán según las leyes y por los Jueces del 
Estado requerido: 


- la ejecución de la medida y su contracautela o 
garantía; 


- las modificaciones que en el curso del proceso se 
justificaren para su correcto cumplimiento; 


- las sanciones por peticiones maliciosas o abusi- 
vas; 
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- las cuestiones relativas al dominio y demás dere- 
chos reales. 


V. Oposición. 


Podrán oponerse a la medida ante la autoridad re- 
querida, el presunto deudor de la obligación y los ter- 
ceros interesados perjudicados (artículo 9%). 


El Juez o Tribunal del Estado requerido podrá re- 
husar el cumplimiento de la medida o, en su caso, 
disponer el levantamiento, cuando verifique su absolu- 
ta improcedencia (artículo 8%). 


VI. Relaciones entre la medida cautelar y la efica- 
cia extraterritorial de las sentencias. 


Como es de estilo, el artículo 10 desvincula el cum- 
plimiento de una solicitud de cooperación cautelar de 
la eventual decisión del Estado requerido de reconocer 
o ejecutar, oportunamente, la sentencia definitiva con 
la que culmina dicho proceso. 


Desde otro punto de vista, se admite que el Juez 
requerido disponga las medidas cautelares necesarias 
para garantizar la ejecución de una sentencia extranje- 
ra, según sus leyes (artículo 11). 


VII. Las medidas respecto de los menores: alcance 
territorial. 


En virtud de lo delicado de los valores involucra- 
dos en la materia de menores, el Juez del Estado re- 
querido tendrá la facultad de limitar el alcance de la 
medida a su territorio, a la espera de que el Juez del 
Estado requirente resuelva sobre el fondo del asunto 
(artículo 12). 


VIII. Aspectos procesales. 


La medida cautelar preparatoria concedida será in- 
eficaz si la demanda se interpone en el proceso princi- 
pal fuera del plazo previsto en la legislación del Esta- 
do requirente (artículo 13). 


El artículo 14 impone, al Estado requirente, la 
obligación de informar al Estado requerido acerca del 
plazo en el cual la demanda deberá ser presentada en 
el proceso principal, así como la fecha de presenta- 
ción -o la no presentación- de la demanda en dicho 
proceso. 


El Estado requerido deberá comunicar, por su pat- 
te, la fecha en que se cumplió la medida o las razones 
de su no cumplimiento (artículo 15). 


Se contempla la cooperación interna por la cual, si 
la autoridad requerida se declara incompetente, deberá 
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efectuar la trasmisión de oficio a la autoridad jurisdic- 
cional competente de su Estado (artículo 16). 


Como es habitual en los tratados de cooperación 
jurisdiccional, podrá rehusarse el cumplimiento de una 
medida cautelar cuando ésta sea “manifiestamente con- 
traria a su orden público”. Esta fórmula reitera lo dis- 
puesto en las Convenciones de La Haya, así como en 
las aprobadas en el marco de las CIDIP (Conferencia 
Interamericana Especializada sobre Derecho Interna- 
cional Privado). 


Los pedidos se formularán mediante exhortos o car- 
tas rogatorias, las que se transmitirán por vía diplomá- 
tica o consular, por medio de la Autoridad Central o 
por las Partes interesadas. En los dos primeros casos no 
se requerirá legalización. 


Se prevé, no obstante, la exención de legalización 
para la vía particular, cuando dicho requisito se hubie- 
ra suprimido o sustituido entre los Estados involucra- 
dos o en las zonas fronterizas (artículo 18 y 19). 


El artículo 21 establece el contenido de los exhor- 
tos, los que deberán contener los elementos de estilo 
tendientes a la identificación del Juez que impartió la 
orden, los documentos que deberán adjuntarse y la 
indicación de la persona que deberá atender los gastos 
y costas en el Estado requerido. Exceptúanse de esta 
última obligación las solicitudes de alimentos provi- 
sionales, de localización y restitución de menores, así 
como las relativas a personas que obtuvieron en el 
Estado requirente el beneficio de litigar sin gastos (ar- 
tículo 25). 


Los exhortos y documentos anexos deberán ser 
redactados en el idioma del Estado requerido y serán 
acompañados de una traducción en el idioma requi- 
rente. 


IX. Relaciones con otras convenciones. 


De acuerdo a la moderna tendencia de facilitar la 
cooperación, establece el artículo 26 que el Protocolo 
no restringirá la aplicación de disposiciones más favo- 
rables para la cooperación contenidas en otras Con- 
venciones bilaterales o multilaterales en vigor para las 
Partes sobre la misma materia. 


De acuerdo a lo expuesto, será de indudable utili- 
dad contar con soluciones interregionales comunes en 
un área de indudable interés práctico para la presta- 
ción de justicia y los intereses de los particulares. Por 
ello, se estima de especial importancia la pronta entra- 
da en vigor del Protocolo, por lo que se solicita la 
correspondiente aprobación parlamentaria. 
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El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta con- 
sideración. 


Julio María Sanguinetti PRESIDENTE DE 
LA REPUBLICA, Alvaro Ramos, Samuel 
Lichtensztejn. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Apruébase el Protocolo de Medi- 
das Cautelares negociado en el ámbito de la Reunión 
de Ministros de Justicia del MERCOSUR y aprobado 
en Ouro Preto, el 16 de diciembre de 1994, 


Montevideo, 9 de julio de 1996. 
Alvaro Ramos, Samuel Lichtensztejn. 
PROTOCOLO DE MEDIDAS CAUTELARES 


Los Gobiernos de la República Argentina, de la 
República Federativa del Brasil, de la República del 
Paraguay y de la República Oriental del Uruguay, en 
adelante denominados “Estados Partes”, 


Considerando que el Tratado de Asunción, suscrip- 
to el 26 de marzo de 1991, establece el compromiso 
de los Estados Partes de armonizar sus legislaciones 
en las áreas pertinentes; 


Reafirmando la voluntad de los Estados Partes de 
acordar soluciones jurídicas comunes para el fortaleci- 
miento del proceso de integración; 


Convencidos de la importancia y la necesidad de 
brindar al sector privado de los Estados Partes un mar- 
co de seguridad jurídica que garantice soluciones jus- 
tas a las controversias privadas y haga viable la coope- 
ración cautelar entre los Estados Partes del Tratado de 
Asunción, 


Acuerdan: 


Objeto del Protocolo 
Artículo 1? 


El presente Protocolo tiene por objeto reglamentar, 
entre los Estados Partes del Tratado de Asunción, el 
cumplimiento de medidas cautelares destinadas a im- 
pedir la irreparabilidad de un daño en relación a perso- 
nas, bienes u obligaciones de dar, hacer o no hacer. 


Artículo 22 


Las medidas cautelares podrán ser solicitadas en 
procesos ordinarios, ejecutivos, especiales o extraordi- 
narios, de naturaleza civil, comercial, laboral y en pro- 
cesos penales en cuanto a la reparación civil. 


Artículo 3% 


Se admitirán las medidas cautelares preparatorias, 
las incidentales de una acción principal y las que ga- 
ranticen la ejecución de una sentencia. 


Ambito de Aplicación 
Artículo 4” 


Las autoridades jurisdiccionales de los Estados Par- 
tes del Tratado de Asunción darán cumplimiento a las 
medidas cautelares decretadas por los Jueces o Tribu- 
nales de los otros Estados Partes, competentes en la 
esfera internacional, adoptando las providencias nece- 
sarias de acuerdo con la ley del lugar donde estén 
situados los bienes o residan las personas objeto de la 
medida. 


Ley Aplicable 
Artículo 5% 


La admisibilidad de la medida cautelar será regula- 
da por las leyes y resuelta por los Jueces o Tribunales 
del Estado requirente. 


Artículo 6? 


La ejecución de la medida cautelar y su contracau- 
tela o garantía respectiva serán resueltas por los Jueces 
o Tribunales del Estado requerido, según sus leyes. 


Artículo 7* 


Serán también reguladas por las leyes y resueltas 
por los Jueces o Tribunales del Estado requerido: 


a) las modificaciones que en el curso del proceso 
se justificaren para su correcto cumplimiento o, cuan- 
do correspondiere, para su reducción o sustitución; 


b) las sanciones por peticiones maliciosas o abusi- 
vas; y 


c) las cuestiones relativas al domino y demás dere- 
chos reales. 


Artículo 8" 


El Juez o Tribunal del Estado requerido podrá re- 
husar el cumplimiento de la medida o, en su caso, 
disponer su levantamiento, cuando sea verificada su 
absoluta improcedencia, de conformidad con los tér- 
minos de este Protocolo. 


Oposición 
Artículo 9% 


El presunto deudor de la obligación, así como los 
terceros interesados que se consideraren perjudicados, 
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podrán oponerse a la medida ante la autoridad judicial 
requerida. 


Sin perjuicio del mantenimiento de la medida cau- 
telar, dicha autoridad restituirá el procedimiento al Juez 
o Tribunal de origen para que decida sobre la oposición 
según sus leyes, con excepción de lo dispuesto en el 
artículo 7”, literal c). 


Autonomía de la Cooperación Cautelar 
Artículo 10 


El cumplimiento de una medida cautelar por la 
autoridad jurisdiccional requerida no implicará el com- 
promiso de reconocimiento o ejecución de la sentencia 
definitiva extranjera pronunciada en el proceso princi- 
pal. 


Cooperación Cautelar en la Ejecución de Sentencia 
Artículo 11 


El Juez o Tribunal a quien se solicitare el cumpli- 
miento de una sentencia extranjera podrá disponer las 
medidas cautelares que garanticen la ejecución, de con- 
formidad con sus leyes. 


Medidas Cautelares en Materia de Menores 
Artículo 12 


Cuando una medida cautelar se refiera a la custo- 
dia de menores, el Juez o Tribunal del Estado requeri- 
do podrá limitar el alcance de la medida exclusiva- 
mente a su territorio, a la espera de una decisión defi- 
nitiva del Juez o Tribunal del proceso principal. 


Interposición de la Demanda en el 
Proceso Principal 
Artículo 13 


La interposición de la demanda en el proceso prin- 
cipal fuera del plazo previsto en la legislación del 
Estado requirente, producirá la plena ineficacia de la 
medida cautelar preparatoria concedida. 


Obligación de Informar 
Artículo 14 


El Juez o Tribunal del Estado requirente comuni- 
cará al del Estado requerido: 


a) al transmitir la rogatoria, el plazo -contado a 
partir del cumplimiento de la medida cautelar- en el 
cual la demanda en el proceso principal deberá ser 
presentada o interpuesta; 


b) a la mayor brevedad posible, la fecha de presen- 
tación o la no presentación de la demanda en el proce- 
so principal. 
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Artículo 15 


El Juez o Tribunal del Estado requerido comunica- 
rá inmediatamente al del Estado requirente, la fecha 
en que se dio cumplimiento a la medida cautelar soli- 
citada o las razones por las cuales no fue cumplida. 


Cooperación Interna 
Artículo 16 


Si la autoridad jurisdiccional requerida se declarara 
incompetente para proceder a la tramitación de la car- 
ta rogatoria, transmitirá de oficio los documentos y 
antecedentes del caso a la autoridad jurisdiccional com- 
petente de su Estado. 


Orden Público 
Artículo 17 


La autoridad jurisdiccional del Estado requerido 
podrá rehusar el cumplimiento de una carta rogatoria 
referente a medidas cautelares, cuando éstas sean ma- 
nifiestamente contrarias a su orden público. 


Medio Empleado para la Formulación del Pedido 
Artículo 18 


La solicitud de medidas cautelares será formulada 
a través de exhortos o cartas rogatorias, términos equi- 
valentes a los efectos del presente Protocolo. 


Transmisión y Diligenciamiento 
Artículo 19 


La carta rogatoria referente al cumplimiento de una 
medida cautelar se transmitirá por vía diplomática o 
consular, por intermedio de la respectiva Autoridad 
Central o por las Partes interesadas. 


Cuando la transmisión sea efectuada por la vía di- 
plomática o consular o por intermedio de las Autorida- 
des Centrales, no se exigirá el requisito de la legaliza- 
ción. 


Cuando la carta rogatoria se transmita por interme- 
dio de la Parte interesada deberá ser legalizada ante los 
agentes diplomáticos o consulares del Estado requerido 
salvo que, entre los Estados requirente y requerido, se 
hubiere suprimido el requisito de la legalización o sus- 
tituido por otra formalidad. 


Los Jueces o Tribunales de las zonas fronterizas de 
los Estados Partes podrán transmitirse en forma direc- 
ta los exhortos o cartas rogatorias previstos en este 
Protocolo, sin necesidad de legalización. 


No se aplicará al cumplimiento de las medidas cau- 
telares el procedimiento homologatorio de las senten- 
cias extranjeras. 
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Autoridad Central 
Artículo 20 


Cada Estado Parte designará una Autoridad Central 
encargada de recibir y transmitir las solicitudes de co- 
Operación cautelar. 


Documentos e Información 
Artículo 21 


Las cartas rogatorias contendrán: 


a) la identificación y el domicilio del Juez o Tribu- 
nal que impartió la orden; 


b) copia autenticada de la petición de la medida 
cautelar y de la demanda principal, si la hubiere; 


c) documentos que fundamenten la petición; 
d) auto fundado que ordene la medida cautelar; 


e) información acerca de las normas que establez- 
can algún procedimiento especial que la autoridad ju- 
risdiccional requiera o solicite que se observe; y 


f) indicación de la persona que en el Estado reque- 
rido deba atender a los gastos y costas judiciales debi- 
das, salvo las excepciones contenidas en el artículo 
25. Será facultativo de la autoridad jurisdiccional del 
Estado requerido dar trámite al exhorto o carta rogato- 
ria que carezca de indicación acerca de la persona que 
deba atender los gastos y costas cuando se causaren. 


Las cartas rogatorias y los documentos que las 
acompañan deberán estar revestidos de las formalida- 
des externas necesarias para ser considerados auténti- 
cos en el Estado de donde proceden. 


Las medidas cautelares serán cumplidas, salvo que 
faltaren requisitos, documentos o información consi- 
derados fundamentales y que hagan inadmisible su pro- 
cedencia. En este supuesto, el Juez o Tribunal requeri- 
do se comunicará con celeridad con el requirente para 
que, en forma urgente, se subsane dicho defecto. 


Artículo 22 


Cuando las circunstancias del caso lo justifiquen 
de acuerdo a la apreciación del Juez o Tribunal requi- 
rente, la rogatoria informará acerca de la existencia y 
domicilio de las defensorías de oficio competentes. 


Traducción 
Artículo 23 


Las cartas rogatorias y los documentos que las 
acompañan deberán redactarse en el idioma del Estado 
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requirente y serán acompañadas de una traducción en 
el idioma del Estado requerido. 


Costas y Gastos 
Artículo 24 


Las costas judiciales y demás gastos serán respon- 
sabilidad de la Parte solicitante de la medida cautelar. 


Artículo 25 


Quedan exceptuados de las obligaciones estableci- 
das en el artículo precedente las medidas cautelares 
solicitadas en materia de alimentos provisionales, lo- 
calización y restitución de menores y las que solicita- 
ren las personas que han obtenido en el Estado requi- 
rente el beneficio de litigar sin gastos. 


Disposiciones Finales 
Artículo 26 


Este Protocolo no restringirá la aplicación de dis- 
posiciones más favorables para la cooperación conte- 
nidas en otras Convenciones sobre Medidas Cautelares 
en vigor con carácter bilateral o multilateral entre los 
Estados Partes. 


Artículo 27 


Las controversias que surjan entre los Estados Par- 
tes con motivo de la aplicación, interpretación o incum- 
plimiento de las disposiciones contenidas en el presente 
Protocolo, serán resueltas mediante negociaciones di- 
plomáticas directas. 


Si mediante tales negociaciones no se alcanzare un 
acuerdo o si la controversia fuera solucionada sólo en 
parte, se aplicarán los procedimientos previstos en el 
Sistema de Solución de Controversias vigente entre 
los Estados Partes del Tratado de Asunción. 


Artículo 28 


Los Estados Partes al depositar el instrumento de 
ratificación al presente Protocolo comunicarán la de- 
signación de la Autoridad Central al Gobierno deposi- 
tario, el cual lo pondrá en conocimiento de los demás 
Estados. 


Artículo 29 


El presente Protocolo, parte integrante del Tratado 
de Asunción, será sometido a los procedimientos cons- 
titucionales de aprobación de cada Estado Parte y en- 
trará en vigor treinta (30) días después del depósito 
del segundo instrumento de ratificación con relación a 
los dos primeros Estados Partes que lo ratifiquen. 
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Para los demás signatarios entrará en vigor el trigé- 
simo día posterior al depósito del respectivo instru- 
mento de ratificación. 


Artículo 30 


La adhesión por parte de un Estado al Tratado de 
Asunción implicará de pleno derecho la adhesión al 
presente Protocolo. 


Artículo 31 


El Gobierno de la República del Paraguay será el 
depositario del presente Protocolo y de los instrumen- 
tos de ratificación y enviará copias debidamente au- 
tenticadas de los mismos a los Gobiernos de los demás 
Estados Partes. 


Asimismo, el Gobierno de la República del Para- 
guay notificará a los Gobiernos de lo demás Estados 
Partes la fecha de entrada en vigor del presente Proto- 
colo y la fecha de depósito de los instrumentos de rati- 
ficación. 


Hecho en Ouro Preto, en 16 de diciembre de mil 
novecientos noventa y cuatro, en un original, en los 
idiomas portugués y español, siendo ambos textos igual- 
mente auténticos. 


Por la República Argentina Por la República Federativa de Brasil 
Guido di Tella Celso L. N. Amorim 


Por la República del Paraguay Por la República Oriental del Uruguay 
Luis María Ramírez Boettner Sergio Abreu 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 
Al Senado: 


La Comisión de Asuntos Internacionales de la Cá- 
mara de Senadores, recomienda la aprobación, al tenor 
de lo dispuesto por el artículo 168 de la Constitución 
de la República, del Protocolo de Medidas Cautelares, 
negociado en el ámbito de la reunión de Ministros de 
Justicia del MERCOSUR, suscrito en Ouro Preto, Re- 
pública Federativa del Brasil, el 16 de diciembre de 
mil novecientos noventa y cuatro. 


El presente Protocolo tiene por objeto reglamentar 
entre los Estados Partes, el cumplimiento de medidas 
cautelares destinadas a impedir la irreparabilidad de 
un daño en relación a personas, bienes u obligaciones 
de dar, hacer o no hacer, y es parte integrante del 
Tratado de Asunción. 
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Se prevé que las medidas cautelares podrán ser so- 
licitadas en todos los procesos de naturaleza civil, co- 
mercial, laboral, y en los procesos de carácter penal en 
cuanto a la reparación civil. 


Las medidas cautelares admisibles son aquellas de 
tipo preparatorias, las incidentales y las que garanticen 
la ejecución de una sentencia. 


Los Organos jurisdiccionales de los Estados Partes 
darán cumplimiento a las medidas cautelares decreta- 
das por las autoridades jurisdiccionales de los otros 
Estados Partes competentes adoptando las medidas ne- 
cesarias de acuerdo con la ley del lugar donde estén 
situados los bienes o residan las personas objeto de la 
medida. 


La admisibilidad de la medida cautelar será regula- 
da por las leyes y resuelta por los órganos competentes 
del Estado requirente, mientras que la ejecución de la 
medida cautelar y su contracautela o garantía respecti- 
va serán resueltas por los Organos competentes del 
Estado requerido. 


El Estado requerido regulará, también: a) las modi- 
ficaciones que en el curso del proceso se justificaren 
para su correcto cumplimiento o, cuando correspon- 
diere, para su reducción o sustitución; b) las sanciones 
por peticiones maliciosas O abusivas; y, c) las cuestio- 
nes relativas al dominio y demás derechos reales. 


El Tribunal del Estado requerido tendrá la facultad 
de rehusar el cumplimiento de la medida o, en su caso, 
disponer su levantamiento, cuando sea verificada su 
improcedencia de acuerdo con lo dispuesto por el pre- 
sente Protocolo. 


Los interesados que se consideraren perjudicados, 
podrán oponerse a la medida, compareciendo para ante 
el Tribunal competente del Estado requerido. 


El cumplimiento de una medida cautelar por parte 
del Estado requerido, no implicará el compromiso o 
ejecución o reconocimiento de la sentencia definitiva 
extranjera decretada en el proceso principal. El Tribu- 
nal a quien se solicitare el cumplimiento de una sen- 
tencia extranjera podrá disponer las medidas cautela- 
res del caso, de acuerdo con las leyes del Estado re- 
querido. 


Cuando se trate de medidas cautelares respecto a 
custodia de menores, el Estado requerido podrá limitar 
el alcance de la medida a su territorio. 


El Protocolo establece que la interposición de la 
demanda en el proceso principal fuera del plazo pre- 
visto por la Ley del Estado requirente, producirá la 
ineficacia de la medida anteriormente concedida. 
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El Estado requirente comunicará al Estado requeri- 
do, el plazo en el cual la demanda en el proceso princi- 
pal deberá ser interpuesta, y, a la mayor brevedad posi- 
ble, la fecha de presentación o no, de la demanda en el 
proceso principal. 


Cuando se solicite el cumplimiento de medidas cau- 
telares que sean contrarias al orden público del Estado 
requerido, éste podrá rehusar tramitar la carta rogato- 
ría respectiva. 


El exhorto o carta rogatoria referente a medidas 
cautelares, se trasmitirá por vía diplomática o consu- 
lar, por intermedio de la respectiva Autoridad Central, 
o por las Partes interesadas; cuando el exhorto se tras- 
mita por intermedio de la Parte interesada, deberá ser 
legalizada, salvo que este requisito se hubiere suprimi- 
do o sustituido. 


Los Estados Partes designarán una Autoridad en- 
cargada de recibir y trasmitir las solicitudes de coope- 
ración en materia cautelar. 


Los exhortos contendrán: a) identificación y domi- 
cilio del Tribunal que impartió la orden; b) copia auten- 
ticada de la petición de la medida cautelar y de la de- 
manda principal si la hubiere; c) documentos que fun- 
damenten la petición; d) auto que ordene la medida 
cautelar; e) información respecto de normas que esta- 
blezcan un procedimiento especial que la Autoridad 
requiera o solicite que se observe y, f) indicación de la 
persona que en el Estado requerido, deba atender a los 
gastos y costas judiciales debidos, salvo excepciones. 


El Tribunal requirente, según las circunstancias, in- 
formará acerca de la existencia y domicilio de las de- 
fensorías de oficio competentes. 


Los exhortos y documentos que acompañan al mis- 
mo, deberán ser redactados en el idioma del Estado 
requirente, debiendo ser acompañados de una traduc- 
ción en el idioma del Estado requerido. 


Las costas judiciales y gastos serán de cuenta de la 
Parte solicitante de la medida cautelar, quedando ex- 
ceptuadas de estas obligaciones las medidas solicitadas 
en materia de alimentos provisionales, localización y 
restitución de menores, y las que solicitaren la personas 
que en el Estado requirente, han obtenido el beneficio 
de litigar sin gastos. 


Si existieren otras Convenciones sobre Medidas 
Cautelares, de carácter bilateral o multilateral entre 
los Estados Partes, con disposiciones más favorables 
para la cooperación en esta materia, el presente Proto- 
colo no será oponible a la aplicación de las mismas. 


Las controversias que surjan en la aplicación, in- 
terpretación o incumplimiento de este Protocolo, serán 


CAMARA DE SENADORES 


14 de Abril de 1998 


resueltas por vía diplomática. Si no alcanzare acuerdo, o 
éste fuera parcial, se aplicarán los procedimientos pre- 
vistos en el Sistema de Solución de Controversias vigen- 
te entre los Estados Partes del Tratado de Asunción. 


Los Estados Partes, al mismo tiempo que depositen 
el instrumento de ratificación, comunicarán la desig- 
nación de la Autoridad Central al Gobierno deposita- 
rio, quien lo pondrá en conocimiento de los demás 
Estados. 


El Protocolo entrará en vigor treinta días después 
del depósito del segundo instrumento de ratificación 
con relación a los dos primeros Estados Partes que lo 
ratifiquen. Para los demás signatarios, entrará en vigor 
el trigésimo día posterior al depósito del respectivo 
instrumento de ratificación. 


El Gobierno de la República del Paraguay será el 
depositario del presente Protocolo y de los instrumen- 
tos de ratificación. 


Sala de la Comisión, 19 de marzo de 1998. 


Pablo Millor (Miembro Informante), Alber- 
to Couriel, Reinaldo Gargano, Rafael Mi- 
chelini, Américo Ricaldoni. Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Léase el 
proyecto de ley. 


(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Millor. 


SEÑOR MILLOR. - Señor Presidente: no tenemos incon- 
veniente en realizar un informe verbal, pero existe el informe 
escrito y el proyecto fue aprobado por unanimidad en la Co- 
misión de Asuntos Internacionales. Simplemente, quiero agre- 
gar que el Grupo de Ministros de Justicia del MERCOSUR 
resolvió suscribir varios Tratados, que están pendientes de 
aprobación. El 27 de junio de 1992, en Las Leñas, República 
Argentina, se suscribió el Protocolo sobre Cooperación y Asis- 
tencia Jurisdiccional en Materia Civil, Comercial, Laboral y 
Administrativa; el 7 de abril de 1994, en Buenos Aires, el 
Protocolo sobre Jurisdicción Internacional en Materia Con- 
tractual, y el 16 de diciembre de 1994, en Ouro Preto, el 
Protocolo de Medidas Cautelares. 


El Protocolo de Medidas fue aprobado por la Comisión de 
Asuntos Internacionales, por unanimidad, el 19 de marzo, y 
pretende dotar a la Administración de Justicia de la consi- 
guiente agilidad a través de la creación de una estructura 
normativa que brinde certeza a los particulares de los países 
signatarios. 


14 de Abril de 1998 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 

-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

“ARTICULO UNICO. - Apruébase el Protocolo de 
Medidas Cautelares negociado en el ámbito de la Re- 
unión de Ministros de Justicia del MERCOSUR y apro- 
bado en Ouro Preto el 16 de diciembre de 1994.” 

-En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


19) SE LEVANTA LA SESION 
SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Si los se- 
ñores Senadores desean, podemos pasar a la consideración del 


asunto que figura en décimo lugar del orden del día. 


Consulto al señor Miembro Informante si es posible apro- 
barlo sin discusión. 
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SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: creo que, por lo 
menos, debe quedar constancia en la versión taquigráfica del 
contenido del proyecto de ley. Voy a ser muy breve en mi 
exposición, pero no aseguro que podamos votarlo antes de la 
hora 20. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO. - Formulo moción para que se le- 
vante la sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Orlando Virgili). - Se va a 
votar la moción formulada. 


(Se vota:) 

-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se levanta la sesión. 

(Así se hace, a la hora 19 y 57 minutos, presidiendo el 
señor Senador Virgili y estando presentes los señores Sena- 
dores Antognazza, Astori, Brezzo, Fernández Faingold, 
Gandini, Gargano, Heber, Hualde, Irurtia, Korzeniak, Mi- 
llor, Pais, Pereyra, Ponce de León, Pozzolo, Ricaldoni, 


Sarthou y Segovia) 
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